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A la una de la tarde (1:00 p.m.) de este día, jueves, 4 de junio de 2026, el Senado reanuda sus 

trabajos bajo la Presidencia del señor Thomas Rivera Schatz. 

 

ASISTENCIA 

 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 

Luis Javier Hernández Ortiz, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, 

Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, 

Joanne M. Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín 

Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna 

I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 

 

Senador ausente y excusado: 

Carmelo J. Ríos Santiago. 

 

 

Senador presente, mas no así en la votación final: 

Wilmer Reyes Berríos. 

 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico en el día de hoy 

jueves, 4 de junio, es la una de la tarde (1:00 p.m.). 

Señor Portavoz. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, solicitamos dar comienzo con el Orden de los 

Asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 

SR. MATÍAS ROSARIO: La Invocación estará realizada por la pastora Leyda Santiago de la 

Rosa de la Iglesia Cristiana Adviento, en el Municipio de Guaynabo. 

 

INVOCACIÓN Y/O REFLEXIÓN 

 

La pastora Leyda Santiago de la Rosa de la Iglesia Cristiana Adviento, en el Municipio de 

Guaynabo, procede con la Invocación. 

 



Jueves, 4 de junio de 2026 Núm. 40 

 

 

18447 

PASTORA SANTIAGO DE LA ROSA: Saludos, señor Presidente, señores senadores y 

senadoras. 

En esta tarde quiero compartirles un versículo que se encuentra en Mateo 6:33 que dice: “Mas 

buscad primeramente el reino de Dios y su justicia, y todas estas cosas os serán añadidas”. 

Hoy reconocemos que cada uno de ustedes presentes lleva consigo responsabilidades, que van 

más allá de este lugar de trabajo. Todos aquí vivimos situaciones personales y laborales que ocupan 

nuestra mente y nuestro corazón. Llevamos preocupaciones por nosotros, nuestra salud, nuestros hijos, 

seres queridos, nuestro trabajo, preocupaciones que aun nos pueden hasta quitar el sueño, y aun así 

aquí están, dejando su plano personal para trabajar y servir las horas que sean necesarias. 

Sin embargo, en este versículo Jesús nos afirma que cuando priorizamos en Dios, cuando 

buscamos su presencia en nuestras vidas, cuando priorizamos en lo justo, lo correcto en todo lo que 

hacemos, podemos tener la confianza en que Dios conoce todas nuestras circunstancias, nuestras 

preocupaciones, nuestras necesidades y tiene cuidado de cada uno de nosotros.  

Así que oramos por esto.  Señor, te doy gracias por este día y por la oportunidad que nos das 

de orar por cada persona aquí presente.  Tú conoces sus alegrías y también sus cargas, conoces las 

preocupaciones que ocupan sus pensamientos, los desafíos que enfrentan en sus hogares, las 

decisiones que deben tomar, las metas que desean alcanzar y las necesidades que guardan en silencio.  

Te pido que extiendas tu mano sobre cada uno de ellos, trae salud a quienes enfrentan 

enfermedad, fortaleza a quienes se sienten cansados, consuelo a quienes atraviesan momentos difíciles 

y dirección a quienes necesitan tomar decisiones importantes.  

Bendice a sus familias, sus matrimonios, hijos, padres y cada aspecto de sus vidas. Ayúdalos 

a recordar que no están solos y que pueden confiar en tu cuidado. Que la certeza de tu presencia les 

conceda paz en medio de la incertidumbre, serenidad en medio de la presión y esperanza en medio de 

cualquier dificultad. 

También, te presento la labor que realizan, recuérdales diariamente el propósito de su trabajo 

y la importancia de las vidas que son impactadas por sus decisiones.  

Concédeles sabiduría para discernir lo que es correcto, prudencia para actuar con justicia y 

sensibilidad para reconocer las necesidades reales de nuestro pueblo. Que puedan trabajar unidos, 

complementando sus talentos y conocimientos para desarrollar los mejores proyectos, encontrar las 

mejores soluciones y tomar decisiones que beneficien a nuestro país. 

Que sus palabras reflejen respeto, que sus acciones reflejen integridad y que su servicio refleje 

amor por el prójimo. Y mientras sirven a otros, recuérdales que Tú también cuidas de ellos, que pueden 

descansar en la promesa de que al buscar primeramente tu voluntad y hacer lo que es justo, Tú 

proveerás, sostendrás y abrirás caminos donde sea necesario.  

Ponemos este día, esta Sesión, este equipo de trabajo y todas nuestras vidas en tus manos. En 

el nombre de Jesús. Amén. 

- - - - 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 

APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe el Acta correspondiente a la 

sesión del lunes, 1 de junio de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  
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PETICIONES DE TURNOS INICIALES AL PRESIDENTE 

 

(Las señoras Santiago Negrón, Álvarez Conde; los señores Santiago Rivera, Toledo López, 

Molina Pérez; la señora Soto Aguilú; y el señor Matías Rosario solicitan Turnos Iniciales al 

Presidente). 

 

SR. PRESIDENTE: Compañera Santiago Negrón, compañera Álvarez; compañero Santiago. 

SR. TOLEDO LÓPEZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Compañero Toledo y compañera Soto Aguilú; y el compañero Molina y 

obviamente al compañero Portavoz. 

Comenzamos con la compañera Santiago Negrón. 

SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Muchas gracias, señor Presidente. 

Siete (7) son los pecados capitales que se llaman así, no solo por la gravedad de sus 

manifestaciones, sino por la capacidad que tienen en derivar en otras fallas de terribles consecuencias. 

Un ejemplo claro de hasta donde puede llegar esa falla moral mayor de la avaricia es la arrogancia 

que está desplegando un sector o varios sectores en Puerto Rico, articulando con la complicidad de la 

Asamblea Legislativa, políticas que parecerían transmitir la idea de que su avaricia vale más y cuenta 

más que la propia naturaleza. 

Me refiero de manera específica a la amenaza en la que se encuentra actualmente la Zona del 

Carso en Puerto Rico que representa el veintisiete punto cinco por ciento (27.5%) de nuestra extensión 

territorial y que es directamente responsable de que cuatrocientas mil (400,000) personas en Puerto 

Rico, cuatrocientas mil (400,000) personas en Puerto Rico tengan agua para tomar.  

Las corrientes subterráneas que discurren por las formaciones cársicas son el principal 

proveedor de agua potable en Puerto Rico a un precio significativamente mayor que la que se puede 

distribuir por otras vías. Dependen del agua del carso no solamente ciento de miles de puertorriqueños 

y puertorriqueñas, sino también industrias completas, como las vaquerías que se encuentran en la zona 

norte o las empresas farmacéuticas que no es por casualidad que están ubicadas precisamente en la 

Zona Cársica donde tienen acceso fácil a ese recurso indispensable.  

Hoy, un grupo de sectores económicos aspiran a la destrucción del Carso y han materializado 

esa aspiración, a través del Proyecto de la Cámara 1079, y de iniciativas como la que se tuvo que 

cancelar ayer, donde la Asociación General de Constructores, junto a empresas privadas como la 

Cantera Canarico o Bloques Carmelo, aspiraban a un conversatorio en el que se debatiera la 

erradicación de la protección que hoy permite que la gente tenga agua en sus casas y donde pensaban 

discutir también el regreso a las iniciativas de explotación minera que por tanto tiempo se han 

combatido en suelo puertorriqueño.  

Si en efecto ese sector avaricioso se sale con la suya, se van a extender iniciativas como la 

adoptada por la Junta de Planificación, que de manera ultra vires ha concedido una dispensa ilegal al 

Municipio de Toa Baja para la extensión del vertedero, declarando por vía administrativa algo para lo 

cual no tienen facultad, que ahora al Municipio de Toa Baja no le aplica la Ley del Carso. 

Pudiera multiplicarse la operación de canteras, regresando a los tiempos en que los mogotes 

no se reconocían como recursos, sino como materia prima para agregados, o pudiera permitirse la 

utilización indiscriminada del valiosísimo recurso hídrico de la Zona Cársica para alimentar la 

vocación de empresas multinacionales que pudieran estar planteándose proyectos como centros de 

inteligencia artificial que requieren de millones y millones y millones de galones de agua.  
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Lo que se está planteando a través del Proyecto que ha radicado el representante Johnny 

Méndez y de lo que proponen estos sectores, no es menos que la destrucción de un recurso 

absolutamente vital, no lo digo en un sentido metafórico, representativo o simbólico literalmente, un 

recurso vital no renovable del que depende que en este país no solamente las industrias, no solamente 

los que vienen con aspiraciones de enriquecerse más de los que tenemos, que la gente en Puerto Rico 

tenga acceso al derecho humano del agua. 

SR. PRESIDENTE: Compañera Álvarez Conde. 

SRA. ÁLVAREZ CONDE: Quisiera, hay tantas cosas que están pasando, pero quisiera traer 

algo a colación, comenzando con al reconocimiento, sí… 

SR. PRESIDENTE: Tengo a una senadora en el uso de la palabra. 

Disculpe. 

SRA. ÁLVAREZ CONDE: Gracias.  

Hoy, quiero atender dos (2) temas y quiero comenzar hablando de una recurrente situación en 

la que nos vemos sumergidos que no está exento en el día de hoy, con uno de los Proyectos que 

próximamente van a discutir, que es la defensa de nuestros servidores públicos. 

Y quiero comenzar con eso, porque tan reciente como hace dos, tres semanas escuchamos el 

Presupuesto, el cual obviamente nos tocará evaluar y se anunció los noventa (90) millones que faltan 

para el Plan de Reclasificación de los maestros.  

En una vista pública de la Comisión de Seguridad y Veteranos, hablamos de una Ley ya 

aprobada para aumentarle a los Vigilantes del DRNA, donde la respuesta de la Junta fue que se tenía 

que remitir a la Ley de Clasificación de Personal del 2019, algo que para mi entender es una falta de 

respeto a Puerto Rico en el sentido de que tienes una Ley aprobada y estás diciendo que te aplique 

otra, ignorando nuestro proceso legislativo. 

En el caso de la reclasificación, que no está en ningún sitio y que falta tanto por hacer, esta 

servidora ha pedido Peticiones de Información a OARTH sobre la justicia salarial que hay que hacerles 

a los servidores públicos y dentro de ese mundo de servidores en todas las agencias que amamos a 

Puerto Rico, tenemos también la defensa de la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado. 

Y próximamente, veremos un Proyecto de eso, asumiremos nuestros turnos, pero que quede 

meridianamente claro que tenemos que dar la defensa por los servidores, tenemos que defender las 

organizaciones que los agrupan, especialmente esta, una cooperativa que le pertenece a todos y tanto 

ha dado y tenemos que luchar para que se le de justicia salarial y estaremos aquí para eso. 

El segundo punto que quiero traer es una noticia económica que bien voy a decir en español, 

pero me gustaría también repasar en inglés, simplemente porque es un mensaje aquí y a Estados 

Unidos, donde como hemos visto fotos recientemente hay compañeros que están en Washington, he 

visto de la Cámara, asumo que del Senado están, algunos faltaron el día de hoy por esa razón donde 

están abogando por los fondos del Medicaid, que tan importantes son para Puerto Rico.  Pero es que 

ha salido la noticia de que Puerto Rico pagó aproximadamente novecientos diecinueve punto siete 

(919.7) millones en tarifas el año pasado, un aumento de doscientos ochenta y ocho por ciento (288%), 

comparado con doscientos treinta y seis (236) millones en años anteriores con las tarifas que salieron 

requisito de Estados Unidos siendo como somos, un archipiélago que requiere que utilicemos los 

barcos. 

Así que voy a decir esto para que quede claro en inglés y en español: While some continue to 

portray Puerto Rico solely as a recipient of federal funds, the latest data reveal a more complete 

reality. In 2025 alone, Puerto Rico’s economy absorbed nearly $920 million in federal tariffs on 

imported goods. On an island that depends heavily on imports for food, medicine, construction 

materials, and consumer products, these costs ultimately make their way into the pockets of families, 
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businesses, and consumers. It is fair to ask how much Puerto Rico contributes to the federal system 

and whether there is a just balance between what is extracted from our economy and what is returned. 

Así que para que quede claro en una Isla, un archipiélago que depende en las importaciones de 

comida, de medicina, de materiales de construcción, de producciones para su consumo esos costos 

llegan a nuestros bolsillos, de las familias, de los negocios, de los consumidores y es bueno preguntarse 

cuánto estamos dando, cuánto aportamos y cuánto no debemos de estar mendigando por un derecho 

como el Medicaid y otras cosas que tenemos que llevar a la esfera federal. 

Son mis palabras.  

SR. PRESIDENTE: Compañero Santiago. 

SR. SANTIAGO RIVERA: Muchas gracias, señor Presidente.  

¡Qué bueno que este Senado optara finalmente por convocar al Presidente Ejecutivo de la 

Autoridad de Acueductos a una Comisión Total! Y celebro también que hayan invitado a los Alcaldes 

de San Juan y de Bayamón, porque ellos representan a los municipios que están demostrando una vez 

más que son una pieza fundamental para atender, sin excusas, las necesidades más apremiantes de 

nuestra gente. 

Ciertamente, es correcta la intervención de este Poder Legislativo, máxime cuando es evidente 

la incapacidad que ha tenido el Poder Ejecutivo de este Gobierno, de asumir la responsabilidad que le 

corresponde y de una vez y por todas ponerle punto final a una situación que como ya lo señala 

abiertamente el Alcalde penepé de San Juan, está provocando una seria crisis humanitaria. No tan solo 

en la Ciudad Capital, sino también en muchos otros municipios y regiones de la Isla, pero lo insólito, 

escuchen, lo insólito e incomprensible de esta situación es que con insistencia se señala, incluso por 

compañeras y compañeros de este Senado, que el problema es uno de incompetencia crasa a nivel 

gerencial. 

Por eso con respeto les digo, por qué razón no nos atrevemos a llamar las cosas por su nombre, 

si el problema es de falta de gerencia efectiva en una instrumentalidad pública, a fin de cuentas, ¿quién 

tiene la responsabilidad y la última palabra en el Gobierno? 

Miren, cuando yo ejercía como Alcalde y había un problema en el recogido de basura, no era 

al supervisor o al jefe de control ambiental que el pueblo le exigía, me reclamaban a mí como Alcalde, 

pues aquí también aplica ese principio. Si una agencia o instrumentalidad del Gobierno no está 

haciendo bien su trabajo es responsabilidad de la Gobernadora directamente intervenir. Porque fue por 

ella que votó la gente, no fue por el jefe de Acueductos. 

Frecuentemente en las discusiones de los asuntos que hacen crisis hoy en el país, optan ustedes 

por evasivas refiriéndose a sucesos ocurridos en gobiernos pasados del Partido Popular. Pues yo les 

refresco la memoria, precisamente en un momento en que se enfrentaban problemas con el servicio 

de agua, el entonces gobernador Rafael Hernández Colón, sin titubeos le pidió la renuncia al Director 

de Acueductos en medio de una conferencia de prensa, sin tener que esconderse detrás de las excusas 

de que es una Junta de Directores la que tiene que resolver. 

Por otro lado, tampoco es aceptable achacar la falta de agua al deterioro de la infraestructura 

y la falta de mantenimiento, es que el PNP lleva diez (10) años en el Poder. Y después del huracán 

María, llegaron miles de millones de dólares para poner al día el sistema. Oigan, desde el 2018, hay 

sobre siete mil (7,000) millones de dólares de fondos federales para Acueductos y ya estamos en el 

2026, hace ya ocho (8) años todos bajo su incumbencia. 

¿Qué esperan para aceptar que no han sabido gobernar? Nos cambian los gobernadores, ya van 

cuatro (4) incumbentes bajo el PNP y en un servicio tan esencial, tan básico como el agua, seguimos 

de mal en peor. 
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Y escuchen, yo no les voy a cuestionar su estructura moral como tantas veces lo hacen con 

nosotros por cosas de gobiernos populares del pasado, pero sí les voy a recordar que son ustedes hoy 

los que tienen el deber y la obligación moral de hacer mejor gobierno como le prometieron al pueblo. 

En resumen, compañeras y compañeros, sí se dice que el problema es de gerencia 

gubernamental y no lo resuelven o se aduce a deterioro y falta de mantenimiento y en diez (10) años 

no lo han sabido atender, pues no hay de otra. Es que el PNP no puede seguir en el Poder. Por eso, yo 

le pido al pueblo, no le voy a pedir al pueblo como lo hace con tanta insensibilidad el Gobierno que 

le pide paciencia por no tener agua. Yo le voy a pedir al pueblo, que se preparen camino al 2028, para 

decirles con fuerza y firme voluntad, pa’fuera es que van. 

Muchas gracias. 

SR. PRESIDENTE: Compañero Toledo López. 

SR. TOLEDO LÓPEZ: Gracias, Presidente. 

Hoy tengo el privilegio, pero por encima de eso el deber de expresarme a favor de la juventud 

puertorriqueña, en un momento en el que estos jóvenes están reclamando unos espacios importantes, 

que reconozcan su capacidad para actuar e insertarse en un mundo que cada vez es más competitivo y 

más complejo. 

Presentamos el Proyecto del Senado 1245, que se atendió ayer en una vista pública extensa, 

porque así la queríamos. Queríamos una vista pública en la que pudiéramos recibir el insumo de 

diferentes sectores que tuvieran algo importante que contribuir sobre una medida legislativa que, 

definitivamente alterará el ordenamiento jurídico, relacionado con quién se considera mayor de edad 

en Puerto Rico. 

La realidad es que, hablando de derechos humanos como hablábamos ahorita, entendemos que 

los jóvenes en Puerto Rico están en una desventaja amplia contra jóvenes de otras jurisdicciones. 

Dicho sea de paso, cuarenta y ocho (48) jurisdicciones en Estados Unidos, prácticamente todas en 

Latinoamérica, Europa y hasta la misma Convención sobre los Derechos del Niño de la Organización 

de las Naciones Unidas, establece que hay unos derechos de los que deben gozar los jóvenes de 18 

años en adelante, por considerarse mayor de edad. Lo que quiere decir, que Puerto Rico es la excepción 

a la norma y como excepción está privando a nuestros jóvenes de unas oportunidades, de unos 

derechos a los que realmente deberían tener acceso. 

Y mientras otras personas tienen acceso a muchas ondas radiales, a muchas ondas televisivas, 

están en televisión, en radio, en redes todo el santo día, este es el foro que tengo yo para expresarme 

a favor de la juventud puertorriqueña. 

Aquel que se oponga al Proyecto del Senado 1245, se opone realmente a lo que se ha hecho en 

48 jurisdicciones de Estados Unidos, lo que se ha hecho en toda Latinoamérica, lo que se ha hecho en 

Europa y lo que la Organización de la Naciones Unidas reclama para la juventud a nivel mundial. 

Dicho eso, aquel que se oponga al Proyecto del Senado 1245, se opone al Occidente completo 

y eso no tiene sentido legal alguno. Nosotros tenemos jóvenes que tienen la capacidad suficiente para, 

a los 18 años, ser Legisladores Municipales, representar ciudadanos y ciudadanas de sus municipios 

conforme lo establece la Ley. Jóvenes que a los 18 años pueden escoger a cada uno de los senadores 

y senadoras, representantes que representamos, valga la redundancia, al Pueblo de Puerto Rico, pero 

algunas personas no les quieren reconocer capacidad suficiente, ni siquiera para abrir una cuenta de 

banco o establecer un negocio. 

Jóvenes que a los 18 años pueden firmar para hacerse parte del Ejército de los Estados Unidos, 

e incluso, batallar y defender a nuestra Nación en guerra, pero alguna gente no le quiere reconocer 

capacidad alguna ni siquiera para comprarse un celular. Eso no solamente es un contrasentido legal, 

es que es inmoral. 
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Yo quiero que ustedes miren a los jóvenes que están sentados en estas gradas y sean ustedes 

los que les digan que ellos no tienen capacidad, sean ustedes los que lo hacen. Yo tengo la bendición 

de haber sido profesor por muchos años de mi vida y he trabajado directamente con la juventud y 

respeto a la juventud por el trabajo que hacen y hoy nos toca reconocer lo que han contribuido, lo que 

quieren contribuir y lo que están contribuyendo para que Puerto Rico siga echando pa’lante. 

Mi recomendación a mis compañeros del Senado, de la Cámara de Puerto Rico, a cada 

puertorriqueño y puertorriqueña que camina, que respira y vive sobre esta Isla, léase el Proyecto del 

Senado 1245, duda que usted tenga, envíemela que yo se la voy a contestar. Tanto así que sí voy a 

comenzar unas cápsulas para explicar y disipar cualquier duda de todo aquel que quiera crear 

confusión sobre una medida que lo que busca es crear justicia, justicia para jóvenes que se van a 

insertar y que realmente van a transformar a Puerto Rico. 

Esas son mis palabras. 

SR. PRESIDENTE: Compañero Molina Pérez. 

SR. MOLINA PÉREZ: Muchas gracias, señor Presidente. 

Quiero comenzar felicitando a nuestra compañera Tolentino que cumple años hoy, que 

cumplas muchos más y que tenga lindo día de cumpleaños.  

Partiendo de eso, hoy hay un joven, va caminando desde Cayey, Pello, él tiene un negocio 

ambulante y como hace, la semana pasada dije, aquí la Autoridad de Carreteras la ha emprendido 

contra los comerciantes ambulantes, aqueja problemas de seguridad vial, no tiene una estadística de 

un incidente en la 129 con un negocio de esos, pero yo le digo a mis compañeros comerciantes 

ambulantes es bien difícil, es bien difícil cuando quien gobierna no entiende el dolor, porque no 

entiende las heridas del pueblo; entonces tienen que manifestarse.  

Esto es muy duro, yo lo sé con eso es que le llevan la comida a sus hijos. Nuestros compañeros 

que dirigen el país lamentablemente ven estas cosas de desarrollo económico lo que buscan son 

patentes y le dicen de desarrollo económico, comercio legítimo. Pero por ejemplo, Walmart tiene un 

tranfers pricing, Luxemburgo tiene una matriz y deja directamente la ganancia y llega aquí y rinde 

unas planillas y dice, “no ganamos nada”. Pero hay que abrirle muchos espacios a Walmart, ¿Por qué? 

Porque ellos dicen que pagan patentes. Estaré buscando los recursos, porque no los voy a dejar solos, 

créanme. 

Así que sigue caminando, Pello llega acá, nosotros vamos a abrirle las puertas, a usted y cada 

uno de los comerciantes ambulantes que están pasando por eso, ¿saben por qué? Este servidor ha 

tenido múltiples comunicaciones, múltiples, con la exsecretaria de Vivienda, con el exjefe de 

Desarrollo Económico.  Me he encargado de ir uno por uno, notando todas las molestias y qué fue lo 

que ocurrió. Hay un denominador común y nosotros lo vamos a atacar; créame lo vamos a hacer y 

tienen que confiar. 

Aquí hace un tiempo se discutió el Presupuesto y este servidor cogió el Presupuesto, lo 

desglosó tipo tabla, nosotros pudimos identificar dónde la Gobernadora estaba haciendo sus 

movimientos. Ahora nuestros compañeros están sin agua por todo el país, prohibido olvidar.  Eliezer 

Molina les dijo que no había dinero reservado para infraestructura permanente y cuando se fue el agua 

la Gobernadora vino con un comunicado que había identificado dos mil (2,000) millones de dólares, 

búscalo, porque es que, ¿de dónde los sacó? Nunca existió y ahora vamos a seguir haciendo 

indagaciones sobre algo que el problema se llama, administraciones de gerencia y apareció mucho 

dinero para comprar, muchos generadores, porque el problema era la luz y el único logro positivo de 

la Gobernadora ha sido que por primera vez ustedes han visto que los embalses no se secan. Y ni hay 

salideros, porque cortó el agua. Eso es administración. Y van a desangrar cada una de las agencias y 

corporaciones que tengan liquidez, porque será de ahí de esos presupuestos donde único ella pueda 
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halar, para entonces financiar y pagar todos los gastos de emergencia que van ocurriendo, porque 

nunca se hizo. Y no voy a culparla a ella, esto es décadas de mala administración. Pero como el 

Secretario de Recursos Naturales ya lleva año y medio (1 ½) y él dice que no se le puede acusar de lo 

que él no ha hecho, porque él tampoco ha hecho nada, está virgen, pero el pueblo ultrajado y los 

recursos naturales ultrajados. Ahora van contra el Carso, sigan diciendo loco a la gente que estudia. 

Cuántas veces señalamos que el primer error fue establecer un sistema de baterías para que 

impactara los acuíferos y el efecto invernadero contaminando nuestras aguas, asesinaron los corales, 

vayan al área oeste, no queda. Pues, ahora insistentemente continúa este Gobierno tratando de destruir 

los recursos naturales. Nosotros somos una isla tropical, por Dios, quieren concreto, “lárguense para 

Nueva York”, hasta desayuno le tienen allá en un parada. 

Así que a nuestros compañeros, también sigan, continúen, caminen, no paren de hablar, que 

poco a poco esto va a cambiar. 

Son nuestras palabras, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Compañera Soto Aguiló, Aguilú perdón. 

SRA. SOTO AGUILÚ: Gracias. 

Hoy primero quiero comenzar hablando del Programa de Verano de Jóvenes en el Senado y 

quiero agradecer a la Oficina del vicepresidente Carmelo Ríos, porque el próximo viernes se va a dar 

el Primer Debate de esta sección de Programa de Verano, gracias a la Oficina del representante Ángel 

Morey, del senador Carmelo Ríos y de esta servidora. Y hoy fue la primera reunión de todo el 

componente de los jóvenes de verano, ya se eligieron los temas. Así que este viernes vamos a estar 

transmitiendo a través de las redes sociales ese extraordinario debate entre los jóvenes de verano del 

Senado. 

En segundo lugar, quiero felicitar a las seis (6) jóvenes que están adscritas al Programa de 

Verano del Senado de mi oficina, porque ya tan solo al tercer día de estar trabajando, ya ellas han 

concluido su primer Proyecto de Ley que vamos a estar sometiendo mediante Petición en esta 

Asamblea Legislativa.  

De ahí voy a directamente a hablar, que gracias al Partido Nuevo Progresista es que siempre 

se trae en Puerto Rico la controversia para mediar y para hacer justicia a lo que es la autonomía de la 

mayoría de edad en Puerto Rico, a los 18 años de edad. Escuchaba mi compañero Senador por 

Acumulación, Ángel Toledo, hablar en defensoría de su Proyecto de Ley sobre la mayoría de edad a 

18 años de edad. Y quiero decir que fue gracias al gobernador Pedro Rosselló en el 2000, que sí se 

llegó a aprobar legislación, que sí se llegó a firmar legislación de que en Puerto Rico la mayoría de 

edad bajaba de 21 a 18 por entenderse que había autonomía, que había un amplio criterio de toma de 

decisiones para valorar a la juventud puertorriqueña, pero no fue hasta que llegaron del enemigos del 

Partido Popular, bajo la Administración de Sila María Calderon, que bajo la Ley 59, del 18 de julio 

del 2001, derogó la legislación del gobernador Rosselló y restituyó la mayoría de edad a los 21 años 

de edad. Y entonces han pasado veinticinco (25) años y tiene que regresar nuevamente el Partido 

Nuevo Progresista, a hacer pulseo, a tratar de explicar lo que es importante, que es la igualdad, usted 

tiene igualdad en cualquiera de los cincuenta (50) Estados para votar, para enlistarse en el Ejército, 

para casarse, para tomar préstamos, para tomar decisiones individualizadas y en Puerto Rico se sigue 

hablando de que la mayoría de edad por el parens patriae tiene que ser a los 21 años de edad. 

Cuando Sila María Calderón derogó aquella legislación fue por un levantamiento de 30 mil 

casos de pensiones alimentarias que había en ASUME, eso fue todo. Y aquí lo que se está pidiendo es 

que se examine con amplitud en diferentes vertientes de derecho y naturaleza de cambio sociales en 

Puerto Rico, porque debería entonces bajarse y reconocer los 18 años de edad como mayoría de edad. 
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Quiero hablar un poco. Si alguien recuerda este nombre, me lo deja saber. Bajo Alejandro 

García Padilla en el 2015, fue que Puerto Rico tuvo racionamientos de agua de veinticuatro (24) a 

cuarenta y ocho (48) horas. Área Metropolitana, Embalse Carraízo, Río La Plata, donde dos tercios 

(2/3) de la población de Puerto Rico tuvo interrupciones por cuarenta y ocho (48) horas de suministro 

de agua potable. ¿Ustedes saben por qué? Porque no se les daba mantenimiento a las plantas de 

filtración de la AAA. Sí, así como lo están escuchando y fue entonces cuando se hablaba en el 2015, 

gracias al Partido Popular, de falta de dragado preventivo, de una deuda pública impagable, de la 

paralización del Plan de Mejoras Capitales de la AAA, que es una de las razones por las cuales la 

AAA todavía no ha podido entrar en el mercado de Bonos, nuevamente para emisiones de Bonos y 

Deudas. 

Pero es fácil tomar un micrófono aquí y hablar de que el Partido Nuevo Progresista es 

insensible, es fácil coger un micrófono aquí y decir que el Partido Nuevo Progresista no quiere resolver 

el problema del agua. Pues, están totalmente equivocados, ¿ustedes saben por qué? Porque mientras 

el Partido Nuevo Progresista lo que ha tratado es de trabajar para sacarnos de la deuda pública que 

hemos heredado por los pasados diez (10) años, estamos diciendo abiertamente que también hay que 

inyectar dinero para las mejoras capitales. 

Y con esto yo no estoy sustituyendo la necesidad del pueblo, pero hablar de insensibilidad 

solamente tendrían que escuchar toda mi alocución para que sepan quién realmente es el insensible 

para el Pueblo de Puerto Rico y se llama el Partido Popular Democrático.  

SR. PRESIDENTE: Compañero Portavoz. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Dios lo bendiga, señor Presidente. 

He tenido varias diferencias con el senador Eliezer Molina, pero ahora me acaba de … 

SR. PRESIDENTE: Compañero, perdóneme. 

Le corresponde el turno al compañero Molina. 

SR. MOLINA PÉREZ: No ya. 

SR. PRESIDENTE: Ya usted pudo, bien. 

SR. MATÍAS ROSARIO: He tenido varias diferencias con el compañero Molina, pero ahora 

me acaba de meter en un problema, felicitar a Wandy Soto antes que yo, tengo problemas ahora. 

¡Wandy, feliz cumpleaños! Ahora todos los días me va a decir lo mismo. 

Señor Presidente y hermanos senadores he escuchado a la Delegación Popular, hablar de lo 

supuesto malo que es el PNP, he escuchado a la Delegación Popular haciéndose que defiende al 

servidor público, ¡qué hipocresía! La administración Popular destruyó a 187 mil empleados públicos 

con la Ley 3. Se les olvidó, se le olvidó que nosotros hemos llegado a tratar de arreglar lo que ellos 

hicieron. Hablan de que ¿qué estamos haciendo? Se les olvidó que ellos tuvieron un Gobernador con 

diecinueve (19) cargos por corrupción. Tuvieron un Gobernador que dijo: “me vale”. Tuvieron un 

Gobernador que impuso en su Administración y ellos aquí como Mayoría, noventa y ocho (98) 

impuestos y nosotros estamos tratando de arreglarlo. Parece que se les olvidó, parece que a ellos se le 

olvidó que ellos hicieron esa misma canción por un tiempo, engañando al pueblo que querían gobernar 

y cuando gobernaron destruyeron a Puerto Rico. Y a veces nos dicen, porque a veces pueden ser 

caripelao, a veces nos dicen quítenlo, no ellos nos impusieron noventa y ocho (98) impuestos, 

destruyeron a los servidores públicos con la Ley 3 y nos dejaron a la Junta de Control Fiscal, que no 

nos permite que en muchas ocasiones nuestra Delegación por los pasados años ha producido Proyectos 

por el bien de los empleados públicos y la Junta no nos da la autorización, eso es una criatura del 

Partido Popular, los servidores públicos ellos le bajaron y le destruyeron el Retiro y nosotros en los 

pasados años le hemos dado aumento, más de un noventa y cinco por ciento (95%) a los servidores 

públicos, esos son los datos. 
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Ahora mismo se están tratando de cantar de que ellos son los revolucionarios en la defensa de 

los servidores públicos. Le quiero decir algo a los servidores públicos, el PNP lo que ha hecho es 

aprobar leyes a favor de ustedes. Ninguna ley, y eso lo tiene que saber todo el mundo aquí, ninguna 

ley que sea en contra de los servidores públicos va a ser aprobada por este Senado, no lo vamos a 

permitir.  

Nosotros estamos a la vanguardia de servirle a la gente, vinimos a servirle a la gente, a 

proponer proyectos de envergadura en el servicio de todos, no como el Partido Popular y yo siempre 

le digo lo mismo a la gente, pierdan un día de su vida, busquen los videos de este Senado y lo que van 

a ver son populares quejándose, populares llorando, populares olvidando que ellos destruyeron a 

Puerto Rico, populares olvidando que ellos nos metieron a la quiebra, que ellos fueron los que 

condenaron a los servidores públicos a la indigencia. Se olvidaron que tenemos empleados de ochenta 

(80) años trabajando, porque ellos los populares, sin pensar en ellos cogieron y aprobaron a Ley 3. 

Esas gradas estaban llenas con un staff de jóvenes y empleados, estaban llenas, gente llorando, pero a 

los populares no les importó y aprobaron una Ley que los destruyó. Pero, ahora algunos de los que 

estaban en el poder que podían llamar a su Gobernador, a sus Senadores, a sus Legisladores y decirles 

y decirle: “no apruebes eso”, se quedaron en sus municipios calladitos, disfrutando sin opinar, sin 

defender y ahora aquí tienen una varita mágica, pero la varita de la crítica, no de la propuesta correcta, 

no del Proyecto de envergadura, eso no lo hay. 

Así que a los compañeros del Partido Popular, si hay algo que ha demostrado el pueblo 

puertorriqueño, es que tiene buena memoria y no se olvidan de ese “me vale” de Alejandro y de ese 

Gobernador corrupto con diecinueve (19) cargos. Así que no traten ahora de hacerse los santos. Por 

eso es que el PNP gana, no importa las situaciones que a veces la prensa amarillista esta quiera 

agrandar y agrandar y extrapolar, la gente se da cuenta que cuando nosotros gobernamos Puerto Rico 

progresa. 

Así que déjense de ese cuento, ustedes los populares no vuelven a gobernar a Puerto Rico. 

Esa son mis palabras, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguien más? Próximo asunto.  

 

INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  

ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Positivos de Comisiones Permanentes: 

 

De la Comisión de Gobierno, cuatro informes proponiendo la aprobación del P. del S. 962, de 

las R. C. del S. 154 y 167 y del P. de la C. 1024, con enmiendas según los entirillados que los 

acompañan. 

De la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, los séptimo, octavo y noveno 

informes parciales sobre la investigación requerida por la R. del S. 111. 

De la Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y 

Cooperativismo, dos informes proponiendo la aprobación de los P. del S. 1222 y 1223, con enmiendas 

según los entirillados que los acompañan. 

De la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, un informe proponiendo la 

aprobación del P. del S. 1010, con enmiendas según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, el noveno informe parcial sobre 

la investigación requerida por la R. del S. 81. 

De la Comisión de Salud, el informe final sobre la investigación requerida por la R. del S. 98. 
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De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 

Consumidor, un informe proponiendo la aprobación del P. del S. 1140, sin enmiendas. 

De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 

Consumidor, dos informes proponiendo la aprobación del P. del S. 1019 y de la R. C. del S. 153, con 

enmiendas según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 

Consumidor, el informe final sobre la investigación requerida por la R. del S. 238. 

De la Comisión de Asuntos Internos, cinco informes proponiendo la aprobación de las R. del 

S. 211, 310, 342, 497 y 513, con enmiendas según los entirillados que los acompañan. 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban.  

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

 

INFORMES NEGATIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  

ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Negativos de Comisiones Permanentes:  

 

De la Comisión de Salud, un informe proponiendo la no aprobación del P. del S. 1097. 

De la Comisión de Trabajo y Relaciones Laborales, un informe proponiendo la no aprobación 

del P. del S. 1134. 

De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 

Consumidor, dos informes proponiendo la no aprobación del P. del S. 1152 y de la R. C. de la C. 71. 

De la Comisión de Asuntos Internos, nueve informes proponiendo la no aprobación de las R. 

del S. 3, 76, 166, 205, 221, 267, 343, 395 y 504. 

De la Comisión de Asuntos Internos, dos segundos informes proponiendo la no aprobación de 

las R. del S. 41 y 60. 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban.  

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

 

RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 

La Secretaría da cuenta e informa que han sido recibidos de la Cámara de Representantes y 

referidos a Comisión por el señor Presidente, la primera Relación de Proyectos de Ley y Resolución 

Conjunta, cuya lectura se prescinde a moción del señor Gregorio Matías Rosario: 

 

PROYECTOS DE LA CÁMARA 

P. de la C. 689 

Presentada por el representante Aponte Hernández: 

 

“Para declarar la segunda semana del mes de noviembre de cada año como la “Semana del Profesional 

de la Psicología”; declarar el 10 de noviembre de cada año como el “Día del Profesional de la 

Psicología”; ordenar al Departamento de Estado y al Departamento de Salud a desarrollar actividades, 
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a los fines de celebrar, reconocer y agradecer el compromiso y sobresaliente ejecutoria de los 

profesionales de la psicología que brindan servicios a la población en general; y para otros fines 

relacionados.” 

(GOBIERNO) 

 

P. de la C. 817 

Presentada por el representante Rodríguez Aguiló: 

 

“Para enmendar el inciso (h) del Artículo 9, añadir un nuevo Artículo 9-A y enmendar el inciso (d) 

del Artículo 12 de la Ley Núm. 36 de 20 de mayo de 1970, según enmendada, conocida como “Ley 

de la Junta Examinadora de Técnicos de Refrigeración y Aire Acondicionado” a los fines de aclarar 

los parámetros del requisito de antecedentes penales que se solicita para obtener la licencia de 

Técnicos de Refrigeración y Aire Acondicionado; y para otros fines.” 

(GOBIERNO) 

 

P. de la C. 818 

Presentada por el representante Rodríguez Aguiló: 

 

“Para enmendar los incisos A.(4), B.(4) y C.(4) del Artículo 8, añadir un nuevo Artículo 8-A a la Ley 

Núm. 115 de 2 de junio de 1976, según enmendada, conocida como “Ley de la Junta Examinadora de 

Peritos Electricistas” a los fines de aclarar los parámetros del requisito de antecedentes penales que se 

solicita para obtener la licencia de perito electricista; y para otros fines relacionados.” 

(GOBIERNO) 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA DE LA CÁMARA 

R. C. de la C. 73 

Presentada por el representante Márquez Lebrón: 

 

“Para exhortar a la Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública (WIPR), en conjunto con la 

Junta Reguladora de los Centros para la Protección, Investigación, Tratamiento e Intervención, diseñar 

y ofrecer una campaña educativa dirigida a las madres, padres y encargados de la niñez sobre el 

problema del abuso sexual a menores de edad.” 

(GOBIERNO) 

 

La Secretaría da cuenta de la segunda Relación de Proyectos de Ley y Resoluciones Conjuntas 

radicados y referidos a Comisión por el señor Presidente, cuya lectura se prescinde a moción del señor 

Gregorio Matías Rosario: 

 

PROYECTOS DEL SENADO 

 

P. del S. 1302 

Por el señor Sánchez Álvarez: 

 

“Para enmendar los artículos 2, 4, 5, 16 y 17, suprimir el Artículo 23, y reenumerar el actual Artículo 

24, como Artículo 23, y a su vez enmendarlo, en la Ley 123-2014, según enmendada, conocida como 

“Ley de la Autoridad de Transporte Integrado de Puerto Rico”, con el propósito de dejar sin efecto la 
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fusión de la Autoridad Metropolitana de Autobuses en la Autoridad de Transporte Integrado; revertir 

a la Autoridad Metropolitana de Autobuses, todos aquellos poderes, facultades, obligaciones, 

funciones, derechos, franquicias, contratos, acuerdos, programas, propiedades, cuentas, expedientes, 

asignaciones, partidas, fondos, y demás activos, entre otros recursos, exenciones y privilegios que, en 

su momento, le fueran transferidos a la Autoridad de Transporte Integrado en virtud de la Ley 123-

2014, según enmendada; hacer enmiendas técnicas en la Ley; y para otros fines relacionados.”  

(TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL 

CONSUMIDOR; Y DE GOBIERNO) 

 

P. del S. 1303 

Por el señor Sánchez Álvarez: 

 

“Para enmendar los artículos 2, 3, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 

27, suprimir los artículos 28, 29 y 30, reenumerar el actual Artículo 31, como Artículo 28, y a su vez 

enmendarlo, y reenumerar los actuales artículos 32, 33, 34 y 35, como los artículos 29, 30, 31 y 32, 

respectivamente, en la Ley 153-2013, según enmendada, conocida como “Ley de Agencias 

Rectificadoras de Crédito”, con el propósito de conferirle a la Oficina del Comisionado de 

Instituciones Financieras, la responsabilidad de administrar y hacer cumplir las disposiciones de esta 

Ley; enmendar el Artículo 6 de la Ley Núm. 5 de 23 de abril de 1973, según enmendada, conocida 

como “Ley Orgánica del Departamento de Asuntos del Consumidor”, a fin de atemperarla con las 

disposiciones de esta Ley; y para otros fines relacionados.”  

(DESARROLLO ECONÓMICO, PEQUEÑOS NEGOCIOS, BANCA, COMERCIO, SEGUROS Y 

COOPERATIVISMO; Y DE TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS 

PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL CONSUMIDOR) 

 

 

P. del S. 1304 

Por el señor Sánchez Álvarez: 

 

“Para enmendar los artículos 3, 4, 10 y 11 de la Ley 364-2000, según enmendada, conocida como 

“Ley de Agencias de Informes de Crédito”, con el propósito de clarificar que corresponderá a la 

Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras administrar y hacer cumplir las disposiciones 

de esta Ley; y para otros fines relacionados.”  

(DESARROLLO ECONÓMICO, PEQUEÑOS NEGOCIOS, BANCA, COMERCIO, SEGUROS Y 

COOPERATIVISMO) 

 

 

P. del S. 1305 

Por la señora Santiago Negrón y el señor González Costa: 

 

“Para enmendar los Artículos 623, 625, 629, 630, 631 y 632 del Código de Enjuiciamiento Civil de 

1933, según enmendado, con el propósito de actualizar y adaptar a la realidad actual el derecho 

aplicable al procedimiento de desahucio; y para otros fines relacionados.” 

(DE LO JURÍDICO) 
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RESOLUCIONES CONJUNTAS DEL SENADO 

 

R. C. del S. 190 

Por el señor Ríos Santiago: 

 

“Para ordenar al Departamento de Transportación y Obras Públicas (DTOP) a desarrollar un 

reglamento uniforme y moderno para los negocios ambulantes que operan en las orillas de las 

carreteras estatales.” 

(TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL 

CONSUMIDOR) 

 

R. C. del S. 191 

Por el señor Santos Ortiz: 

 

“Para ordenar al Departamento de Transportación y Obras Públicas (DTOP) del Gobierno de Puerto 

Rico a establecer una moratoria de seis (6) meses y paralizar inmediatamente cualquier acción de 

remoción, desalojo o reubicación dirigida a los negocios ambulantes ubicados en las carreteras 

estatales y para otros fines relacionados.” 

(TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL 

CONSUMIDOR) 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se dé por leída y aprobada la primera y 

segunda Lectura de hoy jueves, 4 de junio de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se da por leída y aprobada. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

 

MENSAJES Y COMUNICACIONES DE TRÁMITE LEGISLATIVO 

 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Mensajes y Comunicaciones de Trámite Legislativo: 

 

De la gobernadora de Puerto Rico, una comunicación refiriendo al Senado, para su consejo y 

consentimiento, el nombramiento de la honorable Nereida Feliciano Ramos como Jueza Superior del 

Tribunal de Primera Instancia, en su renominación. 

De la secretaria del Senado, cinco comunicaciones a la Cámara de Representantes, informando 

que el Senado ha aprobado los P. del S. 731, 762, 1005 y 1084 y la R. C. del S. 189. 

De la secretaria del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes informando que 

el Senado reconsideró en su sesión del lunes, 1 de junio de 2026, como asunto especial del día y en 

votación final, el P. del S. 14, que había sido devuelto por la gobernadora a solicitud del Senado de 

Puerto Rico, y lo ha aprobado nuevamente con enmiendas, tomando como base el texto enrolado por 

el Senado. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, dos comunicaciones informando que la Cámara 

de Representantes ha aprobado los P. del S. 139 y 796, sin enmiendas. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, dos comunicaciones informando que la Cámara 

de Representantes ha aprobado los P. del S. 622 y 810, con enmiendas. 
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De la secretaria del Senado, una comunicación informando a la Cámara de Representantes que 

el Senado ha aprobado el P. de la C. 932, sin enmiendas. 

De la secretaria del Senado, dos comunicaciones informando a la Cámara de Representantes 

que el Senado ha aprobado el P. de la C. 1004 y la R. C. de la C. 276, con enmiendas. 

De la secretaria del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes, informando 

que el Senado no acepta las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al P. del S. 772 

y solicita conferencia, designando al Comité de Conferencia al senador Rivera Schatz; la senadora 

Jiménez Santoni; los senadores Matías Rosario, Morales Rodríguez, Toledo López, Reyes Berríos y 

Hernández Ortiz; y las senadoras Santiago Negrón y Rodríguez Veve. 

De la secretaria del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes notificando que 

el Senado ha aceptado las enmiendas introducidas por dicho cuerpo legislativo al P. del S. 765. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, una comunicación devolviendo firmado por el 

presidente de dicho cuerpo legislativo el P. del S. 209. 

De la secretaria del Senado, tres comunicaciones a la gobernadora de Puerto Rico, remitiendo 

las certificaciones de los P. del S. 101, 209 y 220, debidamente aprobados por la Asamblea Legislativa. 

De la gobernadora de Puerto Rico, una comunicación notificando que ha impartido un veto 

expreso al P. del S. 24: 

 

“1 de junio de 2026 

 

Hon. Thomas Rivera Schatz 

Presidente 

Senado de Puerto Rico 

El Capitolio 

San Juan, Puerto Rico 

 

VETO EXPRESO PS 24 

 

Estimado señor Presidente Rivera Schatz: 

La Asamblea Legislativa de Puerto Rico aprobó recientemente el Proyecto del Senado 24 (en 

adelante, P. del S. 24), cuyo título dispone: 

Para crear la ‘Ley de Capacitación para la Seguridad Cibernética en Puerto Rico’; establecer 

como política pública en Puerto Rico la capacitación compulsoria sobre seguridad cibernética 

para la protección y el manejo adecuado de los sistemas y activos de información; establecer 

el Programa de Capacitación para la Seguridad Cibernética; y para otros fines relacionados. 

 

El P. del S. 24 propone establecer un programa compulsorio de capacitación en seguridad 

cibernética para las entidades gubernamentales y asigna a Puerto Rico Innovation and Technology 

Service (PRITS) la responsabilidad de desarrollar, implementar y administrar dicho programa. 

Reconozco plenamente la importancia de continuar fortaleciendo las capacidades del Gobierno de 

Puerto Rico para prevenir y responder a las amenazas cibernéticas que enfrentan nuestras 

instituciones. 

No obstante, el análisis realizado por PRITS demuestra que los asuntos relacionados con 

capacitación, cumplimiento y política pública en materia de ciberseguridad gubernamental ya se 

encuentran contemplados dentro de la Ley 40-2024, conocida como la “Ley de Ciberseguridad del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico”. Dicha legislación ya faculta a PRITS a desarrollar programas 
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de capacitación y educación continua, establecer estándares de seguridad, adoptar reglamentación y 

supervisar el cumplimiento de las agencias gubernamentales en materia de ciberseguridad. 

Actualmente, se ofrecen programas de capacitación y adiestramiento en seguridad cibernética 

mediante la plataforma PRITS Academy, incluyendo programas dirigidos a entidades 

gubernamentales y privadas, así como iniciativas de colaboración con otras entidades públicas para 

promover el cumplimiento de la política pública vigente. 

Es política pública de esta Administración continuar fortaleciendo la seguridad cibernética del 

Gobierno de Puerto Rico y promover la capacitación continua de los servidores públicos para enfrentar 

los retos tecnológicos del presente. Sin embargo, cualquier iniciativa adicional relacionada con 

programas compulsorios de capacitación o mecanismos de cumplimiento en materia de ciberseguridad 

debe atenderse mediante enmiendas a la Ley 40-2024, en lugar de crear una legislación independiente. 

Este enfoque permitiría fortalecer y actualizar el marco legal existente y evitaría la creación de marcos 

regulatorios paralelos que puedan afectar la claridad y efectividad de la política pública vigente. 

Por todo lo anterior, y reconociendo la importancia de atender este asunto de forma ordenada 

y consistente con el marco legal existente, procedo a vetar el Proyecto del Senado 24. 

 

Cordialmente, 

{firmado} 

Jenniffer A. González Colón” 

 

De la gobernadora de Puerto Rico, una comunicación notificando que ha impartido un veto 

expreso al P. del S. 769: 

 

“2 de junio de 2026 

 

Hon. Thomas Rivera Schatz 

Presidente 

Senado de Puerto Rico 

El Capitolio 

San Juan, Puerto Rico 

 

VETO EXPRESO PS 769 

 

Estimado señor Presidente Rivera Schatz: 

La Asamblea Legislativa de Puerto Rico aprobó recientemente el Proyecto del Senado 769 (en 

adelante, P. del S. 769), cuyo título dispone: 

“Para crear la “Ley del Instituto de Desarrollo e Innovación en Inteligencia Artificial de Puerto 

Rico”, a los fines de establecer la política pública del Gobierno de Puerto Rico sobre el manejo 

proactivo y responsable del tema de la Inteligencia Artificial (IA) para fomentar el desarrollo 

sostenible y resiliente de nuestra economía, sociedad infraestructura e instituciones 

gubernamentales; convertir a Puerto Rico en un eje regional y mundial para el desarrollo y 

aplicación de tecnologías de Inteligencia Artificial; definir y establecer su naturaleza, 

propósitos, funciones, estructura de gobernanza y operación que propicien la colaboración 

entre el sector público, privado y académico; establecer disposiciones y principios de 

transparencia, ética, evaluación y rendición de cuentas en todos los procesos y etapas de 

desarrollo, innovación y adopción de tecnologías de Inteligencia Artificial; fomentar la 
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integración con políticas de datos abiertos para maximizar el valor de los datos 

gubernamentales en proyectos de Inteligencia Artificial; crear y capitalizar el Fondo de 

Desarrollo e Innovación de Inteligencia Artificial de Puerto Rico; enmendar las Secciones 

2023.01, 2061.01 y 5010.01 de la Ley 60-2019, según enmendada, conocida como el “Código 

de Incentivos de Puerto Rico”; enmendar el Artículo 6 de la Ley 75 2019, conocida como la 

“Ley de la Puerto Rico Innovation and Technology Service”; enmendar el Artículo 2 de la Ley 

13-2017, según enmendada, conocida como la “Ley para Autorizar la Creación de una 

Corporación sin Fines de Lucro, la cual Adoptará el Concepto Enterprise Puerto Rico”; 

enmendar el Artículo 3 de la Ley 214-2004, según enmendada, conocida como la “Ley del 

Fideicomiso para Ciencia, Tecnología e Investigación de Puerto Rico”; y para otros fines 

relacionados.” 

 

El P. del S. 769 persigue un objetivo muy meritorio: posicionar a Puerto Rico como un centro 

de innovación tecnológica y promover el desarrollo responsable de la inteligencia artificial como 

herramienta para impulsar la competitividad económica, la investigación, la formación de talento 

especializado, así como la modernización gubernamental. Durante el trámite legislativo la medida. 

recibió el respaldo de diversas entidades académicas, tecnológicas y gubernamentales que destacaron 

su potencial para fortalecer el ecosistema de innovación de Puerto Rico.  

No obstante, la medida, según aprobada, presenta preocupaciones fiscales que pueden ser 

corregidas pero que, en este momento, impiden que su implementación sea compatible con el Plan 

Fiscal certificado y con el principio de neutralidad fiscal que actualmente rige las finanzas públicas de 

Puerto Rico. Este proyecto crea nuevas obligaciones fiscales, reasigna recursos públicos y amplía 

beneficios contributivos sin que exista un análisis independiente que cuantifique adecuadamente su 

impacto presupuestario y contributivo, para este año fiscal. El propósito del proyecto cuenta con mi 

respaldo, sin embargo, deben incluir enmiendas de naturaleza fiscal que permitan una implementación 

sin afectar el presupuesto y garantizar su fundamento.  

Particularmente, la medida dispone la transferencia anual de diez millones de dólares 

($10,000,000) provenientes del Fondo de Incentivos Económicos para financiar el nuevo Fondo de 

Desarrollo e Innovación de Inteligencia Artificial. Sin embargo, no establece mecanismos suficientes 

para garantizar que dicha transferencia no afecte programas de desarrollo económico existentes y 

pudiera requerir recursos adicionales del Fondo General para sostener su operación. Si estos 

mecanismos fueran añadidos, entonces podría implantarse de conformidad con las políticas públicas 

fiscales vigentes.  

Otro aspecto que debe atenderse es lo dispuesto en el Artículo 21 del P. del S. 769, que aumenta 

de cincuenta por ciento (50%) a sesenta por ciento (60%) el crédito contributivo aplicable a 

determinadas actividades de investigación y desarrollo. Según los análisis citados durante la 

evaluación legislativa, esta disposición podría representar una merma estimada de hasta treinta y cinco 

millones de dólares ($35,000,000) anuales en recaudos del Fondo General. Aunque el proyecto 

condiciona la efectividad de dicho beneficio al cumplimiento con el principio de neutralidad fiscal, la 

ley no establece un tope fiscal anual específico, no identifica fuentes compensatorias para cubrir la 

reducción en recaudos y tampoco requiere una certificación previa por parte de la AAFAF, la Oficina 

de Gerencia y Presupuesto y el Departamento de Hacienda antes de su implementación. Este es otro 

aspecto que necesita ser atendido antes de poder implantar esta importante iniciativa, sin afectar la 

estabilidad fiscal del Gobierno de Puerto Rico.  
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Por último, el P. del S. 769 impone una aportación anual adicional a ciertos inversionistas 

acogidos a decretos contributivos sin aclarar expresamente que dicha obligación aplicará únicamente 

de forma prospectiva. La falta de claridad en este aspecto podría generar controversias relacionadas 

con decretos vigentes de naturaleza contractual y provocar incertidumbre en el régimen de incentivos 

económicos de Puerto Rico.  

Es política pública de esta Administración promover la innovación, la investigación científica 

y el desarrollo tecnológico como herramientas para fortalecer la economía de Puerto Rico. Sin 

embargo, tales iniciativas deben implementarse de forma compatible con los parámetros fiscales que 

rigen nuestro gobierno. Quiero aprobar esta medida, pero con las garantías suficientes y la evaluación 

completa de sus obligaciones fiscales. En estos momentos, en que la Asamblea Legislativa tiene ante 

su consideración la segunda fase de la Reforma Contributiva, debemos tener en perspectiva que cada 

crédito o incentivo que se amplíe modifique o elimine en legislación adicional. 

Por todo lo anterior, y reconociendo la importancia de desarrollar una política pública robusta 

en materia de inteligencia artificial, procedo a vetar el Proyecto del Senado 769. 

 

Cordialmente 

{firmado} 

Jenniffer A. González Colón” 

 

De la gobernadora de Puerto Rico, una comunicación notificando que ha impartido un veto 

expreso al P. del S. 781: 

 

“1 de junio de 2026 

 

Hon. Thomas Rivera Schatz 

Presidente 

Senado de Puerto Rico 

El Capitolio 

San Juan, Puerto Rico 

 

VETO EXPRESO PS 781 

 

Estimado señor Presidente Rivera Schatz: 

La Asamblea Legislativa de Puerto Rico aprobó recientemente el Proyecto del Senado 781 (en 

adelante, P. del S. 781), cuyo título dispone: 

Para crear el “Programa de Desvío para la Reeducación en Casos de Explotación 

Financiera de Personas de Edad Avanzada” a los fines de establecer un programa de desvío 

y reeducación para aquellas personas que se declaren culpable del Artículo 127-C y 127-D de 

la Ley Núm. 146-2012, según enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto Rico” y 

tengan un vínculo de consanguinidad o afinidad con la víctima, para autorizar la expedición 

de orden de protección en estos casos; para crear una Comisión Ejecutiva Interagencial 

encargada de crear la reglamentación necesaria para cumplir los propósitos de esta ley y 

licenciar estos programas de desvío; para enmendar el Artículo 127-C de la Ley Núm. 146-

2012, según enmendada para atemperar sus disposiciones al programa de desvío; y para otros 

fines relacionados. 
 



Jueves, 4 de junio de 2026 Núm. 40 

 

 

18464 

La protección de la seguridad física y económica de nuestros adultos mayores constituye una 

prioridad para esta administración, según claramente establecido en el Programa de Gobierno. Tras 

evaluar detenidamente el P. del S. 781, concluimos que la medida no está alineada con la política 

pública adoptada por esta administración para salvaguardar a esta población vulnerable. Asimismo, la 

propuesta implica un impacto fiscal que no ha sido debidamente cuantificado, por lo que procedo a 

impartir un veto expreso.  

El P. del S. 781 propone crear un programa de desvío dirigido a la reeducación de personas 

que incurran en delitos de explotación financiera contra adultos mayores. Este tipo de delito ha ido en 

aumento, razón por la cual el Departamento de Justicia estableció una unidad especializada para 

atender estas querellas de manera ágil y efectiva. 

Los programas de desvío tradicionalmente responden a estudios y evidencia que justifican el 

archivo de un caso criminal al demostrarse que la persona ha corregido una conducta que previamente 

no identificaba como impropia o delictiva. Ejemplos de ello incluyen casos relacionados con el uso 

de sustancias controladas, maltrato de menores y violencia doméstica. Sin embargo, quienes cometen 

delitos económicos, como la explotación financiera de adultos mayores, actúan con pleno 

conocimiento de la ilegalidad de sus acciones y aprovechan deliberadamente la vulnerabilidad de sus 

víctimas. No surge del historial legislativo ni de los memoriales evaluados evidencia científica o datos 

que sustenten que este tipo de infractor sea susceptible a procesos de reeducación más efectivos que 

la imposición de una sanción penal como mecanismo disuasivo.  

En cuanto al planteamiento de que esta medida serviría de alternativa en situaciones donde el 

adulto mayor no desea procesar criminalmente a un familiar o allegado, existen mecanismos legales 

más adecuados para atender esa preocupación. Entre ellos se encuentran las alegaciones preacordadas 

entre el Ministerio Público y la defensa, las cuales pueden evitar que la persona adulta mayor tenga 

que comparecer a juicio, así como los servicios de apoyo brindados por los intercesores y técnicos de 

asistencia a víctimas del Departamento de Justicia, entre otros recursos disponibles.  

Además, esta administración presentó la medida A-85 (PS859 / PC980), dirigida a viabilizar 

el uso de circuito cerrado para la toma de declaraciones de adultos mayores en procesos penales. Esta 

herramienta ha demostrado ser efectiva en casos que involucran otras poblaciones vulnerables, como 

los menores de edad.  

La medida dispone la creación de una Comisión Ejecutiva Interagencial encargada de 

establecer guías y protocolos, así como de certificar y supervisar los programas contratados para 

implementar el componente de reeducación, entre otras responsabilidades.  

Además, será necesario reclutar profesionales de la salud mental para llevar a cabo la 

evaluación y cualificación de los participantes; diseñar y contratar programas especializados de 

reeducación; desarrollar reglamentos y protocolos; y contratar y capacitar personal responsable de la 

supervisión y seguimiento de los participantes. Todo este componente operacional y el personal 

debidamente adiestrado deberán estar disponibles en las 13 regiones judiciales de la isla.  

En consecuencia, resulta evidente que la implementación de esta medida implica la utilización 

de fondos no contemplados en el presupuesto, en contravención con la política pública de neutralidad 

fiscal que ha distinguido a esta administración. 

Por último, la medida carece de datos estadísticos que justifiquen la necesidad de implantar 

esta propuesta. Actualmente, nos encontramos evaluando la efectividad de los programas de desvío 

existentes, conforme a lo establecido en nuestro Programa de Gobierno. Mientras no se cuente con 

información que evidencie cuán efectivos han sido dichos programas, no resulta responsable 

establecer nuevos programas de desvío.  

Por todos los fundamentos antes expuestos, imparto este veto expreso al P. del S. 781. 
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Cordialmente 

{firmado} 

Jenniffer A. González Colón” 

 

De la gobernadora de Puerto Rico, una comunicación notificando que ha impartido un veto 

expreso al P. del S. 844: 

 

“1 de junio de 2026 

 

Hon. Thomas Rivera Schatz 

Presidente 

Senado de Puerto Rico 

El Capitolio 

San Juan, Puerto Rico 

 

VETO EXPRESO PS 844 

 

Estimado señor Presidente Rivera Schatz: 

La Asamblea Legislativa de Puerto Rico aprobó recientemente el Proyecto del Senado 844 (en 

adelante, P. del S. 844), cuyo título dispone: 

Para establecer la “Ley Especial de Moratoria Temporera y Alivio Económico a  Empleados 

Federales Impactados por un Cierre Gubernamental Federal en Puerto Rico”, a los fines de 

disponer sobre el establecimiento de prórrogas automáticas en el cobro de deudas, establecer 

moratorias en el pago de servicios esenciales como energía eléctrica, agua potable, así como 

de deudas con el Departamento de Hacienda y con el Centro de Recaudación de Ingresos 

Municipales (CRIM) a lodo empleado federal que, como consecuencia de un cierre del 

Gobierno Federal, sufra una reducción o pérdida total de ingresos; y para otros fines 

relacionados. 

 

Luego de evaluar detenidamente la medida, procedo a impartir un veto expreso por las razones 

que expongo a continuación.  

Entiendo la loable intención de este proyecto de ley, para proteger a los empleados federales 

que queden desprovistos, de manera temporera de sus fuentes de ingresos, tras un cierre del gobierno 

federal. Como ex empleada del Congreso de Estados Unidos puedo comprender lo que un cierre 

significa para las familias que laboran para nuestro gobierno nacional mientras residen en Puerto Rico. 

Sin embargo, el P. del S. 844 como quedó aprobado, resulta contrario a ciertas normas federales y 

también contiene unas incongruencias que me impiden firmarlo.  

Primero, la medida exigiría al Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (entre otras 

agencias de nuestro gobierno) “identificar e implementar medidas coordinadas y programas de apoyo 

para el pago de renta, compra de alimentos, alternativas laborales y otros servicios para asistir al 

empleado federal afectado con el sustento de sus gastos esenciales”. Sin embargo, esta obligación 

estaría en contra de lo dispuesto en el Impact of Lapses in Federal Appropriations on State 

Administration of Unemployment Insurance (UI) Programs and Federal Agencies, la cual fue 

promulgada por el Departamento de Trabajo del gobierno federal. Esta norma impide el uso de fondos 
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federales de desempleo para este tipo de gasto estatal. Por lo que este gasto recaería en su totalidad en 

los fondos del Gobierno de Puerto Rico.  

Existen reservas en tomo a la imposición de moratorias obligatorias, la paralización automática 

de procesos judiciales y las limitaciones al cobro de intereses y penalidades, pues estas normas 

generales, sin particularizar, además de posibles conflictos con las regulaciones federales antes 

expresadas, pudiera reñir con las cláusulas de la prohibición de menoscabar obligaciones contractuales 

vigentes en las constituciones de Estados Unidos y Puerto Rico. El P. del S. 844 tiene un gran riesgo 

de provocar efectos adversos sobre la estabilidad de nuestro sistema financiero y crediticio, en 

particular en las instituciones financieras sujetas a supervisión regulatoria.  

Los empleados federales no constituyen un grupo homogéneo: algunos se han retirado, otros 

fueron despedidos, otros continuaron trabajando y otros ya recibieron su compensación retroactiva. 

Lo que debería promoverse es que cada persona que se vea afectada por un cierre del gobierno federal 

pueda ser evaluada, caso a caso, por su respectivo acreedor y acordar cómo se atendería su situación 

en caso de un cierre temporero del gobierno federal.  

Por todos los fundamentos antes expuestos, imparto este veto expreso al P. del S. 844. 

 

Cordialmente 

{firmado} 

Jenniffer A. González Colón” 

 

De la licenciada Thais M. Reyes Serrano, asesora auxiliar en asuntos legislativos, Oficina de 

la Gobernadora, siete comunicaciones informando que la gobernadora de Puerto Rico ha aprobado y 

firmado las siguientes Leyes:  

 

Ley 96-2026 

Firmada el 1 de junio de 2026.-  

 

(P. del S. 71) “Para añadir un nuevo inciso (4) al Artículo 4.3 de la Ley 58-2020, según enmendada, 

conocida como “Código Electoral de Puerto Rico 2020”, a los fines de otorgar una licencia especial 

con paga por hasta cinco (5) días laborables a los empleados del Gobierno de Puerto Rico y sus 

municipios para realizar funciones a corto plazo en la Comisión Estatal de Elecciones durante año 

electoral.” 

 

Ley 97-2026 

Firmada el 1 de junio de 2026.-  

 

(P. del S. 777) “Para enmendar la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código 

Municipal de Puerto Rico” en sus Artículos 1.008 (h); 1.019 (j); 1.020; 1.022; 1.037 (a) y (b); 1.053; 

2.006; 2.014 y para añadir un nuevo inciso (d); 2.018 (a)(10); 2.019; 2.050; 2.055; 2.059; 2.061; 2.085; 

3.042 (36); 4.009 (c); 4.010 y los incisos (a), (d) y (e) y para añadir dos nuevos incisos (f) y (g); 4.011 

(b); 4.012; 4.012A y los incisos (f) y (g); 4.014; 6.007; 6.016; 7.200 para añadir un nuevo inciso (k); 

y 8.001; a los fines de añadir enmiendas técnicas; aclarar el alcance de la facultad municipal para 

adquirir o aceptar propiedades declaradas estorbo público y fortalecer los mecanismos procesales; 

conceder mayor flexibilidad a los alcaldes respecto al manejo del tiempo en el sometimiento de 

informes; aclarar que la Legislatura Municipal podrá componerse de hasta un número máximo de 

miembros elegibles; aclarar las definiciones de sesiones ordinarias y sesiones extraordinarias; 
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incorporar al Director de la Oficina de Ordenación Territorial o al Oficial de Permisos municipal 

dentro de las disposiciones de inmunidad; crear el puesto de Director de la Unidad de Auditoría 

Interna; aclarar el alcance de la nulidad contractual conforme a la Ley 215-2024; aclarar la no 

obligación de consignación en acciones de expropiación; autorizar la adquisición de inmuebles sin 

consulta previa; flexibilizar los requisitos del Coordinador de Reciclaje municipal;  flexibilizar 

procesos de retracto, planificación territorial y clasificación de puestos clave; atemperar la patente 

municipal sobre contratos municipales; modificar las definiciones de “Estorbo Público” y 

“Obligaciones Estatutarias”;  y para otros fines relacionados.” 

 

Ley 98-2026 

Firmada el 2 de junio de 2026.-  

 

(P. del S. 255 (Conferencia)) “Para añadir un nuevo inciso (c) al Artículo 3, y añadir un nuevo Artículo 

6-A, a la Ley 364-2000, según enmendada, conocida como “Ley de Agencias de Informes de Crédito”; 

y añadir los incisos (14) y (15) al Artículo 17 de la Ley Núm. 143 de 27 de junio de 1968, según 

enmendada, conocida como “Ley de Agencias de Cobros”; con el propósito de prohibir la práctica de 

reportar a las agencias de crédito información de los consumidores relacionadas a deudas por gastos 

médicos; y para otros fines relacionados.” 

 

Ley 99-2026 

Firmada el 2 de junio de 2026.-  

 

(P. de la C. 737 (Conferencia)) “Para enmendar el Artículo 2 de la Ley Núm. 297-2018, según 

enmendada, conocida como la “Ley Uniforme Sobre Filas de Servicio Expreso y Cesión de Turnos de 

Prioridad”, para incluir a la Rama Judicial y sus dependencias en la implementación de esta Ley; y 

para otros fines relacionados.” 

 

Ley 100-2026 

Firmada el 2 de junio de 2026.-  

 

(P. de la C. 804) “Para enmendar el Artículo 13 de la Ley 76-2006, según enmendada, conocida como 

la “Ley para Reglamentar la Profesión de Tecnólogos Radiológicos en Imágenes de Diagnóstico y 

Tecnólogos en Radioterapia en Puerto Rico” a los fines de autorizar a la Junta Examinadora a expedir 

licencias provisionales para que los Técnicos en Radiología y Técnicos en Radioterapia en Puerto 

Rico puedan practicar, bajo la dirección médica y la supervisión de un Médico Radiólogo o de un 

Radioncólogo y/o Físico, según sea el caso, luego de haber solicitado y ser admitido por primera vez 

a tomar el examen de reválida.” 

 

Ley 101-2026 

Firmada el 2 de junio de 2026.-  

 

(P. de la C. 878) “Para añadir un inciso 24 al Artículo 10 de la Ley 151-2004, según enmendada, 

conocida como “Ley de Gobierno Electrónico”, a los fines de establecer en el portal electrónico 

principal del Gobierno de Puerto Rico un enlace que permita el acceso al portal del Registro de 

Personas Convictas por Delitos Sexuales y Abuso Contra Menores, y para otros fines relacionados.” 
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Ley 102-2026 

Firmada el 3 de junio de 2026.-  

 

(P. de la C. 641) “Para establecer la “Ley para Controlar la Amenaza Porcina a Nuestros Agricultores”, 

con el objetivo de ordenarle al Secretario del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales que 

de manera excepcional autorice la caza de cerdos salvajes a todo agricultor que así se vea afectado por 

la presencia de éstos en sus fincas, mediante la otorgación de un permiso especial de caza no deportiva 

para control poblacional, según dispone el Artículo 16 (a) de la Ley Núm. 241-1999, según 

enmendada, mejor conocida como la “Nueva Ley de Vida Silvestre de Puerto Rico”; enmendar el 

Reglamento número 6765, Para Regir la Conservación y el Manejo de la Vida Silvestre, las Especies 

Exóticas y la Caza en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico con el fin de añadir al cerdo salvaje en 

el Apéndice número 2: Animales y Plantas Invasoras (Dañinos), en aras de proteger y salvaguardar la 

sostenibilidad alimentaria de nuestra Isla; facultar también al Secretario consultar y recibir el apoyo 

del Departamento de Agricultura y/ o cualquiera otra entidad gubernamental, tanto a nivel federal 

como estatal; coordinar con el Departamento de Agricultura todo lo referente al manejo y disposición 

de los cerdos una vez cazados y para otros fines.” 

 

De la licenciada Thais M. Reyes Serrano, asesora auxiliar en asuntos legislativos, Oficina de 

la Gobernadora, una comunicación informando que la gobernadora de Puerto Rico ha aprobado y 

firmado la siguiente Resolución Conjunta: 

 

Resolución Conjunta 30-2026 

Firmada el 2 de junio de 2026.-  

 

(R. C. de la C. 258) “Para designar con el nombre de “Dr. Luis Manuel ‘Mañé’ Collazo Romero” el 

Centro de Diagnóstico y Tratamiento del Municipio de Culebra, para honrar la memoria y reconocer 

su trayectoria y aportación como profesional de la salud y para otros fines relacionados.” 

 

*El senador Santiago Rivera ha radicado dos votos explicativos, sobre los P. del S. 762 y 1084. 

**El senador Dalmau Santiago ha radicado un voto explicativo sobre el P. de la C. 1004. 

La senadora Pérez Soto y los senadores González López, Reyes Berríos, Sánchez Álvarez y 

Santos Ortiz han presentado el formulario de coautoría para el P. del S. 776, con la autorización del 

senador Rivera Schatz, autor de la medida. 

La senadora Pérez Soto y los senadores Reyes Berríos y Santos Ortiz han presentado el 

formulario de coautoría para el P. del S. 1163, con la autorización del senador Toledo López, autor de 

la medida. 

La senadora Pérez Soto y los senadores González López, Reyes Berríos y Santos Ortiz han 

presentado el formulario de coautoría para el P. del S. 1171; y la senadora Álvarez Conde ha presentado 

el formulario de coautoría para la R. del S. 539, con la autorización del senador Morales Rodríguez, 

autor de las medidas. 

 

*Los Votos Explicativos en torno a los Proyectos del Senado 762 y 1084, sometidos por el 

senador José A. Santiago Rivera, se hacen constar para récord al final de este Diario de Sesiones. 

**El Voto Explicativo en torno el Proyecto de la Cámara 1004, sometido por el senador 

José Luis Dalmau Santiago, se hace constar para récord al final de este Diario de Sesiones. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se reciban los Mensajes y 

Comunicaciones. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

 

PETICIONES Y SOLICITUDES DE INFORMACIÓN AL CUERPO,  

NOTIFICACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES 

 

La Secretaría da cuenta de las siguientes Peticiones y Solicitudes de Información al Cuerpo, 

Notificaciones y otras Comunicaciones: 

 

La senadora Rodríguez Veve ha radicado la Petición de Información 2026-0080: 

“El 25 de agosto de 2025, la Gobernadora de Puerto Rico anunció la cancelación del contrato 

suscrito entre la Autoridad de los Puertos de Puerto Rico (APPR) y la empresa S2 Services Puerto 

Rico, LLC, para el escaneo de furgones en el Puerto de San Juan, identificado en el registro de la 

Oficina del Contralor de Puerto Rico bajo el contrato núm. 2010-000078. Ese mismo día, el Director 

Ejecutivo de la APPR cursó una carta a la presidencia de S2 Services Puerto Rico, LLC, requiriendo 

el cese y desista de sus operaciones y la desocupación de las instalaciones portuarias dentro de un 

término de noventa (90) días, que venció el 25 de noviembre de 2025. 

Al 15 de mayo de 2026, según declaraciones públicas del Representante José Aponte 

Hernández, recogidas por el diario Metro Puerto Rico el 17 de mayo de 2026, la compañía S2 Services 

Puerto Rico, LLC permanece en las instalaciones públicas del área de los muelles en Puerto Nuevo, 

no ha cesado sus operaciones y no ha retirado sus equipos de escaneo. La APPR ha presentado, 

además, un pleito ante el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico 

para hacer valer la cancelación del contrato. 

A más de ocho (8) meses de vencido el plazo del requerimiento administrativo de la APPR, 

persiste la presencia operacional de un contratista cuyo acuerdo fue formalmente cancelado por el 

Gobierno de Puerto Rico, situación que mantiene activa una controversia con potenciales 

repercusiones fiscales, regulatorias, jurídicas y de seguridad portuaria. Asimismo, continúan vigentes 

el Reglamento Núm. 8184 del 20 de abril de 2012, así como las disposiciones de la Ley Núm. 12 del 

18 de febrero de 2008 y la Ley Núm. 7 del 9 de marzo de 2009, que sirvieron de marco para el 

establecimiento del programa. 

Es imprescindible que el Senado de Puerto Rico conozca, a través del ejercicio de su poder de 

fiscalización legislativa, el estado actual de cumplimiento administrativo posterior a la cancelación 

contractual, la exposición fiscal del Gobierno de Puerto Rico, las acciones gubernamentales en curso 

y el régimen reglamentario aún vigente, a fin de informar la acción legislativa y administrativa que 

corresponda. 

Por consiguiente, la senadora que suscribe respetuosamente solicita que, a través de la 

Secretaría de este Alto Cuerpo, se le requiera al Departamento de Hacienda, por conducto de su 

Secretario, que someta la siguiente información y documentación dentro de un término de quince (15) 

días laborables luego de la aprobación de esta Petición: 
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• SOLICITUD DE DOCUMENTACIÓN AL SECRETARIO DEL DEPARTAMENTO DE 

HACIENDA 

1. Informe certificado por el Secretario de Hacienda sobre el tratamiento contributivo, fiscal 

y de fondos públicos asociado al cargo de inspección de contenedores cobrado por la 

empresa S2 Services Puerto Rico, LLC, en virtud del contrato núm. 2010-000078, desde 

el 25 de agosto de 2025 hasta la fecha. 

2. Detalle de todas las transferencias, asignaciones, retenciones, desembolsos o pagos en los 

que el Departamento de Hacienda haya intervenido y que estén relacionados con el contrato 

núm. 2010-000078 o con el programa de escaneo de contenedores, desde el 1 de enero de 

2020 hasta la fecha. 

3. Estado de cualquier reclamación, deuda, balance pendiente o crédito fiscal a favor o en 

contra de la empresa S2 Services Puerto Rico, LLC, que obre en los registros del 

Departamento de Hacienda al momento de la cancelación del contrato y al presente. 

4. Copia de toda comunicación, memorando o dictamen intercambiado entre el Departamento 

de Hacienda y la Autoridad de los Puertos de Puerto Rico, el Departamento de Justicia, la 

Oficina de Gerencia y Presupuesto o cualquier otra entidad gubernamental, relacionado 

con la cancelación, ejecución, terminación, cobro o controversia con el contrato núm. 

2010-000078, desde el 1 de enero de 2025 hasta la fecha. 

5. Identificación de cualquier exposición fiscal actual o contingente al erario, asociada al 

esquema de cobro de inspección de contenedores con posterioridad al 25 de agosto de 

2025. 

Se solicita que se remita copia de esta Petición al Secretario del Departamento de Hacienda, a 

través de la Secretaría de este Alto Cuerpo.” 

 

La senadora Rodríguez Veve ha radicado la Petición de Información 2026-0081:  

“El 25 de agosto de 2025, la Gobernadora de Puerto Rico anunció la cancelación del contrato 

suscrito entre la Autoridad de los Puertos de Puerto Rico (APPR) y la empresa S2 Services Puerto 

Rico, LLC, para el escaneo de furgones en el Puerto de San Juan, identificado en el registro de la 

Oficina del Contralor de Puerto Rico bajo el contrato núm. 2010-000078. Ese mismo día, el Director 

Ejecutivo de la APPR cursó una carta a la presidencia de S2 Services Puerto Rico, LLC, requiriendo 

el cese y desista de sus operaciones y la desocupación de las instalaciones portuarias dentro de un 

término de noventa (90) días, que venció el 25 de noviembre de 2025. 

Al 15 de mayo de 2026, según declaraciones públicas del Representante José Aponte 

Hernández, recogidas por el diario Metro Puerto Rico el 17 de mayo de 2026, la compañía S2 Services 

Puerto Rico, LLC permanece en las instalaciones públicas del área de los muelles en Puerto Nuevo, 

no ha cesado sus operaciones y no ha retirado sus equipos de escaneo. La APPR ha presentado, 

además, un pleito ante el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico 

para hacer valer la cancelación del contrato. 

A más de ocho (8) meses de vencido el plazo del requerimiento administrativo de la APPR, 

persiste la presencia operacional de un contratista cuyo acuerdo fue formalmente cancelado por el 

Gobierno de Puerto Rico, situación que mantiene activa una controversia con potenciales 

repercusiones fiscales, regulatorias, jurídicas y de seguridad portuaria. Asimismo, continúan vigentes 

el Reglamento Núm. 8184 del 20 de abril de 2012, así como las disposiciones de la Ley Núm. 12 del 

18 de febrero de 2008 y la Ley Núm. 7 del 9 de marzo de 2009, que sirvieron de marco para el 

establecimiento del programa. 
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Es imprescindible que el Senado de Puerto Rico conozca, a través del ejercicio de su poder de 

fiscalización legislativa, el estado actual de cumplimiento administrativo posterior a la cancelación 

contractual, la exposición fiscal del Gobierno de Puerto Rico, las acciones gubernamentales en curso 

y el régimen reglamentario aún vigente, a fin de informar la acción legislativa y administrativa que 

corresponda. 

Por consiguiente, la senadora que suscribe respetuosamente solicita que, a través de la 

Secretaría de este Alto Cuerpo, se le requiera a la Autoridad de los Puertos de Puerto Rico, por 

conducto de su Director Ejecutivo, que someta la siguiente información y documentación dentro de 

un término de quince (15) días laborables luego de la aprobación de esta Petición: 

 

SOLICITUD DE DOCUMENTACIÓN AL DIRECTOR EJECUTIVO  

DE LA AUTORIDAD DE LOS PUERTOS DE PUERTO RICO 

1. Copia certificada de la comunicación cursada el 25 de agosto de 2025 al señor Jonathan 

Fleming, presidente de S2 Services Puerto Rico, LLC, requiriendo el cese y desista de 

sus operaciones, así como toda correspondencia, notificación y comunicación, en 

formato físico o electrónico, intercambiada entre la APPR y dicha empresa, sus 

oficiales, abogados o representantes, desde el 1 de enero de 2025 hasta la fecha en que 

se conteste esta Petición. 

2. Informe detallado y certificado por el Director Ejecutivo de la APPR que describa:  

(a)  el estado actual de la presencia operacional de S2 Services Puerto Rico, LLC en 

los muelles del área de Puerto Nuevo y en cualesquiera otras instalaciones bajo 

el dominio o la administración de la APPR;  

(b)  la descripción y cronología de todas las gestiones administrativas, legales, de 

seguridad y de cualquier otra naturaleza realizadas por la APPR desde el 25 de 

noviembre de 2025 hasta la fecha, dirigidas a hacer efectiva la desocupación de 

las instalaciones por parte de la empresa;  

(c)  la identificación de los funcionarios, oficiales o empleados de la APPR 

responsables de la coordinación, supervisión y ejecución del proceso de cese y 

desocupación; y  

(d)  la descripción de cualquier servicio que la empresa continúe prestando o 

cobrando, así como cualquier facturación, cobro, retención de pagos o pago 

efectuado por o a favor de S2 Services Puerto Rico, LLC desde el 25 de agosto 

de 2025 hasta la fecha. 

3.  Copia de toda comunicación, memorial, dictamen o resolución administrativa 

intercambiada entre la APPR y el Departamento de Justicia, la Oficina del Procurador 

General, la Junta de Subastas, la Oficina de Gerencia y Presupuesto o cualquier otra 

entidad gubernamental, relacionada con la cancelación, ejecución, terminación o 

controversia con el contrato núm. 2010-000078, desde el 1 de enero de 2025 hasta la 

fecha. 

4.  Informe certificado del Director Ejecutivo de la APPR sobre el estado del Reglamento 

Núm. 8184 del 20 de abril de 2012, que regula el programa de inspección y escaneo de 

contenedores. El informe deberá expresar si la APPR ha iniciado, contempla iniciar o 

tiene en curso un proceso de derogación, enmienda o sustitución del referido 

Reglamento conforme a la Ley Núm. 38-2017, conocida como la “Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”. 
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5.  Descripción detallada y certificada del régimen actual de inspección de contenedores 

y de carga marítima en el Puerto de San Juan y en los demás puertos bajo la jurisdicción 

de la APPR, identificando las entidades federales y estatales que ejercen funciones de 

inspección, vigilancia o control de seguridad, los protocolos de coordinación entre la 

APPR y la U.S. Customs and Border Protection desde el año 2017, y cualquier acuerdo, 

memorando de entendimiento o cooperación interagencial vigente. 

6.  Estado de cuentas y balance fiscal de todos los ingresos generados por concepto del 

cargo de inspección de contenedores desde el 1 de enero de 2020 hasta la fecha, 

desglosado por año fiscal, identificando montos facturados, cobrados, transferidos a la 

empresa contratista, retenidos por la APPR y cualquier balance pendiente de pago, 

devolución o reclamación. 

7.  Copia de las pólizas de seguro, fianzas y demás garantías financieras vigentes a favor 

de la APPR relacionadas con el contrato núm. 2010-000078 y con la presencia de la 

empresa en instalaciones públicas. 

Se solicita que se remita copia de esta Petición al Director Ejecutivo de la Autoridad de los 

Puertos de Puerto Rico, a través de la Secretaría de este Alto Cuerpo.” 

 

El senador Ríos Santiago ha radicado la Petición de Información 2026-0082:  

“La Ley 60-2019, conocida como el "Código de Incentivos de Puerto Rico", establece en su 

Capítulo 2 un régimen de incentivos contributivos para individuos que se trasladen a Puerto Rico y 

que ejerzan una profesión u oficio de difícil reclutamiento en la Isla. Este decreto, comúnmente 

conocido como el decreto de "Profesional de Difícil Reclutamiento", fue diseñado para atraer y retener 

capital humano cuyo talento especializado es indispensable para las operaciones de un Negocio 

Exento, y así fortalecer la economía local y la prestación de servicios esenciales. 

La Oficina de Incentivos para Negocios en Puerto Rico (Oficina de Incentivos), adscrita al 

Departamento de Desarrollo Económico y Comercio (DDEC), es el ente responsable de procesar las 

solicitudes, evaluar la elegibilidad de los solicitantes y expedir los decretos correspondientes al 

amparo de la Ley 60-2019. En el ejercicio de esa función administrativa, la Oficina requiere a los 

solicitantes la presentación de una serie de documentos e información como parte del proceso de 

solicitud. 

Sin embargo, nuestra oficina ha recibido señalamientos de ciudadanos y profesionales que han 

indicado que la Oficina de Incentivos les ha requerido documentos e información adicional que no 

están contemplada expresamente en la Ley 60-2019 ni en sus reglamentos. De ser cierto, esta práctica 

podría generar incertidumbre jurídica, crear barreras innecesarias para el acceso a los incentivos que 

la propia Asamblea Legislativa dispuso en ley, y puede estar siendo utilizada de manera discrecional 

y sin base legal adecuada. Asimismo, ello podría contravenir la política pública de accesibilidad a los 

programas, contenida expresamente en la Exposición de Motivos y Carta de Derechos de la Ley 60-

2019. El Senado de Puerto Rico tiene el deber constitucional de fiscalizar que las agencias ejecutivas 

apliquen la ley conforme a su texto y propósito legislativo. 
 

INFORMACIÓN SOLICITADA: 

Por todo lo antes expuesto, y en virtud de las facultades conferidas por el Reglamento del 

Senado de Puerto Rico, se solicita respetuosamente que, a través de la Secretaría de este Alto Cuerpo, 

se requiera al Director de la Oficina de Incentivos que someta la información solicitada, incluyendo, 

pero sin limitarse a: 
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1. Lista completa de documentos requeridos: Detalle de todos los documentos e 

información que la Oficina de Incentivos requiere actualmente a los solicitantes de 

decretos de Profesional de Difícil Reclutamiento al amparo de la Ley 60-2019, 

indicando para cada requisito: 

• Descripción del documento o información requerida 

• Disposición específica de la Ley 60-2019 o de su reglamentación que sirve de 

base legal para dicho requisito 

• Si el requisito fue establecido por reglamento, circular administrativa, 

instrucción interna u otro instrumento, con copia del mismo 

2. Base legal para requisitos adicionales: Identificación de cualquier documento, 

información o requisito que la Oficina solicite a los peticionarios y que no esté 

expresamente contemplado en el texto de la Ley 60-2019 ni en su reglamentación 

aprobada, con indicación de: 

• El fundamento jurídico específico invocado para justificar cada requisito 

adicional 

• Si dichos requisitos han sido objeto de algún proceso de reglamentación formal 

conforme a la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU) 

• La fecha a partir de la cual se comenzaron a exigir dichos requisitos adicionales 

• Para cada documento, información o requisito adicional solicitado, la cantidad 

de solicitudes de decretos bajo el programa de Profesional de Difícil 

Reclutamiento en las que dicho requerimiento ha sido exigido por la Oficina de 

Incentivos. 

3. Reglamentación vigente: Copia de todo reglamento, circular, guía administrativa, 

memorando o instrucción interna emitidos por la Oficina de Incentivos que regule el 

proceso de solicitud, evaluación y expedición de decretos de Profesional de Difícil 

Reclutamiento bajo la Ley 60-2019. 

4. Estadísticas de procesamiento: Datos sobre el volumen y gestión de solicitudes de 

decretos de Profesionales de Difícil Reclutamiento desde el 1 de enero de 2021 hasta 

el presente, desglosados por año, incluyendo: 

• Número de solicitudes recibidas 

• Número de decretos aprobados 

• Número de solicitudes denegadas, con indicación de las razones más frecuentes 

de denegación 

• Tiempo promedio de procesamiento desde la radicación de la solicitud hasta la 

expedición o denegación del decreto 

Esta petición se realiza conforme a lo dispuesto en la Regla 18.2 del Reglamento del Senado 

de Puerto Rico (R. del S. 255). Se concede al Director de la Oficina de Incentivos un término de cinco 

(5) días calendario, contados a partir de la notificación de esta petición, para remitir a la Secretaría del 

Senado la información solicitada.” 

 

La senadora Santiago Negrón y el senador González Costa han radicado la Petición de Información 

2026-0083: 

“Para fines de investigación y acción legislativa, los senadores que suscriben solicitan que el 

Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, por conducto de su secretario, Waldemar Quiles 

Pérez, provea en un término de diez (10) días calendario luego de la aprobación de esta Petición de 

Información, el siguiente documento: 
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• El expediente completo relacionado con la solicitud de autorización número 0-NP-

AKR01-SJ-01989-28082025, incluyendo la denegatoria emitida por ese Departamento 

al amparo de la Ley 292-1999 y el Plan y Reglamento del Área de Planificación 

Especial del Carso (PRAPEC).” 

 

La senadora Santiago Negrón y el senador González Costa han radicado la Petición de Información 

2026-0084: 

“Para fines de investigación y acción legislativa, los senadores que suscriben solicitan que la 

Junta de Planificación, por conducto de su presidente, el licenciado Héctor Morales Martínez, provea 

en un término de diez (10) días calendario luego de la aprobación de esta Petición de Información, el 

siguiente documento: 

• El expediente completo del caso 0-NP-AKR01-SJ-01989-28082025 que aparece en la 

Resolución de la Junta de Planificación, JPE-2026-006.” 

 

La senadora Santiago Negrón ha radicado la Petición de Información 2026-0085: 

“La Ley de Laboratorios de Rayos X, la Ley Núm. 62 de 1 de mayo de 1928, según enmendada, 

se aprobó para regular la adquisición y operación de máquinas de rayos x en Puerto Rico. Para adquirir 

y operar estas máquinas, la ley exige que sus operadores obtengan una licencia emitida por el 

Departamento de Salud. La posesión o administración del equipo médico descrito por esta ley sin las 

certificaciones requeridas por el Departamento de Salud conllevará una multa de hasta cinco mil 

dólares ($5,000) por cada infracción. El mal uso de este equipo médico conlleva potenciales riesgos 

para la salud de los y las puertorriqueñas, su utilización debe ser bajo estricta supervisión médica. 

Por lo antes expuesto, solicitamos que el Departamento de Salud, a través de su secretario, el 

Dr. Víctor Ramos Otero, en un plazo no mayor de cinco (5) días laborables nos provea la siguiente 

información: 

1. Cualquier documento aprobado por el Departamento de Salud que reglamente el 

licenciamiento o la certificación de máquinas de laboratorios de rayos x, máquinas de 

ultrasonidos (sonogramas) o cualquier equipo médico cobijado por la Ley Núm. 62 de 

1 de mayo de 1928, según emendada; 

2. Cualquier documento o formulario que forme parte del proceso de licenciamiento 

descrito por la Ley Núm. 62 de 1 de mayo de 1928, según enmendada;  

3. Un desglose anual desde el año 2007 que contenga los siguientes datos: 

a. La cantidad de licencias otorgadas por el Departamento de Salud bajo la Ley 

Núm. 62 de 1 de mayo de 1928, según enmendada; 

b. La cantidad de multas emitidas a personas naturales o jurídicas que incumplan 

con las disposiciones del Artículo 5 la Ley Núm. 62 de 1 de mayo de 1928, 

según enmendada; 

c. La cantidad de inspecciones hechas a entidades cobijadas por la Ley Núm. 62 

de 1 de mayo de 1928, según enmendada, con la finalidad de velar por el 

cumplimiento de esta; 

d. La cantidad de personas naturales o jurídicas que hayan sido encontradas 

culpable y multadas por el delito grave de vender, distribuir o negociar una 

máquina de ultrasonido o sonograma, bajo las disposiciones del Artículo 5 de 

la Ley Núm. 62 de 1 de mayo de 1928, según enmendada 

e. La cantidad de querellas emitidas ante el Departamento de Salud bajo las 

disposiciones de la Ley Núm. 62 de 1 de mayo de 1928, según enmendada; 
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4. La cantidad de inspectores adscritos al Departamento de Salud con la potestad de 

inspeccionar a los establecimientos descritos por la Ley Núm. 62 de 1 de mayo de 1928, 

según enmendada; y 

5. La cantidad de máquinas incautadas bajo esta ley, su lugar de origen, su lugar de 

almacenamiento y cualquier plan para su disposición.” 

 

La senadora Rodríguez Veve ha radicado la Petición de Información 2026-0086: 

“En el ejercicio de las facultades constitucionales y reglamentarias de fiscalización del Senado 

de Puerto Rico, y al amparo de la Regla 18 del Reglamento del Senado de Puerto Rico, la Senadora 

Joanne Rodríguez Veve solicita que este Alto Cuerpo requiera a la Junta de Libertad Bajo Palabra la 

información esencial y razonablemente disponible para evaluar el impacto de la Ley Núm. 85-2022, 

de 11 de octubre de 2022, y sus enmiendas posteriores, sobre los procesos de consideración y 

concesión de libertad bajo palabra. 

La presente Petición no pretende revisar expedientes individuales ni requerir la producción 

masiva de documentos confidenciales. Su propósito es obtener datos agregados, tabulados y 

comparables que permitan distinguir, con claridad, entre: (1) personas elegibles para consideración; 

(2) casos considerados por la Junta; (3) concesiones; (4) excarcelaciones efectivas; (5) denegatorias; 

(6) revocaciones; y (7) eventos posteriores relevantes de cumplimiento o reincidencia, según consten 

en los expedientes o sistemas de la Junta. 

Por consiguiente, la senadora que suscribe respetuosamente solicita que, a través de la 

Secretaría de este Alto Cuerpo, se le requiera a la Junta de Libertad Bajo Palabra, por conducto de su 

Presidente, que someta la siguiente información y documentación dentro de un término de quince (15) 

días laborables luego de la aprobación de esta Petición. 

 

SOLICITUD DE INFORMACIÓN A LA JUNTA DE LIBERTAD BAJO PALABRA 

Se solicita que la Junta de Libertad Bajo Palabra someta la siguiente información en un término 

razonable conforme al trámite dispuesto por el Senado: 
 

A. Alcance y forma de producción 

1.  Produzca la información para el periodo comprendido entre el 1 de enero de 

2016 y la fecha de contestación de esta Petición. Para fines comparativos, 

desglose el periodo anterior a la aprobación de la Ley Núm. 85-2022 y el 

periodo posterior a su vigencia. 

2.  La información deberá producirse preferiblemente en una sola hoja de cálculo 

editable, en formato Excel o CSV, con las pestañas o tablas necesarias. No se 

solicita la producción de expedientes individuales completos, información 

médica, direcciones físicas, números de Seguro Social, información 

identificable de víctimas ni datos personales innecesarios. 

3.  Cuando la Junta no recopile algún dato en la forma solicitada, deberá indicarlo 

expresamente y producir la información más cercana o equivalente que esté 

razonablemente disponible, explicando brevemente la limitación metodológica. 

4.  La contestación deberá estar certificada por la Presidenta de la Junta, el Director 

Ejecutivo o el funcionario autorizado, identificando la fuente de los datos 

utilizados y la fecha de extracción o preparación. 
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B. Datos esenciales solicitados 

1. Actividad general de la Junta 

1.  Produzca un tabulado anual, desde el año 2016 hasta la fecha de contestación, 

que incluya: casos recibidos o referidos; casos calendarizados; vistas 

celebradas; casos concedidos; casos denegados; casos archivados o retirados; 

casos pendientes al cierre de cada año; y revocaciones de libertad bajo palabra. 

2.  Para cada año, indique el tiempo promedio aproximado entre el referido o 

solicitud del caso y la determinación final de la Junta. 
 

2. Impacto atribuible a la Ley Núm. 85-2022 

1.  Identifique, por año, la cantidad de casos que la Junta pueda reconocer como 

impactados por la Ley Núm. 85-2022 o por sus enmiendas posteriores. 

2.  Para esos casos impactados, produzca un tabulado que indique: casos 

identificados como potencialmente elegibles; casos efectivamente 

considerados; casos concedidos; casos denegados; casos pendientes; y casos en 

los que hubo excarcelación efectiva. 

3.  Dentro de ese mismo tabulado, desglose los casos impactados, en la medida en 

que sea posible, por la razón principal de elegibilidad o consideración, 

incluyendo: sentencias consecutivas; aplicación retroactiva; cómputo máximo 

de quince (15) años para adultos o cinco (5) años para menores procesados 

como adultos; asesinato en primer grado bajo los términos aplicables; delitos 

con arma de fuego ilegal o tentativa; y cualquier otra categoría que la Junta 

utilice para identificar el impacto de la ley. 

4.  Si la Junta no mantiene un campo o etiqueta que identifique los casos 

impactados por la Ley Núm. 85-2022, certifique ese hecho y explique qué 

método razonable podría utilizarse para estimar dicho universo sin revisar 

manualmente cada expediente. 
 

3. Concesiones, denegatorias y excarcelación efectiva 

1.  Para los casos identificados como impactados por la Ley Núm. 85-2022, 

indique, por año: cuántos fueron concedidos; cuántos fueron denegados; 

cuántos fueron concedidos pero no resultaron en excarcelación efectiva; y las 

razones generales para la no excarcelación, tales como detainer, falta de plan 

de salida, nueva orden judicial, asunto pendiente o cualquier otra razón 

administrativa o legal. 

2.  Produzca un resumen de las razones principales de denegatoria en los casos 

impactados por la Ley Núm. 85-2022, agrupadas por categoría general, sin 

necesidad de producir resoluciones individuales. 
 

4. Delitos excluidos, garantías a víctimas y controles de seguridad 

1.  Certifique si, desde la aprobación de la Ley Núm. 85-2022, la Junta ha 

concedido libertad bajo palabra a alguna persona cuya convicción principal o 

concurrente esté expresamente excluida por la Ley de la Junta de Libertad Bajo 

Palabra o por las enmiendas aplicables. De contestar en la afirmativa, indique 
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la cantidad de casos, el delito general y la base legal utilizada, sin divulgar 

información confidencial. 

2.  Produzca un tabulado anual de cumplimiento con la notificación a víctimas en 

los casos considerados bajo el marco posterior a la Ley Núm. 85-2022, 

incluyendo: casos en que se notificó a la víctima; casos en que la víctima 

compareció o emitió opinión; casos en que la víctima renunció; y casos en que 

no fue posible localizarla. 

3.  Produzca copia de cualquier protocolo, carta circular, formulario o guía vigente 

que utilice la Junta para aplicar la Ley Núm. 85-2022 y para garantizar los 

derechos de las víctimas en los procesos de consideración de libertad bajo 

palabra. 
 

5. Resultados posteriores a la excarcelación 

1.  Respecto a las personas excarceladas luego de una concesión identificada como 

impactada por la Ley Núm. 85-2022, produzca un tabulado agregado que 

indique: cantidad total de liberados; cantidad bajo supervisión activa; cantidad 

con violaciones técnicas reportadas; cantidad con revocación provisional o 

final; cantidad con nueva imputación delictiva conocida por la Junta; y cantidad 

con nueva convicción conocida por la Junta. 

2.  Diferencie entre violaciones técnicas, revocaciones por incumplimiento de 

condiciones y revocaciones o actuaciones relacionadas con nueva conducta 

delictiva. 

3.  Si la Junta no tiene acceso directo a datos de arrestos, acusaciones o 

convicciones posteriores, certifique esa limitación e identifique qué entidad 

gubernamental custodia esos datos. 

6. Impacto operacional mínimo 

1.  Indique si la Ley Núm. 85-2022 produjo un aumento identificable en el número 

de casos evaluados, vistas señaladas, vistas celebradas, casos pendientes de la 

Junta y casos donde se aprobó la libertad bajo palabra. Incluya una comparación 

breve entre el promedio anual anterior a la Ley y el promedio anual posterior a 

su aprobación en cada uno de estos renglones. 

2.  Produzca copia de cualquier informe, presentación, memorando o análisis 

estadístico ya existente que la Junta haya preparado sobre el impacto 

operacional, jurídico o administrativo de la Ley Núm. 85-2022. No se requiere 

crear un estudio nuevo si no existe. 

C. Resumen ejecutivo requerido 

Además de la hoja de cálculo o los tabulados solicitados, se requiere que la Junta 

someta un resumen ejecutivo certificado, de no más de cinco (5) páginas, que contenga los 

siguientes totales: 

1.  Total de casos identificados como impactados por la Ley Núm. 85-2022. 

2.  Total de casos impactados que fueron considerados por la Junta. 

3.  Total de casos impactados concedidos, denegados, pendientes y excarcelados 

efectivamente. 

4.  Total de revocaciones posteriores entre personas liberadas en casos impactados 

por la Ley Núm. 85-2022, diferenciando violaciones técnicas de nueva 

conducta delictiva. 
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5.  Explicación breve de cualquier limitación en los datos que impida comparar 

directamente el periodo anterior y posterior a la aprobación de la Ley. 

La información requerida deberá ser remitida a la Secretaría de este Alto Cuerpo. Se solicita, 

además, que se envíe copia digital a la oficina de la Senadora Joanne Rodríguez Veve, a través del 

correo electrónico joarodriguez@senado.pr.gov.” 

 

De la secretaria del Senado, una notificación al Senado de Puerto Rico en torno a la Petición 

de Información 2026-0072:  

“4 de junio de 2026 

 

NOTIFICACIÓN AL SENADO DE PUERTO RICO 

 

Re: Petición 2026-0072 

 

Notifico, conforme a la Regla 18.2 del Reglamento del Senado de Puerto Rico (R. del S. 255), que 

luego de tres (3) notificaciones, el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales no ha cumplido 

con la Petición de Información detallada en el anejo.  Se notifica al Cuerpo para que adopte las medidas 

que correspondan. 

 

Respetuosamente,  

{firmado} 

Jenniffer Martínez Heyer 

Secretaria 

Senado de Puerto Rico 

    

/anejo 

 

PETICIÓN NO CONTESTADA 

(actualizado a las 10:00 am del 4 de junio de 2026) 

 

Número de Petición 

(senador peticionario) 

Agencia/Entidad 

 

 

Información Solicitada 

 

 

Comunicaciones 

 

2026-0072 

(Rivera Schatz) 

 

Departamento de 

Recursos Naturales y 

Ambientales 

 

• Proveer copia de toda querella, 

investigación, inspección, informe 

técnico, evaluación, comunicación interna 

o determinación relacionada con la finca 

agrícola ubicada en terrenos colindantes 

con la Urbanización Llanos de 

Providencia, particularmente en el área 

adyacente a la calle Lirios, en el municipio 

de Salinas, desde el año 2022 hasta el 

presente. 

• Indicar si en torno a la mencionada 

finca, el Departamento ha expedido 

 

3 
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permisos, endosos, autorizaciones o 

certificaciones relacionados con: 

a. movimientos de terreno; 

b. uso de maquinaria pesada; 

c. aplicación de fertilizantes, pesticidas o 

sustancias químicas; 

d. construcción de verjas, muros o 

estructuras; y 

e. manejo de escorrentías o controles 

ambientales. 

• Indicar si el Departamento ha 

realizado inspecciones en el lugar y 

proveer: 

a. la fecha de cada inspección; 

b. los hallazgos realizados; 

c. las recomendaciones emitidas; 

d. las violaciones señaladas, de existir 

alguna; y 

e. las acciones correctivas requeridas. 

• Informar si existe alguna evaluación 

ambiental, consulta, permiso o 

determinación relacionada con impactos a 

comunidades adyacentes, calidad del aire, 

contaminación por particulado, 

escorrentías, manejo de químicos o 

afectaciones a recursos naturales. 

• Informar si el Departamento ha 

recibido querellas o comunicaciones de 

residentes de la Urbanización Llanos de 

Providencia con relación a la finca antes 

mencionada, y de haberlas recibido, 

informar las acciones tomadas en atención 

a las mismas. 

• Indicar si la entidad AG Agro Inc., sus 

propietarios, representantes o afiliados 

poseen permisos, autorizaciones o 

trámites activos ante el Departamento 

relacionados con dichos terrenos. 

• Cualquier otra información que el 

Departamento entienda pertinente para 

evaluar el cumplimiento ambiental y 

reglamentario de la finca relacionada a la 

presente petición de información.  
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Del honorable Waldemar Quiles Pérez, secretario, Departamento de Recursos Naturales y 

Ambientales, una comunicación remitiendo respuesta a la Petición de Información 2026-0061, 

presentada por el senador González Costa y aprobada por el Senado el 4 de mayo de 2026. 

De la señora Angelie I. López Hernández, ayudante ejecutiva, Oficina de la Presidenta, 

Universidad de Puerto Rico, una comunicación remitiendo respuesta a la Petición de Información 

2026-0062, presentada por el senador González Costa y aprobada por el Senado el 4 de mayo de 2026. 

Del señor Daniel E. Iturregui Pérez, presidente, Comisión Apelativa del Servicio Público, una 

comunicación remitiendo respuesta a la Petición de Información 2026-0075, presentada por la 

senadora Álvarez Conde y aprobada por el Senado el 21 de mayo de 2026. 

Del honorable Waldemar Quiles Pérez, secretario, Departamento de Recursos Naturales y 

Ambientales, una comunicación remitiendo respuesta a la Petición de Información 2026-0079, 

presentada por la senadora Santiago Negrón y aprobada por el Senado el 1 de junio de 2026. 

De la señora Carmen Vázquez, directora de programas institucionales, Hospital Metropolitano, 

una comunicación remitiendo los Planes de Contingencia del Hospital Metropolitano y Metro Dialysis 

Care (Unidad de Diálisis) para el 2026, según requerido por la Ley 152-2020, según enmendada, 

conocida como “Ley para la Presentación Anual del Plan de Contingencia de los Hospitales”. 

De la ingeniera Sylvette M. Vélez Conde, directora ejecutiva, Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles, una comunicación sometiendo la Resolución 2026-31 en la que 

dicho Comité resuelve denegar el traspaso libre de costo propuesto en la Resolución Conjunta 23-

2026. 

De la ingeniera Sylvette M. Vélez Conde, directora ejecutiva, Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles, una comunicación sometiendo la Resolución 2026-35 en la que 

dicho Comité resuelve denegar el traspaso libre de costo propuesto en la Resolución Conjunta 14-

2026. 

De la señora Ivette Montalvo León, ayudante ejecutiva, Oficina del Contralor de Puerto Rico, 

tres comunicaciones, remitiendo el Informe de Auditoría OC-26-32 de la Autoridad de Energía 

Eléctrica de Puerto Rico; el Informe de Auditoría OC-26-33 del Municipio de Guánica; y el Informe 

de Auditoría OC-26-34 del Área de Sistemas de Información Tecnológica de la Administración de 

Vivienda Pública. 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso a., hay una Petición de la senadora 

Rodríguez Veve, para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso b., hay una Petición de la senadora Rodríguez Veve, 

para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso c., hay una Petición del senador Ríos Santiago, para 

que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso d., hay una Petición de la senadora Santiago Negrón y 

el senador González Costa, para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso e., hay una Petición de la senadora Santiago Negrón y 

el senador González Costa, para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso f., hay una Petición de la senadora Santiago Negrón, 

para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso g., hay una Petición de la senadora 

Rodríguez Veve, para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso h., hay una Notificación de la 

Secretaria del Senado informando que conforme a la Regla 18.2 del Reglamento del Senado de Puerto 

Rico, la Resolución del Senado 255, que luego de tres (3) notificaciones al Departamento de Recursos 

Naturales y Ambientales, no ha cumplido con la Petición de Información 2026-72, se notifica al 

Cuerpo para que adopte las medidas correspondientes. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se reciban las restantes Peticiones y 

Notificaciones. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

 

MOCIONES 

 

Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza, Pésame  

o Reconocimiento Póstumo 

Anejo A 

 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, 

Júbilo, Tristeza, Pésame o Reconocimiento Póstumo 

 

Moción 2026‑1615 

Por el senador Sánchez Álvarez: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite a Kelsi Elén Serrano Pérez por haber sido coronada Little 

Top Model Girl 2026 en el certamen Miss PR Girls 2026. 

 

Moción 2026‑1616 

Por la senadora Barlucea Rodríguez: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a un distinguido grupo de estudiantes de octavo 

y duodécimo grado, quienes han sido homenajeados por la Respetable Logia Igualdad Núm. 23 de 

Sabana Grande, en ocasión de su actividad de reconocimiento a estudiantes graduandos del año 2026. 

 

Moción 2026‑1617 

Por la senadora Jiménez Santoni: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite a los reconocidos durante la celebración de la Gala Dorada 

del Hipismo en Puerto Rico 2026. 
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Moción 2026‑1618 

Por el senador Rivera Schatz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Tatiana D. Howe González por sus logros 

académicos, científicos y comunitarios. 

 

Moción 2026‑1619 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Luis Martínez por su labor en favor de las 

artes y la cultura puertorriqueña. 

 

 

Moción 2026‑1620 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Bolívar Torres Colón por sus aportaciones 

al arte, la cultura y la promoción de los valores patrios puertorriqueños. 

 

Moción 2026‑1621 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a María Angelis Vázquez Ríos por sus 

aportaciones al arte contemporáneo y la presentación de su exposición artística. 

 

Moción 2026‑1622 

Por el senador Rivera Schatz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca al doctor Ralph Reed por su trayectoria de 

liderazgo cívico, compromiso con el servicio público y labor promoviendo la participación ciudadana 

y el fortalecimiento de los valores democráticos en los Estados Unidos de América. 

 

 

Moción 2026‑1623 

Por la senadora Pérez Soto: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a hombres seleccionados como padres ejemplares del 

distrito de Arecibo, por su amor, compromiso y aportaciones a sus familias y a la sociedad. 

 

 

Moción 2026‑1624 

Por la senadora Pérez Soto: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a mujeres seleccionadas como madres ejemplares del 

distrito de Arecibo, por su amor, compromiso y aportaciones a sus familias y a la sociedad. 
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Moción 2026‑1625 

Por el senador Morales Rodríguez: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a la Unidad de Control de Vectores de Puerto 

Rico, vía su manejadora de comunicaciones, Jennifer Ramírez López, en ocasión de conmemorarse 

una década de servicio ininterrumpido en la prevención, vigilancia y manejo de enfermedades 

transmitidas por vectores epidemiólogos. 

 

Moción 2026‑1626 

Por la senadora Jiménez Santoni: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite a un grupo de estudiantes del Programa de Educación 

Nocturno de la escuela Liberata Hiraldo del municipio de Río Grande, por haber logrado excelencia 

académica en su graduación. 

 

 

Moción 2026‑1627 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca póstumamente al señor Eddie Rivera Padilla, destacado 

educador y maestro que dedicó su vida a la formación académica y humana de innumerables 

estudiantes. 

 

Moción 2026‑1628 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca póstumamente a la señora Rosa María Centeno 

Rodríguez, cariñosamente conocida como “Sanda”, distinguida enfermera que consagró su vida al 

cuidado de la salud. 

 

Moción 2026‑1629 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca al señor Carlos Manuel Nazario Santiago por 

su distinguida trayectoria como miembro de la Policía de Puerto Rico y por su compromiso con el 

servicio público, la protección de la ciudadanía y el bienestar de nuestras comunidades. 

 

 

Moción 2026‑1630 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca al señor Eusebio David De Jesús, distinguido 

sargento retirado de la Policía de Puerto Rico, por su ejemplar trayectoria de servicio público y su 

compromiso con la seguridad y el bienestar de nuestra ciudadanía. 
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Moción 2026‑1631 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a la señora Lucín Aida Tapia Ortiz, enfermera 

retirada, por su distinguida trayectoria de servicio en el campo de la salud y su compromiso con el 

cuidado, la atención y el bienestar de los pacientes. 

 

 

Moción 2026‑1632 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a la señora Edith Padilla Ramos, distinguida 

maestra y directora escolar, por su encomiable trayectoria en el campo de la educación y su 

compromiso con la formación académica y humana de la niñez y juventud de Puerto Rico. 

 

Moción 2026‑1633 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a la señora Nilda López Colón por su 

distinguida trayectoria como maestra y su compromiso con la educación y el desarrollo académico y 

humano de sus estudiantes. 

 

Moción 2026‑1634 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a la señora Norma Rodríguez Colón, enfermera 

retirada, por su destacada trayectoria profesional en el campo de la salud y su compromiso con el 

bienestar de los pacientes y las comunidades a las que sirvió. 

 

 

Moción 2026‑1635 

Por el senador Santos Ortiz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca póstumamente al señor Jorge Rodríguez Betancourt, 

distinguido sargento de la Policía de Puerto Rico, quien dedicó gran parte de su vida al servicio 

público, la protección de la ciudadanía y el bienestar de las comunidades de nuestro país. 

 

Moción 2026‑1636 

Por el senador Reyes Berríos: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a varias personas por haber sido distinguido(a) 

con la dedicatoria del Festival del Fricasé del Municipio de Naranjito, celebrado como parte de las 

actividades dirigidas a resaltar las tradiciones gastronómicas, culturales y comunitarias de dicho 

municipio. 
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Moción 2026‑1637 

Por el senador Reyes Berríos: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Julio Figueroa Camacho, por haber sido 

distinguido con la dedicatoria del Festival Turístico del Pastelito de Arroz del Municipio de Corozal, 

celebrado como parte de una de las actividades culturales y gastronómicas más emblemáticas de dicho 

municipio. 

 

Moción 2026‑1638 

Por la senadora Jiménez Santoni: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Kaylie A. Borges Aponte, integrante del 

Equipo de Flag Football del Municipio de Ceiba, por su destacada participación y excelente 

desempeño deportivo. 

 

Moción 2026‑1639 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a la doctora Amarilis Ramos Rivera, presidenta del 

Grupo SEPI, con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1640 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Carlos E. De Ángel Ramírez, propietario de De Ángel 

& Compañía, CPA, LLC, con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1641 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a la doctora María Ayme Ramos, corporate clinical 

advisor de Core Plus, Inc., con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1642 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Elgeen Edmeé Montilla Ortiz, presidenta de Edann 

Marketing & Communications Group, LLC, con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas 

Empresas. 

 

Moción 2026‑1643 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Francisco Almeida León, gerente general del 

Restaurante el Hipopótamo-Kan-Amani International Corp., con motivo de la Semana de las Pequeñas 

y Medianas Empresas. 
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Moción 2026‑1644 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Georyanne Ríos, presidenta de PSS Pathfinder, Inc., 

con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

 

Moción 2026‑1645 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a José H. Faccio Rivera, propietario de Faccio Pizza, 

con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1646 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a José Juan Ríos Ortiz, presidente de Papelera 

Puertorriqueña, Inc., con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1647 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Luz Iris Aspron Becerra, propietaria del Restaurante 

Casa Emilio, con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

 

Moción 2026‑1648 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Luz B. Otero Rivera, presidenta de Puerto Rico Water 

Management, con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1649 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Lydia Boschetti, presidenta de Action Environmental 

Contractors, Inc., con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

 

Moción 2026‑1650 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Magda Vargas Battle, presidenta Performance 

Improvement Puerto Rico, LLC, con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 
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Moción 2026‑1651 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Marie Alexa Rosado Collazo, presidenta de 3A Press 

Corp., con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

 

Moción 2026‑1652 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Juan Carlos Parra Ortiz, presidente de Skootel, con 

motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1653 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a Jorge Carlos González Camp, presidente de Olein 

Recovery, con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1654 

Por la senadora Moran Trinidad: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a José L. González Suárez, fundador y presidente de 

Pepe Ganga y presidente de ACDET, con motivo de la Semana de las Pequeñas y Medianas Empresas. 

 

Moción 2026‑1655 

Por la senadora Padilla Alvelo: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Mildred Quirós Ríos, propietaria de Farmacia 

Cristina, por su trayectoria, espíritu emprendedor y compromiso con el servicio comunitario. 

 

 

Moción 2026‑1656 

Por la senadora Padilla Alvelo: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Miriam López Zambrana, por su trayectoria 

profesional, compromiso con la salud pública y aportaciones al desarrollo comunitario en Bayamón. 

 

Moción 2026‑1657 

Por el senador Toledo López: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a varias personas por sus contribuciones a la 

obtención de la acreditación de la Foundation for the Accreditation of Cellular Therapy para el 

Programa de Trasplante de Médula Ósea del Hospital Auxilio Mutuo. 
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Moción 2026‑1658 

Por la senadora Barlucea Rodríguez: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a María Judith Ruiz Ramos, con motivo de su 

homenaje en la inauguración de la temporada 2026 del equipo Ladies Costaneras de Guánica de la 

Liga de Sóftbol Superior Femenino. 

 

 

Moción 2026‑1659 

Por el senador Rivera Schatz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a la Universidad Teológica del Caribe, vía su 

presidente ejecutivo, el doctor Francisco Ortiz Ocasio, con motivo de la celebración de setenta años 

de servicio formando líderes cristianos, educadores, ministros y profesionales comprometidos con los 

valores de la fe, servicio y excelencia académica. 

 

Moción 2026‑1660 

Por el senador Rivera Schatz: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico exprese su más sentido pésame a los familiares de José R. Marrero, 

fundador de Martel, Inc., por su fallecimiento. 

 

 

Moción 2026‑1661 

Por el senador Sánchez Álvarez: 

 

Para que el Senado de Puerto Rico reconozca al capellán José Alfredo Miró López por su vocación de 

servicio, compromiso comunitario y entrega espiritual al pueblo puertorriqueño. 

 

 

Mociones Escritas 

 

La Secretaría da cuenta de las siguientes Mociones Escritas: 

 

El senador Matías Rosario ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico solicita 

respetuosamente a este Alto Cuerpo, se le conceda prórroga de quince (15) días adicionales para 

culminar el trámite legislativo necesario para rendir su informe en torno a los Proyectos del Senado 

782, 897, 961 y 1067.” 

 

La senadora Pérez Soto ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Educación, Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico solicita respetuosamente a este 

Alto Cuerpo, se le conceda prórroga de 10 días adicionales, para culminar el trámite legislativo 

necesario para rendir su informe en torno a la Resolución Conjunta del Senado 113.” 
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La senadora Soto Tolentino ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad y Población con Diversidad Funcional 

e Impedimentos del Senado de Puerto Rico solicita respetuosamente a este Alto Cuerpo, se le conceda 

prórroga hasta el 25 de junio de 2026, para culminar el trámite legislativo necesario para rendir su 

informe en torno a las siguientes medidas: P. del S. 814; 815; 1088; 1089 y R. C. del S. 149.” 

 

La senadora Jiménez Santoni ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“Yo, Marissa Jiménez Santoni, Presidenta de la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 

Ambientales del Senado de Puerto Rico, respetuosamente solicito a este Alto Cuerpo, que conforme 

a las disposiciones en la Sección 32.2 del Reglamento del Senado, se conceda a nuestra Honorable 

Comisión hasta el 12 de junio de 2026 para presentar el informe y terminar el trámite legislativo 

correspondiente al Proyecto del Senado 989.” 

 

La senadora Jiménez Santoni ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“Yo, Marissa Jiménez Santoni, Presidenta de la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 

Ambientales del Senado de Puerto Rico, respetuosamente solicito a este Alto Cuerpo, que conforme 

a las disposiciones en la Sección 32.2 del Reglamento del Senado, se conceda a nuestra Honorable 

Comisión hasta el 5 de junio de 2026 para presentar el informe y terminar el trámite legislativo 

correspondiente al Proyecto del Senado 1013.” 

 

El senador Santos Ortiz ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“El Senador que suscribe solicita a este Alto Cuerpo que retire todo trámite legislativo 

relacionado al Proyecto del Senado número 1057, el cual fue radicado el pasado, 4 de febrero de 

2026.” 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe el Anejo A del Orden de los 

Asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso b., hay una Moción por escrito del 

senador Matías Rosario, para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso c., hay una Moción por escrito del senador, de la 

senadora Pérez Soto, para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso d., hay una Moción por escrito de la senadora Soto 

Tolentino, para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso e., hay una Moción por escrito de la senadora Jiménez 

Santoni, para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso f., hay una Moción por escrito de la senadora Jiménez 

Santoni, para que se apruebe. 

SR. SANTOS ORTIZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

Senador Santos Ortiz. 
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SR. SANTOS ORTIZ: Para unirme a las Mociones 2026-1636, 1637, 1657 y 1658. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso g., hay una Moción por escrito del senador Santos Ortiz, 

para que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se autorice a la Comisión de Educación, 

Arte y Cultura a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres para atender varios 

asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se autorice a la Comisión de Ética a 

continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres para atender varios asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se autorice a la Comisión de Salud a 

continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres para atender varios asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de lo Jurídico, continuar Reunión 

Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de la Juventud, Recreación y 

Deportes a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Agricultura a continuar 

Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Transportación, 

Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor a continuar Reunión Ejecutiva en 

el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Desarrollo Económico, 

Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y Cooperativismo a continuar Reunión Ejecutiva en 

el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Planificación, Permiso, 

Infraestructura y Urbanismo a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres para 

atender varios asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo a aprobado con enmiendas el Proyecto del Senado 318, solicitamos concurrir 

con las enmiendas producidas por la Cámara de Representantes y que se incluya la medida en el 

Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 

Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 318, y se incluye en el Calendario de Votación 

Final. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo a aprobado con enmiendas el Proyecto del Senado 392, solicitamos concurrir 
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con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes y que se incluya la medida en el 

Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: ¿372?  

SR. MATÍAS ROSARIO: 392. 

SR. PRESIDENTE: ¿Cuál es el número del Proyecto, compañero? 

SR. MATÍAS ROSARIO: 372. 

SR. PRESIDENTE: Bien. 

Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la Cámara al Proyecto del 

Senado 372, y se incluye en el Calendario de Votación Final. 

Próximo asunto.  

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo a aprobado con enmiendas el Proyecto del Senado 622, solicitamos concurrir 

con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes y que se incluya la medida en la 

Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 

Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 622, y se incluye en el Calendario de Votación 

Final. 

Próximo asunto.  

SR. MATÍAS ROSARIO: La Cámara de Representantes ha informado que dicho Cuerpo 

Legislativo a aprobado con enmiendas el Proyecto del Senado 1036, solicitamos concurrir con las 

enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes y que se incluya la medida en la Votación 

Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 

Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 1036, y se incluye en el Calendario de Votación 

Final. 

Próximo asunto.  

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo a aprobado con enmiendas el Proyecto del Senado 810, solicitamos no 

concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, que se designe un Comité 

de Conferencia. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a lo que dice el compañero, no se concurre con las 

enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 810, y estamos 

convocando Comité de Conferencia, estará presidido por este servidor junto a la señora vicepresidenta 

Jiménez Santoni, el señor portavoz Matías Rosario, el señor portavoz alterno Morales Rodríguez, al 

señor senador Toledo López, al señor senador Reyes Berríos, al señor portavoz Hernández Ortiz, a la 

señora portavoz Santiago Negrón y a la senadora Rodríguez Veve. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se autorice a la Comisión de Turismo, 

Recursos Naturales y Ambientales a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión Conjunta de Informes Especiales 

de la Oficina del Contralor a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Reyes Berríos a las Mociones de la 1619 a la 

1621, 1625, y de la 1627 a la 1635. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Jiménez Santoni a las Mociones 1618 y 

1659. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador González López a las Mociones 1616 y 1658. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Dalmau Santiago a las Mociones 1617, 1618, 

1636, 1637, 1643, 1645, 1647, 1652, 1654 y 1660. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Soto Aguilú al Anejo A. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Soto Tolentino al Anejo A. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Sánchez Álvarez a las Mociones 1617, 1626, 

1638 y 1660. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador González López a las Mociones 1623 y 1624. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a este servidor al Anejo A. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Álvarez Conde al Anejo A. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Toledo López al Anejo A. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  

SR. PRESIDENTE: Próximo asunto.  

 

ASUNTOS PENDIENTES 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Hay medidas que se mantendrán en Asuntos Pendientes. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

(Los Asuntos Pendientes son los siguientes: P. del S. 832, P. del S. 1105; R. del S. 398; P. de 

la C. 246, P. de la C. 815; R C. de la C. 131). 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se proceda con la lectura. 

SR. PRESIDENTE: Adelante con la lectura. 

 

 

CALENDARIO DE LECTURA 

 

Como primer asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 890, y se da 

cuenta del Informe de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, sin enmiendas:  
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“LEY 

Para enmendar la Ley Núm. 60 de 1 de julio de 2019, según enmendada, conocida como 

“Código de Incentivos de Puerto Rico”, a los fines de añadir un nuevo Artículo 1010.1-A que 

establezca como requisito de elegibilidad y mantenimiento para la concesión de decretos de incentivos 

contributivos que promuevan la creación o retención de empleos, el registro obligatorio del patrono 

en la plataforma PERFIL (Portal de Empleo y Reclutamiento para Facilitar la Integración Laboral) del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, así como la actualización mensual de sus vacantes 

laborales; aplicable a patronos que radiquen planillas trimestrales de contribuciones al Seguro por 

Desempleo; con el propósito de optimizar la colocación de empleo, reducir el desempleo y promover 

una colaboración efectiva entre el sector privado beneficiario de incentivos públicos y el Gobierno; y 

para otros fines relacionados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El mercado laboral de Puerto Rico requiere herramientas modernas y colaborativas para 

conectar eficientemente con los que se encuentran en búsqueda activa de empleo con las oportunidades 

disponibles. En ese contexto, el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH) ha 

desarrollado la plataforma PERFIL (Portal de Empleo y Reclutamiento para Facilitar la Integración 

Laboral), una herramienta digital impulsada por inteligencia artificial que facilita el reclutamiento al 

permitir a los patronos subir convocatorias de empleo, recibir recomendaciones de candidatos 

cualificados y acceder a un talento diverso.  

Actualmente, el registro y la compartición de vacantes en esta plataforma son voluntarios, lo 

que limita su efectividad al depender de la participación discrecional de los empleadores.  Por otro 

lado, el Código de Incentivos de Puerto Rico (Ley Núm. 60-2019) otorga beneficios contributivos 

significativos a empresas que fomentan la creación y retención de empleos, con el objetivo explícito 

de estimular el desarrollo económico y reducir el desempleo.  

Estos incentivos representan una inversión pública sustancial en el sector privado, 

condicionada frecuentemente al compromiso de generar plazas laborales. Sin embargo, no existe un 

mecanismo que asegure que los beneficiarios de tales incentivos contribuyan activamente al banco 

centralizado de vacantes, lo cual es esencial para que el DTRH pueda realizar referidos efectivos y 

agilizar la colocación de trabajadores desempleados o subempleados. 

Los patronos que radican planillas trimestrales de contribuciones al Seguro por Desempleo —

prácticamente la totalidad de los empleadores cubiertos por dicha ley— son precisamente aquellos 

con operaciones activas y potencial para generar empleo. Condicionar el acceso o mantenimiento de 

incentivos contributivos a su registro obligatorio en PERFIL y a la actualización mensual de vacantes 

representa una medida de reciprocidad justa: quienes reciben beneficios fiscales para expandir sus 

operaciones deben facilitar el acceso público a sus oportunidades laborales, contribuyendo así a un 

mercado más transparente, inclusivo y eficiente. 

Esta disposición no impone una carga excesiva, ya que la plataforma es gratuita y de uso 

sencillo, pero sí genera un impacto positivo significativo al enriquecer la base de datos de vacantes, 

mejorar los referidos del DTRH y acelerar la integración laboral de la fuerza trabajadora 

puertorriqueña. Experiencias en otras jurisdicciones han demostrado que requisitos similares en 

programas de incentivos fomentan una mayor colaboración público-privada, reducen tasas de 

desempleo y maximizan el retorno social de las inversiones fiscales. 

Por consiguiente, esta medida legislativa busca armonizar los objetivos del Código de 

Incentivos con las funciones esenciales del DTRH, promoviendo una política pública coherente que 

priorice el empleo digno y la responsabilidad compartida en la recuperación económica de Puerto 

Rico. 
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda la Ley Núm. 60 de 1 de julio de 2019, según enmendada, conocida 

como “Código de Incentivos de Puerto Rico”, para añadir un nuevo Artículo 1010.1-A, el cual leerá 

como sigue: 

“Artículo 1010.1-A.- Requisito de Registro y Actualización de Vacantes en la Plataforma 

PERFIL para Incentivos Relacionados con Empleo. 

(a)  Todo patrono que solicite o sea beneficiario de un decreto de incentivos contributivos 

bajo este Código, cuando dicho decreto contemple beneficios asociados a la creación, 

retención o expansión de empleos, deberá estar registrado en la plataforma PERFIL 

(Portal de Empleo y Reclutamiento para Facilitar la Integración Laboral) 

administrada por el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH), y 

mantener actualizada mensualmente la información sobre sus vacantes laborales 

disponibles. 

(b)  Esta obligación aplicará exclusivamente a patronos que radiquen planillas 

trimestrales de contribuciones al Seguro por Desempleo conforme a las leyes 

aplicables. 

(c)  El registro inicial y las actualizaciones mensuales deberán certificarse ante la Oficina 

de Incentivos para el Desarrollo Económico o la entidad otorgante del decreto, como 

condición para la aprobación de la solicitud, renovación o mantenimiento del decreto. 

(d)  El incumplimiento de esta disposición podrá constituir causa para la revisión, 

suspensión o revocación del decreto, previa notificación y oportunidad de corrección 

en un plazo de treinta (30) días. 

(e)  El DTRH proveerá acceso gratuito y apoyo técnico para el cumplimiento de este 

requisito, y certificará anualmente el estatus de cumplimiento de los patronos 

beneficiarios a solicitud de la entidad otorgante. 

(f)  Esta disposición no aplicará a incentivos que no estén condicionados a la generación 

o retención de empleos.” 

 

Sección 2. Se faculta al Departamento del Trabajo y Recursos Humanos y al Departamento de 

Desarrollo Económico y Comercio a adoptar las reglamentaciones necesarias para implementar las 

disposiciones de esta Ley, incluyendo protocolos de verificación y coordinación interagencial, dentro 

de un plazo no mayor de noventa (90) días a partir de su vigencia. 

Sección 3.- Clausula de Separabilidad.  

Si cualquier disposición de esta Ley fuera declarada inconstitucional, nula o inválida por un 

tribunal competente, dicha declaración no afectará las demás disposiciones de esta Ley, las cuales 

continuarán en pleno vigor y efecto. 

Sección 4.- Esta Ley comenzará a regir noventa (90) días después de su aprobación, 

aplicándose a solicitudes de decretos presentadas con posterioridad y a renovaciones de decretos 

existentes.” 

 

“INFORME  

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA del Senado de Puerto Rico, previo 

estudio y consideración del P. del S. 890, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación sin enmiendas. 
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ALCANCE DE LA MEDIDA 

El Proyecto del Senado 890, (en adelante “P. del S. 890”), según radicado, tiene como 

propósito enmendar la Ley Núm. 60 de 1 de julio de 2019, según enmendada, conocida como “Código 

de Incentivos de Puerto Rico”, a los fines de añadir un nuevo Artículo 1010.1-A que establezca como 

requisito de elegibilidad y mantenimiento para la concesión de decretos de incentivos contributivos 

que promuevan la creación o retención de empleos, el registro obligatorio del patrono en la plataforma 

PERFIL (Portal de Empleo y Reclutamiento para Facilitar la Integración Laboral) del Departamento 

del Trabajo y Recursos Humanos, así como la actualización mensual de sus vacantes laborales; 

aplicable a patronos que radiquen planillas trimestrales de contribuciones al Seguro por Desempleo; 

con el propósito de optimizar la colocación de empleo, reducir el desempleo y promover una 

colaboración efectiva entre el sector privado beneficiario de incentivos públicos y el Gobierno; y para 

otros fines relacionados. 

 

ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LA MEDIDA 

La medida propone enmendar la Ley Núm. 60 de 1 de julio de 2019, según enmendada, 

conocida como “Código de Incentivos de Puerto Rico”, añadiendo un nuevo Artículo 1010.1-A, 

estableciendo como requisito de elegibilidad, renovación y mantenimiento de decretos de incentivos 

contributivos relacionados a la creación, retención o expansión de empleos, la obligación de que los 

patronos se registren en la plataforma PERFIL (Portal de Empleo y Reclutamiento para Facilitar la 

Integración Laboral) del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH) y mantengan 

actualizada mensualmente la información relativa a sus vacantes laborales disponibles. 

La medida aplica a patronos que radiquen planillas trimestrales de contribuciones al Seguro 

por Desempleo, considerando que estos empleadores cuentan con operaciones activas y potencial para 

generar empleo. Se establece que el registro inicial y las actualizaciones mensuales deberán ser 

certificadas ante la Oficina de Incentivos para el Desarrollo Económico o la entidad que otorgue el 

decreto como condición para la aprobación, renovación o mantenimiento del beneficio contributivo. 

El incumplimiento de este requisito podrá constituir causa para la revisión, suspensión o revocación 

del decreto, otorgándose un plazo de treinta (30) días para oportunidad de corrección. 

El proyecto detalla que el DTRH proveerá acceso gratuito a la plataforma PERFIL, así como 

asistencia técnica y certificará anualmente el estatus de cumplimiento de los patronos. Con el objetivo 

de asegurar su correcta implementación, la Ley faculta al DTRH y al Departamento de Desarrollo 

Económico y Comercio a adoptar reglamentaciones necesarias, incluyendo mecanismos de 

verificación y coordinación interagencial, dentro de un plazo no mayor de noventa (90) días a partir 

de la vigencia de la ley. Esta medida no impone una carga excesiva, ya que la plataforma es gratuita 

y de fácil acceso, pero sí genera un impacto positivo al robustecer la base de datos de vacantes, mejorar 

los referidos del DTRH e integrar la fuerza laboral puertorriqueña. La medida busca que se cumplan 

los objetivos del Código de Incentivos junto con las funciones esenciales del DTRH, maximizando el 

retorno social de los incentivos fiscales dirigidos al desarrollo económico y reducción del desempleo 

en Puerto Rico. 

Para realizar el análisis de la medida la Comisión de Hacienda Presupuesto y PROMESA 

solicitó memoriales al Departamento de Hacienda, la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP), la 

Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (AAFAF), la Cámara de Comercio de Puerto Rico, 

el Departamento del Trabajo (DTRH), la Asociación de Industriales, el “Puerto Rico Innovation and 

Technology Service” (PRITS) y el informe de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa 

de Puerto Rico (OPAL). Al momento de la redacción de este informe se recibieron memoriales de 

PRITS, el DTRH y el informe de la OPAL. 
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“PUERTO RICO INNOVATION AND TECHNOLOGY SERVICE” (PRITS) 

El Puerto Rico Innovation and Technology Service (PRITS) comparece ante la Comisión de 

Hacienda, Presupuesto y PROMESA para presentar sus comentarios sobre el Proyecto del Senado 

890, el cual propone enmendar la Ley Núm. 60-2019, “Código de Incentivos de Puerto Rico”, con el 

fin de establecer como requisito para la concesión, renovación y mantenimiento de decretos 

contributivos asociados a la creación o retención de empleos, el registro obligatorio de patronos en la 

plataforma PERFIL del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH), así como la 

actualización mensual de sus vacantes laborales. 

En su análisis, PRITS señala que, su función principal es establecer y supervisar la política 

pública en materia de innovación y tecnología, así como evaluar proyectos tecnológicos 

gubernamentales. No obstante, indican que el proyecto no le asigna funciones ni responsabilidades 

directas en la implementación, administración o supervisión del mecanismo propuesto. Destaca que 

la operación del portal PERFIL, la validación de la información y el cumplimiento de los requisitos 

recaen en el DTRH. En conclusión, PRITS expresa que la medida no incide directamente en su ámbito 

de pericia y recomienda que la Comisión reciba el análisis del DTRH y del Departamento de 

Desarrollo Económico y Comercio (DDEC) para evaluar la medida.  

 

DEPARTAMENTO DEL TRABAJO Y RECURSOS HUMANOS (DTRH) 

El Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH), en su memorial sobre el Proyecto 

del Senado 890, expone que la medida busca armonizar los objetivos del Código de Incentivos de 

Puerto Rico con la política pública laboral, al establecer como requisito para la concesión, renovación 

y mantenimiento de decretos contributivos relacionados con la creación o retención de empleos, el 

registro obligatorio de los patronos en la plataforma PERFIL y la actualización periódica de sus 

vacantes. El DTRH enmarca su análisis dentro de sus facultades de promover oportunidades de empleo 

y velar por el equilibrio en las relaciones laborales, destacando que la medida fortalece la integración 

entre los incentivos económicos y la inserción laboral.  

Igualmente, señala el rol del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio (DDEC) 

como entidad encargada de la implantación y fiscalización de la política pública de incentivos. En ese 

contexto, el DTRH reconoce el expertise del DDEC en materia de desarrollo económico y recomienda 

que dicha agencia, así como el Departamento de Hacienda, participen en la evaluación de la viabilidad 

de la medida. El memorial favorece y recomienda la aprobación del proyecto, al considerar que 

adelanta los objetivos de política pública en materia de desarrollo económico y laboral, sin imponer 

cargas onerosas adicionales y promoviendo un uso más eficiente de los beneficios contributivos. Sin 

embargo, enfatiza la necesidad de coordinación interagencial y de análisis técnico adicional para 

asegurar su implementación dentro del marco de la política pública vigente. 

 

OFICINA DE PRESUPUESTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA (OPAL) 

El Proyecto del Senado 890 (P. del S. 890) propone enmendar la Ley Núm. 60 de 1 de julio de 

2019, Código de Incentivos de Puerto Rico, mediante la adición de un nuevo Artículo 1010.1-A, a los 

efectos de establecer como requisito de elegibilidad, renovación y mantenimiento de decretos de 

incentivos contributivos vinculados a la creación, retención o expansión de empleos, que los patronos 

se registren obligatoriamente en la plataforma PERFIL (Portal de Empleo y Reclutamiento para 

Facilitar la Integración Laboral) del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos y mantengan 

actualizada mensualmente la información sobre sus vacantes laborales.  
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La medida aplica exclusivamente a patronos que radiquen planillas trimestrales de 

contribuciones al Seguro por Desempleo y dispone que el cumplimiento del registro y la actualización 

deberá certificarse ante la Oficina de Incentivos para el Desarrollo Económico o la entidad otorgante 

del decreto, constituyendo condición indispensable para la aprobación, renovación o mantenimiento 

de los beneficios contributivos. Se establece que el incumplimiento podrá motivar la revisión, 

suspensión o revocación del decreto, mientras que el DTRH proveerá acceso gratuito, asistencia 

técnica y certificará anualmente el estatus de cumplimiento de los patronos a solicitud de la entidad 

que otorga el decreto. La medida no será aplicable a incentivos que no estén condicionados a la 

generación o retención de empleos. 

La evaluación de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico 

concluye que la medida no genera impacto fiscal sobre el Fondo General. En síntesis, la medida ofrece 

a estos patronos la oportunidad de ampliar el alcance de sus convocatorias de empleo de manera costo 

efectiva. Además, no se anticipa que el requerimiento al DTRH sobre certificar cumplimiento de los 

patronos requiera desembolso de fondos públicos. 

 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA del Senado 

certifica que el P. del S. 890 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos 

municipales. 

 

CONCLUSIÓN 

La Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA del Senado de Puerto Rico, tras el 

análisis detallado del P. del S. 890, incluyendo el informe de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea 

Legislativa (OPAL), concluye que el Proyecto del Senado 890 constituye una medida que fortalece la 

política pública de desarrollo económico y promoción del empleo en Puerto Rico, al integrar los 

incentivos contributivos con mecanismos operacionales de inserción laboral. Establecer el requisito 

de registro y actualización mensual de vacantes en la plataforma PERFIL a patronos beneficiarios de 

decretos relacionados con la creación o retención de empleos optimiza los procesos de reclutamiento 

y facilita la integración entre la oferta y la demanda de empleo. La medida establece parámetros de 

cumplimiento y fiscalización, al requerir certificación ante la entidad otorgante del decreto y disponer 

consecuencias en caso de incumplimiento, sin imponer cargas a los patronos, porque la plataforma es 

gratuita. 

Por otra parte, el memorial de PRITS explica que la medida no interfiere con sus funciones 

técnicas, a la vez que reconoce que la implementación recae particularmente el Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos y el Departamento de Desarrollo Económico y Comercio.  A su vez, el 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, en su memorial, favorece y recomienda la aprobación 

de la medida, al entender que fortalece la integración entre los incentivos contributivos y la inserción 

laboral y promueve un uso más eficiente de los beneficios contributivos. 

De igual forma, conforme a la evaluación de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea 

Legislativa, la medida no representa impacto fiscal sobre el Fondo General, por lo que su 

implementación no conlleva la asignación de fondos públicos adicionales.  
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POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA 

del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del P. del S. 

890, sin enmiendas. 

 

Respetuosamente sometido, 

(Fdo.) 

Hon. Migdalia Padilla Alvelo 

Presidenta 

Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA” 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1074, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, con enmiendas, 

según el entirillado electrónico que se acompaña:  

 

“LEY 

Para enmendar los Artículos 4, 11 y 11-A de la Ley Núm. 9 de 25 de abril de 9-2013, según 

enmendada, conocida como “Ley de la Asociación de Empleados del Gobierno Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico de 2013”, a los fines de disponer que la membresía en afiliación a la Asociación de 

Empleados del Gobierno Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) y la aportación al Fondo 

de Ahorro y Préstamos serán voluntarias; requerir autorización previa, expresa y verificable para 

cualquier descuento de nómina o pensión relacionado con dicha Asociación; y para otros fines 

relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) ha sido por 

décadas una herramienta valiosa para fomentar el ahorro entre los empleados públicos y ofrecerles 

acceso a ciertos servicios financieros. No obstante, la normativa vigente exige una aportación 

obligatoria del tres por ciento (3%) del salario, lo cual puede percibirse como una confiscación parcial 

del ingreso del trabajador y, en la práctica, limita la libertad individual del empleado sobre el producto 

de su trabajo. 

La libertad de asociación constituye un principio medular en nuestro ordenamiento jurídico y 

exige que la afiliación a entidades de naturaleza asociativa sea el resultado de un consentimiento real, 

informado y voluntario. De igual forma, los descuentos recurrentes de nómina o pensión vinculados a 

esa afiliación deben responder a una autorización previa, expresa y verificable de la persona afectada. 

La Ley Núm. 9 de 25 de abril de 2013, según enmendada, conocida como “Ley de la 

Asociación de Empleados del Gobierno de Puerto Rico de 2013”, establece el marco legal para la 

operación de la Asociación de Empleados del Gobierno de Puerto Rico (AEELA) y su Fondo de 

Ahorro y Préstamos. Esa estructura provee beneficios, servicios y mecanismos de ahorro para su 

matrícula. Sin embargo, el texto vigente contiene disposiciones que pueden operar como una afiliación 

y aportación de carácter general, sin una manifestación inequívoca de voluntad en todos los casos, 

particularmente en lo relativo a descuentos automáticos dirigidos al Fondo de Ahorro y Préstamos. 

Esta Asamblea Legislativa entiende necesario aclarar la política pública aplicable y armonizar 

el estatuto para que la membresía en la afiliación a AEELA sea verdaderamente voluntaria bajo un 

esquema de adhesión afirmativa. A esos fines, se dispone que nadie adquirirá la condición de socio 
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por el solo hecho de ser empleado del Gobierno de Puerto Rico, sus agencias, instrumentalidades, 

corporaciones públicas o municipios, ni por recibir una pensión de un sistema de retiro. Asimismo, se 

requiere que toda aportación, descuento o retención relacionada con el Fondo de Ahorro y Préstamos, 

y cualquier otro descuento a favor de la AEELA, se base en una autorización previa, expresa y 

verificable. 

La medida también reconoce la necesidad de garantizar certeza jurídica y continuidad 

administrativa. Por ello, se preservan las obligaciones contractuales válidamente asumidas con 

anterioridad, y se reafirma el deber de las entidades gubernamentales de procesar y remitir descuentos 

conforme a derecho, una vez exista la autorización correspondiente o medie una obligación vigente 

aplicable. 

Este Proyecto de Ley adelanta una política pública de consentimiento, transparencia y respeto 

a la voluntad individual, al tiempo que mantiene la estabilidad de los acuerdos y obligaciones 

existentes, fortaleciendo así la legitimidad y la confianza en los mecanismos de ahorro y servicios que 

ofrece la AEELA. 

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. – Se enmienda el Artículo 4 de la Ley Núm. 9-2013, según enmendada, conocida 

como “Ley de la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2013” para 

que lea como sigue: 

“Artículo 4. – MATRÍCULA. 

La membresía en afiliación a la Asociación será voluntaria. Nadie adquirirá la condición de 

socio por el solo hecho de estar empleado por el Gobierno de Puerto Rico, sus agencias, 

instrumentalidades, corporaciones públicas o municipios, ni por recibir una pensión de un sistema de 

retiro. La condición de socio requerirá solicitud de ingreso y aceptación conforme a esta Ley y a la 

reglamentación aplicable, además de así como la autorización previa, expresa y verificable para los 

descuentos o pagos que correspondan correspondientes. 

La matrícula de las Asociación comprenderá las categorías que se indican a continuación:  

(1) Socios asegurados. – Esta categoría comprenderá a los empleados que, además de 

contribuir al Fondo de Ahorro y Préstamos, sean admitidos por la Asociación al seguro 

por muerte y por años de servicio asegurados. 

(2) … 

…” 

Sección 2. – Se enmienda el Artículo 11 de la Ley Núm. 9 de 25 de abril de 9-2013, según 

enmendada, conocida como “Ley de la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico de 2013” para que lea como sigue: 

“Artículo 11. – FONDO DE AHORRO Y PRÉSTAMOS. 

[La aportación al Fondo de Ahorro y Préstamos continuará siendo obligatoria para todos 

los empleados de entidades gubernamentales existentes o que se crearen en lo sucesivo, salvo las 

siguientes excepciones:] 

[A.  Los maestros participantes del Sistema de Retiro para Maestros de acuerdo con 

las disposiciones de la Ley 91-2004, según enmendada, conocida como la "Ley 

Orgánica para el Sistema de Retiro para Maestros del Estado Libre Asociado" 

[Nota: Derogada y sustituida por la Ley 160-2013, “Ley del Sistema de Retiro para 

Maestros del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”.]] 
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[B.  Los funcionarios y empleados del Gobierno Estatal del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico que desempeñen sus funciones en los Estados Unidos de América 

continentales y los que desempeñen sus funciones en cualquier país extranjero.] 

[C.  Los empleados nombrados para servicio en los comedores escolares del 

Departamento de Educación, según lo dispuesto en el inciso 3 del Artículo 3 de la 

Ley Núm. 328 de 15 de abril de 1946, según enmendada.] 

[D.  Los Secretarios de Gobierno, jefes de agencias o instrumentalidades de la Rama 

Ejecutiva, ayudantes del Gobernador y miembros de comisiones y juntas, 

nombrados por el Gobernador, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 184-

2004, según enmendada, conocida como la "Ley para la Administración de los 

Recursos Humanos en el Servicio Público del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico" [Nota: Derogada y sustituida por la Ley 8-2017, según enmendada, “Ley 

para la Administración y Transformación de los Recursos Humanos en el 

Gobierno de Puerto Rico”], los miembros de la Asamblea Legislativa de Puerto 

Rico, el Contralor de Puerto Rico, el Procurador del Ciudadano, el 

Superintendente del Capitolio, el Director de la Oficina de Servicios Legislativos 

y los Alcaldes. Dichos funcionarios notificarán al Director Ejecutivo su intención 

de no ingresar o darse de baja de la Asociación a partir de la aprobación de esta 

Ley. Se dispone que, en cualquier momento, podrán ingresar o reingresar 

individualmente a la Asociación, mediante solicitud por escrito, hecha a tales 

efectos al Director Ejecutivo.] 

[E.  Los empleados de corporaciones públicas que, con anterioridad al 24 de junio de 

1965 no estaban sujetos al descuento obligatorio y los empleados de cualquier 

corporación pública que se haya creado a partir de esa fecha, o que se creare en 

el futuro, y los empleados de los municipios de Puerto Rico, podrán ingresar 

individualmente a la Asociación ajustándose a las disposiciones que adopte la 

Asamblea de Delegados mediante reglamento.] 

La aportación al Fondo de Ahorro y Préstamos será voluntaria. Ningún empleado de 

entidades gubernamentales existentes o que se crearen en lo sucesivo estará sujeto a aportaciones o 

descuentos para fines de ahorro por el solo hecho de su empleo. Toda aportación, descuento o 

retención para fines del Fondo de Ahorro y Préstamos requerirá autorización previa, expresa y 

verificable del socio, conforme a esta Ley y la reglamentación aplicable. 

Los directores o jefes de las entidades gubernamentales y los directores de los sistemas de 

retiro de los empleados públicos, para aquellos socios acogidos pensionados que lo autoricen, 

descontarán mensualmente el tres por ciento (3%) o el por ciento vigente al momento de su ingreso a 

la Asociación, del total del sueldo o pensión a [todos los empleados o] socios acogidos pensionados 

para los efectos de ahorro. Dicho descuento se efectuará únicamente respecto de socios que hayan 

autorizado previa, expresa y verificablemente el mismo, conforme a esta Ley y la reglamentación 

aplicable. El ingreso por este concepto será separado y remitido a la Asociación por el Secretario de 

Hacienda de Puerto Rico y constituirá el Fondo de Ahorro y Préstamos de la Asociación. Cualquier 

empleado o socio acogido pensionado que así lo desee podrá autorizar que se le haga un descuento 

mayor del tres por ciento (3%). Dicho descuento así aumentado podrá ser rebajado a solicitud del 

empleado o socio acogido pensionado, transcurrido un (1) año de haberse solicitado tal aumento, a un 

tipo no menor del tres por ciento (3%). 

Cualquier empleado o socio acogido pensionado que cotizare en exceso del tres por ciento 

(3%) de su salario, sueldo o pensión y en algún momento después necesitare retirar el exceso que ha 
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cotizado por encima de dicho tres por ciento (3%), podrá retirar el referido exceso siempre y cuando 

no esté gravado con un préstamo. 

El Director Ejecutivo de la Asociación [descontará el tres por ciento (3%) del sueldo 

mensual a todos los empleados de la Asociación para cotizar al Fondo de Ahorro y Préstamos.] 

descontará del sueldo mensual de los empleados de la Asociación únicamente aquellas cantidades 

que dichos empleados autoricen previa, expresa y verificablemente para cotizar al Fondo de Ahorro 

y Préstamos. Cualquier empleado que así lo desee podrá autorizar que se le haga un descuento mayor 

del tres por ciento (3%). Esta participación en el Fondo de Ahorro y Préstamos beneficia a los 

empleados de la Asociación pero no los convierte en parte de la matrícula.”  

Sección 3. – Se enmienda el Artículo 11-A de la Ley Núm. 9-2014 9-2013, según enmendada, 

conocida como “Ley de la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 

2013” para que lea como sigue: 

“Artículo 11-A. – Obligaciones de las Entidades Gubernamemtales, Sanciones 

OBLIGACIONES DE LAS ENTIDADES GUBERNAMENTALES, SANCIONES. 

Toda entidad gubernamental deberá deducir y retener del sueldo o pensión del socio, las 

aportaciones por concepto de ahorros, de los plazos de amortización de los préstamos, de las primas 

de seguro o cualquier otro pago aplicable al momento, que disponen los Artículos 11, 13 y 32, 

respectivamente. Disponiéndose que, en cuanto a aportaciones por concepto de ahorros y cualquier 

otro descuento no ligado a una obligación contractual vigente, dichas deducciones y retenciones 

requerirán autorización previa, expresa y verificable del socio conforme a esta Ley y la 

reglamentación aplicable. Retenida la aportación, la entidad gubernamental remitirá la misma a la 

Asociación dentro de veinte (20) días laborables luego de haber concluido el mes en que se hizo la 

retención. 

La entidad gubernamental obligada a deducir y retener las aportaciones de los socios y a remitir 

las mismas, será responsable ante la Asociación, del pago total de las cantidades correspondientes. 

Si la entidad gubernamental dejare de hacer la retención o remitir las aportaciones, las sumas 

que debió retener y pagar a la Asociación, serán cobradas a la entidad, siguiendo el procedimiento que 

establezca la Asociación para estos fines. 

La entidad gubernamental que no remita las cantidades descontadas dentro del término 

establecido, será responsable ante la Asociación, del pago de intereses, al tipo legal, desde el día en 

que las cantidades retenidas debieron ser remitidas a la Asociación, hasta el día en que el pago se 

emita. Los intereses adeudados por la entidad gubernamental serán cobrados por la Asociación, 

siguiendo el procedimiento que establezca para esos fines, en función de la reglamentación aprobada 

por la Asamblea de Delegados.” 

Sección 4. – Cláusula de Separabilidad 

Si cualquier disposición de esta Ley fuera declarada nula o inconstitucional, las restantes 

disposiciones conservarán su validez y vigencia. 

Sección 5. – Vigencia 

Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 

“INFORME 

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico, previo 

estudio y consideración del P. del S. 1074, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con las 

enmiendas contenidas en el Entirillado Electrónico que se acompaña. 
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ALCANCE DE LA MEDIDA 

El P. del S. 1074, tiene como objetivo enmendar los Artículos 4, 11 y 11-A de la Ley Núm. 9 

de 25 de abril de 2013, según enmendada, conocida como “Ley de la Asociación de Empleados del 

Gobierno de Puerto Rico de 2013”, a los fines de disponer que la membresía en la Asociación de 

Empleados del Gobierno de Puerto Rico (AEELA) y la aportación al Fondo de Ahorro y Préstamos 

serán voluntarias; requerir autorización previa, expresa y verificable para cualquier descuento de 

nómina o pensión relacionado con dicha Asociación; y para otros fines relacionados.1  

 

INTRODUCCIÓN 

Según la exposición de motivos del P. del S. 1074, la Asociación de Empleados del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) ha constituido, históricamente, un instrumento significativo 

para promover el ahorro entre los empleados públicos y facilitar el acceso a servicios financieros. No 

obstante, la propia exposición reconoce que el esquema vigente, al imponer una aportación obligatoria 

equivalente al tres por ciento del salario, puede ser percibido como una limitación indebida al control 

que tiene el trabajador sobre su ingreso, al punto de considerarse una afectación parcial de este.2 

En esa misma línea, la exposición de motivos de la medida enfatiza que la libertad de 

asociación es un principio cardinal del ordenamiento jurídico puertorriqueño, lo cual implica que toda 

afiliación a entidades de naturaleza asociativa debe surgir de un consentimiento genuino, informado 

y voluntario. De igual forma, se sostiene que los descuentos recurrentes de nómina o pensión 

vinculados a dicha afiliación deben estar fundamentados en una autorización previa, expresa y 

verificable por parte del individuo afectado, como manifestación concreta de su voluntad.3 

Por otro lado, según se desprende de la exposición de motivos del P. del S. 1074, el marco 

legal vigente establecido en la Ley Núm. 9 de 25 de abril de 2013 ha permitido la operación de AEELA 

y su Fondo de Ahorro y Préstamos mediante un sistema que, si bien provee beneficios y servicios a 

su matrícula, también contiene disposiciones que pueden propiciar una afiliación de carácter general 

sin una manifestación inequívoca de voluntad en todos los casos. Esta situación se evidencia, 

particularmente, en los mecanismos de descuentos automáticos dirigidos al referido fondo.4 

A la luz de lo anterior, la exposición de motivos de la medida plantea la necesidad de revisar 

y armonizar la política pública vigente, de modo que la membresía en AEELA responda a un modelo 

de adhesión afirmativa y verdaderamente voluntaria. En consecuencia, se propone que la condición 

de socio no surja automáticamente por el mero hecho de ser empleado público, pertenecer a una 

instrumentalidad gubernamental o recibir una pensión de un sistema de retiro, sino que dependa de 

una manifestación expresa de voluntad. Asimismo, se dispone que toda aportación, descuento o 

retención a favor de AEELA esté condicionada a la existencia de una autorización previa, expresa y 

verificable.5 

Finalmente, según la exposición de motivos del P. del S. 1074, la medida procura equilibrar 

este nuevo enfoque de voluntariedad con la necesidad de preservar la certeza jurídica y la continuidad 

administrativa. A tales efectos, se reconoce la validez de las obligaciones contractuales previamente 

asumidas y se reafirma el deber de las entidades gubernamentales de procesar y remitir los descuentos 

conforme a derecho, siempre que medie la autorización correspondiente o una obligación vigente 

 
1 Véase, Título del P. del S. 1074. 
2 Véase, la Exposición de Motivos del P. del S. 1074. 
3 Id. 
4 Id. 
5 Id. 
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aplicable. En síntesis, la medida se fundamenta en adelantar una política pública orientada al 

consentimiento informado, la transparencia y el respeto a la autonomía individual, sin menoscabar la 

estabilidad de los acuerdos existentes ni la funcionalidad de los servicios provistos por AEELA.6 

 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico como parte 

del proceso de estudio y evaluación del Proyecto del Senado 1074, solicitó el memoriales explicativos 

a las siguientes agencias y entidades:  Asociación de Bancos de Puerto Rico (ABPR); Asociación de 

Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA); Asociación Ejecutivos de 

Cooperativas de Puerto Rico; Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico; Corporación Pública 

para la Supervisión y Seguro de Cooperativas de Puerto Rico (COSSEC); Departamento de Hacienda 

de Puerto Rico; Departamento de Justicia de Puerto Rico; Liga de Cooperativas de Puerto Rico; 

Oficina de Gerencia y Presupuesto; Oficina de Servicios Legislativos (OSL); y a la Oficina de 

Presupuesto de la Asamblea Legislativa (OPAL). 

Al momento de la redacción del presente informe, esta Comisión contó con los memoriales 

explicativos remitidos de la Asociación de Bancos de Puerto Rico (ABPR); la Asociación de 

Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) la Corporación Pública para la 

Supervisión y Seguro de Cooperativas de Puerto Rico (COSSEC); la Oficina de Servicios Legislativos 

(OSL); y de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa (OPAL).  

Los comentarios, observaciones y recomendaciones formulados por dichas entidades fueron 

considerados por esta Comisión como parte integral de su análisis y deliberación sobre la medida. A 

continuación, se presenta un resumen de los planteamientos vertidos en los referidos memoriales 

explicativos. 

 

Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) 

Según el memorial explicativo de la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico (AEELA) sobre el P. del S. 1074, la entidad comparece ante la consideración legislativa 

para exponer sus planteamientos respecto a una medida que propone convertir en voluntaria la 

participación de los empleados públicos en la Asociación y eliminar el ahorro sistemático obligatorio 

mediante descuentos de nómina. A tenor con lo expuesto, AEELA describe su naturaleza como una 

institución privada sin fines de lucro con funciones socioeconómicas, cuya estructura se ha sostenido 

históricamente sobre un modelo de ahorro compulsorio que, según afirma, ha permitido canalizar 

beneficios financieros, acceso al crédito y mecanismos de protección económica para sus socios y sus 

familias.7 

Según surge del memorial, la Asociación enmarca su posición dentro de un contexto histórico 

amplio, señalando que desde su creación ha enfrentado múltiples intentos legislativos y 

cuestionamientos jurídicos dirigidos a modificar o eliminar la obligatoriedad de la participación. A 

esos efectos, reseña precedentes judiciales y legislativos que, según su interpretación, han validado o 

mantenido el modelo vigente, así como iniciativas legislativas previas que no prosperaron. De igual 

forma, plantea que la medida bajo consideración no viene acompañada de estudios técnicos, análisis 

actuariales, evidencia empírica ni procesos deliberativos que justifiquen un cambio estructural de tal 

magnitud en el funcionamiento de la institución.8 

 
6 Id. 
7 Véase, memorial explicativo de la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) sobre 

el P. del S. 1074. 
8 Id. 
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En cuanto al planteamiento contenido en la exposición de motivos del proyecto, relativo a que 

la aportación obligatoria pudiera considerarse una “confiscación parcial” del ingreso del trabajador, 

el memorial sostiene que dicha caracterización no se ajusta al concepto jurídico de confiscación. Según 

AEELA, las aportaciones continúan siendo propiedad del empleado, se depositan en cuentas 

individuales y generan beneficios económicos a su favor, por lo que no constituyen una apropiación 

estatal ni una pérdida de titularidad. En esa línea, la Asociación argumenta que este tipo de mecanismo 

responde a un propósito previsional y de bienestar social, y que su naturaleza es comparable a otros 

esquemas de ahorro obligatorio reconocidos en el ordenamiento.9 

Por otro lado, según el memorial explicativo, la Asociación aborda el tema de la libertad de 

asociación reconociendo su carácter constitucional, pero señalando que dicho derecho admite 

limitaciones cuando concurren intereses públicos de mayor jerarquía. En ese sentido, sostiene que el 

ahorro sistemático obligatorio responde a un interés apremiante del Estado en fomentar la estabilidad 

económica de los empleados públicos y que, a su juicio, no existen mecanismos menos onerosos que 

logren ese mismo objetivo con igual eficacia. De esta forma, plantea que la estructura vigente podría 

superar un análisis de escrutinio estricto en la medida en que promueve un fin legítimo mediante un 

medio razonable.10 

Asimismo, el memorial desarrolla el argumento de que la transición a un modelo de ahorro 

voluntario podría tener efectos adversos en la conducta financiera de los empleados públicos. Según 

AEELA, el ahorro voluntario tiende a ser inconsistente, susceptible a interrupciones y dependiente de 

factores como la disciplina individual y la educación financiera. A tales efectos, cita datos y estudios 

que, según su interpretación, reflejan una baja propensión al ahorro voluntario tanto en Puerto Rico 

como en otras jurisdicciones, lo que podría traducirse en una reducción significativa en la acumulación 

de capital por parte de los empleados. En consecuencia, plantea que la eliminación del mecanismo 

compulsorio podría incentivar un mayor consumo inmediato en detrimento del ahorro a largo plazo.11 

En esa misma línea, según surge del memorial, la Asociación sostiene que el ahorro sistemático 

obligatorio cumple una función de política pública al fomentar la disciplina financiera, facilitar la 

acumulación de patrimonio y proveer acceso al crédito en condiciones favorables. Además, argumenta 

que este modelo reduce la carga administrativa del empleado, promueve mayor previsión económica 

y contribuye a la estabilidad del sistema en su conjunto. A modo ilustrativo, el memorial hace 

referencia a iniciativas previas de política pública orientadas a fomentar el ahorro voluntario, 

señalando que, según la información disponible, estas no lograron resultados significativos en 

términos de participación o acumulación de capital.12 

Desde el punto de vista financiero e institucional, el memorial describe a AEELA como una 

entidad con presencia relevante dentro del sistema económico de Puerto Rico. Según los datos 

expuestos, la Asociación ha experimentado crecimiento sostenido en activos, ahorros y dividendos en 

años recientes, y mantiene una estructura operacional que le permite ofrecer una amplia gama de 

servicios financieros, incluyendo préstamos personales, hipotecarios, de emergencia y de desastre, así 

como otros productos y beneficios dirigidos a sus socios. Además, se destaca su rol en la concesión 

de dividendos, programas de becas, ayudas económicas y otros beneficios sociales que, según 

AEELA, forman parte integral de su misión.13 

 
9 Id. 
10 Id. 
11 Id. 
12 Id. 
13 Id. 
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De igual forma, según el memorial, la Asociación resalta su contribución a la economía local 

mediante la canalización de recursos hacia el consumo interno, la inversión en sectores productivos y 

la provisión de financiamiento a sus socios en condiciones competitivas. A su vez, enfatiza que su 

modelo de financiamiento depende en gran medida de una base amplia y constante de aportaciones, 

lo cual le permite sostener economías de escala y ofrecer servicios a costos relativamente bajos en 

comparación con el sector financiero tradicional.14 

En cuanto a los posibles efectos de la medida, el memorial plantea que la eliminación del 

ahorro obligatorio podría incidir sobre la estabilidad financiera de la institución, al reducir su base de 

aportaciones y afectar su liquidez y capacidad de originar crédito. Asimismo, señala que ello podría 

tener repercusiones indirectas sobre los socios, incluyendo una posible reducción de beneficios, 

cambios en condiciones crediticias o mayor dependencia de alternativas privadas. También advierte 

sobre el riesgo de fenómenos como la selección adversa y la disminución en la participación, lo que, 

a su entender, podría impactar la sostenibilidad del modelo institucional a mediano y largo plazo.15 

Finalmente, según se desprende del memorial explicativo, AEELA sostiene que el ahorro 

sistemático obligatorio ha demostrado ser un mecanismo funcional para promover la estabilidad 

económica de los empleados públicos, facilitar la acumulación de capital y contribuir al desarrollo 

económico del país. En ese contexto, concluye que la propuesta legislativa representa un cambio 

significativo en la política pública vigente y que su aprobación podría generar efectos estructurales 

sobre la institución y sus socios. En consecuencia, la Asociación de Empleados del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico expresa su oposición a la aprobación del Proyecto del Senado 1074.16 

 

Asociación de Bancos de Puerto Rico (ABPR) 

Según el Memorial Explicativo de la Asociación de Bancos de Puerto Rico (ABPR) sobre el 

P. del S. 1074, dicha entidad reconoce, en primer término, que la Asociación de Empleados del 

Gobierno de Puerto Rico (AEELA) ha desempeñado históricamente un rol relevante como 

instrumento para fomentar el ahorro entre los empleados públicos y facilitarles acceso a determinados 

servicios financieros. No obstante, a tenor con lo señalado en la exposición de motivos de la medida, 

la ABPR destaca que el esquema vigente contempla una aportación obligatoria equivalente al tres por 

ciento del salario, lo cual puede ser percibido como una limitación al control individual del trabajador 

sobre su ingreso y, en determinados contextos, como una restricción a su libertad económica.17 

En ese sentido, según surge del memorial, la ABPR enmarca su análisis dentro del principio 

constitucional de la libertad de asociación, enfatizando que la afiliación a entidades de carácter 

asociativo debe responder a un consentimiento real, informado y voluntario. A base de dicha premisa, 

sostiene que la membresía en AEELA debe configurarse bajo un modelo de adhesión afirmativa, en 

el cual el empleado o pensionado exprese de manera clara su intención de formar parte de la entidad 

y autorizar las aportaciones correspondientes, alejándose así de esquemas de incorporación automática 

o implícita.18 

Por otra parte, el memorial explicativo de la ABPR adopta un enfoque deferente respecto a los 

posibles efectos prácticos de la medida. En particular, señala que corresponde considerar con 

detenimiento los comentarios que puedan ofrecer los empleados públicos, los pensionados, así como 

las agencias e instrumentalidades gubernamentales concernidas. Asimismo, reconoce que la propia 

 
14 Id. 
15 Id. 
16 Id. 
17 Véase, el Memorial Explicativo de la Asociación de Bancos de Puerto Rico (ABPR) sobre el P. del S. 1074 
18 Id. 
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AEELA constituye la entidad directamente impactada por la propuesta legislativa, por lo que sus 

planteamientos deben ser ponderados en el proceso de evaluación de la medida.19 

En síntesis, según el Memorial Explicativo de la Asociación de Bancos de Puerto Rico, la 

organización valida el principio de voluntariedad en la afiliación y en las aportaciones a AEELA, al 

tiempo que promueve una evaluación integral de los efectos de la medida sobre los sectores 

involucrados; en consecuencia, la Asociación de Bancos de Puerto Rico no objeta la aprobación del 

Proyecto del Senado 1074.20 

 

Corporación Pública para la Supervisión y Seguro de Cooperativas de Puerto Rico (COSSEC) 

Según el Memorial Explicativo de la Corporación Pública para la Supervisión y Seguro de 

Cooperativas de Puerto Rico (COSSEC) sobre el P. del S. 1074, dicha entidad comparece en 

cumplimiento de su función ministerial de velar por la estabilidad, solvencia e integridad del sistema 

cooperativista de ahorro y crédito, a los fines de expresar su evaluación de la medida. En ese contexto, 

COSSEC describe el proyecto como una propuesta dirigida a enmendar la Ley Núm. 9-2013 para 

establecer de forma expresa el carácter voluntario de la membresía en la Asociación de Empleados del 

Gobierno de Puerto Rico (AEELA), así como de las aportaciones al Fondo de Ahorro y Préstamos, 

incorporando además el requisito de autorización previa, expresa y verificable para los descuentos de 

nómina o pensión.21 

A tenor con lo expuesto en el memorial, COSSEC parte de la premisa de que el principio de 

voluntariedad constituye un elemento esencial en los esquemas financieros modernos, particularmente 

en aquellos orientados al ahorro y al acceso al crédito. En esa línea, sostiene que la medida promueve 

valores como la transparencia, el consentimiento informado y el control individual del trabajador sobre 

sus ingresos, los cuales, a su juicio, fortalecen la legitimidad de los mecanismos de captación de fondos 

y la relación entre el individuo y la institución financiera.22 

Por otra parte, según surge del memorial explicativo, COSSEC destaca que, en su propia 

estructura institucional, la afiliación de sus empleados a AEELA es de carácter voluntario, lo que, a 

su entender, demuestra la viabilidad práctica del modelo propuesto por la medida. Este señalamiento 

se presenta como evidencia de que la transición hacia un esquema voluntario no resulta incompatible 

con el funcionamiento de entidades públicas ni con la estabilidad de sus operaciones.23 

Asimismo, el memorial sitúa el análisis dentro del contexto del sector cooperativo, señalando 

que en las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por COSSEC la participación y las 

aportaciones de los socios han sido históricamente voluntarias. En consecuencia, argumenta que el 

proyecto armoniza con los principios cooperativos, los cuales fomentan una relación más consciente, 

participativa y sostenible entre el socio y su institución financiera. Desde esta perspectiva, la medida 

podría tener efectos indirectos positivos al incentivar que los empleados públicos ejerzan mayor 

discreción sobre el destino de sus recursos económicos, lo que, a su vez, podría promover la 

diversificación de alternativas financieras, incluyendo el sector cooperativista.24 

 

 
19 Id. 
20 Id. 
21 Véase, el Memorial Explicativo de la Corporación Pública para la Supervisión y Seguro de Cooperativas de Puerto 

Rico (COSSEC) sobre el P. del S. 1074. 
22 Id. 
23 Id. 
24 Id. 
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De igual forma, según el Memorial Explicativo de COSSEC, la propuesta legislativa podría 

propiciar un entorno de mayor competencia entre instituciones financieras, fortaleciendo la capacidad 

de los individuos para tomar decisiones informadas sobre el manejo de su dinero. A juicio de la 

entidad, este escenario contribuiría a un sistema financiero más dinámico, equitativo y centrado en el 

usuario, en el que las instituciones deben responder de manera más efectiva a las necesidades y 

preferencias de sus participantes.25 

En cuanto a la implementación de la medida, COSSEC reconoce que el proyecto incorpora 

salvaguardas relevantes al preservar las obligaciones contractuales previamente asumidas y garantizar 

la continuidad administrativa en los procesos de descuentos debidamente autorizados. Este elemento, 

según el memorial, contribuye a la certeza jurídica y a la estabilidad operacional de las entidades 

concernidas, mitigando posibles disrupciones en las relaciones existentes.26 

Por último, el memorial incluye una certificación conforme a la legislación federal aplicable 

en materia fiscal, en la cual COSSEC indica que la aprobación del proyecto no tendría impacto 

significativo sobre su presupuesto certificado, al no implicar aumentos ni disminuciones en gastos o 

ingresos de la corporación, lo que refuerza la conclusión de que la medida no representa una carga 

fiscal directa para dicha entidad.27 

En síntesis, según el Memorial Explicativo de la Corporación Pública para la Supervisión y 

Seguro de Cooperativas de Puerto Rico, el P. del S. 1074 adelanta una política pública alineada con 

los principios de libertad de asociación, transparencia financiera y empoderamiento del ciudadano, al 

tiempo que podría beneficiar el desarrollo del sector cooperativista; en consecuencia, COSSEC 

endosa favorablemente la aprobación del Proyecto del Senado 1074.28  

 

Oficina de Servicios Legislativos (OSL) 

Según el Memorial Explicativo de la Oficina de Servicios Legislativos sobre el P. del S. 1074, 

dicha entidad ofrece un análisis jurídico e institucional enfocado en la naturaleza de la Asociación de 

Empleados del Gobierno de Puerto Rico (AEELA), así como en el marco normativo aplicable a sus 

operaciones. En ese contexto, la OSL aclara que, aunque AEELA fue creada por ley y cumple una 

finalidad pública, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha determinado que se trata de una entidad 

privada que opera de forma análoga a una cooperativa de ahorro y crédito, y no como una agencia o 

instrumentalidad gubernamental.29 

A tenor con lo expuesto en el memorial, la OSL describe el funcionamiento del Fondo de 

Ahorro y Préstamos, señalando que el mismo se nutre de aportaciones no menores del tres por ciento 

del salario de los empleados públicos, conforme dispuesto en la Ley Núm. 9 de 25 de abril de 2013. 

Asimismo, detalla que el ordenamiento vigente establece la obligatoriedad de dichas aportaciones para 

la mayoría de los empleados públicos, aunque reconoce que existen excepciones, por lo que no todos 

los empleados forman parte compulsoria de la matrícula de la Asociación. En cuanto a los 

pensionados, el memorial precisa que su participación y los descuentos correspondientes dependen de 

una autorización previa, lo que implica que el mero hecho de recibir una pensión no conlleva 

automáticamente la condición de socio.30 

 
25 Id. 
26 Id. 
27 Id. 
28 Id. 
29 Véase, el Memorial Explicativo de la Oficina de Servicios Legislativos sobre el P. del S. 1074. 
30 Id. 
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Por otro lado, según surge del Memorial Explicativo de la OSL, se examina el alcance del 

derecho fundamental a la libertad de asociación consagrado en la Constitución de Puerto Rico, 

particularmente en su vertiente negativa, es decir, el derecho a no asociarse. A esos efectos, la OSL 

reseña el desarrollo histórico y doctrinal de este derecho, destacando que el mismo ocupa una posición 

preeminente dentro del ordenamiento constitucional puertorriqueño y que cualquier limitación 

significativa al mismo debe estar justificada por un interés gubernamental apremiante y por la 

inexistencia de medios menos onerosos para alcanzar dicho fin. En ese marco, el memorial reconoce 

que la exposición de motivos del P. del S. 1074 invoca este principio como fundamento para proponer 

la voluntariedad en la afiliación a AEELA.31 

Asimismo, la OSL analiza disposiciones específicas de la Ley Núm. 9 relacionadas con 

autorizaciones para descuentos y retenciones, incluyendo aquellas vinculadas al Fondo de Ahorro y 

Préstamos, amortización de préstamos, primas de seguros y otras obligaciones financieras de los 

socios. En ese sentido, señala que el ordenamiento vigente ya contempla múltiples instancias en las 

cuales medía algún tipo de autorización o notificación al socio, así como mecanismos reglamentarios 

y administrativos para la ejecución de dichos descuentos. De igual forma, indica que AEELA cuenta 

con formularios y procesos establecidos para gestionar autorizaciones y transacciones con su 

matrícula.32 

De otra parte, según el memorial, la OSL destaca los mecanismos de fiscalización y 

supervisión a los cuales está sujeta AEELA, incluyendo la jurisdicción de entidades como la Oficina 

del Comisionado de Seguros, la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras, la Oficina de 

Ética Gubernamental y la Oficina del Contralor de Puerto Rico. Igualmente, se hace referencia a los 

deberes de transparencia de la Asociación, tales como la preparación y publicación de estados 

financieros auditados, la notificación periódica a los socios sobre el estado de sus cuentas y la 

disponibilidad de herramientas electrónicas para el acceso a información financiera individual.33 

En cuanto a los beneficios que ofrece la Asociación, el memorial reseña que los socios tienen 

derecho a recibir dividendos anuales generados por las operaciones del Fondo de Ahorro y Préstamos, 

los cuales se acreditan proporcionalmente a sus ahorros. Asimismo, se detalla el tratamiento de dichos 

fondos al momento de la separación del empleo, retiro o fallecimiento del socio, así como las 

limitaciones para disponer de los ahorros durante la vigencia de la relación laboral, salvo en 

circunstancias específicas como enfermedades catastróficas o terminación del servicio.34 

Finalmente, según se desprende del Memorial Explicativo de la Oficina de Servicios 

Legislativos, la medida propone requerir que toda aportación, descuento o retención a favor de 

AEELA esté sustentada en una autorización previa, expresa y verificable, lo cual se inserta dentro del 

análisis del derecho a la libertad de asociación y del consentimiento informado del individuo. A base 

de la evaluación jurídica realizada, la OSL concluye que no identifica impedimentos legales para la 

aprobación de la medida, sugiriendo incluso enmiendas técnicas para su consideración; en 

consecuencia, la Oficina de Servicios Legislativos no encuentra objeción legal para la aprobación del 

Proyecto del Senado 1074.35 

 

 

 

 
31 Id. 
32 Id. 
33 Id. 
34 Id. 
35 Id. 
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Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa (OPAL) 

Según el Informe sobre el costo fiscal del Proyecto del Senado 1074 preparado por la Oficina 

de Presupuesto de la Asamblea Legislativa, la evaluación realizada se centra en determinar el impacto 

de la medida sobre el erario público, conforme a la función consultiva que dicha entidad desempeña 

en el proceso legislativo. En términos generales, el informe establece desde su resumen ejecutivo que 

la propuesta legislativa no conlleva impacto fiscal para el Gobierno de Puerto Rico, clasificándose 

como una medida de “No Impacto Fiscal (NIF)”.36 

En cuanto a los resultados de la evaluación, según surge del informe, la aprobación del 

proyecto implicaría la eliminación del requisito de membresía obligatoria y del descuento automático 

del tres por ciento (3%) del salario para aquellos empleados que opten por no afiliarse. Sin embargo, 

la OPAL concluye que este cambio no genera efectos fiscales directos sobre el Gobierno, dado que 

las aportaciones a AEELA no constituyen ingresos del Estado ni su eliminación representa una pérdida 

de recaudos públicos. De igual forma, se enfatiza que el presupuesto certificado del Gobierno de 

Puerto Rico no incluye asignaciones del Fondo General destinadas a AEELA, lo que refuerza la 

conclusión de ausencia de impacto fiscal.37  

En síntesis, según el Informe de la Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa, el P. 

del S. 1074 constituye una medida de carácter normativo que reconoce derechos individuales de los 

empleados públicos sin implicar erogaciones, reducciones de ingresos o cargas fiscales para el Estado, 

por lo que se determina que no tiene impacto fiscal sobre el erario público.38  

 

HALLAZGOS Y RECOMENDACIONES 

Del examen del Proyecto del Senado 1074, su Exposición de Motivos y los memoriales 

explicativos sometidos ante esta Comisión, se desprende que la medida responde a un objetivo 

legítimo de política pública dirigido a armonizar el funcionamiento de la Asociación de Empleados 

del Gobierno de Puerto Rico (AEELA) con los principios constitucionales de libertad de asociación, 

promoviendo un modelo de afiliación basado en el consentimiento real, informado y voluntario. 

En ese contexto, según la exposición de motivos de la medida, se reconoce el valor histórico 

de AEELA como instrumento de ahorro y acceso a servicios financieros para los empleados públicos; 

sin embargo, se plantea la necesidad de revisar los esquemas de afiliación automática y aportación 

compulsoria, a los fines de garantizar que la participación en dicha entidad responda a la voluntad 

expresa del individuo. Esta Comisión coincide con dicho planteamiento, al entender que el derecho a 

la libertad de asociación, consagrado en la Constitución de Puerto Rico,39 incluye tanto la facultad de 

asociarse como el derecho a no hacerlo, conforme ha sido reiterado por la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo de Puerto Rico.40  

En relación con ello, el máximo foro de Puerto Rico expresó que: “el derecho a la libre 

asociación necesariamente presupone el derecho de las personas a no asociarse.”41 Además, expresó 

que una “limitación significativa de la libertad a no asociarse es constitucional solamente si el Estado 

 
36 Véase, Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa (2026). Informe sobre el Proyecto 

del Senado 1074 (20ma. Asamblea Legislativa) que propone membresía voluntaria a la Asociación de Empleados del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA). Disponible en: https://www.opal.pr.gov/. 
37 Id. 
38 Id. 
39 CONST. P.R. art. II, sec. 6 
40 Véase, Colegio de Abogados v. ELA, 181 D.P.R. 135 (2011);  
41 Véase, Rivera Schatz v. ELA, 191 D.P.R. 791 (2014) 
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demuestra un interés gubernamental apremiante que la hace necesaria.”42 En base a esto esta Comisión 

no encontró un interés apremiante que justifique el que el Estado  obligue a un empleado público a 

pertenecer a AEELA.  

En cuanto a los memoriales explicativos recibidos, la Asociación de Bancos de Puerto Rico 

expresó que no tenía objeción a la aprobación de la medida, reconociendo la importancia de la libertad 

de asociación y la necesidad de que la afiliación a entidades como AEELA responda a un 

consentimiento voluntario. Por su parte, la Corporación Pública para la Supervisión y Seguro de 

Cooperativas de Puerto Rico (COSSEC) endosó favorablemente la medida, destacando que el 

principio de voluntariedad es cónsono con los fundamentos del modelo cooperativo y que su 

implementación podría fomentar mayor transparencia, competencia y toma de decisiones informadas 

por parte de los empleados públicos. 

En contraste, la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) 

expresó su oposición a la medida, planteando preocupaciones en torno a posibles efectos adversos 

sobre su estabilidad financiera y sobre los beneficios que actualmente ofrece a su matrícula. Esta 

Comisión reconoce la importancia de dichos planteamientos y la trayectoria institucional de AEELA; 

no obstante, concluye que la medida no elimina ni menoscaba la existencia de la Asociación, sino que 

transforma el modelo de participación hacia uno basado en la voluntad expresa de sus miembros, lo 

cual, a su vez, fortalece su legitimidad institucional. 

De otra parte, el análisis técnico provisto por la Oficina de Servicios Legislativos establece 

que AEELA constituye una entidad privada, aunque creada por ley y sujeta a reglamentación, lo cual 

refuerza la aplicabilidad del principio de voluntariedad en la afiliación. En cuanto al impacto fiscal, la 

Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa determinó que la medida no genera impacto fiscal 

sobre el erario, en tanto no crea obligaciones presupuestarias ni afecta los ingresos del Gobierno, 

limitándose a reconocer derechos individuales de los empleados públicos en cuanto a su afiliación y 

aportaciones a AEELA. 

A la luz de lo anterior, esta Comisión concluye que la medida es consistente con el derecho 

fundamental a la libertad de asociación, incluyendo su vertiente negativa; no genera impacto fiscal 

sobre el erario público; mantiene la estructura institucional de AEELA, limitándose a modificar el 

carácter de la afiliación y las aportaciones; promueve mayor transparencia y control individual sobre 

los ingresos de los empleados públicos; y permite que los beneficios y servicios de la Asociación 

continúen siendo accesibles bajo un esquema de participación voluntaria. En fin, esta Comisión 

entiende que un empleado público tiene el derecho consagrado en la Constitución de libertad de 

asociación para unirse a la institución bancaria o cooperativa de su predilección. 

En consecuencia, la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos recomienda la 

aprobación del Proyecto del Senado 1074. 

 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, conocida 

como, “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos 

del Senado de Puerto Rico, certifica que el P. del S. 1074, no impone una obligación económica en el 

presupuesto de los gobiernos municipales. 

 

 

 

 
42 Véase, Delucca Jimenez v. Colegio de Médicos Cirujanos, 213 D.P.R. 1 (2013) 
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CONCLUSIÓN 

Por todo lo antes expuesto, la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado 

de Puerto Rico concluye que el Proyecto del Senado 1074 constituye un esfuerzo legislativo dirigido 

a armonizar el funcionamiento de la Asociación de Empleados del Gobierno de Puerto Rico con el 

marco constitucional vigente, particularmente en lo relativo al derecho fundamental a la libertad de 

asociación. 

 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Innovación, Reforma y 

Nombramientos del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda a este 

Honorable Cuerpo la aprobación del P. del S. 1074, con las enmiendas incluidas en el Entirillado 

Electrónico que se acompaña. 

 

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO, 

(Fdo.) 

Thomas Rivera Schatz 

Presidente  

Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos 

 Senado de Puerto Rico” 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1116, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos, con enmiendas, 

según el entirillado electrónico que se acompaña:  

 

“LEY 

Para crear la “Ley de Responsabilidad Parental hacia el Ser Humano en Gestación o Nasciturus 

de Puerto Rico”, con el propósito de proclamar la Política Pública del Gobierno de Puerto Rico en 

torno a la responsabilidad compartida de los progenitores desde la concepción, particularmente en la 

cobertura de los gastos prenatales o de gestación del nasciturus; establecer una causa de acción civil 

especial para reclamar los gastos incurridos durante el periodo de gestación y hasta el momento del 

parto, así como aquellos gastos médicos y relacionados; disponer quiénes estarán legitimados para 

ejercer dicha acción, fijar el término prescriptivo aplicable y establecer el procedimiento judicial 

correspondiente; y para ordenar la adopción de la reglamentación necesaria para su implantación. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El periodo de gestación y el parto conllevan una serie de gastos indispensables para 

salvaguardar la salud de la madre gestante y del concebido no nacido o nasciturus. Estos incluyen 

servicios médicos, medicamentos, estudios diagnósticos, hospitalizaciones, transportación y otros 

servicios esenciales que, en la práctica, suelen recaer casi exclusivamente sobre la persona que lleva 

el embarazo. Esta realidad representa una carga económica desigual que contradice los principios de 

equidad, justicia y responsabilidad compartida que deben regir las obligaciones parentales desde la 

concepción. 

Nuestro ordenamiento jurídico reconoce deberes alimentarios y obligaciones parentales, y tras 

la aprobación de la Ley Núm. 183-2025, se reconoció al concebido no nacido o nasciturus, como 

sujeto de derechos en cualquier etapa de la gestación. No obstante, el reconocimiento de derechos 
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sustantivos, por sí solo, resulta insuficiente si no se provee un remedio procesal claro que permita 

hacerlos efectivos. 

Actualmente no existe en Puerto Rico una causa de acción estatutaria expresa que autorice la 

reclamación de gastos prenatales en beneficio del concebido. Si bien dichos gastos podrían intentarse 

reclamar mediante acciones de reembolso patrimonial o a través de figuras del Derecho de Familia, 

estos mecanismos no fueron diseñados específicamente para atender las particularidades del periodo 

prenatal, lo que puede generar incertidumbre jurídica y decisiones judiciales dispares. 

La experiencia en otras áreas del ordenamiento demuestra que el reconocimiento de un derecho 

requiere necesariamente de una acción procesal que viabilice su vindicación. A modo ilustrativo, las 

obligaciones alimentarias establecidas en el Código Civil precisan de una acción específica para su 

exigibilidad, ya sea ante el Tribunal de Primera Instancia o mediante los mecanismos administrativos 

correspondientes. De igual forma, siendo el concebido es sujeto de derechos, resulta jurídicamente 

coherente proveer un mecanismo claro para reclamar la contribución proporcional a los gastos que 

garantizan su salud y bienestar antes del nacimiento. La ausencia de un marco legal expreso también 

puede provocar que el Estado asuma cargas económicas que corresponden primariamente a los 

progenitores, desplazando una responsabilidad que es, por naturaleza, compartida.  

Cabe señalar que múltiples jurisdicciones en los Estados Unidos han reconocido expresamente, 

mediante legislación, la responsabilidad del padre biológico de contribuir a los gastos razonables del 

embarazo y el parto. Estados como Utah, Texas, Florida, Georgia, Illinois, California y Nueva York, 

entre otros, contemplan disposiciones que permiten reclamar judicialmente los gastos médicos, 

hospitalarios y relacionados con la gestación y el alumbramiento, ya sea dentro de acciones de 

filiación, procedimientos de paternidad o mediante estatutos específicos sobre manutención prenatal. 

Estas legislaciones reconocen que la equidad parental exige que ambos progenitores compartan 

proporcionalmente los costos asociados al embarazo, aun antes del nacimiento del menor. La 

experiencia comparada demuestra que el establecimiento de una causa de acción clara no solo 

promueve justicia económica, sino que también provee uniformidad procesal y reduce litigios 

innecesarios sobre legitimación y alcance de la reclamación. 

Por ello, esta Asamblea Legislativa reafirma como política pública que la responsabilidad 

parental no surge exclusivamente con el nacimiento, sino desde la concepción, y que dicha 

responsabilidad incluye deberes económicos concretos. Esta Ley establece una causa de acción civil 

especial para reclamar la contribución proporcional por los gastos incurridos durante el periodo de 

gestación y hasta el momento del parto, incluyendo aquellos gastos médicos y relacionados que 

resulten necesarios y razonables. Asimismo, se dispone quiénes estarán legitimados para ejercer la 

acción, el término prescriptivo correspondiente y el procedimiento judicial aplicable. 

La acción podrá ser incoada durante el periodo de embarazo o dentro del término de un (1) año 

contado a partir del nacimiento del menor. Las partidas por concepto de gastos deberán alegarse de 

manera específica en la demanda, incluyendo su cuantía, so pena de entenderse renunciadas. 

En definitiva, esta legislación atiende una laguna jurídica, fortalece la coherencia del 

ordenamiento tras el reconocimiento del concebido como sujeto de derechos y provee certeza jurídica, 

uniformidad procesal y equidad económica en una etapa particularmente sensible de la vida humana. 

A esos fines, se aprueba la presente Ley. 

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Título. 

Esta Ley se conocerá como “Ley de Responsabilidad Parental hacia el Ser Humano en 

Gestación o Nasciturus de Puerto Rico”. 



Jueves, 4 de junio de 2026 Núm. 40 

 

 

18513 

 

Artículo 2.- Declaración de Política Pública. 

Se declara como política pública del Gobierno de Puerto Rico reconocer la responsabilidad 

compartida de los progenitores en la cobertura de los gastos esenciales relacionados con el embarazo 

y el parto. Por lo tanto, el Estado afirma que la protección del bienestar de la madre gestante y de la 

criatura en gestación o nasciturus, constituye un interés apremiante de primer orden, y que ambos 

progenitores tienen la obligación solidaria de contribuir a los gastos necesarios para salvaguardar la 

salud física, mental y emocional de estos. Ante ello, en armonía con el principio constitucional de la 

dignidad humana y el derecho a la salud, la presente Ley persigue: 

a) garantizar la equidad en la distribución de los costos prenatales entre los progenitores, 

independientemente de su relación de pareja o estado civil; 

b) evitar cargas desproporcionadas sobre la madre gestante o el padre al reconocer que 

los gastos del embarazo son consecuencia de una responsabilidad compartida; 

c) garantizar que, desde el momento de la concepción, ambos progenitores asuman un rol 

activo en la protección del bienestar del futuro menor; 

d) establecer un marco legal claro para reclamar judicialmente el reembolso de gastos de 

gestación razonables y necesarios, incluyendo atención médica, medicamentos, 

hospitalización, artículos de primera necesidad, y cualquier otro gasto directamente 

relacionado con el embarazo y el parto cuando el presunto padre o madre gestante 

evade su responsabilidad parental.  

 

Artículo 3.- Definiciones. 

a) Gastos prenatales o de gestación: se refiere, pero no se limita, a citas médicas 

prenatales, medicamentos y suplementos prescritos, hospitalización y parto, estudios y 

pruebas necesarias, gastos de transportación médica y artículos de primera necesidad 

relacionados directamente con el embarazo y el parto, tales como muebles o accesorios 

necesarios y adecuados, incluyendo, sillones de seguridad, cunas y botellas, entre otros 

siempre que estén sujetos a prueba fehaciente y sean razonables conforme a las 

circunstancias y capacidad económica de las partes. 

La adquisición de muebles o accesorios necesarios y adecuados para el menor 

estará sujeta a criterios de razonabilidad y proporcionalidad conforme a la capacidad 

económica del progenitor obligado. 

b) Progenitor: se refiere a la persona que, conforme a la ley, es la madre o padre biológico 

del menor.  

c) Prueba de filiación o paternidad: se refiere a la prueba genética, científica o 

médicamente reconocida que permita confirmar o descartar la relación biológica 

entre el presunto progenitor y el menor, conforme a métodos aceptados por la 

comunidad científica y el ordenamiento jurídico vigente. La determinación sobre la 

procedencia, viabilidad, confiabilidad y momento oportuno para la realización de 

dicha prueba dependerá de las circunstancias particulares de cada caso y de la 

evaluación médica correspondiente. 

Prueba de paternidad prenatal: se refiera a la prueba que permite confirmar o 

descartar la relación del presunto padre con el feto a partir de la séptima semana de 

embarazo. 

 

 



Jueves, 4 de junio de 2026 Núm. 40 

 

 

18514 

 

Artículo 4.- Causa de acción. 

La causa de acción de reembolso de gastos de gestación consistirá en la reclamación de los 

gastos prenatales incurridos por la madre gestante, o quien legítimamente haya cubierto tales gastos 

conforme al Artículo 4 los gastos señalados en el Artículo 3 de esta Ley, durante el periodo de 

gestación y el parto. Esto conforme a las disposiciones legales aplicables sobre la figura de pago por 

tercero. La reclamación podrá incluir aquellos gastos médicos incurridos para que nazca el menor, la 

compra de muebles o accesorios necesarios y adecuados para el disfrute de éste, incluyendo, sillones 

de seguridad, cunas y botellas, entre otros. 

Será responsable del reembolso de los gastos prenatales o de gestación el progenitor que no 

asuma la obligación de pago. Asimismo, los abuelos de los padres que no asuman la obligación de 

tales gastos serán responsables solidariamente del pago de dicho reembolso que no haya asumido 

proporcionalmente su obligación de pago conforme a su capacidad económica. Asimismo, los abuelos 

de los padres que no asuman la obligación de tales gastos responderán únicamente de forma 

subsidiaria y conforme a las disposiciones aplicables del Código Civil de Puerto Rico.  

Las partidas por concepto de gastos se alegarán de modo específico y de forma detallada en 

la demanda, así como su cuantía. Toda partida especial que no se especifique ni se detalle, se 

entenderá renunciada. Esta causa de acción únicamente procederá con la presentación de una prueba 

de paternidad positiva, vinculando al menor con el padre biológico. Para ello, el tribunal podrá 

ordenar al presunto padre a realizarse una prueba de paternidad a tales efectos, en los casos en que 

este se niegue a realizarse la prueba.  

Artículo 5.- Legitimación activa. 

Para fines de la causa de acción establecida en esta Ley, se reconoce legitimación activa a la 

madre gestante, el al padre y/o a los abuelos que hayan incurrido en los gastos prenatales.  

Artículo 6.- Ejercicio y prescripción de la causa de acción. 

La reclamación podrá ejercitarse durante el periodo de embarazo, o dentro del término de un 

(1) año contado a partir del nacimiento del menor. La presentación de la reclamación durante el 

periodo de gestación interrumpirá cualquier término aplicable relacionado con la reclamación de 

gastos prenatales. 

Artículo 7.- Procedimiento y determinación del Tribunal. 

a) La reclamación se tramitará mediante procedimiento sumario ante el Tribunal de 

Primera Instancia. El tribunal podrá señalar vista expedita, limitar los términos para 

presentar alegaciones y descubrimiento de prueba, y adoptar cualquier medida 

procesal necesaria para garantizar una adjudicación rápida y justa de la controversia. 

En todo aquello no dispuesto expresamente en esta Ley, aplicarán supletoriamente las 

Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico. 

b) En los casos en que la reclamación se presente luego del nacimiento del menor, no será 

necesario establecer pensión alimentaria para poder reclamar los gastos de gestación y 

parto. Cuando exista una orden de pensión alimentaria vigente, el tribunal podrá 

incluir el reembolso de gastos prenatales o de gestación dentro de dicha orden para 

fines de administración y cobro por la Administración para el Sustento de Menores 

(ASUME). 

Al atender la reclamación, el tribunal evaluará lo siguiente: 

a) La razonabilidad y necesidad de los gastos prenatales alegados. 

b) La capacidad económica de cada progenitor. 

c) El principio de equidad y proporcionalidad en la distribución de los gastos. 
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d) La prueba de filiación del progenitor demandado. Disponiéndose que, cuando la acción 

se presente antes del nacimiento del menor, será necesaria una prueba de paternidad 

prenatal. El costo de esta prueba podrá ser alegado en la demanda La reclamación 

podrá presentarse durante el embarazo; no obstante, la determinación de filiación se 

efectuará luego del nacimiento del menor. El costo de la prueba podrá ser alegado en 

la demanda. Si el resultado fuese negativo, el costo será sufragado por la parte 

promovente; si fuese positivo, será impuesto al progenitor conforme disponga el 

tribunal. 

Una vez probada la paternidad y los alegados gastos prenatales, el Tribunal podrá ordenar el 

reembolso en una suma global o mediante un plan de pagos periódicos hasta saldarse la deuda. 

Artículo 8.- Supletoriedad. 

Las disposiciones del Código Civil de Puerto Rico, y demás leyes relacionadas con alimentos 

y responsabilidad parental, serán aplicables en lo que no esté expresamente dispuesto en esta Ley. 

Artículo 9.- Reglamentación. 

La Oficina de Administración de los Tribunales (OAT) y la Administración para el Sustento 

de Menores (ASUME), en lo que a cada una respecta, adoptarán la reglamentación necesaria para 

cumplir con los propósitos de esta Ley. 

Artículo 10.- Separabilidad. 

Si cualquier artículo, inciso, parte, párrafo o cláusula de esta Ley o su aplicación a cualquier 

persona o circunstancia, fuera declarada inconstitucional por un Tribunal competente, la sentencia 

dictada no afectará ni invalidará sus demás disposiciones. El efecto de dicha sentencia quedará 

limitado a la cláusula, párrafo, artículo, sección o parte de esta que así hubiere sido declarada 

inconstitucional o inválida. 

Artículo 11.- Vigencia 

Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 

“INFORME 

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico, previo 

estudio y consideración del P. del S. 1116, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con las 

enmiendas contenidas en el Entirillado Electrónico que se acompaña. 

 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

El P. del S. 1116 tiene como propósito crear la “Ley de Responsabilidad Parental hacia el Ser 

Humano en Gestación o Nasciturus de Puerto Rico”, con el propósito de proclamar la Política Pública 

del Gobierno de Puerto Rico en torno a la responsabilidad compartida de los progenitores desde la 

concepción, particularmente en la cobertura de los gastos prenatales o de gestación del nasciturus; 

establecer una causa de acción civil especial para reclamar los gastos incurridos durante el periodo de 

gestación y hasta el momento del parto, así como aquellos gastos médicos y relacionados; disponer 

quiénes estarán legitimados para ejercer dicha acción, fijar el término prescriptivo aplicable y 

establecer el procedimiento judicial correspondiente; y para ordenar la adopción de la reglamentación 

necesaria para su implantación.43  

 

 
43 Véase, Título del P. del S. 1116. 
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INTRODUCCIÓN 

Según la Exposición de Motivos, el Proyecto del Senado 1116 persigue establecer un 

mecanismo legal claro para reconocer y hacer exigible la responsabilidad compartida de los 

progenitores respecto a los gastos relacionados con el embarazo y el parto, desde el momento de la 

concepción. La medida propone crear una causa de acción civil especial que permita reclamar 

judicialmente el reembolso de los gastos prenatales o de gestación incurridos en beneficio de la madre 

gestante y del concebido no nacido o nasciturus.44 

Asimismo, la medida expone que, aunque el ordenamiento jurídico puertorriqueño reconoce 

deberes alimentarios y, tras la aprobación de la Ley Núm. 183-2025, reconoce al nasciturus como 

sujeto de derechos, actualmente no existe una causa de acción estatutaria específica que permita 

reclamar los gastos prenatales de manera uniforme y expresa. Según se señala, esta ausencia puede 

generar incertidumbre jurídica y provocar que las cargas económicas recaigan desproporcionadamente 

sobre la madre gestante o incluso sobre el Estado.45 

De igual forma, la Exposición de Motivos destaca que diversas jurisdicciones, como Utah, 

Texas y Florida, entre otras en los Estados Unidos, han adoptado legislación que reconoce la 

obligación del padre biológico de contribuir a los gastos razonables relacionados con el embarazo y 

el parto. A tenor con ello, la medida propone establecer un marco procesal que permita reclamar dichos 

gastos, definir las personas con legitimación activa para presentar la acción, fijar el término 

prescriptivo aplicable y disponer el procedimiento judicial correspondiente.46  

Finalmente, la medida reafirma como política pública que la responsabilidad parental surge 

desde la concepción y comprende obligaciones económicas concretas dirigidas a proteger la salud y 

bienestar de la madre gestante y del concebido no nacido. A esos fines, el proyecto persigue atender 

la alegada laguna jurídica existente y proveer mayor uniformidad procesal y certeza jurídica en torno 

a la reclamación de gastos de gestación y parto.47 

 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico, (en 

adelante “Comisión”), como parte del estudio y evaluación del P. del S. 1116, solicitó comentarios a 

las siguientes agencias y entidades: al Departamento de Justicia; al Departamento de la Familia; a la 

Administración para el Sustento de Menores (ASUME); al Departamento de Salud; a la Oficina de 

Administración de Tribunales (OAT); y al Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico 

(CAAPR).  

Al momento de redactar este informe, esta Comisión cuenta con los memoriales del 

Departamento de la Familia en conjunto con ASUME, de la OAT y del CAAPR. Los comentarios 

escritos de dichas entidades se incorporan como parte del presente informe, y sus respectivos 

resúmenes se exponen a continuación. 

 

Departamento de la Familia/ ASUME 

El Departamento de la Familia, por conducto de la Administración para el Sustento de Menores 

(ASUME), presentó un memorial explicativo destacando que ASUME es la agencia designada para 

hacer efectivas las obligaciones de proveer alimentos a menores de edad conforme a su ley orgánica 

 
44 Véase, Exposición de Motivos del P. del S. 1116. 
45 Id. 
46 Véase, Exposición de Motivos del P. del S. 1116. 
47 Id.  
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y al interés público que reviste el derecho de los menores a recibir alimentos. Asimismo, señaló que 

toda legislación relacionada con estas materias debe armonizarse con el ordenamiento jurídico vigente 

y con la política pública de protección al mejor bienestar del menor y del concebido.48  

En cuanto al contenido del proyecto, ASUME expresó preocupación con varias disposiciones 

relacionadas con la definición de gastos prenatales y recomendó que se precise que únicamente podrán 

reclamarse aquellos gastos directamente relacionados con el embarazo. Sobre esto expresó: 

“[e]ntendemos que es importante que este inciso (a) sea enmendado a los fines de establecer que toda 

cita médica, medicamentos y suplementos prescritos, hospitalización, estudios y pruebas necesarias, 

gastos de transportación médica, sean directamente relacionados al embarazo y sujeto a prueba 

fehaciente que así lo demuestre”.49 Además, advirtió que la medida podría dar paso a reclamaciones 

excesivas o desproporcionadas si no se establece un criterio razonable respecto a los bienes o artículos 

reclamados y la capacidad económica del progenitor obligado al pago. De igual forma, recomendó 

aclarar que cualquier reembolso deberá responder a parámetros de razonabilidad y quedar sujeto a 

evaluación judicial.50 

Sobre las pruebas de paternidad, el Departamento sostuvo que la medida debía aclarar 

expresamente qué tipo de prueba será aceptada y si la misma deberá realizarse antes o después del 

nacimiento del menor. En ese sentido, ASUME manifestó preocupación sobre la confiabilidad de las 

pruebas prenatales, señalando que la prueba genética utilizada actualmente en los procesos de filiación 

de ASUME se realiza luego del nacimiento y constituye el método con mayores garantías de 

confiabilidad científica y jurídica. Por ello, recomendó reevaluar el lenguaje del proyecto para evitar 

que se admita cualquier prueba prenatal sin establecer criterios claros de confiabilidad o supervisión 

médica.51 

Asimismo, ASUME señaló la necesidad de armonizar las disposiciones del proyecto con las 

normas vigentes sobre obligaciones subsidiarias de alimentos, aclarando que la responsabilidad de los 

abuelos no es automática y únicamente procede en circunstancias específicas conforme al Código 

Civil y la jurisprudencia aplicable. También recomendó aclarar el mecanismo de reembolso de gastos 

prenatales para que el mismo responda a la capacidad económica del progenitor y pueda reclamarse 

conforme a las normas de pago por tercero y las disposiciones vigentes sobre alimentos.52 

En el aspecto procesal, el Departamento recomendó enmendar varias disposiciones 

relacionadas con el procedimiento judicial, incluyendo el lenguaje sobre la determinación de filiación, 

el trámite de reclamaciones luego del nacimiento del menor y el cobro de reembolsos mediante 

ASUME. Igualmente, sugirió aclarar expresamente quién asumirá el costo de las pruebas genéticas, 

indicando que, conforme al ordenamiento vigente, si el resultado es negativo el costo deberá ser 

sufragado por quien solicitó la prueba, mientras que, de resultar positivo, podrá imponerse al 

progenitor determinado. Finalmente, recomendó que tanto la Oficina de Administración de los 

Tribunales como ASUME adopten la reglamentación necesaria para la implantación de la medida y 

concluyó que el proyecto requiere varias revisiones y aclaraciones adicionales para garantizar su 

compatibilidad con el ordenamiento jurídico vigente y la adecuada protección de los derechos del 

concebido. 

 

 
48 Véase, Memorial Explicativo del Departamento de la Familia en conjunto con ASUME sobre el P. del S. 1116. 
49 Id. 
50 Id. 
51 Véase, Memorial Explicativo del Departamento de la Familia en conjunto con ASUME sobre el P. del S. 1116 del 27 

de marzo de 2026. 
52 Id.  
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Oficina de Administración de los Tribunales (OAT) 

En su memorial explicativo, la Oficina de Administración de los Tribunales (OAT) describió 

el alcance del Proyecto del Senado 1116 e indicó que la medida se enmarca dentro de las facultades 

legislativas de la Asamblea Legislativa, aunque aclaró que, por norma general, el Poder Judicial evita 

emitir juicios sobre asuntos correspondientes a otros poderes gubernamentales. No obstante, formuló 

varias observaciones técnicas sobre el proyecto, particularmente en cuanto a la falta de especificidad 

del procedimiento sumario propuesto, señalando que el texto no detalla los parámetros procesales ni 

aclara si se alterarían las reglas ordinarias de procedimiento civil, lo que podría generar falta de 

uniformidad en la tramitación de los casos. 53 

De igual forma, la OAT expresó preocupación sobre la disposición que le ordenaría, junto a 

ASUME, establecer reglamentación para implantar la ley, aclarando que su función es estrictamente 

administrativa y separada de la función adjudicativa de jueces, por lo que no debe intervenir directa 

ni indirectamente en asuntos judiciales. Además, recomendó precisar y armonizar definiciones como 

“madre gestante”, “padre” y “abuelos”, ya que la ambigüedad en dichos términos podría generar 

incertidumbre sobre quiénes tendrían legitimación activa y contra quiénes procedería la reclamación.54  

 

Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico (CAAPR) 

En su memorial explicativo, la Comisión de la Mujer María Dolores “Tati” Fernós López-

Cepero del Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico sostuvo que la medida surge como 

consecuencia de controversias generadas tras el reconocimiento de personalidad jurídica al concebido 

no nacido en legislación reciente, señalando que dichas preocupaciones habían sido advertidas 

previamente por organizaciones defensoras de los derechos de las mujeres y profesionales del derecho 

y la salud. A su juicio, el proyecto evidencia problemas derivados de alterar el ordenamiento jurídico 

sin suficiente deliberación pública ni análisis sistémico.55 

De igual forma, argumentó que, conforme al Código Civil de Puerto Rico, la obligación de 

alimentos surge únicamente a partir del nacimiento mediante la institución de la patria potestad, por 

lo que entiende que no puede imponerse válidamente una obligación alimentaria prenatal. Añadió que 

el ordenamiento vigente ya permite que una mujer embarazada reclame apoyo económico y gastos 

relacionados con la gestación, por lo que consideró innecesaria la creación de una nueva causa de 

acción.56  

El CAAPR también expresó preocupación sobre las disposiciones relacionadas con la 

legitimación activa de padres y abuelos para reclamar gastos prenatales, advirtiendo posibles efectos 

adversos para mujeres embarazadas en contextos de violencia doméstica. Además, sostuvo que 

reconocer obligaciones alimentarias prenatales podría implicar indirectamente reconocer derechos 

parentales antes del nacimiento, lo que, a su juicio, afectaría la autonomía, privacidad y derechos 

fundamentales de las mujeres gestantes.57  

Finalmente, el CAAPR recomendó que no se apruebe el Proyecto del Senado 1116. 

 

 

 

 
53 Véase, Memorial Explicativo de la OAT sobre el P. del S. 1116 del 20 de abril de 2026. 
54 Id. 
55 Véase, Memorial Explicativo del CAAPR sobre el P. del S. 1116 del 30 de marzo de 2026. 
56 Id. 
57 Id. 
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HALLAZGOS Y RECOMENDACIONES 

Luego de examinar detenidamente el texto del Proyecto del Senado 1116, su Exposición de 

Motivos, el marco jurídico aplicable y los memoriales explicativos recibidos, se evaluó el alcance de 

la medida, sus efectos jurídicos y procesales, así como su correspondencia con la política pública 

vigente relacionada con la protección del bienestar de la madre gestante y del concebido no nacido o 

nasciturus. 

Del análisis realizado surge que el Proyecto del Senado 1116 persigue atender una laguna 

jurídica existente en el ordenamiento vigente respecto a la reclamación de gastos prenatales y de 

gestación. Aunque el ordenamiento jurídico puertorriqueño contempla disposiciones relacionadas con 

obligaciones alimentarias, filiación y responsabilidad parental, actualmente no existe un mecanismo 

estatutario específico y uniforme que regule expresamente la reclamación de gastos razonables y 

necesarios relacionados con el embarazo y el parto. 

Asimismo, el ordenamiento jurídico puertorriqueño reconoce que las obligaciones alimentarias 

y los deberes inherentes a la patria potestad constituyen asuntos de alto interés público, 

particularmente cuando están vinculados al bienestar y protección de los menores. De igual forma, la 

jurisprudencia puertorriqueña ha reconocido que el derecho de los menores a recibir alimentos de sus 

progenitores forma parte de las protecciones fundamentales vinculadas al derecho a la vida y reviste 

el más alto interés público dentro del ordenamiento jurídico puertorriqueño.58 En ese contexto, resulta 

pertinente señalar que esta Asamblea Legislativa aprobó la Ley 183-202559 con el propósito de 

reconocer expresamente al concebido o nasciturus como persona natural dentro del ordenamiento 

jurídico puertorriqueño, reafirmando la protección jurídica del ser humano en gestación. En armonía 

con dicho marco normativo, el Artículo 653 del Código Civil dispone que la obligación alimentaria 

comprende todo aquello indispensable para el sustento, vivienda, vestimenta, recreación y asistencia 

médica de una persona60, mientras que el Artículo 661 establece la responsabilidad solidaria de ambos 

progenitores respecto a los alimentos de sus hijos.61 A la luz de estas disposiciones, la medida objeto 

de evaluación resulta consistente con el principio de corresponsabilidad parental en la atención de los 

gastos relacionados con el embarazo y el parto. 

En ese contexto, la medida promueve que las cargas económicas derivadas del proceso de 

gestación no recaigan exclusivamente sobre la madre gestante, particularmente en aquellos casos en 

que uno de los progenitores evade voluntariamente su responsabilidad económica durante dicho 

periodo. De esta manera, se adelanta un mecanismo uniforme dirigido a facilitar la reclamación de 

gastos prenatales razonables y necesarios. 

Asimismo, durante el proceso de evaluación legislativa se tomaron en consideración los 

señalamientos y recomendaciones formulados por las entidades consultadas, particularmente aquellos 

dirigidos a precisar el alcance de los gastos reclamables, armonizar el lenguaje de la medida con las 

disposiciones vigentes del Código Civil y aclarar aspectos procesales relacionados con la filiación, el 

procedimiento judicial y la implantación administrativa de la Ley. Como resultado de dicho análisis, 

se incorporaron enmiendas dirigidas a brindar mayor claridad jurídica, uniformidad procesal y 

precisión técnica a la medida. 

 

 
58 Figueroa Robledo v. Rivera Rosa, 149 DPR 565 (1999) 
59 Ley 183-2025, que enmendó los Arts. 67, 69 y 70 de la Ley 55-2020, según enmendada, conocida como “Código Civil 

de Puerto Rico” 
60 Véase Art. 653 del Código Civil de Puerto Rico. 
61 Véase Art. 661 del Código Civil de Puerto Rico. 
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De igual forma, se reconoce que múltiples jurisdicciones en los Estados Unidos han adoptado 

mecanismos similares para permitir reclamaciones por gastos prenatales y de parto, lo que refleja una 

tendencia dirigida a reconocer la corresponsabilidad económica de ambos progenitores durante el 

embarazo. En ese sentido, la medida provee mayor certeza jurídica y establece un marco procesal más 

claro para la atención de este tipo de reclamaciones. 

Finalmente, se concluye que el Proyecto del Senado 1116 es consistente con el ordenamiento 

jurídico vigente y con la política pública dirigida a promover la responsabilidad compartida de los 

progenitores respecto a los gastos relacionados con el embarazo y el nacimiento del menor. En 

consecuencia, se recomienda favorablemente su aprobación con las enmiendas contenidas en el 

Entirillado Electrónico que acompaña el presente informe. 

 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, conocida 

como, “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos 

del Senado de Puerto Rico, certifica que el P. del S. 1116, no impone una obligación económica en el 

presupuesto de los gobiernos municipales. 

 

CONCLUSIÓN 

El Proyecto del Senado 1116, establece un mecanismo jurídico específico para atender la 

reclamación de gastos prenatales y de gestación, promoviendo la responsabilidad compartida de los 

progenitores desde la concepción y procurando una distribución más equitativa de las cargas 

económicas relacionadas con el embarazo y el parto. La medida provee mayor claridad normativa y 

uniformidad procesal en un área que actualmente carece de regulación estatutaria expresa, a la vez 

que fortalece la protección del bienestar de la madre gestante y del concebido no nacido o nasciturus. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Innovación, Reforma y 

Nombramientos del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda a este 

Honorable Cuerpo la aprobación del P. del S. 1116, con las enmiendas incluidas en el Entirillado 

Electrónico que se acompaña. 

 

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO, 

(Fdo.) 

Thomas Rivera Schatz 

Presidente  

Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos 

del Senado de Puerto Rico” 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 74, y se 

da cuenta del Segundo Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el 

entirillado electrónico que se acompaña:  

 

“RESOLUCIÓN  

Para ordenar a la Comisión de Educación, Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico a realizar 

una investigación sobre el servicio de asistentes de educación especial T1 y T2 del Departamento de 

Educación, su disponibilidad para todo el estudiantado de educación especial, el proceso de 
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reclutamiento de asistentes, sus necesidades, remuneración y condiciones de empleo, los recursos 

disponibles para ejercer el servicio y demás asuntos indispensables que redunden en una instrucción 

efectiva; y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Los asistentes de educación T1 y T2 son una pieza fundamental en el proceso de formación y 

enseñanza de nuestros niños y niñas de educación especial.  

Los asistentes de educación especial T1 ofrecen apoyo a los estudiantes en las áreas como 

movilidad, alimentación, cateterización, higiene y transportación. A manera de ejemplo, en cuanto a 

los servicios de movilidad, los asistentes ayudan a los estudiantes a trasladarse de un salón a otro, 

durante el proceso de alimentación, servicio sanitario y a donde sea que el estudiante necesite dentro 

del plantel escolar a los distintos lugares que así lo necesite, incluyendo entre salones de clases, 

comedor escolar, baño, entre otros. Al asistir con la alimentación se ofrece este apoyo junto a otros 

estudiantes sin dependencia alimentaria para fomentar así un ambiente inclusivo. De igual forma, este 

personal, también asisten a los estudiantes en el consumo de dietas especiales. En cuanto a la 

transportación, están presente y acompañan al estudiante cuando no puede viajar solo por motivos de 

su seguridad. los asistentes acompañan a los estudiantes que, por razones de seguridad, no pueden 

viajar solos sin acompañamiento. 

Por otra parte, los asistentes de educación especial T2 son igual de igualmente importantes 

necesarios, siendo su  y se especializan especialización dirigida a la en asistencia con la 

comunicación, interpretando y utilizando el lenguaje de señas. Sin su apoyo, aquellos estudiantes con 

una dificultad dificultades significativa significativas para hablar y entender el lenguaje hablado se 

encontrarían en gran desventaja en el ámbito escolar, ya sea socialmente debido a su inhabilidad de 

comunicarse efectivamente con sus compañeros, o académicamente debido a la dificultad de 

comprender al maestro o la maestra. 

Estos servicios permiten que los estudiantes que viven con alguna diversidad funcional que 

interfiera con su vida escolar puedan disfrutar de un sistema de apoyo e inclusividad. Los asistentes 

de educación especial T1 y T2 fomentan, mediante sus servicios y cuidado, la interacción social de 

los estudiantes con sus compañeros y los ayuda a evitar el comportamiento comportamientos y 

tendencias antisociales que tan seguido enfrentan estudiantes con algún tipo de rezago. 

Ninguna acción legislativa en beneficio de la educación pública estaría completa sin tomar en 

cuenta el servicio de asistentes de educación T1 y T2. Cualquier acción legislativa en beneficio de la 

educación pública debe considerar la importancia del servicio de los asistentes de educación especial 

T1 y T2. Siendo tan esencial su trabajo de apoyo en la impartición de la educación, mediante esta 

Resolución el Senado de Puerto Rico ejercerá un rol proactivo en la articulación de un servicio de 

asistentes robusto y efectivo en beneficio de nuestros estudiantes de educación especial. 

 

RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Educación, Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico a 

realizar una investigación sobre el servicio de asistentes de educación especial T1 y T2 del 

Departamento de Educación, su disponibilidad para todo el estudiantado de educación especial, el 

proceso de reclutamiento de asistentes, sus necesidades, remuneración y condiciones de empleo, los 

recursos disponibles para ejercer el servicio y demás asuntos indispensables que redunden en una 

instrucción efectiva. 
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Sección 2.- Las Comisión podrá celebrar vistas públicas; citar funcionarios y testigos; requerir 

información, documentos y objetos; y realizar inspecciones oculares, a los fines de cumplir con el 

mandato de esta Resolución de conformidad con el Reglamento del Senado y el Código Político de 

Puerto Rico de 1902. 

Sección 3.- La Comisión deberá rendir informes continuos al Senado de Puerto Rico un 

informe detallado con sus hallazgos, conclusiones y recomendaciones. Deberá presentar un primer 

informe parcial dentro de un término de noventa (90) días después de la aprobación de esta Resolución; 

y un informe final antes de la conclusión de la Vigésima Asamblea Legislativa. 

Sección 4.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 

 

“SEGUNDO INFORME  

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico, previo análisis y consideración, 

recomienda la aprobación de la Resolución del Senado 74, con las enmiendas contenidas en el 

entirillado electrónico que se acompaña. 

La Resolución del Senado 74, según presentada, propone ordenar a la Comisión de Educación, 

Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación sobre el servicio de asistentes 

de educación especial T1 y T2 del Departamento de Educación, su disponibilidad para todo el 

estudiantado de educación especial, el proceso de reclutamiento de asistentes, sus necesidades, 

remuneración y condiciones de empleo, los recursos disponibles para ejercer el servicio y demás 

asuntos indispensables que redunden en una instrucción efectiva; y para otros fines relacionados.  

Según surge de la Exposición de Motivos de la medida, los asistentes de educación especial 

T1 y T2 constituyen un componente esencial dentro del sistema de educación pública, particularmente 

en la atención de estudiantes del Programa de Educación Especial. Estos profesionales ofrecen apoyo 

indispensable para garantizar que los estudiantes con diversidad funcional puedan integrarse 

plenamente al ambiente escolar y recibir una educación adecuada conforme a sus necesidades 

particulares. 

Asimismo, se destaca que los asistentes T1 brindan apoyo en tareas relacionadas con 

movilidad, alimentación, higiene, transportación y otras necesidades funcionales de los estudiantes, y 

que los asistentes T2 desempeñan funciones especializadas en comunicación e interpretación mediante 

lenguaje de señas, permitiendo que estudiantes con dificultades auditivas o del habla puedan participar 

efectivamente de la experiencia académica y social dentro de sus escuelas. 

Esta Comisión reconoce que los servicios provistos por los profesionales asistentes de 

educación T1 y T2 son fundamentales para promover la inclusión, la igualdad de oportunidades y el 

desarrollo integral de la población estudiantil de educación especial. A tales fines, entiende necesario 

examinar la disponibilidad actual de asistentes, los procesos de reclutamiento, la retención del 

personal, las condiciones laborales y los recursos con los que cuentan para ejercer sus funciones de 

manera adecuada y efectiva. 

Esta Asamblea Legislativa tiene el deber de fiscalizar el funcionamiento de los programas 

dirigidos a la población estudiantil más vulnerable y procurar que los recursos públicos destinados a 

la educación especial sean administrados de forma eficiente y efectiva. La investigación propuesta 

permitirá identificar áreas de oportunidad y formular recomendaciones dirigidas a fortalecer los 

servicios ofrecidos a estos estudiantes y sus familias. 
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Por lo antes expuesto, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda 

la aprobación de la Resolución del Senado 74, con las enmiendas contenidas en el entirillado 

electrónico que se acompaña. 

 

Respetuosamente sometido, 

(Fdo.) 

Thomas Rivera Schatz 

Presidente” 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 95, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el entirillado 

electrónico que se acompaña:  

 

“RESOLUCIÓN 

Para ordenar a la Comisión de lo Jurídico; y de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano; y 

a la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre 

el sistema correccional de Puerto Rico, incluyendo la composición y clasificación de la población 

correccional, la condición de la infraestructura de las instituciones penales, la administración y 

ejecución de recursos, la prestación de servicios esenciales, la efectividad de los programas de 

rehabilitación y cualquier otro asunto que incida en la administración y funcionamiento del sistema 

correccional en Puerto Rico; y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El sistema correccional de Puerto Rico constituye un componente esencial del aparato de 

justicia criminal y del ordenamiento jurídico del Estado. Su propósito no se limita únicamente a la 

reclusión de personas que han sido condenadas sentenciadas por la comisión de delitos, sino que, 

conforme a su naturaleza rehabilitadora, mediante el mismo, el Estado tiene el deber ineludible de 

propiciar la reinserción social de la población correccional mediante a través de la implementación de 

programas educativos, vocacionales y de asistencia social, conforme a los principios constitucionales 

y a los estándares internacionales en materia de derechos humanos. 

Históricamente, el sistema correccional ha enfrentado múltiples deficiencias que han 

obstaculizado el cumplimiento de su misión rehabilitadora. Entre ellas, se ha señalado la 

sobrepoblación en algunas instituciones penales, el deterioro de la infraestructura física de los centros 

de reclusión, la insuficiencia de personal técnico y profesional para atender las necesidades de la 

población correccional, las limitaciones en la oferta de programas de rehabilitación y trabajo, así como 

deficiencias en la prestación de servicios médicos, psicológicos y educativos. 

Además, la administración del presupuesto del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

(DCR) ha sido objeto de señalamientos recurrentes, evidenciando la necesidad de evaluar la 

distribución y ejecución de los recursos asignados, la contratación de proveedores de servicios y la 

fiscalización de los fondos públicos destinados a la operación de las instituciones penales. En este 

contexto, resulta imprescindible examinar la transparencia y eficiencia en el manejo de dichos 

recursos, garantizando que su utilización responda a los objetivos de rehabilitación, seguridad y 

administración eficiente del sistema correccional. 

Asimismo, la situación de los centros de detención para personas sumariadas y del centro de 

evaluación y clasificación de la población correccional requiere atención especial, ya que estos 
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constituyen puntos críticos en el proceso de ingreso y clasificación de las personas privadas de la 

libertad. La condición de estas instalaciones, su capacidad operativa y la rigurosidad en la aplicación 

de los protocolos de clasificación de seguridad y rehabilitación deben ser objeto de escrutinio a fin de 

asegurar el cumplimiento de las garantías procesales y de los derechos fundamentales de la población 

correccional. 

Por otro lado, el manejo de los recursos humanos en el sistema correccional demanda requiere 

de una evaluación minuciosa, en particular respecto a la dotación y carga de trabajo de técnicos socio 

penales, terapeutas, oficiales correccionales y personal civil que presta servicios en las instituciones 

penales. La calidad y efectividad de la rehabilitación dependen, en gran medida, del acceso adecuado 

a profesionales capacitados, lo que requiere una distribución equitativa del personal conforme a las 

necesidades de cada institución. 

Igualmente, el acceso a bienes de primera necesidad dentro del sistema correccional, 

incluyendo el abastecimiento de las comisarías, la distribución de vestimenta y artículos personales a 

la población correccional y la disponibilidad de servicios esenciales, debe ser objeto de evaluación, a 

fin de garantizar que estos recursos sean accesibles en condiciones adecuadas y en cumplimiento con 

las disposiciones aplicables. 

Otro aspecto fundamental que requiere evaluación es la incidencia de fallecimientos dentro del 

sistema correccional, incluyendo la cantidad de personas privadas de la libertad que han fallecido bajo 

la custodia del Departamento de Corrección y Rehabilitación DCR, las causas de muerte y la gestión 

de los cuerpos en casos donde no han sido reclamados por familiares o allegados. La transparencia en 

el manejo de estos casos, así como la liberación oportuna de informes de autopsia, es esencial para 

garantizar el acceso a la información y el cumplimiento de los protocolos establecidos. 

Finalmente, el análisis de los programas de rehabilitación y su efectividad en la reinserción 

social de la población correccional es un eje central de esta investigación. Evaluar la oferta académica, 

vocacional y terapéutica en cada institución, la matrícula en estos programas y su impacto en la 

reducción de la reincidencia permitirá establecer un marco normativo dirigido a optimizar las 

estrategias de rehabilitación en el sistema correccional. 

Ante estas circunstancias, el Senado de Puerto Rico reconoce la necesidad de llevar a cabo una 

investigación abarcadora que permita la recopilación de datos empíricos, testimonios de personas con 

conocimiento especializado y evidencia documental que sustente el desarrollo de legislación 

encaminada a transformar el sistema correccional en Puerto Rico. 

Por tanto, esta investigación será el primer paso hacia la formulación de una política pública 

que propicie la modernización del sistema penitenciario, la optimización de sus recursos y el 

fortalecimiento de sus programas de rehabilitación, garantizando que el Estado cumpla con su deber 

constitucional de administrar un sistema correccional eficiente, seguro y orientado a la rehabilitación 

y reinserción social de la población privada de libertad. 

 

RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de lo Jurídico; y de Seguridad Pública y Asuntos del 

Veterano del Senado de Puerto Rico; y, a la Comisión de lo Jurídico  del Senado de Puerto Rico a  

realizar una investigación exhaustiva sobre el sistema correccional de Puerto Rico, incluyendo la 

composición y clasificación de la población correccional, la condición de la infraestructura de las 

instituciones penales, la administración y ejecución de recursos, la prestación de servicios esenciales, 

la efectividad de los programas de rehabilitación y cualquier otro asunto que incida en la 

administración y funcionamiento del sistema correccional en Puerto Rico 
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Sección 2.- Las comisiones Comisiones estarán facultadas para requerir información 

documental y testimonial de cualquier agencia gubernamental, persona o entidad privada o persona 

que posea información relevante sobre el sistema correccional, así como realizar inspecciones oculares 

y recopilar material audiovisual que refleje las condiciones de las instituciones penitenciarias y los 

servicios que en ellas se prestan. 

Sección 3.- Las comisiones Comisiones presentarán un informe con sus hallazgos, 

conclusiones y recomendaciones al Senado de Puerto Rico dentro de un término de ciento ochenta 

(180) días, a partir de la aprobación de esta Resolución. 

Sección 4.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 

“INFORME 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico, previo análisis y consideración, 

recomienda la aprobación de la Resolución del Senado 95 con las enmiendas contenidas en el 

entirillado electrónico que se acompaña. 

La Resolución del Senado 95, según referida, propone  ordenar a la Comisión de lo Jurídico; 

y de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico realizar una investigación 

exhaustiva sobre el sistema correccional de Puerto Rico, incluyendo la composición y clasificación de 

la población correccional, la condición de la infraestructura de las instituciones penales, la 

administración y ejecución de recursos, la prestación de servicios esenciales, la efectividad de los 

programas de rehabilitación y cualquier otro asunto que incida en la administración y funcionamiento 

del sistema correccional en Puerto Rico; y para otros fines relacionados. 

Esta Comisión reconoce que el sistema correccional de Puerto Rico constituye uno de los 

componentes más sensitivos e importantes dentro del aparato de seguridad y justicia criminal del 

Estado. La administración adecuada de las instituciones penales no solamente tiene implicaciones 

directas sobre la seguridad pública, sino también sobre la protección de los derechos fundamentales 

de las personas privadas de libertad y la capacidad del Estado para cumplir con su deber constitucional 

de promover la rehabilitación moral y social de quienes cumplen condenas. 

La Constitución de Puerto Rico prohíbe la imposición de castigos crueles e inusitados, 

garantiza el debido proceso de ley y la igual protección de las leyes. Estas disposiciones son 

plenamente aplicables a la población confinada.  En ese contexto, el Estado tiene la obligación 

afirmativa de garantizar condiciones de confinamiento compatibles con la dignidad humana, lo que 

incluye acceso adecuado a servicios de salud, condiciones salubres, alimentación, seguridad y 

oportunidades de rehabilitación. 

El sistema correccional de Puerto Rico no se limita a la custodia física de personas privadas 

de su libertad.  Su función constitucional y social incluye promover la rehabilitación y aquellos 

tratamientos dirigidos a la reintegración de las personas que han entrado en conflicto con la Ley. 

Cónsono con ello, la sección 19 del Artículo VI de la Constitución de Puerto Rico establece como 

parte de la política pública la obligación del gobierno de reglamentar las instituciones penales para 

que sirvan a sus propósitos en forma efectiva y propender, dentro de los recursos disponibles, al 

tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer posible su rehabilitación moral y social.   

Mediante la Ley Núm. 2-2011, según enmendada, conocida como la “Ley de Reorganización 

del Departamento de Corrección y Rehabilitación”, se reestructuró el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (DCR), enfocado en la custodia y la rehabilitación, proveyendo un tratamiento 

adecuado por personal capacitado, de forma tal que, conforme a los ajustes institucionales de la 

clientela, se pueda evidenciar su rehabilitación.    
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No obstante, conforme surge de la Exposición de Motivos de la R. del S. 95, se ha señalado 

históricamente que el sistema correccional ha enfrentado múltiples desafíos estructurales y 

operacionales, incluyendo aspectos que inciden en el deterioro físico de diversas instituciones penales, 

las necesidades de mantenimiento y modernización de infraestructura, las limitaciones 

presupuestarias, la escasez de personal especializado, así como preocupaciones relacionadas con el 

acceso a servicios médicos, salud mental, programas educativos, terapias ocupacionales y servicios de 

rehabilitación. 

Esta Comisión entiende que dichos reclamos requieren atención legislativa y fiscalización 

continua. A tales fines, la función fiscalizadora de la Asamblea Legislativa exige evaluar el 

cumplimiento de las instituciones del Gobierno con la política pública y los mandatos constitucionales.  

En lo que concierne al sistema correccional, esta responsabilidad es aún más critica debido a que se 

trata de personas bajo custodia directa del Estado.  

Cónsono con lo antes expuesto, la investigación propuesta permitirá examinar la composición 

actual de la población correccional, los procesos y protocolos de clasificación y evaluación de 

confinados, la operación de los centros de detención para personas sumariadas y el funcionamiento de 

las instituciones de ingreso y clasificación. Estos componentes son fundamentales para garantizar una 

administración adecuada del sistema penitenciario y reducir riesgos asociados a la seguridad 

institucional, la reincidencia y violaciones de derechos. 

La medida también persigue examinar la administración y ejecución de recursos públicos 

destinados al sistema correccional, incluyendo procesos de contratación, adquisición de bienes y 

prestación de servicios esenciales dentro de las instituciones penales. La evaluación de estos procesos 

resulta indispensable para asegurar la utilización eficiente, transparente y responsable de fondos 

públicos. 

Asimismo, permitirá identificar deficiencias estructurales o administrativas y formular 

recomendaciones dirigidas a mejorar la operación del sistema correccional.   

Por todo lo cual, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda la 

aprobación de la Resolución del Senado 95, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico 

que se acompaña. 

 

Respetuosamente sometido, 

(Fdo.) 

Thomas Rivera Schatz 

Presidente” 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 281, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el entirillado 

electrónico que se acompaña:  

“RESOLUCIÓN  

Para ordenar a la Comisión de Asuntos Municipales; y, a la Comisión de Gobierno del Senado 

de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre los procesos, protocolos y planes de 

respuesta de la empresa Luma Energy ante interrupciones en el servicio eléctrico en los municipios de 

Puerto Rico; examinar la efectividad de las medidas adoptadas, los tiempos de respuesta, la 

coordinación con las agencias gubernamentales y municipios, así como las consecuencias para los 

abonados; y para otros fines relacionados. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El servicio eléctrico confiable y seguro es un derecho esencial para la calidad de vida de los 

ciudadanos y para el desarrollo económico y social de Puerto Rico. Sin embargo, los eventos de 

interrupciones prolongadas y recurrentes de energía han generado serias preocupaciones en los 

municipios, comunidades, comerciantes y en la ciudadanía en general. 

La empresa Luma Energy es responsable de la transmisión y distribución de energía eléctrica 

en la Isla. Por esta razón, es indispensable que cuente con protocolos de respuesta rápidos, efectivos 

y coordinados que atiendan las emergencias energéticas, minimicen el tiempo de interrupción y 

salvaguarden la vida, salud y seguridad de los abonados. 

Múltiples alcaldes y líderes comunitarios han denunciado que en ocasiones los municipios 

carecen de información oportuna sobre la magnitud de las interrupciones, los planes de 

restablecimiento del servicio y los recursos disponibles para atender estas emergencias. Esta situación 

genera incertidumbre, afecta la prestación de servicios esenciales, provoca pérdidas económicas y 

debilita la confianza pública en la gestión del sistema eléctrico. 

Ante este panorama, resulta necesario que el Senado de Puerto Rico investigue los procesos y 

protocolos implementados por Luma Energy durante las interrupciones del servicio eléctrico, 

incluyendo su coordinación con los municipios, agencias estatales y federales, así como el 

cumplimiento de sus obligaciones contractuales. Una investigación legislativa permitirá identificar 

deficiencias, promover mayor transparencia y rendición de cuentas, y recomendar medidas para 

garantizar un sistema eléctrico más resiliente y confiable. 

 

RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO:  

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Asuntos Municipales; y, a la Comisión de Gobierno 

del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre los procesos, protocolos y 

planes de respuesta de la empresa Luma Energy ante interrupciones en el servicio eléctrico en los 

municipios de Puerto Rico; examinar la efectividad de las medidas adoptadas, los tiempos de 

respuesta, la coordinación con las agencias gubernamentales y municipios, así como las consecuencias 

para los abonados; y para otros fines relacionados. 

Sección 2.- La Comisión podrá Las Comisiones podrán citar a vistas públicas o ejecutivas. 

Sección 3.– La Comisión deberá Las Comisiones deberán rendir un informe con sus hallazgos 

y recomendaciones a este Alto Cuerpo en o antes de ciento veinte días (120) días desde la aprobación 

de esta Resolución. 

Sección 4.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 

 

“INFORME  

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico, previo análisis y consideración, 

recomienda la aprobación de la Resolución del Senado 281 con las enmiendas contenidas en el 

entirillado electrónico que se acompaña. 

La Resolución del Senado 281, según referida, propone ordenar a la Comisión de Gobierno 

del Senado de Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva sobre los procesos, protocolos y 

planes de respuesta de la empresa Luma Energy ante interrupciones en el servicio eléctrico en los 

municipios de Puerto Rico; examinar la efectividad de las medidas adoptadas, los tiempos de 

respuesta, la coordinación con las agencias gubernamentales y municipios, así como las consecuencias 

para los abonados; y para otros fines relacionados. 
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La R. del S. 281, bajo evaluación, tiene un propósito específico y delimitado: examinar la 

capacidad de respuesta de LUMA Energy ante eventos de interrupción del servicio eléctrico, 

incluyendo sus protocolos operacionales, tiempos de respuesta, coordinación con municipios y 

agencias gubernamentales, y las consecuencias directas para los abonados. 

A diferencia de otras iniciativas legislativas dirigidas a evaluar de manera amplia el sistema 

energético de Puerto Rico, esta Resolución se concentra en un aspecto puntual de alto interés público: 

la respuesta inmediata y operacional ante apagones, averías e interrupciones del servicio eléctrico. 

Conforme surge de la Exposición de Motivos de la medida ante la consideración de esta 

Comisión, el servicio eléctrico confiable es indispensable para la salud, la seguridad pública, la 

educación, el comercio, el acceso al agua potable y la operación ordinaria de los municipios. Las 

interrupciones recurrentes del servicio eléctrico tienen consecuencias directas sobre la calidad de vida 

de los ciudadanos y sobre la capacidad de los gobiernos municipales para responder a emergencias. 

Asimismo, las denuncias de falta de información oportuna, deficiencias en la coordinación con 

los municipios y ausencia de claridad sobre los planes de restablecimiento justifican la intervención 

fiscalizadora del Senado de Puerto Rico. 

A tales fines, la investigación propuesta permitirá obtener información precisa sobre la 

efectividad de los planes de respuesta de LUMA Energy, identificar deficiencias operacionales y 

formular recomendaciones dirigidas a fortalecer la transparencia, la rendición de cuentas y la 

confiabilidad del sistema eléctrico. 

Esta Comisión entiende indispensable destacar el rol fundamental que desempeñan los 

municipios durante eventos de interrupción del servicio eléctrico y otras emergencias relacionadas con 

la infraestructura energética de Puerto Rico. Los gobiernos municipales constituyen la primera línea 

de respuesta ante las necesidades inmediatas de las comunidades, particularmente en situaciones que 

afectan la salud, seguridad y bienestar de los ciudadanos. 

En la práctica, son los municipios quienes mantienen el contacto más directo e inmediato con 

la ciudadanía. A través de sus oficinas de manejo de emergencias, policías municipales, brigadas de 

obras públicas y programas de servicios esenciales, los gobiernos municipales atienden reclamaciones, 

canalizan ayudas, coordinan refugios temporeros, identifican sectores vulnerables y responden a 

situaciones críticas que surgen como consecuencia de interrupciones prolongadas del servicio 

eléctrico. 

En dicho contexto, la falta de coordinación efectiva entre la empresa responsable de la 

transmisión y distribución de energía eléctrica y los municipios puede agravar significativamente el 

impacto de una emergencia. La ausencia de información clara y oportuna sobre averías, tiempos 

estimados de restablecimiento y prioridades operacionales limita la capacidad de los gobiernos 

municipales para tomar decisiones informadas, desplegar recursos adecuadamente y mantener 

comunicación efectiva con sus residentes. 

Asimismo, las interrupciones del servicio eléctrico afectan directamente la operación de 

instalaciones municipales esenciales, incluyendo bombas de agua, centros comunales, semáforos, 

facilidades recreativas utilizadas como refugios, centros de envejecientes y otras dependencias que 

forman parte de la respuesta inmediata ante emergencias. 

Esta Comisión reconoce además que los alcaldes y alcaldesas, como funcionarios electos más 

cercanos a las comunidades, son frecuentemente los primeros receptores de reclamos ciudadanos 

relacionados con interrupciones eléctricas. Por tal razón, resulta indispensable evaluar si existen 

mecanismos adecuados de comunicación, coordinación y acceso a información entre LUMA Energy 

y los gobiernos municipales. 
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La coordinación efectiva con los municipios no constituye únicamente un componente 

administrativo deseable, sino un elemento esencial para garantizar una respuesta rápida, organizada y 

centrada en las necesidades reales de las comunidades afectadas.   

Por todo lo cual, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda la 

aprobación de la Resolución del Senado 281, con las enmiendas contenidas en el entirillado 

electrónico que se acompaña. 

 

Respetuosamente sometido, 

(Fdo.) 

Thomas Rivera Schatz 

Presidente” 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 476, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el entirillado 

electrónico que se acompaña:  

 

“RESOLUCIÓN 

Para ordenar a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de 

Puerto Rico, a realizar un estudio dirigido a constatar el estado en el que se encuentra el (1) proyecto 

de mitigación de inundaciones en la zona de la Laguna del Condado, así como el (2) proyecto de 

rehabilitación de tuberías de aguas pluviales y sanitarias y de control de inundaciones en la misma 

área; y para otros fines relacionados.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Para el mes de octubre de 2023, el entonces Gobernador de Puerto Rico, Hon. Pedro R. 

Pierluisi, anunció la asignación de $11.6 millones de fondos estatales para el proyecto de 

rehabilitación de tuberías de aguas pluviales y sanitarias, y de control de inundaciones en la zona de 

del Condado en San Juan. La obra impactaría seis calles y beneficiaría a cientos de residentes, así 

como a los visitantes de la zona. La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados sería la entidad a 

cargo del proyecto, en coordinación con el Municipio de San Juan. 

En aquel momento, se dijo que, el problema de inundaciones de la zona del Condado, aledaña 

a la Laguna, era un asunto que se estaba trabajando, junto al Cuerpo de Ingenieros del Ejército de 

Estados Unidos. Esto, ya que luego del huracán María, la situación había empeorado y aparte además 

de los daños a los residentes del área y sus calles, también se había afectado la Laguna y la zona del 

Estuario de la Bahía de San Juan. El proyecto de mejoras a las tuberías pluviales y sanitarias, también 

incluía medidas de mitigación de inundaciones para prevenir el desbordamientos desbordamiento de 

aguas negras y otros contaminantes a la Laguna y el al Estuario. Para eso, se asignaron $11.6 millones 

de fondos estatales para realizar el estudio, el diseño y la construcción, así como, la reparación de las 

tuberías y desagües. De la misma forma, para el control de inundaciones y mitigación de riesgos 

ambientales62. 

 

 
62 https://www.metro.pr/noticias/2023/10/04/destinan-116-millones-para-atender-problema-de-inundaciones-en-condado/ 
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Un mes después, en noviembre de 2023, el alcalde de la Capital, Hon. Miguel A. Romero 

Lugo, anunció la aprobación por parte de la Agencia Federal para el Manejo de Emergencias (FEMA, 

por sus siglas en inglés), de una propuesta para que el municipio desarrolle proyecto de mitigación de 

inundaciones en áreas cercanas a la Laguna del Condado. Los fondos serían asignados a través del 

Programa de Subvención para la Mitigación de Riesgos (HMGP, por sus siglas en inglés). 

Específicamente, y como parte del programa de HMGP, FEMA aprobó una primera fase por 

$173,245.52 para el desarrollo de los trabajos relacionados a ingeniería y arquitectura. El área que 

impactaría este proyecto, cuya inversión total ascendería a $1,697,580, fue propuesto por el Municipio 

de San Juan, para reducir la posibilidad de inundaciones y minimizar su impacto. Al mismo tiempo, 

facilitaría el drenaje de las aguas pluviales. En aquel momento, se detalló que una vez finalizaran los 

trabajos de ingeniería y arquitectura, FEMA evaluaría los resultados de esos procesos y emitiría la 

obligación de la segunda fase que conllevaba la adquisición de varios equipos, la construcción de 

muros y canales de descarga a lo largo de las calles al norte de la Laguna del Condado, compuertas 

de retención y un área de almacenamiento de agua subterránea que tendrá un sistema de bombeo para 

recolectar y transportar aguas superficiales a la laguna63. 

Dicho lo anterior, con esta Resolución del Senado se busca constatar el estado en el que se 

encuentran ambos proyectos, a saber: (1) el proyecto de mitigación de inundaciones en la zona de la 

Laguna del Condado; y, (2) el proyecto de rehabilitación de tuberías de aguas pluviales y sanitarias y 

de control de inundaciones en la misma área. 

Ciertamente, estos programas son de extrema urgencia para los las cientos de familias y 

comercios que dependen de que la zona se mantenga en un estado óptimo. Sabido es que, el Condado 

es un área urbana de importancia en San Juan, puesto que es una de las pocas con un atractivo peatonal, 

resultado de su privilegiada localización entre el mar y la laguna y sus atractivos hoteles, tiendas, 

restaurantes y residencias. El Condado es, a su vez, el centro principal de la actividad turística en la 

Isla64.  

Por tal motivo, debemos aunar todos los esfuerzos necesarios, para rehabilitar esta importante 

zona sanjuanera a la mayor brevedad posible. En virtud de lo anterior, resulta imperativo que el Senado 

de Puerto Rico, en el ejercicio de su función constitucional de fiscalización, investigue y dé 

seguimiento al estado de estos proyectos, a fin de garantizar la optimización en el uso de los fondos 

públicos, asegurar la protección de los recursos naturales y salvaguardar la seguridad, la calidad de 

vida y el desarrollo económico de esta importante zona de San Juan y de Puerto Rico. 

 

RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del 

Senado de Puerto Rico, a realizar un estudio dirigido a constatar el estado en el que se encuentra el 

(1) proyecto de mitigación de inundaciones en la zona de la Laguna del Condado; así como el (2) 

proyecto de rehabilitación de tuberías de aguas pluviales y sanitarias y de control de inundaciones en 

la misma área. 

Sección 2.- La Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales le rendirá al Senado 

de Puerto Rico, un informe con sus hallazgos, conclusiones y recomendaciones, incluyendo las 

acciones legislativas y administrativas que deban adoptarse con relación al asunto objeto de este 

estudio, en un término de tiempo no mayor de noventa (90) días, luego de aprobada esta Resolución. 

Sección 3.– Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 
63 https://www.primerahora.com/noticias/gobierno-politica/notas/aprueban-proyecto-de-mitigacion-de-inundaciones-en-

la-zona-de-la-laguna-del-condado/ 
64 Reglamento de Calificación Especial del Condado – Junta de Planificación de Puerto Rico (2016). 
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“INFORME  

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico, previo análisis y consideración, 

recomienda la aprobación de la Resolución del Senado 476 con las enmiendas contenidas en el 

entirillado electrónico que se acompaña. 

La Resolución del Senado 476, según referida, propone ordenar a la Comisión de Turismo, 

Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico, realizar un estudio dirigido a constatar 

el estado en el que se encuentra el (1) proyecto de mitigación de inundaciones en la zona de la Laguna 

del Condado, así como el (2) proyecto de rehabilitación de tuberías de aguas pluviales y sanitarias y 

de control de inundaciones en la misma área; y para otros fines relacionados.  

La medida ante la consideración de esta Comisión persigue que el Senado de Puerto Rico, 

mediante el ejercicio de su facultad constitucional de investigación y fiscalización, examine el 

progreso, estatus actual y ejecución de dos proyectos de infraestructura y mitigación ambiental de gran 

relevancia para el área del Condado y la Laguna del Condado en el Municipio de San Juan. 

Conforme surge de la Exposición de Motivos, para octubre de 2023 el entonces Gobernador 

de Puerto Rico anunció la asignación de $11.6 millones de fondos estatales destinados al proyecto de 

rehabilitación de tuberías de aguas pluviales y sanitarias, así como medidas de control de inundaciones 

en la zona del Condado. Dicho proyecto estaría bajo la responsabilidad de la Autoridad de Acueductos 

y Alcantarillados (AAA), en coordinación con el Municipio de San Juan. 

Asimismo, en noviembre de 2023 se anunció la aprobación inicial, por parte de la Agencia 

Federal para el Manejo de Emergencias (FEMA), de fondos bajo el Programa de Subvención para la 

Mitigación de Riesgos (HMGP) para el desarrollo de un proyecto adicional de mitigación de 

inundaciones en áreas cercanas a la Laguna del Condado. Este proyecto incluiría obras de 

infraestructura hidráulica y sistemas de drenaje dirigidos a reducir el impacto de inundaciones 

recurrentes y mejorar el manejo de aguas pluviales en la zona. 

Esta Comisión entiende que ambos proyectos, según descritos, poseen una importancia 

estratégica para la seguridad pública, la protección ambiental y el desarrollo económico de Puerto 

Rico. La zona del Condado constituye uno de los principales centros turísticos, comerciales y 

residenciales de la capital, además de representar un área de alto valor ecológico por su proximidad a 

la Laguna del Condado y al Estuario de la Bahía de San Juan. 

En dicho contexto, las inundaciones recurrentes en el área han generado preocupación tanto 

para residentes como para comerciantes y visitantes, particularmente tras el impacto del huracán María 

y otros eventos atmosféricos recientes. Además de provocar daños a la infraestructura pública y 

privada, estas situaciones pueden ocasionar descargas de aguas sanitarias y contaminantes hacia 

cuerpos de agua sensitivos, afectando ecosistemas marinos y estuarinos de alto valor ambiental. 

Ante ello, el Senado posee un interés legítimo y apremiante en dar seguimiento a la utilización 

de fondos públicos estatales y federales destinados a estos proyectos, así como en evaluar el progreso 

de las obras, los calendarios proyectados de ejecución, las dificultades administrativas o técnicas que 

puedan existir y el cumplimiento de los objetivos de mitigación y protección ambiental originalmente 

propuestos.  A tales fines, la facultad investigativa de la Asamblea Legislativa constituye una 

herramienta esencial para garantizar la transparencia gubernamental, promover la sana administración 

pública y facilitar la adopción de medidas legislativas o administrativas dirigidas a atender situaciones 

de alto interés público. 
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De igual forma, esta Comisión considera que el estudio propuesto permitirá identificar posibles 

retrasos, necesidades presupuestarias adicionales, obstáculos regulatorios o áreas de coordinación 

interagencial que deban fortalecerse para garantizar la culminación efectiva de ambos proyectos. 

Resulta importante destacar que la protección y rehabilitación de la zona de la Laguna del 

Condado trasciende un asunto meramente de infraestructura, pues impacta directamente la actividad 

turística, la movilidad urbana, la seguridad de residentes y visitantes, así como la conservación de 

recursos naturales sensitivos y ecosistemas costeros de gran relevancia ecológica para Puerto Rico. 

Por consiguiente, esta Comisión concluye que la medida propuesta persigue un propósito 

legítimo de política pública y constituye un mecanismo adecuado para que el Senado de Puerto Rico 

pueda obtener información actualizada y precisa sobre el estado de ambos proyectos y, de ser 

necesario, formular recomendaciones legislativas o administrativas dirigidas a asegurar su pronta y 

efectiva ejecución. 

Por todo lo cual, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda la 

aprobación de la Resolución del Senado 476, con las enmiendas contenidas en el entirillado 

electrónico que se acompaña. 

 

Respetuosamente sometido, 

(Fdo.) 

Thomas Rivera Schatz 

Presidente 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 210, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, sin enmiendas: 

 

“LEY 

Para enmendar el Artículo 3, de la Ley Núm. 113 -2012, conocida como “Ley del Programa 

de Guías de Verificación de Veteranos-Dueños de Pequeños Negocios”; a los fines de corregir y 

clarificar la definición de veterano, y veterano incapacitado del servicio; realizar enmiendas técnicas; 

y para otros fines relacionados.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Puerto Rico ha desempeñado un papel destacado en la historia militar de los Estados Unidos, 

contribuyendo de manera significativa en numerosos conflictos bélicos y operaciones internacionales. 

Actualmente, se estima que al menos 375,000 puertorriqueños son veteranos o sirven activamente en 

las Fuerzas Armadas, la Guardia Nacional y las Reservas. Este dato incluye a unos 35,000 

puertorriqueños en servicio activo y 10,000 miembros de la Guardia Nacional y Reservas en Puerto 

Rico. Esta contribución sobresaliente refleja no solo el compromiso de los puertorriqueños con la 

defensa de la libertad y la democracia, sino también el hecho de que representan el único grupo latino 

sobrerrepresentado en el ejército estadounidense. 

Al regresar a la vida civil, muchos veteranos enfrentan desafíos significativos relacionados con 

empleo, vivienda y reintegración social. Para muchos, establecer pequeñas empresas se convierte en 

una vía para generar ingresos, crear empleo y contribuir a la economía local. Las pequeñas empresas 

propiedad de veteranos representan una oportunidad de empoderamiento económico y comunitario, al 

mismo tiempo que fomentan el desarrollo económico en Puerto Rico. 
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En este contexto, la Ley Núm. 113 -2012, conocida como la “Ley del Programa de Guías de 

Verificación de Veteranos-Dueños de Pequeños Negocios”, fue creada para establecer un marco de 

apoyo a los veteranos empresarios en Puerto Rico. Este estatuto permite la verificación e inclusión de 

veteranos dueños de negocios en un registro oficial, facilitando su acceso a beneficios y oportunidades 

en la contratación gubernamental. Sin embargo, con el paso del tiempo, se han identificado áreas que 

requieren ajuste y actualización para garantizar que la Ley cumpla plenamente su propósito. 

Uno de los problemas principales es la definición de "veterano" contenida en el Artículo 3 de 

la Ley Núm. 113-2012. Actualmente, esta definición hace referencia a la Ley Núm. 203-2004, que fue 

derogada por el Plan de Reorganización Núm. 1 de 22 de junio de 2011. Esta referencia desactualizada 

crea una laguna legal que puede afectar negativamente la implementación del programa. Además, la 

definición de “veterano incapacitado del servicio” requiere ser ampliada para alinearse con las 

disposiciones del Departamento de Asuntos de los Veteranos de los Estados Unidos (VA, por sus 

siglas en inglés). Según el VA, el término "veterano" incluye a toda persona que haya servido en el 

servicio militar, naval o aéreo activo y que haya sido dado de baja en condiciones distintas a 

deshonrosas. 

La Asamblea Legislativa entiende que es imperativo enmendar el Artículo 3 de la Ley Núm. 

113-2012 para: 

1. Corregir y actualizar la definición de “veterano” y “veterano incapacitado del servicio”, 

garantizando que estén alineadas con las normativas y definiciones del VA. 

2. Reconocer formalmente las facultades del Departamento de Asuntos de los Veteranos 

de los Estados Unidos como autoridad competente para determinar el estatus de los 

veteranos y de aquellos incapacitados del servicio. 

3. Reconocer formalmente que la Administración Federal de Pequeños Negocios es la 

agencia federal responsable por la certificación de Veteranos Dueños de Negocios y de 

Veteranos Incapacitados Dueños de Negocios.  

 

Con esta Ley, se asegura que el marco legal refleje las realidades contemporáneas de la 

comunidad de veteranos y militares puertorriqueños. Además, se refuerza la política pública dirigida 

a compensar los sacrificios de aquellos hombres y mujeres que han defendido nuestras libertades y 

derechos. Al ampliar y clarificar las definiciones, se elimina cualquier ambigüedad que pudiera limitar 

la participación de los veteranos en el programa, fomentando así una mayor inclusión y efectividad de 

éste. 

Este esfuerzo legislativo reafirma el compromiso del Gobierno de Puerto Rico con los 

veteranos, reconociendo su servicio y sacrificio no solo en el ámbito militar, sino también como 

valiosos contribuyentes a la economía y la sociedad puertorriqueña. 

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se enmienda Artículo 3 de la Ley Núm. 113-2012, para que lea como sigue:  

“Artículo 3. — Definiciones  

1. Veteranos: Toda persona residente bona fide de Puerto Rico que haya servido 

honorablemente en las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos de América, 

entiéndanse el Ejército, la Marina, la Fuerza Aérea, el Cuerpo de Infantería de Marina, 

la Guardia Costera de los Estados Unidos y las Fuerzas Espaciales, así como en el 

Cuerpo de Oficiales Comisionados de la Administración Nacional de Oceanografía y 

Atmósfera y del Cuerpo Comisionado del Servicio de Salud Pública de los Estados 
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Unidos, y en sus entidades sucesoras en derecho, y que tenga la condición de veterano, 

de acuerdo con las leyes federales vigentes. 

Para propósitos de esta Ley, incluirá las personas cuyo servicio en los cuerpos 

de reserva de las Fuerzas Armadas o la Guardia Nacional cumpla con los requisitos 

dispuestos por dichas leyes. Además, se entenderá que un veterano califica bajo esta 

Ley si cumple con los requisitos aquí dispuestos para ser reconocido como Veterano 

Dueño de Pequeño Negocio conforme al Programa de Guías de Verificación de 

Veteranos-Dueños de Pequeños Negocios. 

2. Pequeños Negocios:   

i.  Negocio en el que uno o más veteranos, o su cónyuge supérstite elegible, poseen 

en concepto de dueños no menos del cincuenta y un por ciento (51%) del mismo 

o el cincuenta y un por ciento (51%) de las acciones;  

ii.  el manejo y operaciones diarias del negocio son controladas a tiempo completo 

por uno o más veteranos o su cónyuge supérstite elegible, o en el caso de 

veteranos con incapacidades severas o permanentes, el cónyuge o tutor de dicho 

veterano;  

iii.  el negocio cumple con los parámetros establecidos para pequeños negocios por 

la Small Business Administration (SBA); y  

iv.  la titularidad y control ha sido verificado y enlistado en la base de datos o el 

registro del Programa de Guías de Verificación de los Veteranos-Dueños de 

Pequeños Negocios y certificado por SBA.  

3.  Veterano incapacitado del servicio: se refiere a veterano con una incapacidad que está 

conectada al servicio, y según reconocido por el Departamento de Asuntos de los 

Veteranos de los Estados Unidos.”  

Sección 2.- Se ordena a las agencias y departamentos pertinentes, según mencionadas en la 

Ley Núm. 113-2012, a tomar todas las medidas necesarias para implementar esta Ley, incluyendo, 

pero sin limitarse adoptar la reglamentación necesaria.  

Sección 3.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 

“INFORME  

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico, previo 

estudio y consideración del P. de la C. 210, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación sin 

enmiendas. 

 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

El P. de la C. 210 propone “enmendar el Artículo 3, de la Ley Núm. 113 -2012, conocida como 

“Ley del Programa de Guías de Verificación de Veteranos-Dueños de Pequeños Negocios”; a los fines 

de corregir y clarificar la definición de veterano, y veterano incapacitado del servicio; realizar 

enmiendas técnicas; y para otros fines relacionados”. 

 

INTRODUCCIÓN 

Según reza la parte expositiva de la medida, “Puerto Rico ha desempeñado un papel destacado 

en la historia militar de los Estados Unidos, contribuyendo de manera significativa en numerosos 

conflictos bélicos y operaciones internacionales. Actualmente, se estima que al menos 375,000 
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puertorriqueños son veteranos o sirven activamente en las Fuerzas Armadas, la Guardia Nacional y 

las Reservas. Este dato incluye a unos 35,000 puertorriqueños en servicio activo y 10,000 miembros 

de la Guardia Nacional y Reservas en Puerto Rico. Esta contribución sobresaliente refleja no solo el 

compromiso de los puertorriqueños con la defensa de la libertad y la democracia, sino también el 

hecho de que representan el único grupo latino sobrerrepresentado en el ejército estadounidense. 

Al regresar a la vida civil, muchos veteranos enfrentan desafíos significativos relacionados con 

empleo, vivienda y reintegración social. Para muchos, establecer pequeñas empresas se convierte en 

una vía para generar ingresos, crear empleo y contribuir a la economía local. Las pequeñas empresas 

propiedad de veteranos representan una oportunidad de empoderamiento económico y comunitario, al 

mismo tiempo que fomentan el desarrollo económico en Puerto Rico. 

En este contexto, la Ley Núm. 113 -2012, conocida como la “Ley del Programa de Guías de 

Verificación de Veteranos-Dueños de Pequeños Negocios”, fue creada para establecer un marco de 

apoyo a los veteranos empresarios en Puerto Rico. Este estatuto permite la verificación e inclusión de 

veteranos dueños de negocios en un registro oficial, facilitando su acceso a beneficios y oportunidades 

en la contratación gubernamental. Sin embargo, con el paso del tiempo, se han identificado áreas que 

requieren ajuste y actualización para garantizar que la Ley cumpla plenamente su propósito. 

Uno de los problemas principales es la definición de "veterano" contenida en el Artículo 3 de 

la Ley Núm. 113-2012. Actualmente, esta definición hace referencia a la Ley Núm. 203-2004, que fue 

derogada por el Plan de Reorganización Núm. 1 de 22 de junio de 2011. Esta referencia desactualizada 

crea una laguna legal que puede afectar negativamente la implementación del programa. Además, la 

definición de “veterano incapacitado del servicio” requiere ser ampliada para alinearse con las 

disposiciones del Departamento de Asuntos de los Veteranos de los Estados Unidos (VA, por sus 

siglas en inglés). Según el VA, el término "veterano" incluye a toda persona que haya servido en el 

servicio militar, naval o aéreo activo y que haya sido dado de baja en condiciones distintas a 

deshonrosas. 

La Asamblea Legislativa entiende que es imperativo enmendar el Artículo 3 de la Ley Núm. 

113-2012 para: 

1. Corregir y actualizar la definición de “veterano” y “veterano incapacitado del servicio”, 

garantizando que estén alineadas con las normativas y definiciones del VA. 

2. Reconocer formalmente las facultades del Departamento de Asuntos de los Veteranos 

de los Estados Unidos como autoridad competente para determinar el estatus de los 

veteranos y de aquellos incapacitados del servicio. 

3. Reconocer formalmente que la Administración Federal de Pequeños Negocios es la 

agencia federal responsable por la certificación de Veteranos Dueños de Negocios y de 

Veteranos Incapacitados Dueños de Negocios.  

 

Con esta Ley, se asegura que el marco legal refleje las realidades contemporáneas de la 

comunidad de veteranos y militares puertorriqueños. Además, se refuerza la política pública dirigida 

a compensar los sacrificios de aquellos hombres y mujeres que han defendido nuestras libertades y 

derechos. Al ampliar y clarificar las definiciones, se elimina cualquier ambigüedad que pudiera limitar 

la participación de los veteranos en el programa, fomentando así una mayor inclusión y efectividad de 

éste. 

Este esfuerzo legislativo reafirma el compromiso del Gobierno de Puerto Rico con los 

veteranos, reconociendo su servicio y sacrificio no solo en el ámbito militar, sino también como 

valiosos contribuyentes a la economía y la sociedad puertorriqueña”. 
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ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LA MEDIDA 

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, atendiendo su responsabilidad y 

deber ministerial en el estudio y evaluación del P. de la C. 210, y como un asunto de economía 

procesal, solicitó los comentarios que emitieron las agencias o entidades a la Comisión de Asuntos 

Federales y Veteranos de la Cámara de Representantes. Los comentarios recibidos fueron los emitidos 

por la Oficina del Procurador del Veterano (OPV) y el Departamento de Desarrollo Económico y 

Comercio de Puerto Rico (DDEC). 

A continuación, presentamos de forma sintetizada las expresiones de las agencias que 

presentaron sus comentarios, señalando particularmente las recomendaciones de estas. 

 

Oficina del Procurador del Veterano (OPV) 

La Oficina del Procurador del Veterano compareció ante la Comisión con el propósito de 

presentar sus comentarios en torno al P. de la C. 210, destacando su rol como organismo cuasi 

legislativo y cuasi judicial encargado de fiscalizar la implantación y cumplimiento de la política 

pública establecida en la Ley Núm. 203-2007, conocida como la “Carta de Derechos del Veterano 

Puertorriqueño del Siglo XXI”. Señaló que, conforme a su mandato estatutario, tiene la 

responsabilidad de velar por los derechos de los veteranos y sus familias en múltiples áreas, incluyendo 

empleo, salud, educación, vivienda y derechos civiles, así como coordinar con las agencias pertinentes 

para garantizar la prestación de servicios adecuados.  

En su análisis del Proyecto, la OPV reconoció que Puerto Rico cuenta con una participación 

significativa en las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos, y que muchos veteranos enfrentan 

dificultades al reintegrarse a la vida civil, razón por la cual el emprendimiento se ha convertido en una 

herramienta clave para su desarrollo económico. En ese contexto, destacó que la Ley Núm. 113-2012 

fue creada para apoyar a los veteranos dueños de pequeños negocios, pero que contiene deficiencias 

que requieren ser atendidas para cumplir efectivamente su propósito.  

La OPV coincidió con la necesidad de enmendar el Artículo 3 de la Ley 113-2012, 

particularmente para actualizar la definición de “veterano” y alinearla con las normativas vigentes. 

Señaló que la definición actual resulta problemática al remitir a legislación derogada, lo que genera 

incertidumbre jurídica y dificulta la implementación uniforme del estatuto. En ese sentido, sostuvo 

que es una mejor práctica legislativa incorporar una definición autónoma dentro de la propia ley, 

evitando depender de referencias externas susceptibles a cambios o derogaciones, lo cual fortalece la 

estabilidad y claridad del ordenamiento jurídico.  

Como recomendación principal, la OPV propuso adoptar una definición de “veterano” clara, 

específica y alineada con el derecho federal vigente, que incluya a toda persona residente bona fide de 

Puerto Rico que haya servido honorablemente en las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos, 

incluyendo sus distintos componentes y cuerpos comisionados, así como aquellos miembros de la 

Reserva y la Guardia Nacional que cumplan con los requisitos aplicables. Esta recomendación 

persigue eliminar ambigüedades y facilitar la correcta identificación de los beneficiarios del 

programa.  

Asimismo, la OPV identificó deficiencias en la definición de “veterano incapacitado del 

servicio”, señalando que la misma carece de precisión en cuanto a la entidad competente para 

determinar dicha incapacidad y que su inclusión dentro del estatuto resulta innecesaria, dado que la 

Ley 113-2012 no establece beneficios diferenciados basados en esa condición. Por tal razón, 

recomendó expresamente la eliminación de dicha definición, al entender que su permanencia podría 

generar confusión interpretativa y desviar el propósito del programa.  
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De igual forma, la OPV aprovechó la coyuntura para reiterar planteamientos previos sobre la 

necesidad de fortalecer el Programa de Guías de Verificación de Veteranos-Dueños de Pequeños 

Negocios, enfatizando la importancia de asegurar su correcta implementación mediante 

reglamentación adecuada por parte de las agencias concernidas. En esa línea, recomendó el 

establecimiento de política pública dirigida a garantizar la participación de los veteranos en la 

contratación gubernamental, incluyendo la creación de mecanismos que aseguren un por ciento 

mínimo de participación en compras de bienes y servicios del gobierno, así como la concesión de 

preferencias a empresas propiedad de veteranos.  

Finalmente, la OPV expresó su endoso a la aprobación del Proyecto, condicionado a la 

adopción de sus recomendaciones, señalando que dichas enmiendas permitirán corregir errores 

legislativos, eliminar referencias inaplicables, establecer definiciones precisas y fortalecer el marco 

jurídico vigente. Indicó que estas medidas promoverán una mayor inclusión de los veteranos en el 

desarrollo económico del país y garantizarán que los beneficios del programa lleguen efectivamente a 

quienes realmente los necesitan. 

 

Departamento de Desarrollo Económico y Comercio (DDEC) 

El Departamento de Desarrollo Económico y Comercio compareció ante la Comisión para 

presentar su postura sobre el Proyecto de la Cámara 210, destacando su función como entidad 

responsable de implantar y supervisar la política pública de desarrollo económico en Puerto Rico, 

incluyendo el apoyo a diversos sectores empresariales. Explicó que, a través de su división Federal 

Contracting Center, provee asistencia técnica a empresas, incluyendo veteranos, en procesos de 

certificación para contratación gubernamental.  

En cuanto al análisis de la medida, el DDEC indicó que el Proyecto propone enmendar el 

Artículo 3 de la Ley 113-2012 para incluir definiciones más claras de “veterano” y “veterano 

incapacitado del servicio”, alineadas con las normativas federales. Reconoció la pertinencia de dichas 

enmiendas y expresó que no tiene objeción a los cambios propuestos en cuanto a la definición de 

veterano ni a la inclusión del reconocimiento del Departamento de Asuntos de los Veteranos como 

autoridad competente.  

No obstante, el DDEC presentó recomendaciones adicionales dirigidas a robustecer el estatuto. 

En primer lugar, recomendó reconocer expresamente a la Administración Federal de Pequeños 

Negocios como la entidad responsable de la certificación de veteranos dueños de negocios, con el 

propósito de armonizar el marco legal con los procesos existentes de certificación.  

Además, propuso enmiendas específicas a la definición de “pequeños negocios”. Entre estas, 

recomendó permitir que un negocio pueda cualificar aun cuando el veterano no lo administre a tiempo 

completo, siempre que pueda demostrar que el negocio es exitoso bajo una dedicación parcial. Esta 

recomendación responde a la realidad práctica de muchos veteranos que no pueden dedicarse 

exclusivamente a su empresa, pero que mantienen operaciones viables.  

De igual forma, recomendó que el parámetro para definir “pequeño negocio” se base en los 

estándares federales establecidos por la Small Business Administration, con el fin de ampliar 

oportunidades para los veteranos y facilitar su participación en programas de contratación 

gubernamental. Asimismo, sugirió incluir expresamente la certificación por dicha entidad dentro de 

los requisitos del estatuto.  

En su conclusión, el DDEC expresó que no se opone a la aprobación del Proyecto, otorgando 

deferencia a las recomendaciones que puedan emitir otras entidades especializadas, particularmente 

en lo relativo al impacto de la medida. En esencia, su postura es favorable, condicionada a la 

consideración de sus recomendaciones para mejorar la implementación del programa. 
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IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, conocida 

como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano 

del Senado de Puerto Rico, certifica que el P. de la C. 210 no impone una obligación económica en el 

presupuesto de los gobiernos municipales.  

 

CONCLUSIÓN 

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, luego de evaluar detenidamente el 

P. de la C. 210 y los memoriales explicativos sometidos por la Oficina del Procurador del Veterano y 

el Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, concluye que la medida responde a una 

necesidad real y apremiante de actualizar y corregir disposiciones contenidas en la Ley Núm. 113-

2012, a los fines de garantizar su correcta implementación y efectividad. 

Ambas entidades coinciden en que el estatuto vigente presenta deficiencias significativas, 

particularmente en lo relativo a la definición del término “veterano”, al depender de referencias legales 

derogadas que generan incertidumbre jurídica y dificultan la aplicación uniforme del programa. En 

ese sentido, resulta meritorio que el Proyecto proponga establecer una definición clara, autónoma y 

alineada con las normativas federales vigentes, lo cual fortalece la estabilidad del ordenamiento 

jurídico y facilita la identificación de los beneficiarios del programa. Se reconoce la pertinencia de 

incorporar una definición precisa del término “veterano” dentro del propio estatuto, evitando depender 

de legislación externa susceptible a cambios. 

Asimismo, se consideran acertadas las recomendaciones del Departamento de Desarrollo 

Económico y Comercio encaminadas a fortalecer la implementación del programa, particularmente 

en lo relativo a la adopción de estándares federales para la definición de pequeños negocios, la 

flexibilización de requisitos operacionales para acomodar la realidad de los veteranos empresarios, y 

el reconocimiento de las entidades certificadoras correspondientes. 

De la evaluación integral de los memoriales surge que la medida no enfrenta oposición 

sustantiva por parte de las entidades consultadas, sino que, por el contrario, cuenta con su aval general, 

sujeto a la incorporación de recomendaciones que robustecen su contenido. Esto demuestra que el 

Proyecto es consistente con la política pública del Gobierno de Puerto Rico dirigida a fomentar el 

desarrollo económico de los veteranos y a facilitar su acceso a oportunidades de emprendimiento y 

contratación gubernamental. 

En consecuencia, esta Comisión concluye que el P. de la C. 210 constituye una medida 

necesaria, viable y jurídicamente sólida, que corrige deficiencias legislativas, promueve certeza 

jurídica y fortalece los mecanismos de apoyo a los veteranos empresarios en Puerto Rico.  

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del 

Veterano del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, tiene a bien presentar ante este 

Alto Cuerpo el Informe Positivo del P. de la C. 210, recomendando su aprobación sin enmiendas. 

 

Respetuosamente sometido, 

(Fdo.) 

Gregorio Matías Rosario 

Presidente 

Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano” 
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SR. PRESIDENTE: Señor Sargento de Armas, sáqueme del Hemiciclo los que no hacen falta 

que estén aquí. Hay mucho ruido. Ahora. 

Listo. Adelante. 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 826, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, sin enmiendas: 

 

“LEY 

Para añadir un inciso (l) al Artículo 2, enmendar el inciso A del Artículo 4 y enmendar el 

Artículo 9 de la Ley Núm. 203-2007, según enmendada, conocida como la “Carta de Derechos del 

Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI”; a los fines de establecer que todas las agencias del Gobierno 

de Puerto Rico, sus instrumentalidades y los municipios tengan que incluir en toda publicación, 

anuncio o edicto relacionado al proceso de reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de 

propiedades, programas de vivienda de interés social o aquellos que otorguen subsidios para la 

adquisición o alquiler de viviendas; una referencia al derecho de preferencia para los veteranos 

dispuesto en dicho inciso; y para otros fines relacionados.   

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley 203-2007, según enmendada, conocida como la “Carta de Derechos del Veterano 

Puertorriqueño del Siglo XXI”, establece en su Artículo 4, inciso A, de manera expresa y con carácter 

vinculante, que todo veterano cualificado, así como los cónyuges viudos de veteranos, gozarán de 

preferencia, en igualdad de condiciones, para acceder a cualquier modalidad de vivienda gestionada 

por el Gobierno de Puerto Rico. El alcance de esta preferencia abarca, específicamente, los procesos 

de reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de propiedades pertenecientes al gobierno central, 

sus agencias, instrumentalidades y municipios, incluyendo, además, los proyectos residenciales 

desarrollados por el Departamento de la Vivienda, así como todos los programas de vivienda de interés 

social o aquellos que otorguen subsidios para la adquisición o alquiler de viviendas administrados por 

entidades públicas.  

El reconocimiento de esta preferencia constituye un acto de justicia social hacia quienes han 

dedicado años de su vida al servicio de la Nación. No obstante, su cumplimiento pleno continúa 

dependiendo, lamentablemente, en primera instancia, de la voluntad y el conocimiento de las entidades 

que administran dichos programas.  

A pesar de los esfuerzos de divulgación realizados por la Oficina del Procurador del Veterano 

(OPV), con sus limitados recursos, un significativo número de veteranos y sus cónyuges 

sobrevivientes continúan desconociendo la existencia de este derecho preferencial. Este 

desconocimiento, particularmente agudo entre veteranos de escasos recursos, se convierte en un 

obstáculo que impide el pleno disfrute de un beneficio diseñado precisamente para mejorar sus 

condiciones de vida. 

Por lo cual, proponemos enmendar el estatuto vigente, a los fines de establecer, como requisito 

obligatorio, que todas las agencias del Gobierno de Puerto Rico, sus instrumentalidades y los 

municipios tengan que incluir en toda publicación, anuncio o edicto relacionado con procesos de 

reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de propiedades, programas de vivienda de interés 

social o aquellos que otorguen subsidios para la adquisición o alquiler de viviendas; una referencia 

expresa al derecho de preferencia establecido en el inciso A del Artículo 4 de la Ley 203, antes citada. 
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Esta enmienda tendría el efecto de convertir cada convocatoria o aviso público relacionado a estos 

asuntos, en una oportunidad automática de difusión del derecho de preferencia reconocido en dicho 

inciso, garantizando así que la información tenga una mayor posibilidad de llegar directamente a los 

potenciales beneficiarios, en el momento más oportuno. 

La implementación de esta modificación generaría importantes avances en el acceso a vivienda 

digna para la población veterana. Al incorporar la referencia legal en todos los anuncios oficiales, se 

eliminaría progresivamente la barrera del desconocimiento, permitiendo que más veteranos y 

cónyuges sobrevivientes de estos, ejerzan activamente sus derechos. Además, esta medida crearía un 

sistema de transparencia pasiva donde cada publicación serviría como recordatorio institucional de la 

preferencia establecida por ley. Para los veteranos de menores ingresos, este cambio representaría 

particular beneficio, ya que al conocer oportunamente sus derechos podrían acceder más fácilmente a 

programas de vivienda social y subsidios. 

De igual manera, con esta Ley los fondos recaudados por las multas impuestas por violaciones 

a las disposiciones contenidas en el inciso A del Artículo 4 de la Ley 203, antes citada, se destinarán 

exclusivamente a financiar campañas educativas e iniciativas de orientación dirigidas a promover el 

conocimiento y cumplimiento de los derechos establecidos en la Carta de Derechos del Veterano del 

Siglo XXI. 

Estas modificaciones no solo reafirmarían el deber legal de las entidades gubernamentales de 

cumplir con este mandato de inclusión, sino que también le brindaría a la OPV un mecanismo real 

para fomentar la divulgación de estos derechos a través de esfuerzos sostenidos de educación pública, 

fortaleciendo así su capacidad institucional para proteger y empoderar a la población veterana de la 

Isla. 

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. – Se añade un inciso (l) al Artículo 2 de la Ley Núm. 203-2007, según enmendada, 

para que lea como sigue: 

“Artículo 2. — Definiciones.  

Los siguientes términos donde quiera que sean usados en esta Ley, tendrán el significado que 

a continuación se expresa, excepto donde el contexto claramente indique otra cosa. 

a) … 

… 

k) … 

l).  “Organización Bona Fide de Veteranos” se refiere a toda entidad sin fines de lucro 

debidamente organizada e incorporada en Puerto Rico, incluyendo, sin que se entienda 

como una limitación, a las organizaciones de veteranos constituidas por el Congreso 

de los Estados Unidos (chartered by Congress) y cualquier otra entidad sin fines de 

lucro cuyo propósito principal sea el servicio, la representación y la defensa de los 

derechos e intereses de los veteranos y sus familias, así como el desarrollo social, 

educativo, económico, recreativo o comunitario de esta población. Estas 

organizaciones, para propósitos de lo dispuesto en esta Ley, deben estar al día en el 

cumplimiento de sus obligaciones legales, fiscales y administrativas con el Gobierno 

de Puerto Rico, y mantener una estructura organizativa activa con mecanismos de 

gobernanza y rendición de cuentas que garanticen transparencia y funcionamiento 

efectivo.” 
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Sección 2.-Se enmienda el inciso A del Artículo 4 de la Ley Núm. 203-2007, según 

enmendada, para que lea como sigue: 

“Artículo 4. – Derechos concedidos por la Carta de Derechos del Veterano Puertorriqueño del 

Siglo XXI. 

Los siguientes derechos se conceden en beneficio del veterano: 

A. Derechos Relacionados con la Adquisición de Propiedades:    

Se dará preferencia al veterano  y/o a su cónyuge supérstite que cualifique, en 

igualdad de condiciones, en todo reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de 

propiedad del Gobierno de Puerto Rico, de sus agencias e instrumentalidades y 

municipios, incluyendo los proyectos residenciales bajo el Departamento de la 

Vivienda y/o en cualesquiera otros programas de vivienda de interés social, subsidio 

para la compra y adquisición de vivienda administrado por el Gobierno de Puerto Rico 

o sus dependencias. Toda agencia del Gobierno de Puerto Rico, sus instrumentalidades 

y los municipios deberá incluir en todo aviso, anuncio, publicación, edicto o 

convocatoria relacionado al proceso de reparto, venta, cesión, donación o 

arrendamiento de propiedades, programas de vivienda de interés social o aquellos que 

otorguen subsidios para la adquisición o alquiler de viviendas; una referencia al 

derecho de preferencia dispuesto en este inciso. A tales efectos, el aviso, anuncio, 

publicación, edicto o convocatoria, deberá contener lo siguiente: 

AVISO IMPORTANTE: Todo(a) veterano(a), así como sus viudos(as), tendrá 

preferencia, en igualdad de condiciones, para cualquier modalidad de vivienda 

gestionada por el Gobierno de Puerto Rico, sus agencias, instrumentalidades y 

municipios, así como los programas de vivienda de interés social y aquellos que 

otorguen subsidios para la adquisición o alquiler de viviendas, siempre que 

cualifiquen bajos los parámetros reglamentarios aplicables. Artículo 4A, Carta 

de Derechos del Veterano Puertorriqueño. 

B. … 

…” 

 

Sección 3.-Se enmienda el Artículo 9 de la Ley 203-2007, según enmendada, para que lea 

como sigue:  

“Artículo 9. — Violaciones y penalidad.  

Aquella persona que se encuentre que viole algunos de los derechos aquí establecidos 

será procesado por delito menos grave con una multa hasta dos mil (2,000) dólares. Las 

empresas o agencias del Gobierno de Puerto Rico y aquellos individuos que obstruyan o actúen 

de forma tal que afecten los derechos de los miembros de las Fuerzas Armadas o los veteranos, 

serán responsables por los daños que ocasionen al soldado o veterano, incluyendo el pago de 

honorarios de abogados. Será facultad del Juez imponer una indemnización de hasta el triple 

de los daños que se ocasione al veterano. 

El Procurador del Veterano queda, por el presente, autorizado para poner en vigor las 

disposiciones de esta Ley, para investigar, instrumentar y procesar las infracciones a las 

mismas; y podrá representar en los Tribunales de Justicia de Puerto Rico a los veteranos 

perjudicados por las violaciones de esta Ley. Todo organismo e institución gubernamental del 

Gobierno de Puerto Rico, incluyendo corporaciones públicas o cuasipúblicas, así como los 

gobiernos municipales que no cumplan con las disposiciones establecidas en esta Ley, podrá 
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el Procurador imponer multa administrativa, que no excederá de cinco mil (5,000) dólares por 

cada violación. El importe por multa administrativa será depositado a favor de la Oficina del 

Procurador del Veterano para llevar a cabo la implementación de la política pública y las 

obligaciones que le impone esta Ley para beneficio de los veteranos.  

En el caso del incumplimiento por parte de las agencias, instrumentalidades o 

municipios con las disposiciones del Artículo 4, Inciso A de la presente Ley, las multas 

impuestas por la Oficina del Procurador del Veterano por dichas violaciones  se depositarán 

en el Fondo General del Gobierno de Puerto Rico y podrán ser asignados anualmente en el 

presupuesto de la Oficina del Procurador del Veterano para ser utilizados en el financiamiento 

de campañas educativas e iniciativas de orientación dirigidas a promover el conocimiento y 

cumplimiento de los derechos establecido en esta Carta de Derechos del Veterano.”  

Sección 4.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación” 

 

“INFORME  

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico, previo 

estudio y consideración del P. de la C. 826, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación sin 

enmiendas. 

 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

El P. de la C. 826 propone “añadir un inciso (l) al Artículo 2, enmendar el inciso A del Artículo 

4 y enmendar el Artículo 9 de la Ley Núm. 203-2007, según enmendada, conocida como la “Carta de 

Derechos del Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI”; a los fines de establecer que todas las agencias 

del Gobierno de Puerto Rico, sus instrumentalidades y los municipios tengan que incluir en toda 

publicación, anuncio o edicto relacionado al proceso de reparto, venta, cesión, donación o 

arrendamiento de propiedades, programas de vivienda de interés social o aquellos que otorguen 

subsidios para la adquisición o alquiler de viviendas; una referencia al derecho de preferencia para los 

veteranos dispuesto en dicho inciso; y para otros fines relacionados”.   

 

INTRODUCCIÓN 

Según reza la parte expositiva de la medida, “[l]a Ley 203-2007, según enmendada, conocida 

como la “Carta de Derechos del Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI”, establece en su Artículo 4, 

inciso A, de manera expresa y con carácter vinculante, que todo veterano cualificado, así como los 

cónyuges viudos de veteranos, gozarán de preferencia, en igualdad de condiciones, para acceder a 

cualquier modalidad de vivienda gestionada por el Gobierno de Puerto Rico. El alcance de esta 

preferencia abarca, específicamente, los procesos de reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento 

de propiedades pertenecientes al gobierno central, sus agencias, instrumentalidades y municipios, 

incluyendo, además, los proyectos residenciales desarrollados por el Departamento de la Vivienda, así 

como todos los programas de vivienda de interés social o aquellos que otorguen subsidios para la 

adquisición o alquiler de viviendas administrados por entidades públicas.  

El reconocimiento de esta preferencia constituye un acto de justicia social hacia quienes han 

dedicado años de su vida al servicio de la Nación. No obstante, su cumplimiento pleno continúa 

dependiendo, lamentablemente, en primera instancia, de la voluntad y el conocimiento de las entidades 

que administran dichos programas.  



Jueves, 4 de junio de 2026 Núm. 40 

 

 

18543 

A pesar de los esfuerzos de divulgación realizados por la Oficina del Procurador del Veterano 

(OPV), con sus limitados recursos, un significativo número de veteranos y sus cónyuges 

sobrevivientes continúan desconociendo la existencia de este derecho preferencial. Este 

desconocimiento, particularmente agudo entre veteranos de escasos recursos, se convierte en un 

obstáculo que impide el pleno disfrute de un beneficio diseñado precisamente para mejorar sus 

condiciones de vida. 

Por lo cual, proponemos enmendar el estatuto vigente, a los fines de establecer, como requisito 

obligatorio, que todas las agencias del Gobierno de Puerto Rico, sus instrumentalidades y los 

municipios tengan que incluir en toda publicación, anuncio o edicto relacionado con procesos de 

reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de propiedades, programas de vivienda de interés 

social o aquellos que otorguen subsidios para la adquisición o alquiler de viviendas; una referencia 

expresa al derecho de preferencia establecido en el inciso A del Artículo 4 de la Ley 203, antes citada. 

Esta enmienda tendría el efecto de convertir cada convocatoria o aviso público relacionado a estos 

asuntos, en una oportunidad automática de difusión del derecho de preferencia reconocido en dicho 

inciso, garantizando así que la información tenga una mayor posibilidad de llegar directamente a los 

potenciales beneficiarios, en el momento más oportuno. 

La implementación de esta modificación generaría importantes avances en el acceso a vivienda 

digna para la población veterana. Al incorporar la referencia legal en todos los anuncios oficiales, se 

eliminaría progresivamente la barrera del desconocimiento, permitiendo que más veteranos y 

cónyuges sobrevivientes de estos, ejerzan activamente sus derechos. Además, esta medida crearía un 

sistema de transparencia pasiva donde cada publicación serviría como recordatorio institucional de la 

preferencia establecida por ley. Para los veteranos de menores ingresos, este cambio representaría 

particular beneficio, ya que al conocer oportunamente sus derechos podrían acceder más fácilmente a 

programas de vivienda social y subsidios. 

De igual manera, con esta Ley los fondos recaudados por las multas impuestas por violaciones 

a las disposiciones contenidas en el inciso A del Artículo 4 de la Ley 203, antes citada, se destinarán 

exclusivamente a financiar campañas educativas e iniciativas de orientación dirigidas a promover el 

conocimiento y cumplimiento de los derechos establecidos en la Carta de Derechos del Veterano del 

Siglo XXI. 

Estas modificaciones no solo reafirmarían el deber legal de las entidades gubernamentales de 

cumplir con este mandato de inclusión, sino que también le brindaría a la OPV un mecanismo real 

para fomentar la divulgación de estos derechos a través de esfuerzos sostenidos de educación pública, 

fortaleciendo así su capacidad institucional para proteger y empoderar a la población veterana de la 

Isla”.   

 

ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LA MEDIDA 

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, atendiendo su responsabilidad y 

deber ministerial en el estudio y evaluación del P. de la C. 826, y como un asunto de economía 

procesal, solicitó los comentarios que emitieron las agencias o entidades a la Comisión de Asuntos 

Federales y Veteranos de la Cámara de Representantes. Los comentarios recibidos fueron los emitidos 

por la Oficina del Procurador del Veterano (OPV), Departamento de la Vivienda (DV) y el 

Departamento de Justicia (DJ). Además, esta Comisión que suscribe solicitó comentarios a la 

Federación de Alcaldes (FA) y a la Asociación de Alcaldes de Puerto Rico (AA). Sin embargo, al 

momento de redactar este Informe no se habían recibido los comentarios de la Federación de Alcaldes. 

A continuación, presentamos de forma sintetizada las expresiones de las agencias que 

presentaron sus comentarios, señalando particularmente las recomendaciones de estas. 
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Oficina del Procurador del Veterano (OPV) 

La Oficina del Procurador del Veterano (OPV) expresó que es el organismo gubernamental 

cuasi-legislativo y cuasi-judicial responsable de fiscalizar la implantación y cumplimiento por parte 

de las agencias y entidades privadas de la política pública dispuesta en la Ley Núm. 203-2007, según 

enmendada, conocida como la “Carta de Derechos del Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI”. Indicó 

que tiene la obligación estatutaria de velar por los derechos de los veteranos y sus familias en áreas 

tales como educación, salud, seguridad, empleo, derechos civiles y políticos, vivienda, transportación, 

recreación y cultura, entre otras, así como establecer e implantar programas de asistencia, orientación 

y asesoramiento, y coordinar con las entidades correspondientes la prestación de servicios necesarios. 

En cuanto a la medida bajo consideración, la OPV indicó que la misma propone enmendar la 

Ley Núm. 203-2007 para establecer que todas las agencias del Gobierno de Puerto Rico, sus 

instrumentalidades y los municipios tengan que incluir en toda publicación, anuncio o edicto 

relacionado con procesos de reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de propiedades, así 

como en programas de vivienda de interés social o subsidios para la adquisición o alquiler de 

viviendas, una referencia expresa al derecho de preferencia dispuesto en el inciso A del Artículo 4 de 

dicha Ley. 

Señaló que, conforme a la Exposición de Motivos, la Carta de Derechos del Veterano establece 

un derecho de preferencia en materia de vivienda para veteranos cualificados y sus cónyuges 

supérstites en programas del Gobierno de Puerto Rico; sin embargo, indicó que el reconocimiento de 

este derecho depende en gran medida del conocimiento de las agencias y de los propios beneficiarios, 

destacando que muchos veteranos, particularmente aquellos de escasos recursos, desconocen la 

existencia de dicho beneficio. 

La OPV expuso que, mediante el proyecto, se propone obligar a todas las agencias 

gubernamentales y municipios a incluir una referencia expresa a este derecho en toda publicación 

relacionada con programas de vivienda, de forma que cada convocatoria, al ser publicada, se convierta 

en una herramienta de divulgación automática, llevando la información directamente a los potenciales 

beneficiarios en el momento oportuno. 

Indicó que esta medida permitirá reducir progresivamente el obstáculo del desconocimiento, 

facilitando que más veteranos ejerzan activamente sus derechos, a la vez que crea un sistema de 

“recordatorio institucional” pasivo y constante sobre la preferencia legal, en beneficio de la 

transparencia. Asimismo, destacó que el impacto social será particularmente significativo para los 

veteranos de bajos ingresos, al facilitar su acceso a vivienda social y subsidios. 

En cuanto a la disposición relacionada con multas, la OPV señaló que los fondos recaudados 

por incumplimientos se destinarán exclusivamente a financiar campañas educativas sobre los derechos 

de los veteranos, lo cual no solo reafirma el deber gubernamental, sino que provee a la OPV un 

mecanismo para fomentar la divulgación y fortalecer su capacidad para proteger a la población 

veterana. 

La OPV expresó que la enmienda propuesta al Artículo 9 reviste gran importancia, ya que 

fortalece su capacidad operativa para cumplir con su misión educativa y de fiscalización, al permitir 

la utilización de los fondos provenientes de multas para campañas educativas, divulgación activa y 

orientación. Indicó que actualmente no cuenta con asignaciones presupuestarias suficientes para estos 

fines, por lo que esta medida representaría un avance significativo en su capacidad institucional. 

En ese sentido, sostuvo que esta facultad permitiría desarrollar iniciativas sostenidas de 

orientación, incluyendo la creación de materiales educativos, talleres, medios digitales y alianzas 
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comunitarias, fortaleciendo el empoderamiento comunitario y reduciendo la vulnerabilidad de los 

veteranos ante el desconocimiento de sus derechos. 

Como recomendación específica, la OPV planteó que se extienda el derecho de preferencia 

dispuesto en el inciso A del Artículo 4 a organizaciones bona fide de veteranos, particularmente en 

casos relacionados con propiedades no residenciales, tales como locales, terrenos o estructuras que 

puedan ser utilizadas para fines institucionales. Indicó que esta recomendación responde a la necesidad 

de fortalecer el ecosistema comunitario que apoya a los veteranos, muchas de cuyas organizaciones 

enfrentan limitaciones de infraestructura. 

Para viabilizar esta recomendación, sugirió la inclusión de una definición formal del término 

“organización bona fide de veteranos” en el Artículo 2 de la Ley Núm. 203-2007, estableciendo 

criterios claros y verificables, incluyendo su constitución como entidad sin fines de lucro, 

cumplimiento de obligaciones legales y fiscales, y una estructura organizativa que garantice 

transparencia y funcionamiento efectivo. 

Finalmente, la OPV acogió positivamente la aprobación del Proyecto de la Cámara 826, al 

considerar que representa un paso firme y necesario hacia el fortalecimiento de los derechos de la 

población veterana en Puerto Rico, particularmente en el acceso a vivienda digna. 

 

Departamento de la Vivienda (DV) 

El Departamento de la Vivienda expuso que fue creado mediante la Ley Núm. 97 de 20 de 

junio de 1972, según enmendada, con el propósito de brindar un enfoque integral a los retos de 

vivienda en Puerto Rico. Indicó que su política pública reafirma el compromiso de promover el 

desarrollo social y económico de las comunidades más vulnerables, propiciando la autosuficiencia de 

las familias y garantizando acceso digno a vivienda. 

Señaló que este compromiso se alinea con la política pública gubernamental dirigida a 

fortalecer y ampliar los servicios a la ciudadanía, asegurando una mejor calidad de vida, con acceso a 

vivienda, salud y seguridad, y reconociendo la importancia de atender a quienes han servido a la 

Nación. 

En ese contexto, el Departamento de la Vivienda expresó su conformidad con la importancia 

de atender los factores que impactan a la población de veteranos y procedió a presentar sus 

recomendaciones. 

En primer lugar, recomendó la extensión del alcance de la medida, de manera que el propósito 

de la misma se amplíe para que cada veterano que visite una agencia estatal pueda recibir orientación 

sobre los programas o beneficios disponibles, no limitándose exclusivamente al ámbito de vivienda. 

En segundo lugar, señaló la disponibilidad de programas en Vivienda, indicando que el 

Departamento no administra programas exclusivos para veteranos, sino que estos pueden solicitar a 

los programas existentes en igualdad de condiciones con la ciudadanía en general, por lo que no 

existen programas cuyo único criterio de elegibilidad sea la condición de veterano. 

Asimismo, destacó que los programas de vivienda pública están regulados por el Departamento 

de Vivienda y Desarrollo Urbano de los Estados Unidos (HUD), cumpliendo con los requisitos de 

divulgación establecidos por la normativa federal aplicable. 

En tercer lugar, en cuanto al rol de la Oficina del Procurador del Veterano (OPV), sugirió que 

dicha entidad requiera a cada agencia informar los programas, subsidios o beneficios disponibles para 

los veteranos, y que esta información sea publicada de manera centralizada. Indicó que la información 

debe incluir el nombre del programa, dirección física, correo electrónico, teléfono de contacto, persona 

enlace interagencial y enlaces electrónicos para obtener más detalles o realizar solicitudes. 
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Finalmente, en cuanto a la publicidad interagencial, recomendó que cada agencia publique 

avisos en sus instalaciones y medios digitales con referencia a los beneficios disponibles para 

veteranos, incluyendo un enlace directo a la página de la OPV. Asimismo, respaldó el lenguaje 

sugerido para el aviso estandarizado, el cual establece el derecho de preferencia para veteranos y sus 

viudos en igualdad de condiciones, sujeto al cumplimiento de los parámetros reglamentarios 

aplicables. 

El Departamento de la Vivienda, en consecuencia, manifestó una postura favorable a la 

medida, sujeta a la consideración de sus recomendaciones para fortalecer la coordinación interagencial 

y ampliar el alcance de la orientación a la población veterana. 

 

Departamento de Justicia (DJ) 

El Departamento de Justicia, en atención a la solicitud de la Comisión, sometió sus 

comentarios sobre el Proyecto de la Cámara 826, indicando que el mismo propone enmendar la Carta 

de Derechos del Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI para requerir que todas las agencias del 

Gobierno de Puerto Rico incluyan una referencia al derecho de preferencia de los veteranos en 

publicaciones relacionadas con procesos de vivienda. 

En su análisis, señaló que la Asamblea Legislativa de Puerto Rico goza de amplia discreción 

para promulgar legislación dirigida a promover y proteger el bienestar del pueblo, al amparo de los 

poderes conferidos por la Constitución de Puerto Rico, incluyendo su poder de razón de estado (police 

power). 

Indicó que la Carta de Derechos del Veterano ya consigna derechos y beneficios para las 

personas que han prestado servicio en las Fuerzas Armadas, incluyendo el derecho de preferencia en 

la adquisición de propiedades, por lo que la medida propuesta procura reforzar la divulgación de dicho 

derecho mediante la inclusión obligatoria de avisos en publicaciones oficiales. 

El Departamento expresó que esta disposición fortalece la divulgación del derecho de 

preferencia y contribuye a que un mayor número de veteranos y sus familiares puedan ejercerlo de 

manera informada, en cumplimiento con los principios de justicia y reconocimiento que inspiran la 

legislación. 

No obstante, en cuanto a la disposición que establece que los fondos recaudados por concepto 

de multas se destinen a un fondo especial para campañas educativas, el Departamento advirtió que 

dicha disposición podría resultar incompatible con la Ley Núm. 26-2017 (Ley de Cumplimiento con 

el Plan Fiscal) y con la Ley de Contabilidad del Gobierno de Puerto Rico, las cuales disponen que los 

fondos públicos deben ingresar al Fondo General del Tesoro Estatal y no a fondos especiales. 

Indicó que estas leyes prohíben la creación de fondos especiales para programas 

gubernamentales fuera del marco presupuestario, por lo que el lenguaje propuesto podría ser contrario 

a la política pública fiscal vigente. 

A pesar de dicha observación, el Departamento de Justicia no objetó la validez constitucional 

de la medida ni su política pública, reconociendo que la misma se encuentra dentro de la facultad 

legislativa de la Asamblea Legislativa y que su propósito es fortalecer la protección de los derechos 

de los veteranos. 

 

Asociación de Alcaldes 

La Asociación de Alcaldes de Puerto Rico presentó sus comentarios en torno al Proyecto de la 

Cámara 826. Indicó que el reconocimiento de esta preferencia constituye un acto de justicia social 

hacia quienes han dedicado años de su vida al servicio de la Nación. No obstante, señaló que el 
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cumplimiento pleno de este derecho continúa dependiendo, lamentablemente, en primera instancia, 

de la voluntad y el conocimiento de las entidades que administran dichos programas. 

En ese sentido, expresó que se propone enmendar el estatuto vigente para establecer, como 

requisito obligatorio, que todas las agencias del Gobierno de Puerto Rico, sus instrumentalidades y los 

municipios tengan que incluir en toda publicación, anuncio o edicto relacionado con procesos de 

reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de propiedades, programas de vivienda de interés 

social o aquellos que otorguen subsidios para la adquisición o alquiler de viviendas, una referencia 

expresa al derecho de preferencia establecido en el inciso A del Artículo 4 de la Ley Núm. 203-2007. 

Asimismo, sostuvo que esta enmienda tendría el efecto de convertir cada convocatoria o aviso 

público relacionado con dichos asuntos en una oportunidad automática de difusión del derecho de 

preferencia reconocido en la Ley, garantizando así que la información tenga una mayor posibilidad de 

llegar directamente a los potenciales beneficiarios en el momento más oportuno. 

La Asociación de Alcaldes manifestó que la implementación de esta modificación generaría 

importantes avances en el acceso a vivienda digna para la población veterana. Indicó que, al incorporar 

la referencia legal en todos los anuncios oficiales, se eliminaría progresivamente la barrera del 

desconocimiento, permitiendo que más veteranos y cónyuges sobrevivientes ejerzan activamente sus 

derechos. 

Añadió que, para los veteranos de menores ingresos, este cambio representaría un beneficio 

particular, ya que al conocer oportunamente sus derechos podrían acceder más fácilmente a programas 

de vivienda social y subsidios. 

De igual forma, expresó que el proyecto dispone que los fondos recaudados por las multas 

impuestas por violaciones a las disposiciones contenidas en el inciso A del Artículo 4 de la Ley Núm. 

203-2007 se destinen exclusivamente a financiar campañas educativas e iniciativas de orientación 

dirigidas a promover el conocimiento y cumplimiento de los derechos establecidos en la Carta de 

Derechos del Veterano del Siglo XXI. 

La Asociación de Alcaldes indicó que no tiene objeción al proyecto, por entender que el mismo 

reconoce a los veteranos que dieron su vida por defender la democracia y permite que puedan gozar 

de una preferencia, así como que se publiquen adecuadamente las oportunidades de adquisición de 

viviendas. 

No obstante, recomendó que se consulte con la Junta de Supervisión Fiscal el uso de los fondos 

recaudados por concepto de multas dispuestas en el Artículo 4 de la Ley Núm. 203-2007, conforme al 

Plan Fiscal del Gobierno aprobado en julio de 2025. 

 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, conocida 

como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano 

del Senado de Puerto Rico, certifica que el P. de la C. 826 no impone una obligación económica en el 

presupuesto de los gobiernos municipales.  

 

CONCLUSIÓN 

Luego de evaluar detenidamente los memoriales explicativos sometidos por la Oficina del 

Procurador del Veterano, el Departamento de la Vivienda, el Departamento de Justicia y la Asociación 

de Alcaldes de Puerto Rico, esta Comisión concluye que el Proyecto de la Cámara 826 constituye una 

medida meritoria, necesaria y cónsona con la política pública del Gobierno de Puerto Rico dirigida a 

la protección, reconocimiento y fortalecimiento de los derechos de la población veterana. 
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La evidencia presentada ante la consideración de esta Comisión demuestra que el derecho de 

preferencia en materia de vivienda para veteranos y sus cónyuges supérstites ya se encuentra 

expresamente reconocido en la Ley Núm. 203-2007, según enmendada, conocida como la “Carta de 

Derechos del Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI”. No obstante, surge de manera consistente de 

los memoriales evaluados que el principal obstáculo para el ejercicio efectivo de dicho derecho ha 

sido el desconocimiento generalizado por parte de los potenciales beneficiarios, particularmente entre 

los veteranos de escasos recursos y sus familias. 

En ese contexto, esta Comisión entiende que la medida atiende de forma directa una necesidad 

real de política pública al establecer como requisito obligatorio que toda publicación, anuncio, 

convocatoria o edicto relacionado con programas de vivienda, reparto, venta, cesión, donación o 

arrendamiento de propiedades, así como programas de subsidios para adquisición o alquiler de 

viviendas, incluya una referencia expresa al derecho de preferencia reconocido a favor de los 

veteranos. La Comisión coincide con las entidades comparecientes en que esta disposición convierte 

cada aviso público en un mecanismo automático de divulgación y orientación, aumentando 

significativamente las posibilidades de que la información llegue de forma oportuna a quienes tienen 

derecho a beneficiarse de la misma. 

La Oficina del Procurador del Veterano sostuvo que la medida representa un paso firme y 

necesario hacia el fortalecimiento de los derechos de la población veterana, particularmente en el 

acceso a vivienda digna. Asimismo, destacó que la legislación fortalecería su capacidad institucional 

para desarrollar campañas educativas, iniciativas de orientación y esfuerzos de divulgación dirigidos 

a promover el conocimiento de los derechos reconocidos en la Carta de Derechos del Veterano 

Puertorriqueño del Siglo XXI. Esta Comisión reconoce el valor de dichas expresiones y entiende 

meritoria la recomendación de fortalecer la capacidad educativa y fiscalizadora de la OPV. De igual 

manera, la OPV recomendó extender el alcance del derecho de preferencia a organizaciones bona fide 

de veteranos en aquellos casos relacionados con propiedades no residenciales destinadas a fines 

institucionales.  

Por su parte, el Departamento de la Vivienda respaldó la intención legislativa de la medida y 

reafirmó la importancia de continuar promoviendo el acceso digno a vivienda para poblaciones 

vulnerables, incluyendo los veteranos. Asimismo, recomendó ampliar los mecanismos de orientación 

interagencial y centralizar información sobre programas y beneficios disponibles para veteranos 

mediante la Oficina del Procurador del Veterano. 

La Asociación de Alcaldes de Puerto Rico expresó igualmente que el reconocimiento de esta 

preferencia constituye un acto de justicia social hacia quienes dedicaron años de su vida al servicio de 

la Nación. Además, coincidió en que la medida permitirá reducir progresivamente la barrera del 

desconocimiento, facilitando que más veteranos y cónyuges sobrevivientes puedan ejercer 

activamente sus derechos y acceder con mayor facilidad a programas de vivienda y subsidios. 

En cuanto al análisis jurídico de la medida, el Departamento de Justicia reconoció que la 

Asamblea Legislativa posee amplia facultad constitucional para promulgar legislación dirigida a 

proteger el bienestar del pueblo y fortalecer los derechos de sectores particularmente vulnerables, 

incluyendo la población veterana. El Departamento concluyó que la medida se encuentra dentro de 

dicha facultad legislativa y que su propósito es consistente con los principios de justicia social y 

reconocimiento que inspiran la Carta de Derechos del Veterano. 

La Comisión concluye que el Proyecto de la Cámara 826 fortalece significativamente la 

transparencia gubernamental y promueve el acceso efectivo a información relacionada con derechos 

previamente reconocidos por ley a favor de los veteranos y sus familias. Asimismo, entiende que la 

medida fomenta una mayor coordinación interagencial y fortalece los mecanismos de orientación 
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dirigidos a esta población, contribuyendo así a mejorar su acceso a oportunidades de vivienda digna 

y programas de asistencia gubernamental. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del 

Veterano del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, tiene a bien presentar ante este 

Alto Cuerpo el Informe Positivo del P. de la C. 826, recomendando su aprobación sin enmiendas. 

 

Respetuosamente sometido, 

(Fdo.) 

Gregorio Matías Rosario 

Presidente 

Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano” 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 971, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Municipales, con enmiendas, según el entirillado 

electrónico que se acompaña:  

“LEY 

Para enmendar el Artículo 2.048 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”; con el fin a los fines de realizar enmiendas técnicas para 

restablecer, dentro de las Condiciones Generales para el Ingreso al Servicio Público Municipal, el 

requisito de que el solicitante no haya sometido ni intentado someter información falsa, incorrecta o 

engañosa en solicitudes de examen, reclutamiento o empleo, reincorporando así texto vigente 

previamente omitido; restituir texto vigente previamente omitido. y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley 40-2025 enmendó la Ley 8-2017, según enmendada, conocida como “Ley para la 

Administración y  Transformación de los Recursos Humanos del Gobierno de Puerto Rico”; la Ley 

15 de 14 de abril de 1931, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos de Puerto Rico”; y la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, para a los fines de devolver a la Oficina de Administración y 

Transformación de los Recursos Humanos del Gobierno de Puerto Rico (OATRH) la facultad de 

habilitar empleados para el servicio público.   

Por su parte, el Artículo 2.048 de la Ley 107-2020, supra, establece las condiciones generales 

para el ingreso al servicio público municipal, así como las excepciones a cumplir con estas condiciones 

cuando el empleado ha sido rehabilitado. 

La En lo pertinente, la Ley 40-2025 enmendó dicho el referido Artículo 2.048, para 

expresamente reflejar la facultad delegada al Director de la OATRH.  No obstante, los cambios 

realizados al Artículo 2.048 a dicha disposición omitieron inadvertidamente texto vigente del Código 

Municipal de Puerto Rico. 

Esta Reconociendo dicha omisión, esta Ley restituye tiene como propósito restituir el lenguaje 

omitido en el Artículo 2.048 de la Ley 107-2020, supra, mientras se mantiene la intención legislativa 

contenida en la Ley 40-2025, de devolverle a la OATRH la facultad de habilitar empleados para el 

servicio público. Parte Así pues, parte del lenguaje que se busca restablecer mediante la medida es el 

requisito, dentro de las Condiciones Generales para el Ingreso al Servicio Público Municipal, de que 

el solicitante no haya sometido ni intentado someter información falsa, incorrecta o engañosa en 

solicitudes de examen, reclutamiento o empleo. 



Jueves, 4 de junio de 2026 Núm. 40 

 

 

18550 

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 2.048 de la Ley 107-2020, según enmendada, para que 

lea como sigue: 

“Artículo 2.048- Disposiciones sobre Reclutamiento y Selección 

Todo municipio deberá ofrecer la oportunidad de ocupar puestos de carrera o 

transitorios a cualquier persona cualificada que interese participar en las funciones públicas 

del municipio.  Esta participación se establecerá en atención al mérito del candidato, sin 

discrimen por razón de raza, color, sexo, nacimiento, edad, orientación sexual, identidad de 

género, origen o condición social, ni por ideas políticas o religiosas, ni por ser víctima de 

agresión sexual o acecho, ni por ser veterano(a) de las Fuerzas Armadas, ni tampoco por 

impedimento físico o mental, ni por tener peinados protectores y texturas de cabello que 

regularmente se asocian con identidades de raza y origen nacional particulares. 

(a) Condiciones generales para ingreso – Se establecen las siguientes condiciones 

generales para ingreso al servicio público municipal: 

(1) … 

… 

(7)  No hacer uso ilegal, problemático, o en incumplimiento de las 

recomendaciones médicas, de sustancias controladas.  

(8)  No haber sometido o intentado someter información falsa o engañosa 

en solicitudes de examen o de empleo.  

Las últimas seis (6) causales no se aplicarán cuando el candidato haya sido 

habilitado para el servicio público por el Director de la Oficina de Administración y 

Transformación de los Recursos Humanos del Gobierno de Puerto Rico (OATRH). 

(b) … 

… 

(e) … 

…” 

Sección 2.- Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 

 

“INFORME  

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Municipales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y 

consideración del P. de la C. 971, recomienda su aprobación, con enmiendas, según incluidas en el 

Entirillado Electrónico que se acompaña. 

 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

El Proyecto de la Cámara 971 tiene como propósito “enmendar el Artículo 2.048 de la Ley 

107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”; con el fin de 

realizar enmiendas técnicas para restablecer dentro de las Condiciones Generales para el Ingreso al 

Servicio Público Municipal, de que el solicitante no haya sometido ni intentado someter información 

falsa, incorrecta o engañosa en solicitudes de examen, reclutamiento o empleo; restituir texto vigente 

previamente omitido”. 
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ALCANCE DEL INFORME 

La Comisión informante solicitó y obtuvo comentarios del Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos (“DTRH”). Desafortunadamente, y a pesar de encontrarse consultados desde 

el 5 de febrero de 2026, al momento de presentar este informe, no habían comparecido la Asociación 

de Alcaldes de Puerto Rico; la Federación de Alcaldes de Puerto Rico; ni la Oficina de Administración 

y Transformación de los Recursos Humanos (“OATRH”) del Gobierno de Puerto Rico. No obstante, 

dichas incomparecencias no son óbice para que la medida continúa su trámite, y el Poder Legislativo 

lleve a cabo su función y deber de legislar.  

Ante dichas incomparecencias, y con el propósito de contar con insumos que permitieran una 

evaluación responsable de la medida, la Comisión informante solicitó a la Comisión de Asuntos 

Municipales de la Cámara de Representantes de Puerto Rico copia de los memoriales explicativos 

sometidos por dichas entidades ante ese foro legislativo. Después de evaluados, consideramos que son 

suficientes para llevar a cabo el análisis necesario sobre el presente proyecto y, por tanto, rendir este 

informe.  

ANÁLISIS 

La Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, 

aglutinó bajo un mismo estatuto todo lo relacionado a la administración, organización y 

funcionamiento de los gobiernos municipales en Puerto Rico. Precisamente, en su Artículo 1.003, se 

declara como política pública del Gobierno de Puerto Rico “proveer a los municipios de aquellos 

poderes y facultades necesarias para que puedan asumir su función fundamental a favor del desarrollo 

social y económico de sus jurisdicciones”.65 Lo anterior supone dotar a los ayuntamientos de las 

herramientas que permitan su desarrollo continuo, así como respetar la llamada “autonomía 

municipal”. 

Así las cosas, el Artículo 2.048 del Código Municipal establece las reglas que deben seguir los 

municipios cuando reclutan y seleccionan personal para ocupar algún puesto dentro del ayuntamiento. 

Esto es: 

Todo municipio deberá ofrecer la oportunidad de ocupar puestos de carrera o 

transitorios a cualquier persona cualificada que interese participar en las funciones 

públicas del municipio. Esta participación se establecerá en atención al mérito del 

candidato, sin discrimen por razón de raza, color, sexo, nacimiento, edad, orientación 

sexual, identidad de género, origen o condición social, por ideas políticas o religiosas, 

ni por ser víctima de agresión sexual o acecho, ni por ser veterano(a) de las Fuerzas 

Armadas, ni tampoco por impedimento físico o mental, ni por tener peinados 

protectores y texturas de cabello que regularmente se asocian con identidades de raza 

y origen nacional particulares.66 

En tal sentido, el principio de mérito es el factor determinante para este tipo de contrataciones. 

Por tanto, se persigue escoger a la persona más cualificada para el puesto, luego de un proceso de 

evaluación objetiva. Para ocupar un puesto, el Artículo 2.0048 establece que la persona debe estar 

física y mentalmente apta para realizar sus funciones; ser ciudadano(a) de los Estados Unidos de 

América o extranjero legalmente autorizado; no figurar en los registros de Ofensores Sexuales, ni de 

Personas Convictas por Maltrato a Adultos Mayores, o de Personas Convictas por Corrupción; no 

haber incurrido en conducta deshonrosa ni haber sido destituido del servicio público por causas que 

 
65 Código Municipal de Puerto Rico, Ley 107-2020, según enmendada, 21 L.P.R.A. § 7003. 
66 Id. § 7237 (énfasis nuestro). 
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lo inhabiliten; no haber sido convicto de delitos que impliquen depravación moral o violación de 

deberes oficiales; y no hacer uso ilegal o indebido de sustancias controladas. Sin embargo, la referida 

disposición, en su inciso (8) establece como uno de estos requisitos el “[n]o haber sometido o 

intentado someter información falsa o engañosa en solicitudes de examen o de empleo”.67 

Según señalado, el precitado artículo establece las condiciones generales para el ingreso al 

servicio público municipal y, a su vez, las excepciones al cumplimiento de dichas condiciones cuando 

medie una rehabilitación por parte del servidor público. No obstante, la Ley 40-2025 enmendó el 

referido Artículo 2.048 para reflejar puntualmente la facultad delegada al director de la Oficina de 

Administración y Transformación de los Recursos Humanos (en adelante, “OARTH”) del Gobierno 

de Puerto Rico, en virtud de la intención total de dicho estatuto.  

Así pues, los cambios realizados al referido artículo omitieron texto vigente de la Ley 107-

2020, específicamente el subinciso (8) del inciso (a) de dicha disposición. En vista de lo anterior, dicha 

omisión no debe interpretarse como una alteración sustantiva de la política pública vigente ni como 

un abandono a uno de los elementos o requisitos para la evaluación de aquella persona que interese 

ocupar un cargo público en un municipio. Precisamente, en la Exposición de Motivos del P. de la C. 

971 se reconoce la exclusión u omisión del texto vigente.  

En ese contexto, resulta razonable concluir que la intención legislativa nunca fue suprimir el 

requisito de veracidad en los procesos de reclutamiento, sino mantener incólume el andamiaje 

normativo que garantiza la integridad, transparencia y confiabilidad del servicio público. Así, la 

corrección realizada mediante esta medida reafirma la vigencia de dicho principio como elemento 

esencial en la evaluación de los potenciales candidatos al servicio público municipal. 

Por consiguiente, la enmienda  propuesta por el P. de la C. 971 no solo subsana la omisión 

advertida, sino que armoniza el texto de la Ley 40-2025 con la política pública del Código Municipal, 

asegurando la continuidad de un sistema de mérito robusto y coherente con los valores de la 

administración pública. 

 

RESUMEN DE COMENTARIOS 

A) DEPARTAMENTO DEL TRABAJO Y RECURSOS HUMANOS 

Mediante memorial explicativo, la secretaria del DTRH, María del Pilar Vélez Casanova, 

otorgó deferencia a la opinión que pueda emitir la OATRH, por entender que la materia objeto del 

proyecto—particularmente lo relacionado con la habilitación de empleados públicos—no está dentro 

de su jurisdicción, sino que recae principalmente en la entidad señalada.68 

No obstante, y a manera ilustrativa, el DTRH esbozó que, conforme a la Sección 6.8 de la Ley 

8-2017, según enmendada, conocida como “Ley para la Administración y Transformación de los 

Recursos Humanos”, las personas que aspiren o formen parte del servicio público no deben haber 

incurrido en conductas impropias o sancionadas por ley. Sin embargo, reconoce que “el Estado tiene 

un gran interés de que todas aquellas personas que en determinado tiempo quedaron inhabilitadas para 

ocupar puestos en el servicio público puedan, por sus propios méritos, superar la situación que los 

inhabilitó e integrarse o reintegrarse, según sea el caso, al servicio público”.69   

Por ello, dispone que toda persona con historial de conducta impropia solo podrá trabajar en 

el servicio público mediante un procedimiento de habilitación, conforme dispone la referida Sección 

6.8. Enfatiza, además, que este requisito es fundamental, ya que la Ley 8-2017 establece penalidades 

a todo funcionario o empleados que, a sabiendas, autorice un nombramiento en violación de la aludida 

 
67 Id. 
68 DTRH, MEMORIAL EXPLICATIVO EN TORNO AL P. DE LA C. 971, en la pág. 3 (2026). 
69 Id.  
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disposición. Por último, el DTRH señaló que el principio de mérito “es la piedra angular en la 

administración de los recursos humanos, establece como norma que sean los más aptos los que 

deben ser considerados para el servicio público”.70 

 

B) ASOCIACIÓN DE ALCALDES DE PUERTO RICO 

La directora ejecutiva de la Asociación de Alcaldes de Puerto Rico, Verónica Rodríguez 

Irriazary, señaló que el P. de la C. 971 propone la inclusión de un inciso (8) que ya fue incorporado 

mediante la Ley 22-2025. Por ello, recomendó que la Comisión evalué el texto del proyecto de forma 

armonizada con las disposiciones vigentes de dicha ley, a fin de evitar duplicidades y asegurar 

coherencia en el ordenamiento jurídico.71 

 

C) FEDERACIÓN DE ALCALDES DE PUERTO RICO 

El director ejecutivo de la Federación de Alcaldes de Puerto Rico, Ángel M. Morales Vázquez, 

endosó la aprobación del P. de la C. 971, a fin de corregir un error técnico y armonizar el texto 

vigente del Código Municipal. En esencia, esbozó lo siguiente: 

La pieza legislativa es un acierto en cuanto a técnica normativa. Al restituir lenguaje 

omitido y clarificar la delegación de funciones relacionadas con la habilitación de 

empleados públicos, se evitan inconsistencias y ambigüedades que pueden afectar el 

reclutamiento y la gestión de personal municipal. La precisión del texto legal 

contribuye a una administración más eficiente, reduce espacios de interpretación 

errática y evita intervenciones innecesarias del Estado, lo que a su vez minimiza costos 

administrativos para los municipios.72 

La Federación entiende que el proyecto en referencia fortalece la estabilidad del marco jurídico 

aplicable al servicio público municipal y mejora su operatividad sin alterar el contenido sustantivo ni 

política pública relevante. 

 

D) OFICINA DE ADMINISTRACIÓN Y TRANSFORMACIÓN DE LOS RECURSOS HUMANOS 

El director de la OARTH, Lcdo. Facundo M. Di Mauro Vázquez, no presentó objeción a la 

aprobación del P. del C. 971. Sucintamente, destacó que la Ley 40-2025 enmendó varios estatutos, 

incluyendo el Código Municipal, a fin de devolver a la OARTH la facultad de habilitar empleados 

para el servicio público. Sin embargo, en cuanto a la ley municipal se refiere, dicho estatuto omitió 

lenguaje vigente al momento de aprobarse.  

De modo que, hizo constar la importancia de restituir el lenguaje omitido en el Artículo 2.048 

de la Ley 107-2020, toda vez, la pieza legislativa mantiene la intención contenida en la Ley 40-2025, 

en cuanto a devolverle a la OATRH la facultad de habilitar funcionarias para el servicio público.73 

 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Asuntos Municipales del Senado de Puerto Rico 

certifica que el P. de la C. 971 no impone una obligación económica en el presupuesto de los Gobiernos 

Municipales. 

 
70 Id. en la pág. 4 (énfasis nuestro). 
71 ASOCIACIÓN DE ALCALDES DE PUERTO RICO, MEMORIAL EXPLICATIVO EN TORNO AL P. DE LA C. 971, en las págs. 1-2 

(2026). 
72 FEDERACIÓN DE ALCALDES DE PUERTO RICO, MEMORIAL EXPLICATIVO EN TORNO AL P. DE LA C. 971, en la pág. 1 (2026). 
73 OARTH, MEMORIAL EXPLICATIVO EN TORNO AL P. DE LA C. 971, en la pág. 2 (2025). 
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CONCLUSIÓN 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Asuntos Municipales del Senado de 

Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del P. de la C. 971, con 

enmiendas. 

 

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO. 

(Fdo.) 

José A. “Josian” Santiago Rivera 

Presidente 

Comisión de Asuntos Municipales” 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 1129, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas, según el entirillado electrónico 

que se acompaña:  

 

“LEY 

Para enmendar el Artículo 1; añadir un nuevo Artículo 2; reenumerar el actual Artículo 2 como 

Artículo 3 y enmendarlo; y reenumerar los actuales Artículos 3 y 4 como 4 y 5 de la Ley 20-2023 con 

el propósito de declarar el sábado siguiente al Dia Día de Acción de Gracias de cada año como el "Dia 

Día Nacional del Mundillo Puertorriqueño"; reconocer al Municipio de Moca como “La Capital del 

Mundillo Puertorriqueño”; y para otros fines relacionados.   

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley 20-2023 declara el primer domingo de mayo de cada año como el “Día Nacional del 

Mundillo Puertorriqueño”, reconociendo el arte del tejido de bolillos o mundillo como una 

manifestación cultural significativa de la identidad puertorriqueña. Esto ha sido un paso importante 

en el reconocimiento y promoción de nuestras tradiciones artesanales únicas en el mundo. El mundillo 

es un arte profundamente arraigado en nuestra historia cuyo desarrollo de su técnica data al siglo XIX, 

iniciando con la llegada de hacendadas, militares de alto rango y monjas españolas a Moca, Isabela y 

Aguadilla. Al día de hoy, Hoy en día es un testimonio de la dedicación, la destreza y la herencia 

cultural de las personas que por generaciones han preservado y perfeccionado este arte de alta costura. 

Sin embargo, la celebración del “Día Nacional del Mundillo Puertorriqueño” según establece la 

referida Ley se ha visto limitada por el hecho de que no refleja la voluntad de la comunidad que ha 

mantenido vivo este arte. 

Durante más de 50 años se ha celebrado en Puerto Rico el Festival del Mundillo, una festividad 

anual que se celebra durante el sábado siguiente al Día de Acción de Gracias de cada año. Este evento 

ha sido la oportunidad para que la comunidad tejedora y artesana se reúna, comparta conocimientos, 

se dé a conocer y celebre su arte. La fecha es especialmente significativa ya que permite una 

celebración en la que participan las tejedoras, artesanos y sus familias, promoviendo la conexión entre 

generaciones y la preservación de la tradición. Es por ello lo que resulta necesaria una enmienda a la 

Ley 20-2023 para declarar el sábado siguiente a la celebración del Día de Acción de Gracias como el 

“Día Nacional del Mundillo Puertorriqueño”, en lugar del primer domingo de mayo, para que coincida 

con la celebración tradicional del día que más le representa. 
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Por otro lado, el pueblo de Moca ha sido históricamente el centro de la tradición del mundillo. 

Las tejedoras y artesanos de Moca han preservado y promovido este arte con gran dedicación durante 

más de un siglo hasta la actualidad. Es en Moca donde se concentra la mayor producción de estos 

encajes, y su reputación como la Capital del Mundillo Puertorriqueño es ampliamente reconocida. Por 

lo tanto, si bien se reconoce a Moca como el centro de producción del mundillo, es menester 

reconocerlo oficialmente como la Capital del Mundillo Puertorriqueño. Este reconocimiento oficial 

contribuirá a fortalecer la identidad cultural de Moca, promoviendo el turismo cultural y el desarrollo 

económico local a través de la valorización de esta tradición artesanal.  

Esta Ley enmienda responde al deseo de la comunidad de tejedoras y artesanos del mundillo, 

quienes han expresado su firme voluntad de que el día de celebración se ajuste a la fecha que coincide 

con una de las tradiciones más significativas de esta comunidad. Por ello, la aprobación de esta Ley 

no solo reafirmaría el compromiso del Estado con nuestra identidad cultural y nuestra comunidad 

artesana, sino que también contribuiría a fortalecer la economía creativa y artesanal de nuestra Isla, 

destacando la labor artística y el talento de las tejedoras y artesanos que mantienen viva esta tradición. 

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 1 de la Ley 20-2023 para que lea como sigue: 

“Artículo 1.- Se declara el sábado siguiente a la celebración del Día de Acción de Gracias en 

noviembre de cada año como el “Día Nacional del Mundillo Puertorriqueño”.” 

Sección 2.- Se añade un nuevo Artículo 2 de la Ley 20-2023 para que lea como sigue: 

“Artículo 2.- Se reconoce al Municipio de Moca como “La Capital del Mundillo 

Puertorriqueño”.” 

Sección 3.- Se reenumera el Artículo 2 de la Ley 20-2023 como el Artículo 3 y se enmienda 

para que lea como sigue: 

Artículo 3.- El Gobernador o Gobernadora de Puerto Rico, emitirá una proclama para exhortar 

a la comunidad puertorriqueña a llevar a cabo actividades conforme a la declaración del sábado 

siguiente a la celebración del Día de Acción de Gracias en noviembre de cada año, como el "Día 

Nacional del Mundillo Puertorriqueño". 

Sección 4.- Se reenumeran los Artículos 3 y 4 de la Ley 20-2023 como los Artículos 4 y 5, 

respectivamente. 

Sección 5.- Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 

“INFORME 

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del P. de 

la C. 1129, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con las enmiendas incluidas en el entirillado 

electrónico que le acompaña. 

 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

El Proyecto de la Cámara 1129, tiene como propósito enmendar los Artículos 1 y 2 de la Ley 

20-2023 para declarar el sábado siguiente al Día de Acción de Gracias de cada año como el “Día 

Nacional del Mundillo Puertorriqueño”, en lugar del primer domingo de mayo de cada año; para añadir 

un nuevo Artículo 2 que reconozca al Municipio de Moca como “La Capital del Mundillo 

Puertorriqueño”, reenumerar los Artículos 2 al 4 como Artículos 3 al 5 respectivamente; y para otros 

fines relacionados. 
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ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

La Ley 20-2023 estableció el primer domingo de mayo como el “Día Nacional del Mundillo 

Puertorriqueño” para reconocer el arte del tejido de bolillos como parte de su identidad cultural. Sin 

embargo, esa fecha no recoge la tradición ni la voluntad de la comunidad que por más de 50 años ha 

mantenido vivo el Festival del Mundillo, celebrado el sábado siguiente al Día de Acción de Gracias 

en el pueblo de Moca. Esa festividad es la verdadera reunión de tejedoras, artesanos y familias que, 

generación tras generación, han preservado y perfeccionado este arte. Por eso esta medida propone 

enmendar la Ley 20-2023 para que el Día Nacional del Mundillo se conmemore en la misma fecha de 

la celebración tradicional, y además se reconozca oficialmente a el Municipio de Moca como la Capital 

del Mundillo Puertorriqueño, fortaleciendo así la identidad cultural, el turismo y la economía creativa 

de Puerto Rico. 

 

ALCANCE DEL INFORME 

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, como parte del proceso de evaluación 

del P. de la C. 1129, recopiló y examinó memoriales explicativos sometidos durante el trámite 

legislativo del P. de la C. 638, medida que persigue el mismo fin legislativo. En específico, se 

consideraron los memoriales presentados por Fiesta de Reyes Bo. Naranjito Inc., Tradición de 

Máscaras Mocana Corp. y el Pabellón de Música, Cultura y Deporte Mocano Inc. Asimismo, la 

Comisión examinó los memoriales explicativos sometidos por el Municipio de Moca y el 

Departamento de Estado ante la Cámara de Representantes durante la consideración del P. de la C. 

1129. Todos los documentos fueron evaluados con el rigor correspondiente y, a continuación, se 

presenta un resumen del contenido expresado por cada una de estas entidades. 

 

FIESTA DE REYES BO. NARANJITO INC. 

Fiesta de Reyes Bo. Naranjito Inc., representada por su presidente Sr. Jaime Babilonia, 

presentó un memorial a favor de la medida e indicó que en el pueblo de Moca se lleva celebrando por 

más de 50 años el Festival del Mundillo, siempre el sábado siguiente al Día de Acción de Gracias, por 

lo que entienden que esa fecha debe ser reconocida oficialmente como el Día Nacional del Mundillo, 

recomendando que se establezca ese sábado como la fecha oficial. 

 

TRADICIÓN DE MÁSCARAS MOCANA CORP. 

Tradición de Mascaras Mocana Corp., representada por la Sra. Gloria M. Bosques Medina, 

miembro de la junta, presentó un memorial a favor de la medida, para que se declare el sábado 

siguiente del Día de Acción de Gracias se reconozca a Moca como la “Capital del Mundillo 

Puertorriqueño”. 

 

PABELLÓN DE LA MUSICA, CULTURA Y DEPORTE MOCANO INC.  

El Pabellón de la Música, Cultura y Deporte Mocano, Inc., representado por su presidente 

William López Rodríguez y su vicepresidente Héctor Rodríguez Babilonia, presentaron un Memorial 

Explicativo a favor de la medida, señalando que desde el 2022 se han encargado de dar continuidad al 

Festival del Mundillo como parte del Festival Navideño Mocano que comienza el día después del 

jueves de Acción de Gracias, y reconocen que por los pasados 50 años el pueblo de Moca ha celebrado 

dicho festival el sábado siguiente a esa fecha. 
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MUNICIPIO DE MOCA 

El Municipio de Moca comparece mediante memorial explicativo para expresar su respaldo al 

Proyecto de la Cámara 1129, medida que propone enmendar la Ley 20-2023 a los fines de redesignar 

la fecha de celebración del “Día Nacional del Mundillo Puertorriqueño”, trasladándola al sábado 

siguiente al Día de Acción de Gracias. De igual forma, el municipio favorece la disposición que 

reconoce oficialmente a Moca como la “Capital del Mundillo Puertorriqueño”, destacando que dicha 

designación responde al valor histórico, cultural y artesanal que por generaciones ha caracterizado a 

dicho municipio. 

 

DEPARTAMENTO DE ESTADO 

El Departamento de Estado expresó estar a favor de la medida por reflejar un alineamiento 

adecuado entre la normativa propuesta, la tradición comunitaria y la necesidad de precisar la ley de 

conformidad con el desarrollo histórico y cultural de Puerto Rico. Sostienen que esta medida 

representa un esfuerzo coherente con la historia, la practica cultural y el desarrollo comunitario que 

sostiene el arte del mundillo en Puerto Rico.  

 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, certifica 

que, el P. de la C. 1129 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos 

municipales. 

 

CONCLUSIÓN 

En conclusión, la medida propuesta responde al reclamo genuino de la comunidad de Moca y 

de las tejedoras y artesanos del mundillo que por más de medio siglo han celebrado su festival el 

sábado siguiente al Día de Acción de Gracias. Enmendar la Ley 20-2023 para que el Día Nacional del 

Mundillo se conmemore en esa fecha es un reconocimiento justo a la tradición y al sentir del pueblo 

que la ha mantenido viva. Del mismo modo, declarar a Moca como la Capital del Mundillo 

Puertorriqueño reafirma su lugar histórico y cultural, impulsando el turismo y el desarrollo económico 

local. Esta enmienda fortalece la identidad de todos los Mocanos como pueblo y honra el trabajo de 

generaciones que han hecho del mundillo un arte único en el mundo. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, 

previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del P. de la C. 1129, con las enmiendas 

incluidas en el entirillado electrónico que le acompaña. 

 

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO, 

(Fdo.) 

Hon. Ángel Toledo López 

Presidente 

Comisión de Gobierno  

Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de la Cámara 

128, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas, según el entirillado 

electrónico que se acompaña:  

 

“RESOLUCIÓN CONJUNTA 

Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles (CEDBI) del 

Gobierno de Puerto Rico, auscultar la posibilidad de transferir libre de costo a la corporación Centro 

Corazón Azul, Inc., la titularidad o conceder el usufructo u otro negocio jurídico por un término mayor 

a diez (10) años, del terreno y la estructura de la antigua Escuela Pública Ernesto Juan Fonfrías, 

localizada en la Carr. #2, Km. 17, Hm. 7, Sección Macum, del Bo. Barrio Candelaria en el Municipio 

de Toa Baja, a tenor con el Capítulo 5 de la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 

Cumplimiento con el Plan Fiscal”. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles (en adelante "CEDBI") se creó 

en virtud del Capítulo 5 de la Ley Núm. 26-2017, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan 

Fiscal” (en adelante, “Ley 26-2017”), con el propósito de evaluar y gestionar una mejor utilización de 

las propiedades inmuebles en desuso pertenecientes a la Rama Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico. 

Para cumplir con este mandato el CEDBI, adoptó el Reglamento Núm. 9133 de 9 de diciembre de 

2019, denominado Reglamento Único de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles de la Rama 

Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico (en adelante, “Reglamento Único”). El Reglamento Único 

establece los parámetros uniformes aplicables a toda disposición de Bienes Inmuebles en desuso de la 

Rama Ejecutiva, en aras de propiciar su utilización dentro de un marco de competencia justo que 

permita allegar recursos al Gobierno y destinar dichas propiedades a actividades de bienestar común, 

desarrollo económico y otros fines en beneficio de sectores de la ciudadanía que requieren atención 

especial. 

El CEDBI, es responsable de evaluar y disponer de bienes inmuebles de la Rama Ejecutiva, 

mediante procesos reglamentados que incluyen la tasación, inspección y determinación del método de 

disposición más adecuado, tales como subastas, arrendamientos o transferencias a otras agencias 

gubernamentales. 

En el caso de los arrendamientos, se establece que el propietario del bien en desuso 

(“Arrendador”) cede la ocupación y posesión del inmueble a la parte arrendataria por un tiempo y 

canon definido, según se consigna en la Resolución que adopta el CEDBI y en el contrato 

correspondiente.  El canon de arrendamiento es determinado por el CEDBI. 

La mayoría de las propiedades de escuelas públicas en desuso han sido arrendadas a entidades 

sin fines de lucro (en adelante, “OSFL”) que brindan servicios sociales para el bienestar común, cuyos 

ingresos se destinan exclusivamente a la promoción de sus fines y no para el beneficio económico de 

sus miembros. Estas entidades, con evidencia de exención contributiva estatal o federal vigente, 

pueden beneficiarse de un arrendamiento por un canon mensual de un dólar ($1.00), por un término 

que no excederá de cinco (5) años. Para términos mayores a cinco (5) años, la OSFL tendría que 

cumplir con otros parámetros, términos y condiciones, incluso puede conllevar la imposición de un 

monto mayor en los cánones de renta. Entre los factores que evalúa CEDBI en las propuestas que les 

son presentadas, podemos mencionar el impacto económico; impacto social y comunitario; 

experiencia; y especificidad del proyecto. 
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En el caso de la antigua Escuela Pública Ernesto Juan Fonfrías, localizada en la Carr. #2, Km. 

17, Hm. 7, Sección Macum, del Bo. Candelaria en el Municipio de Toa Baja, la corporación Centro 

Corazón Azul, Inc. ha suscrito dos (2) contratos de arrendamiento para operar un centro diurno que 

atiende a personas mayores de veintiún (21) años con autismo severo (nivel 3). El primero fue por un 

año y el segundo, por cinco (5) años.  

Este centro, es el único en Puerto Rico dirigido a este grupo demográfico y su misión abarca 

el desarrollo de destrezas para la vida independiente, rehabilitación vocacional, terapias y tratamientos 

para promover la autonomía. Todos los servicios son gratuitos. La entidad fue fundada por la Sra. Sara 

Rodríguez y la Sra. Vanessa Villegas Berríos, madres de adultos autistas, tras identificar la ausencia 

de servicios integrales para esta población. Constituyeron la corporación el 28 de agosto de 2018, y 

desde entonces han brindando servicios ininterrumpidos. 

El Centro Corazón Azul tiene como objetivo garantizar que los adultos con autismo severo 

puedan integrarse en la comunidad y desenvolverse de manera efectiva dentro de sus capacidades. Su 

Misión: "Convertirse en el primer Centro en Puerto Rico donde los adultos con autismo severo puedan 

adquirir habilidades básicas de integración y convivencia social y así poder desenvolverse de manera 

efectiva dentro de la sociedad a la que pertenecen". Su Visión: "Garantizar que los adultos con autismo 

severo puedan integrarse en la comunidad, que el mundo los acepte como parte de ellos la sociedad y 

que sean lo más dependientes posible dentro de sus capacidades". 

Las fundadoras del Centro Corazón Azul, Inc., tienen un firme compromiso con esta población 

desventajada, cuya salud se vería afectada de no recibir estos servicios. Sin embargo, la naturaleza 

temporal del arrendamiento limita la posibilidad de realizar mejoras sustanciales e invertir en la 

expansión de servicios. 

Por las razones antes expuestas, se considera meritorio y conveniente auscultar la posibilidad 

de transferir libre de costo a la corporación Centro Corazón Azul, Inc. la titularidad o conceder el 

usufructo u otro negocio jurídico por un término mayor a diez (10) años sobre el terreno y la estructura 

de la antigua Escuela Pública Ernesto Juan Fonfrías, localizada en la Carr. #2, Km. 17, Hm. 7, Sección 

Macum, del Bo. Candelaria en el Municipio de Toa Baja. 

 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Ordenar Se ordena al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles 

(CEDBI) del Gobierno de Puerto Rico, auscultar la posibilidad de transferir  transferencia libre de 

costo a la corporación Centro Corazón Azul, Inc., la titularidad o conceder el usufructo u otro negocio 

jurídico por un término mayor de diez (10) años, del terreno y la estructura de la antigua Escuela 

Pública Ernesto Juan Fonfrías, localizada en la Carr. #2, Km. 17, Hm. 7, Sección Macum, del Bo. 

Candelaria en el Municipio de Toa Baja, a tenor con el Capítulo 5 de la Ley 26-2017, según enmendada, 

conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”. 

Sección 2.-La corporación Centro Corazón Azul, Inc., utilizará las instalaciones mencionadas 

en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta, para continuar las operaciones del centro que brinda 

servicios directos a personas mayores de veintiún (21) años y que tienen autismo severo. 

Sección 3.-Una vez el Comité haga las recomendaciones, el Departamento de Transportación 

y Obras Públicas y la corporación Centro Corazón Azul, Inc., serán responsables de realizar toda 

gestión necesaria para dar fiel cumplimiento a lo dispuesto en esta Resolución Conjunta y en la 

resolución que en su día apruebe el CEDBI. 

Sección 4.-Se autoriza la transferencia de la propiedad descrita en la Sección 1 de esta 

Resolución Conjunta, mediante el negocio jurídico recomendado por el Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles, sujeta a las siguientes condiciones: 
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a) El título de propiedad no podrá ser cedido o traspasado en forma alguna a otra entidad.  

La corporación Centro Corazón Azul, Inc., queda impedida de vender, subarrendar, 

ceder o de cualquier forma traspasar su derecho a entidades privadas con fines de lucro 

y cuyos planes para el plantel se alejen de los fines autorizados por esta Resolución 

Conjunta.  

b) En caso de que el adquiriente adquirente no cumpla con el propósito de la transferencia 

propuesta mediante esta Resolución Conjunta, o si cambia la utilización de las 

instalaciones sin autorización previa de la Asamblea Legislativa, el traspaso negocio 

jurídico quedará sin efecto, y la titularidad revertirá de inmediato al Gobierno de Puerto 

Rico. La corporación Centro Corazón Azul, Inc., será responsable de los costos que 

resulten en dicho caso.  Toda reparación necesaria será realizada por la corporación 

Centro Corazón Azul, Inc., pudiendo esta recibir donativos de entidades sin fines de 

lucro, donativos legislativos, así como propuestas sufragadas con fondos federales para 

la realización de cualquier obra o mejora permanente, si alguna. 

c)  Todas las condiciones expresadas en esta Resolución Conjunta, se incluirán y formarán 

parte de la escritura pública de transferencia de dominio, o contrato que se otorgará 

entre el Secretario del Departamento de Transportación y Obras Públicas y la 

corporación Centro Corazón Azul, Inc. 

d)  Las facilidades de la escuela deberán utilizarse únicamente para usos y fines públicos 

y de desarrollo social o comunitario. 

Sección 5.- El terreno y la estructura descritos en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta, 

serán transferidos en las mismas condiciones en que se encuentran al momento de aprobarse esta 

Resolución Conjunta, sin que exista obligación alguna del Departamento de Transportación y Obras 

Públicas, a realizar reparación o modificación alguna. 

Sección 6.- Está Esta Resolución Conjunta se ejecutará en cumplimiento del Capítulo 5 de la 

Ley 26-2017, según enmendada.  

Sección 7.- Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatamente después de su 

aprobación.” 

 

“INFORME 

 

AL SENADO DE PUERTO RICO:  

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración de la 

Resolución Conjunta de la Cámara 128, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación, con las enmiendas 

contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.  

 

ALCANCE DE LA MEDIDA  

La Resolución Conjunta de la Cámara 128 (en adelante, R. C. de la C. 128), tiene como 

propósito ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles (CEDBI) del Gobierno 

de Puerto Rico, auscultar la posibilidad de transferir libre de costo a la corporación Centro Corazón 

Azul, Inc., la titularidad o conceder el usufructo u otro negocio jurídico por un término mayor a diez 

(10) años, del terreno y la estructura de la antigua Escuela Pública Ernesto Juan Fonfrías, localizada 

en la Carr. #2, Km. 17, Hm. 7, Sección Macum, del Bo. Candelaria en el Municipio de Toa Baja, a 

tenor con el Capítulo 5 de la Ley Núm. 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 

Cumplimiento con el Plan Fiscal”. 
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ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

La Ley 26-2017, según enmendada, mejor conocida como “Ley de Cumplimiento con Plan 

Fiscal” creó el Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles con el fin de ejercer todas 

las facultades necesarias para poner en vigor la política pública de una mejor utilización de las 

propiedades inmuebles en desuso de la Rama Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico para allegarle 

mayores recursos al erario y propiciar que dichas propiedades sean utilizadas para actividades de 

bienestar común, desarrollo económico, entre otros ofrecimientos en beneficio de ciertos sectores de 

la ciudadanía con necesidades específicas que requieren atención o servicios particulares. 

La Resolución Conjunta de la Cámara 128 pretende ordenar al Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles (CEDBI) del Gobierno de Puerto Rico, auscultar la posibilidad de 

transferir libre de costo a la corporación Centro Corazón Azul, Inc., la titularidad o conceder el 

usufructo u otro negocio jurídico por un término mayor de diez (10) años, del terreno y la estructura 

de la antigua Escuela Pública Ernesto Juan Fonfrías, localizada en la Carr. #2, Km. 17, Hm. 7, Sección 

Macum, del Bo. Candelaria en el Municipio de Toa Baja, a tenor con el Capítulo 5 de la Ley 26-2017, 

según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”. Esta medida, de ser 

aprobada, permitirá a la corporación Centro Corazón Azul, Inc., utilizar dichas instalaciones para 

continuar las operaciones del centro que brinda servicios directos a personas mayores de veintiún (21) 

años y que tienen autismo severo. Se autorizará la transferencia de dicha propiedad mediante el 

negocio jurídico recomendado por el Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, sujeta 

a las condiciones expuestas en la Sección 4 la R. C. de la C. 128. 

 

ALCANCE DEL INFORME 

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y evaluación de la 

R. C. de la C. 128, solicitó memoriales explicativos al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes 

Inmuebles, el Departamento de Educación, el Municipio de Toa Baja y Corazón Azul Inc. A pesar de 

reiteradas solicitudes, el Municipio de Toa Baja no compareció ante la Comisión. 

A continuación, se expone lo expresado por las entidades que comparecieron por escrito. 

 

Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles 

El Comité de Evaluación Y Disposición de Bienes Inmuebles expuso que no se opone a la 

firma de la RCC 128. De adoptarse la RCC 128, se orientaría a la Entidad de los parámetros con los 

que debe cumplir para evaluar y autorizar, de forma consistente con la ley y reglamentación vigente 

aplicable, una enmienda en la vigencia del Contrato de Arrendamiento para que rija por un término de 

diez años o más. Reconocen los objetivos que persigue la adopción de la RCC 128 para que, a la 

entidad sin fines de lucro Corazón Azul, Inc. (en adelante, la “Entidad”), se le traspase el título libre 

de costo o se le conceda el usufructo u otro negocio jurídico por un término mayor a diez (10) años, 

del plantel escolar en desuso Ernesto Juan Fonfrías, localizado en la Carretera Núm. 2, Km. 17, Hm. 

7, Sección Macún, del Barrio Candelaria, en Toa Baja (en adelante, la “Propiedad”), para brindar 

servicios a adultos jóvenes con autismo severo, que a menudo pierden el acceso al apoyo 

gubernamental personalizado o lo ven significativamente reducido una vez cumplen la edad de 21 

años.  La Entidad Corazón Azul ocupa la Propiedad desde el 13 de agosto de 2019, cuando suscribió 

el primer Contrato de Arrendamiento Núm. 2020-000056 por un término de 1 año (en adelante, 

“Contrato”), según autorizado por el extinto Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares 

en Desuso con el fin de proveer servicios a la comunidad adulta con autismo y crear el primer centro 

diurno para adultos con autismo severo. Resolución Núm. 2025-53, adoptada por el CEDBI el 27 de 
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agosto de 2025, se autorizó al DTOP a suscribir un nuevo contrato de arrendamiento con la Entidad 

por el término de cinco (5) años y un canon de un dólar ($1.00) mensual. El mismo se formalizó el 

pasado 21 de octubre de 2025, Contrato Número 2026-000185 y vence el 21 de octubre de 2030. 

CEDBI reconoce que la Entidad realiza una labor encomiable en beneficio de la población de jóvenes 

adultos con autismo severo para proveerles herramientas de vida independiente. Sin embargo, no es 

posible la transferencia libre de costo del título de la Propiedad a favor de la Entidad. 

 

Departamento de Educación 

El Departamento de Educación de Puerto Rico no expresó oposición a la Resolución Conjunta 

de la Cámara 128; sin embargo, tampoco emitió un aval expreso, limitándose a proveer información 

técnica y administrativa pertinente para su evaluación. El DE señaló que los miembros del Comité de 

Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles (CEDBI) cuentan con pleno conocimiento de los 

protocolos establecidos para la evaluación y tasación de propiedades gubernamentales en desuso. A 

su vez, mencionan que el Inventario Oficial de Estructuras en Desuso debe ser solicitado o referido 

para su ejecución a la Oficina de Transportación y Obras Públicas (DTOP). De acuerdo con el 

inventario del Departamento de escuelas en desuso, revisado recientemente con información provista 

por el DTOP al mes de abril de 2025 y con base en los expedientes físicos disponibles, se establece 

que la estructura en cuestión se encuentra en desuso. El DE aclaró a modo de recordatorio que la 

información contenida en su base de datos constituye un insumo valioso para el Departamento; sin 

embargo, tanto el CEDBI como el DTOP realizan transacciones continuamente, por lo que no siempre 

disponen de la información más actualizada al momento de emitir recomendaciones. 

 

Corazón Azul Inc. Puerto Rico 

La organización sin fines de lucro Corazón Azul Inc. avala expresamente la R. C. de la C. 128 

en su totalidad.  Asume la total responsabilidad por los arreglos, mejoras, mantenimiento, seguridad 

y cumplimiento con todos los códigos y permisos aplicables, sin generar costos adicionales al Estado. 

La entidad plantea que la medida está alineada con la Ley 163-2024, que reconoce el derecho de las 

personas con autismo a recibir servicios continuos, interdisciplinarios y libres de discrimen a lo largo 

de toda su vida. El cumplimiento efectivo de esta política pública requiere infraestructura y alianzas 

comunitarias que complementen la labor del Estado. La entidad asegura que ha cumplido con todos 

los requisitos legales, administrativos y fiscales aplicables. Con fondos legislativos, ha logrado 

establecer operaciones básicas, habilitar espacios, ofrecer servicios directos y apoyar a familias 

cuidadoras.  

A estos fondos se suman cientos de horas de trabajo comunitario, voluntario, aportaciones 

económicas privadas, donaciones en materiales, labores de limpieza, mantenimiento, 

acondicionamiento de áreas, organización de talleres, actividades educativas y fondos recaudados por 

la propia comunidad. La organización sin fines de lucro Corazón Azul se distingue por ser el primer 

y único centro en Puerto Rico dedicado exclusivamente a trabajar con adultos con autismo mayores 

de 21 años. 

Cuando los servicios se interrumpen por razón de edad, las necesidades continúan. Sin una 

respuesta adecuada, aumentan los riesgos de deterioro de destrezas, crisis conductuales, aislamiento 

social, dependencia total de las familias y un impacto emocional y económico en las familias 

cuidadoras. Estas situaciones afectan profundamente a los adultos con autismo y a sus cuidadores, y 

eventualmente impactan los sistemas de salud, emergencias y servicios sociales, convirtiéndose en un 

asunto de salud pública. Corazón Azul sostiene que el plantel de la Escuela Ernesto Juan Fonfrías 

representa una estructura idónea para el establecimiento permanente de nuestro centro debido a su 
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diseño acorde con las destrezas de vida independiente que impartimos. El traspaso de este plantel 

permitiría rescatar una estructura en desuso y transformarla en un espacio vivo, productivo y de alto 

impacto social. El motivo para solicitar la transferencia del plantel es dar estabilidad, formalidad y 

continuidad a un servicio que ya existe y que ha demostrado resultados. La estructura es adecuada 

para talleres, salones y actividades comunitarias. Finalmente, la entidad solicita respetuosamente la 

aprobación de la medida indicando que no atender la necesidad de la política pública que motiva este 

esfuerzo legislativo implica asumir riesgos claros como (1) mayor deterioro funcional, (2) aumento 

en la dependencia familiar, (3) más utilización de servicios de emergencia y salud. Atender este asunto 

de manera estructurada es una acción preventiva, responsable y fiscalmente sensata. 

 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL  

En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107–2020, según enmendada, conocida 

como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico certifica 

que el R. C. de la C. 128 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos 

municipales.  

 

CONCLUSIÓN  

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico efectuó un análisis minucioso de la R. C. 

del C. 128, según fue referido, también analizó la Ley 26-2017, según enmendada, mejor conocida 

como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal” junto a los comentarios recibidos por el Comité de 

Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, el Departamento de Educación y finalmente la 

organización sin fines de lucro Corazón Azul. 

La Comisión de Gobierno coincide en que los adultos con autismo necesitan continuidad de 

servicios y siendo Corazón Azul el primer y único centro dedicado exclusivamente a esos fines 

necesitan el respaldo de la Asamblea Legislativa en su encomienda. Reconocemos que la labor de 

Corazón Azul es loable y necesaria para el bienestar de la población de adultos con autismo y sus 

familias. Entendemos que el plantel de la Escuela Ernesto Juan Fonfrías efectivamente es una 

estructura idónea para los fines propuestos en esta medida. Es claro que la transferencia del plantel 

escolar libre de costo no es factible bajo la Ley PROMESA y el Art.5.07 de la Ley 26-2017. Dicho 

esto, el CEDBI no tiene oposición a la firma de la R. C. de la C. 128 bajo otra figura jurídica lo que 

permite la auscultar la posibilidad que propone la medida. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico 

tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre la Resolución Conjunta de la 

Cámara 128, recomendando su aprobación con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico 

que se acompaña.  

 

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO.  

(Fdo.) 

Hon. Ángel A. Toledo López 

Presidente 

Comisión de Gobierno  

Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para comenzar con la discusión del Calendario de 

Órdenes Especiales del Día. 

SR. PRESIDENTE: Bien.  

Antes de comenzar, vamos a decretar un receso de quince (15) minutos. Le voy a pedir a la 

Delegación del Partido Nuevo Progresista que pase al Salón de Mujeres Ilustres.  

Quince (15) minutos, receso. 

 

RECESO  

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, vamos a la discusión del Calendario. 

SR. PRESIDENTE: Que se comience por el Proyecto del Senado 1074.  Llámese ese primer 

Proyecto. 

 

CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

Como primer asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

del Senado 1074, titulado: 

 

“Para enmendar los Artículos 4, 11 y 11-A de la Ley Núm. 9 de 25 de abril de 9-2013, según 

enmendada, conocida como “Ley de la Asociación de Empleados del Gobierno Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico de 2013”, a los fines de disponer que la membresía en afiliación a la Asociación de 

Empleados del Gobierno Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) y la aportación al Fondo 

de Ahorro y Préstamos serán voluntarias; requerir autorización previa, expresa y verificable para 

cualquier descuento de nómina o pensión relacionado con dicha Asociación; y para otros fines 

relacionados.” 

 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 

informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Senador Reyes Berríos. 

SR. REYES BERRÍOS: Muy buenas tardes, Presidente y señores compañeros.  Ante el día de 

hoy tenemos la consideración del Proyecto del Senado 1074. 

Tengo que comenzar diciendo que lamentablemente personas que desconocen del Proyecto, 

que desconocen del servicio público, que desconocen de lo que hace la Asociación de Empleados, han 

malinterpretado y han llevado el mensaje equivocado. 

Nunca ha sido la intención de este servidor afectar a ningún servidor público. Reconozco su 

labor y siempre que hemos dado un voto aquí ha sido a favor de ellos. 

De igual forma, como empleado público, tanto en la Administración de Servicios de Salud 

Mental y Contra la Adicción, aquí en el Senado de Puerto Rico, reconozco la importancia de los 

servicios que da la Asociación de Empleados de AEELA.  

Ahora bien, lo que buscaba este Proyecto no tenía que ver nada con el dinero de AEELA, su 

estructura, nada, simplemente lo que hablaba era al momento de ese servidor público de ingresar al 

Gobierno de Puerto Rico tuviera el mismo derecho que tienen los empleados del Senado, de la Cámara, 

de las corporaciones públicas. 



Jueves, 4 de junio de 2026 Núm. 40 

 

 

18565 

Lamentablemente la discusión se tornó en algo que no era el motivo del Proyecto. Y el 

reconocimiento a los servidores públicos y sobre todo a mi compromiso con ellos, le pido a este 

Cuerpo que atiendan esta medida para así ponerle fin a la discusión de esta medida, y podamos 

concentrarnos en lo que es verdaderamente importante para los servidores públicos, lo que hemos 

hecho por los pasados meses en este Senado de Puerto Rico. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 

SRA. SOTO AGUILÚ: Señor Presidente, un turno para la medida. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Señora senadora Soto Aguilú. 

SRA. SOTO AGUILÚ: Luego de escuchar las expresiones de mi compañero Senador del 

Distrito de Guayama, Wilmer Reyes, las expresiones que voy a hacer son expresiones no 

controversiales, pero importantes para el récord legislativo. 

La Asociación de Empleados del ELA existe desde hace 105 años. Bajo la Ley 52 del 1921, se 

creó el primer fondo de ahorros y préstamos para los empleados del Gobierno Insular de Puerto Rico, 

y para crear un sistema de seguro y otros fines. 

El propósito de la Ley 52 en el 1921, era para estimular el ahorro, asegurar a los empleados 

públicos contra accidente, enfermedades o muerte, efectuar préstamos a los empleados de carácter 

permanente del Gobierno y se exceptuaban todos los directores y jefes de dependencias. 

Luego, entra en vigencia la Ley 133 en el 1966, y es donde se reconoce por vez primera en 

Puerto Rico que también le iba a aplicar los beneficios de AEELA a todo empleado permanente, 

transitorio, en periodo probatorio, de confianza, de cargo público electivo o por designación. 

Incluyendo todos aquellos que reciben sueldo por parte del Gobierno de Puerto Rico.  

Cuando llega el año 2013, se aprueba la Ley 9, que es la Ley que está vigente de la Asociación 

de Empleados de AEELA. Y es esa la que establece en su Artículo número 11, la excepción de cuáles 

son los funcionarios públicos que no se van a considerar que están obligados a pagar el tres por ciento 

(3%) de la cuota anual o mensual de su salario, que vendrían siendo los maestros que están adscritos 

al Sistema de Retiro, los empleados de Gobierno de Puerto Rico que laboran fuera de la Isla de Puerto 

Rico o sus Islas Municipio, los empleados de comedores escolares, los jefes de agencias y 

corporaciones, los miembros de juntas, comisiones, los miembros de la Asamblea Legislativa, así 

como también alcaldes y empleados de corporación.  

¿Por qué es importante hablar de AEELA en el día de hoy? Porque al día de hoy según el 

Instituto de Estadísticas de Puerto Rico, al 19 de mayo de 2026, Puerto Rico tiene ciento sesenta y dos 

mil trecientos noventa y nueve (162,399) servidores públicos entre la Rama Ejecutiva, Legislativa y 

Judicial. Tiene ciento seis mil cuatrocientos uno (106,401) empleados de carrera. Tiene treinta y dos 

mil doscientos tres (32,203) empleados transitorios. Tiene ocho mil quinientos sesenta y dos (8,562) 

empleados de confianza y quince mil doscientos treinta y tres (15,233) de otras categorías. 

Tengo que decir que Puerto Rico en instituciones financieras privadas tiene tres (3) bancos 

primarios. Pero tiene una Asociación de Empleados del ELA que desde hace 105 años, es multifacética 

en el servicio bajo tasas de intereses sumamente bajas y competitivas para los servidores públicos.  

Y aunque puedo entender al compañero senador que hay personas que hayan malinterpretado 

el Proyecto, y me consta de la buena intención sobre lo que es el derecho de asociación y las acciones 

no confiscatorias, sí entiendo que a quien le correspondería, que nunca lo han hecho, al día de hoy 

sobre este Proyecto, es a cualquier ciudadano que vaya directamente a la Rama Judicial a hacer el 

reclamo y no a esta Rama Legislativa. 
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Y a tales fines, agradezco que se pueda votar en el día de hoy. Y estoy anticipando que mi voto 

será en contra del Proyecto. 

SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Señora senadora Santiago Negrón, adelante. 

SRA. SANTIAGO NEGRÓN: En un país en el que padecemos amargamente la pérdida de 

institucionalidad en servicios públicos y en servicios privados, por ejemplo, una Autoridad de 

Acueductos y Alcantarillados que no nos puede garantizar agua, o una privatizadora como LUMA que 

no nos puede garantizar energía eléctrica, la Asociación de Empleados del ELA, de naturaleza muy 

particular, cumple con el cometido para el cual fue creada. Durante más de un siglo con sus distintas 

encarnaciones o nomenclatura, la Asociación de Empleados del ELA ha sido un recurso de inmenso 

valor para el servicio público. Y como tal, porque no podemos tapar el cielo con la mano, se ha 

convertido también en un botín deseado por ciertos sectores políticos que resienten no tener el control 

del espacio que hoy agrupa a ciento cuarenta y ocho mil (148,000) empleados y empleadas públicas y 

que tiene a su haber más de tres mil (3,000) millones de dólares en activos. 

El mecanismo que existe hoy en Ley, que determina que ciertos empleados y empleadas de 

manera compulsoria deben depositar en la Asociación de Empleados del ELA el tres por ciento (3%) 

de su salario, es lo que ha permitido que miles y miles de servidores y servidoras públicas tengan 

acceso a facilidades de crédito que nunca tendrían en la banca privada. En una década AEELA le ha 

dado a servidores y servidoras públicas más de nueve mil (9,000) millones de dólares en préstamos, e 

insisto, muchas de esas transacciones no habrían sido posibles si esas personas con los salarios de 

pobreza que se devengan en muchas agencias tuvieran que depender de ir a un banco o a una 

financiera.  

A través de AEELA los empleados y empleadas públicas tienen, además, beneficios que 

solamente concede esa institución, pagos por incapacidad, que no están disponibles a través de otros 

mecanismos, el pago de servicios jurídicos de forma casi gratuita o a muy bajo precio. Aquí hay gente 

que ha tramitado desde adopciones hasta declaratorias de herederos, porque AEELA se lo ha facilitado. 

Es, además, el vehículo para atender en el caso de aquellos empleados y empleadas que no están 

cobijados por sindicato, que no tienen acceso a los servicios de una organización, que no están 

protegidos por un convenio, AEELA es el instrumento que les permite hacer efectivo su reclamo contra 

el patrono que es el Estado. Si no existiera AEELA, no podrían, no tendrían cómo asistir a un abogado 

particular. Es el mecanismo para obtener becas. 

Y yo he escuchado el tema del argumento de la libre asociación, del derecho que tiene la gente 

a que no se le exija que depositen en una institución parte de su salario, bueno, pues bajo esa premisa, 

acabamos con todo sistema de retiro y abolimos el seguro social. 

Todos quisiéramos pensar que en la naturaleza humana existe la prudencia suficiente para 

decir, es que cada persona responsablemente va a separar una parte de su salario y responsablemente 

lo va a colocar, lo va a invertir y con eso se va a suplir el trabajo que hace el Estado a través de un 

mecanismo que sí es compulsorio para ciertos empleados y empleadas. Porque si no fuera así, iba a 

haber gente que se retiraban del servicio público, que se retiraban porque se jubilan o por renuncia, es 

que no iban a tener nada. Sus ahorros de AEELA es para mucha gente. El instrumento, modesto quizás, 

pero que le permite bandearse después del retiro o de la renuncia, es un instrumento útil y ha servido 

bien. Por supuesto, hay instituciones privadas que qué es lo que están pensando, si desaparece AEELA 

ahí entra una oportunidad para la banca comercial. Pero por el amor de Dios, cuánto se le tiene que 

seguir entregando a esos sectores. 

AEELA, de nuevo, y no pretendo decir que es la institución perfecta, pero AEELA le ha servido 

bien a la gente que dedica su vida a trabajar por nuestro país.  
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Yo no puedo hablar de si las intenciones son loables o no, yo no sé cuáles son las intenciones, 

eso es un elemento totalmente subjetivo. Lo que está más claro que el agua, son las consecuencias 

evidentes. Si de ahora en adelante decimos, ya no es obligatorio, que se retire todo el mundo, que no 

le den el tres por ciento (3%) a AEELA, ustedes saben lo que va a pasar, se va a desmantelar esta 

institución centenaria, se va a descapitalizar y todos esos servicios no va a haber con qué proveerlos. 

O sea, no se necesitan dotes de adivinación para anticipar que ese es el único resultado previsible si 

se aprueba este Proyecto. 

Así que de nuevo, cada cual tendrá sus intenciones o lo que sea buena, como sean, pero que 

aquí nadie se llame a engaño. El que vote a favor de esta medida, de manera consciente va a estar 

precipitando una situación de mayor desamparo para el servicio público. Un desamparo mucho mayor 

que el que puedan provocar todas las alegaciones de libertad de asociación, etcétera. 

Repito, el ejemplo lo tenemos en el seguro social, son ocasiones en las que ese poder del Estado 

actúa de una manera que francamente es el único guardián disponible para el interés a largo plazo de 

los ciudadanos y ciudadanas de este país.  

AEELA con los defectos que pueda tener, con sus luces y sombras, es una institución que le 

ha servido bien a los trabajadores y trabajadoras públicas de Puerto Rico. 

SR. TOLEDO LÓPEZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Compañero Toledo. 

SR. TOLEDO LÓPEZ: Señor Presidente, por lo que entiendo que son las razones correctas, y 

por lo que mis compañeras han expresado, sin llover sobre mojado, yo estoy consignando mi voto en 

contra de este Proyecto. 

SR. PRESIDENTE: Bien.  

Compañero Luis Javier Hernández. 

SR. HERNÁNDEZ ORTIZ: Muchas gracias, señor Presidente. 

Cuando vimos el Proyecto en el Calendario nos preguntamos genuinamente si estaba 

ocurriendo algo en AEELA que estuviésemos que plantear preocupación. Cómo alterar un ente que 

por tantos años ha sido fuente de esperanza para muchos empleados públicos que en el pasado, como 

bien han dicho los compañeros que me han antecedido. Aquí hoy, y yo sé que las gradas están llenas 

de empleados que vienen a defender el Proyecto, a estar en contra del Proyecto, por múltiples razones. 

Y muchos de nosotros hemos sido testigos de los beneficios de AEELA durante tantos años para esos 

empleados. Muchos han logrado tener su primer hogar gracias a AEELA. Muchos han logrado luego 

de una situación familiar de enfermedad, una situación escolar con un hijo o una hija, gracias a AEELA 

poder enfrentar esa crisis. Muchos de ellos luego de los huracanes, de las emergencias, gracias a los 

préstamos de emergencia que precisamente da AEELA, han logrado echar hacia adelante a sus 

familias. 

Así que cómo puede ser posible -¿verdad?- y en esto no quiero politizar mi discurso, que 

teniendo tantas prioridades en estos momentos pasando por nuestro país, tengamos que estar 

dedicándole espacio a esta medida. 

Así que hay varios puntos que quiero consignar en el récord legislativo referente a esta medida. 

El primero, que fue planteado precisamente por AEELA cuando compareció para hablar sobre este 

Proyecto, AEELA ha servido históricamente como una herramienta de ahorro compulsorio que ha 

permitido a miles de empleados públicos acumular capital y acceder a financiamiento en condiciones 

favorables. Del expediente legislativo no surge evidencia actuarial, financiera o económica que 

demuestre la necesidad de alterar sustancialmente el modelo actual de esta institución.  
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La propia AEELA, compañeros y compañeras, advirtió que la eliminación de las aportaciones 

obligatorias podría afectar su estabilidad financiera, liquidez y capacidad de continuar ofreciendo 

beneficios a sus socios. 

Así que por estas y muchas otras razones es que la Delegación del Partido Popular Democrático 

consigna el voto en contra de esta medida. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Compañera Padilla Alvelo. 

SRA. PADILLA ALVELO: Muchas gracias, señor Presidente y muy buenas tardes a los 

distinguidos compañeros y compañeras. Igualmente, los servidores públicos que nos acompañan en la 

tarde de hoy. 

Yo soy producto de lo que es el servicio público por alrededor de unos treinta y tres (33) años 

de mi vida. Inclusive, estando aquí ya como senadora hacía siempre mi aportación, ¿porque saben 

qué? Gracias a AEELA, resumiéndolo sencillo, yo tengo cuatro (4) hijos hoy preparados a base de los 

préstamos que podía yo hacer allí, porque yo trabajaba en Educación y los salarios de nosotros apenas 

daban para poder nosotros cumplir con la herencia que nos les cuesta a nuestros hijos que es la 

educación. 

Así que yo personalmente les digo, ahora mismo yo estoy felizmente por mérito retirada del 

Sistema, pero cuando tuve que ir allí para reclamar lo que eran mis ahorros, esos ahorros yo los recibí. 

Así que jamás en lo que usted garantiza lo que es la educación de sus hijos y donde había 

desaparecido lo que nos daban a través de lo que eran los préstamos ya fuera de la Asociación de 

Maestros o del Sistema de Retiro Central. Y en la vida cuando usted tiene extraordinarios resultados, 

pero que no son de usted solo, uno en la vida tiene que ser agradecido. Y por esta razón, Migdalia 

Padilla consigna su voto en contra de lo que hoy se ha atrevido traer. Respeto la posición de nuestro 

compañero Wilmer, él representa al Distrito de Guayama y muchas veces estas son peticiones que se 

nos hacen, pero yo tengo que hablar por experiencia de que si no hubiera tenido el Sistema de AEELA 

no había Retiro ya de ELA, perdón y básicamente con eso yo pude educar mis cuatro (4) hijos. 

Así que, señor Presidente, le quiero decir a los compañeros quizás muchos no han trabajado 

en el servicio público, pero los que hemos tenido la oportunidad, era la única manera que teníamos 

nosotros de poder echar adelante nuestras familias. 

Así que de nuevo, a ustedes gracias por estar aquí y defender lo que es la justicia del trabajador 

puertorriqueño. 

Muchas gracias. Esas son nuestras expresiones y mi voto en contra. 

SR. MOLINA PÉREZ: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Senador Molina Pérez. 

SR. MOLINA PÉREZ: Muchas gracias, señor Presidente. 

Constantemente hemos visto cómo los sistemas que funcionan en Puerto Rico los han ido 

debilitando, los han ido destruyendo para tratar de luego justificar el que nuestro Gobierno tome 

acciones similares a otros lugares donde muchos desean pertenecer, pero eso no significa que el deseo 

empedernido de querer ser parte de lo que no eres, significa que todo lo que ellos hacen es lo correcto 

y lo que usted hace es lo incorrecto.  

Se desprende de una simple lectura que aquí quien está a favor son los bancos. Los bancos 

muy preocupados por el financiamiento. Cada puertorriqueño que compra una propiedad inmueble, 

cuando usted saca el valor de esa propiedad inmueble a nivel de materiales, de construcción, de 

edificación, usted va a notar que al final de la vida útil del préstamo usted pagó dos (2) y tres (3) veces 

el valor real en el mercado de tales acciones.  
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En Puerto Rico hubo un sistema funcional, teníamos un Sistema de Salud Universal, lo tuvimos 

y lo destruyeron. Tuvimos un Sistema de Educación de primera. Puerto Rico graduaba a más 

ingenieros que cualquier país en el mundo, lo destruyeron. Había agua, ya no hay. Había luz.  Es más 

trataron de destruir la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados, buscaron una compañía ONDEO o 

algo así y no duró un (1) año. Lo hicieron con la Autoridad de Energía Eléctrica y se están arrancando 

los pelos por LUMA. 

Aquí van otra vez.  No han podido con el Fondo del Seguro del Estado, pero aquí van detrás 

de AEELA. 

Si usted le resta liquidez a ese ente, ¿quién va a tomar el control entonces?  ¿Quién tiene 

entonces la liquidez?  Es triste que la banca continúe con este tipo de acción.  Es muy triste.  Pero 

lamentablemente es lo que nos está pasando.  Aquí hay un monopolio bancario.  Ya usted no tiene 

libertad de ir y buscar una extensa entidad que pueda bregar con sistemas financieros.  Aquí los 

empleados del Gobierno tienen una, pues ya se la quieren quitar también. 

Y vamos, yo no soy de las personas que cree que estas cosas deben ser compulsorias, pero uno 

tiene que balancear dentro del sistema donde uno vive lo que es funcional y lo que no lo es, porque lo 

que funciona en otros lugares no necesariamente va a funcionar aquí.   

Les voy a dar un ejemplo.  En Puerto Rico una casa de madera es una casa removible.  Vaya a 

Florida a comprar una casa de madera o a vender a ver si no vale un (1) millón o quinientos mil 

(500,000) dólares.  ¿Qué más vamos a hacer? 

Aumenta los precios aquí … allá …  Ay, que ya basta, basta.  Lo más que molesta es que 

quienes se van a ver afectados son personas que ya son mayores o de avanzada edad.  No les estoy 

diciendo viejitos, no, no.  Pero ellos me entienden.  Ellos me entienden.  Vivimos en un lugar donde 

cuando comenzó esta debacle, hace 30 años atrás, los padres comenzaron a hacer casas en los techos 

para que sus hijos se mudaran.  Yo creo que aquí todo el mundo recuerda eso.  Pasaron 10, 15 años y 

ya tampoco podían estar en la azotea en el techo de las casas de sus padres, tuvieron que abandonar el 

país.  Todo por no querer enfrentar las realidades.  Y basta ya que se desquiten siempre con quien no 

cumple los caprichos de quien nos esté gobernando.   

Aquí, a la Asamblea Legislativa, acaban de hacer un recorte de 10 millones de dólares en el 

presupuesto, pues se lo dieron a Ferraiouli.  Ah, son acciones vengativas.  El que no lo quiera entender.  

Oiga, esto es cuantitativo.  Claro, el efecto es cualitativo.  No sé si es que pretenden de que las personas 

que trabajan aquí se muden ahora para otro lugar, pero es lo que va a pasar si descapitalizan a AEELA.  

Lo van a hacer.  Y cuando eso ocurra, como dijo nuestra compañera María de Lourdes, pues entonces 

tendrán que entrar al libre mercado, a pagar un abogado al más alto costo, a ir a unas instituciones 

financieras con unos términos que no son favorables para el pueblo.  Y aquí hay que tomar una 

determinación, o seguimos hundiendo el barco o brincan y sálvese quien pueda o le hacemos frente al 

mal que pretende hundir el barco y continuar nuestro camino.   

Así que yo creo que en este caso en particular AEELA no es un ente que se debe estar tocando 

ahora mismo.  Lo que incorrecto, hicieron la propia naturaleza se encargó, hicieron un edificio allí en 

Guánica, lo tuvieron que tumbar.  Pero no lo descapitalicen, tenemos que seguir hacia delante. 

Mi voto será en contra.  Son nuestras palabras, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Señora Vicepresidenta, asuma la Presidencia que voy a consumir un 

turno… 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: ¿Usted va a consumir un turno, compañero? 

SR. MATÍAS ROSARIO: Un turno sobre la medida. 

SR. PRESIDENTE: Adelante, compañero. 
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SR. SANTIAGO RIVERA: Señor Presidente, también. 

SR. PRESIDENTE: Bueno, pues antes, el compañero Josian Santiago y luego usted, señor 

Portavoz. 

SR. SANTIAGO RIVERA: Gracias, señor Presidente. 

Ya nuestro Portavoz se ha expresado que vamos a hacer una votación en contra de este 

Proyecto como Delegación.  Pero yo quisiera agregarle que la realidad es que lo hacemos porque esta 

medida intenta arreglar lo que no está roto.  Pretender resolver un problema que no existe es un error.  

AEELA no es una atracción legislativa.  Y su modelo de ahorro compulsorio no es una confiscación 

como lo describe el lenguaje que considero subjetivo y arbitrario en la Exposición de Motivos. 

La experiencia comparada y los propios datos citados en el Memorial de AEELA demuestra 

que el ahorro voluntario tiende a ser inconsistente y susceptible a interrupciones.  Lo que este Proyecto 

promueve como libertad individual tiene un efecto real y predecible.  Va a reducir la base de 

aportaciones, va a afectar la liquidez institucional, encarece el crédito para los socios y, en última 

instancia, degrada los beneficios de quienes más dependen de AEELA.  Convertir en voluntaria una 

aportación que los propios socios han optado por mantener no es un acto de liberación, es una 

intervención que creemos innecesaria y que subvierte la voluntad colectiva de quienes conforman la 

institución. 

Por esa razón consignamos también nuestro voto en contra. 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente y hermanos senadores, la institución del AEELA, 

en lo personal, a mí me ha servido, policías, nosotros estábamos pendiente a ese préstamo que 

podíamos en muchas ocasiones tomar.  

Cuando el compañero Wilmer Reyes sometió este Proyecto –porque les quiero decir a las 

personas y lo deben saber todos los senadores– en muchas veces se nos acercan personas pidiéndonos 

proyectos.  Muchas veces pues viene uno, vienen dos, vienen tres, vienen cuatro, vienen cinco, vienen 

seis, vienen siete, ocho, nueve, diez, once, doce, cien personas.  En ocasiones nosotros los senadores 

o los legisladores sometemos proyectos porque hay una petición de alguien, una petición de alguna 

persona que cree que ese proyecto debe ser bueno.  Hubo personas que se acercaron al compañero 

Wilmer Reyes.  El compañero Wilmer Reyes, en el proceso de que le estaban pidiendo, varias personas 

vinieron donde el compañero a pedirle ese Proyecto.  El compañero lo sometió.   

Este servidor cuando me hago saber de este Proyecto, le explico al compañero Wilmer Reyes 

la situación que esto podía encarecer porque si ahora mismo esto se le da paso, hay compañeros que 

llevan 15 años, que tienen que durar 30, que pudiera ser que al final no hubiese dinero suficiente para 

todas las transacciones que se hacen en el AEELA.  Mire, el compañero Wilmer Reyes lo entendió, él 

lo entendió.  Un Proyecto sometido, un Proyecto que se trae a la atención.  El compañero entendió 

cuando habló con personas que están dentro del AEELA, que han vivido, que han pasado situaciones 

que el AEELA les ha resuelto, lo entendió.  Lo que pasa es que hay un proceso legislativo.  

Ahora mismo el compañero Wilmer Reyes a Gregorio Matías y a varios de los de aquí 

presentes ha dado a entender que el pueblo estaba pidiéndoles que eso no lo aprobara el compañero 

Wilmer Reyes ya está de acuerdo que nosotros votemos en contra de este Proyecto.  Pero hay un 

proceso legislativo que hay que seguir.  Pero yo les digo a ustedes que están en las gradas, ya el 

compañero dijo vamos a votarle en contra a este Proyecto.  Así que este Proyecto se va a derrotar por 

la Delegación del Partido Nuevo Progresista, pero hay unos procesos legislativos que se tienen que 

seguir.  Él escuchó a unas personas que en un momento dado creían que eso era bueno, pero luego que 

varios de nosotros nos acercamos y hablamos con el compañero, él se percata de que no es bueno.   
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Así que yo les digo a ustedes, el compañero Wilmer Reyes, mi voto es en contra.  Pero yo les 

quiero decir a ustedes que están ahí, que el compañero Wilmer Reyes entendió el mensaje, y por eso 

a la mayoría de nosotros él mirándonos de frente, nos dijo hay que colgar el Proyecto. 

Estas son mis palabras, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Señora Vicepresidenta. 

 

- - - - 

Es llamada a presidir y ocupa la Presidencia la señora Marissa Jiménez Santoni, Segunda 

Vicepresidenta. 

- - - - 

 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Señor Presidente. 

SR. RIVERA SCHATZ: Muy buenas tardes, compañeros. 

Escuché con detenimientos a todos los que me precedieron en la palabra.  Y con franqueza 

resulta incomprensible los argumentos que esgrimieron todos ellos. 

Yo fui electo en noviembre del año 2008, juramenté en enero de 2009 como senador y 

Presidente.  Desde entonces cinco (5) términos en el Senado y tres (3) de ellos como Presidente.   

Al norte de este edificio está la Plaza de la Democracia a donde comparecen ciudadanos para 

reclamar o para rechazar, para pedir o para impedir que se atienda un asunto que entienden les afecta 

a su comunidad, al sector de la población en particular.   

Y escuché a mi buen amigo Wilmer Reyes, senador, y ahora al final mi amigo Gregorio Matías, 

hablando que se malinterpretó el Proyecto.  El Proyecto dice lo que dice, está escrito aquí.  El Proyecto 

dice lo que dice.  Específicamente dice: “Para enmendar los Artículos 4, 11 y 11-A de la Ley, según 

enmendada, conocida como “Ley de la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico de 2013”, a los fines de disponer que la afiliación a la Asociación de Empleados del Gobierno 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico (AEELA) y la aportación al Fondo de Ahorro y Préstamos 

serán voluntarias; requerir autorización previa, expresa y verificable para cualquier descuento de 

nómina o pensión relacionada con dicha Asociación; y para otros fines relacionados”.  Eso es lo que 

dice ahí.  Ese es el propósito del Proyecto. 

Mi asesor en Asuntos Laborales es el señor Oscar Ramos, que está aquí a mi derecha.  El 

Gobierno de Puerto Rico tiene decenas de miles de empleados públicos, decenas de miles.  Y entonces, 

pues, suena muy democrático, particularmente para aquellos que defienden los sistemas dictatoriales 

de Cuba y Venezuela venir aquí a decir que la democracia.   

Suena muy bonito decir que ser obligado eso no debe ser, suena precioso.  Lo que pasa es que 

esa gente que está obligada yo no las veo aquí quejándose.  Esos que están supuestamente obligados 

yo no los veo reclamándole a nadie que se elimine esto.  ¿Entonces para quién trabajan?  O sea, ¿a 

quién representamos nosotros aquí?  El liderato sindical de Puerto Rico es bastante vocal, y plantearía 

cualquier señalamiento que entienda sea prudente o necesario para el beneficio de los trabajadores.  

Entonces escuché que dijeron que algunas personas se acercaron al compañero senador Wilmer Reyes, 

pero yo no los vi en el informe.  O sea, yo no vi un nombre, uno.   

Entonces bueno, pues, a quién le sirve este Proyecto.  Entonces la banca privada, pues por 

supuesto, …, imagínese usted.  Y no es que yo le quiera dar un trofeo a ninguna corporación del 

Gobierno ni a ninguna institución privada porque son perfectos o lo están haciendo excelentemente 

bien, ojalá que sí, confiamos que así sea.  Es que aquí nadie está pidiendo este remedio, por lo menos 

en el récord.  En el récord no hay nadie pidiendo este remedio.   
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Y en estos cinco (5) términos como senador y tres (3) como Presidente he escuchado esto de 

eliminar la Asociación del AEELA y cambiar y hacer, y ha habido múltiples enmiendas a la Ley, 

etcétera, pero todos han estado enmarcados dentro de lo que ha sido una petición de un sector que está 

presente diciendo lo que quiere o lo que no quiere.   

Y entonces con toda honestidad y con mucha humildad yo le digo a mis compañeros senadores 

y a mi compañero y amigo Wilmer Reyes, aquí están presentes los que no quieren esto, nadie más.  

Los que lo quieren, ¿dónde están?  Y no los veo ni los escucho. 

Así es que por buena intención que se haya tenido con el Proyecto, la consecuencia nadie 

estaba conforme con ella.  Y entonces pudimos haber, pues, se pidió vamos a devolver el Proyecto, 

vamos a entonces retirarlo, yo puedo entender eso, pero no.  Ciertamente, como dijo mi amigo y 

portavoz Gregorio Matías, el proceso legislativo tiene que darse.  Y es saludable que se escuche.  Y 

se dio y se abrió para que todo el que quisiera opinar así lo hiciera.  Pero más allá de los que dijeron 

que no había impedimento legal, bueno, pues claro que no hay impedimento legal para legislar y para 

decidir si es voluntario o no.  Más allá de eso, nadie está pidiendo esto.   

Así es que hoy vamos a derrotar este Proyecto o los votos para que quede claro cuál es la 

determinación del Senado de Puerto Rico.  Y qué bueno que los compañeros de las otras delegaciones 

se van a unir.  Y qué bueno que el compañero Reyes lo reconoció y entendió lo que discutimos durante 

el proceso legislativo y el caucus de hoy.  Así es que vamos a ponerle fin a esto ahora.  Y sugiero que 

en el futuro cualquier legislación que pretenda de alguna manera atender reclamos de los trabajadores 

sean los reclamos de los trabajadores y de nadie más. 

Son mis palabras, y le voy a votar en contra al Proyecto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Gracias, señor Presidente. 

 

- - - - 

Ocupa la Presidencia el señor Thomas Rivera Schatz. 

- - - - 

 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 

informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1074, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Derrotada.   

Próximo asunto. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

del Senado 890, titulado:  

 

“Para enmendar la Ley Núm. 60 de 1 de julio de 2019, según enmendada, conocida como 

“Código de Incentivos de Puerto Rico”, a los fines de añadir un nuevo Artículo 1010.1-A que 

establezca como requisito de elegibilidad y mantenimiento para la concesión de decretos de incentivos 

contributivos que promuevan la creación o retención de empleos, el registro obligatorio del patrono 
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en la plataforma PERFIL (Portal de Empleo y Reclutamiento para Facilitar la Integración Laboral) del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, así como la actualización mensual de sus vacantes 

laborales; aplicable a patronos que radiquen planillas trimestrales de contribuciones al Seguro por 

Desempleo; con el propósito de optimizar la colocación de empleo, reducir el desempleo y promover 

una colaboración efectiva entre el sector privado beneficiario de incentivos públicos y el Gobierno; y 

para otros fines relacionados.” 

 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada de un informe sin 

enmiendas, solicitamos que se aprueben las enmiendas. 

SRA. SOTO AGUILÚ: Señor Presidente, un turno para la medida. 

SR. PRESIDENTE: Antes de eso, un momentito. 

SRA. SOTO AGUILÚ: Sí. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el 

Proyecto del Senado 890, se aprueban. 

Senadora…  ¿No tiene enmiendas?   

SR. MATÍAS ROSARIO: No tiene enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Sin enmiendas.  Pues entonces vamos al turno. 

Senadora Soto Aguilú. 

 

- - - - 

Es llamada a presidir y ocupa la Presidencia la señora Marissa Jiménez Santoni, Segunda 

Vicepresidenta. 

- - - - 

 

SRA. SOTO AGUILÚ: Hoy quiero hablar sobre este Proyecto 890 y hablarles a ustedes de lo 

que es sinergia. 

La sinergia tiene el propósito de tomar dos asuntos y ponerlos en una coordinación para que 

sea más efectivo.  El Gobierno de Puerto Rico tiene un portal cibernético que se llama “el Perfil 

Empresarial” bajo el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos.  En Puerto Rico tenemos entre 

41,000 y 46,000 patronos privados que vienen obligados a pagar sus planillas trimestrales de 

desempleo.  El propósito que tiene el “Perfil Empresarial” es permitirle, de forma voluntaria a todos 

los patronos en Puerto Rico, que puedan informar al Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 

cuáles son las vacantes que tienen disponibles para que hombres y mujeres que están fuera del mercado 

laboral el Puerto Rico puedan tener acceso rápido a promociones de empleo y poder continuar 

trabajando para incrementar la empleomanía en el sector privado en Puerto Rico, que para ser 

específica, tenemos exactamente 45,900 empresas privadas en Puerto Rico, 45,900 patronos privados 

en Puerto Rico.  Lo que sucede es que dentro de lo que hace el propio “Perfil Empresarial” le da la 

oportunidad a los patronos en Puerto Rico a que tengan incentivos salariales, como por ejemplo bajo 

la Ley 52 de 1991, que es el Fondo para el Fomento de Oportunidades para el Empleo. Da la 

oportunidad de subvenciones directas y reembolsos a través del DDEC entre quince mil (15,000) a 

treinta y cinco mil (35,000) dólares bajo el programa de Capital Semilla.  Da tasas de impuestos y 

hasta exenciones contributivas, desde patentes municipales, créditos contributivos y hasta para 

contribución sobre ingresos en corporaciones y comercios en Puerto Rico bajo la Ley 60 de 2019. 

Este Proyecto lo único que está buscando es que en vez de que el ejercicio sea voluntario, de 

que todos los patronos que ya están obligados a pagar esas planillas trimestrales de desempleo, vengan 

obligados a publicar mensualmente en el portal, que es totalmente gratuito, que no tiene ningún costo 
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ni para el patrono ni para el Gobierno, todas las vacantes que tengan disponibles, porque es la mejor 

forma de hacer sinergia, que es darle visibilidad a las plazas vacantes para que la gente en Puerto Rico 

entre más rápido al mercado laboral.  Y, por ende, el fruto de esa gestión será que los patronos podrán 

tener garantizados todo lo que acabo de explicar, que son incentivos salariales bajo la Ley 52, que son 

subvenciones directas y reembolsos a través del Programa de Capital Semilla del Departamento de 

Desarrollo Socioeconómico de Puerto Rico y las exenciones contributivas que te da la Ley 60 de 2019. 

Así que le pido a todos los senadores del Hemiciclo que para fines de poder ser más efectivos 

en cómo la gente puede lograr saber dónde hay vacantes disponibles de empleo y, número dos, obligar 

a los patronos a que sean más diligentes de forma recurrente, en dejar saber que si eres beneficiario de 

incentivos, también debe darles visibilidad a tus vacantes para que todo el tiempo se pueda mover la 

economía de Puerto Rico.  Por lo que pido un voto a favor de este Proyecto. 

Son mis expresiones, señora Presidenta. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Para que se apruebe la medida. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 

890, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobado. 
- - - - 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Breve receso. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Receso. 

 

RECESO 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Señora Portavoz. 

Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico a las tres y siete de la tarde (3:07 p.m.). 

Adelante. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 

 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

del Senado 1116, titulado:  

 

“Para crear la “Ley de Responsabilidad Parental hacia el Ser Humano en Gestación o 

Nasciturus de Puerto Rico”, con el propósito de proclamar la Política Pública del Gobierno de Puerto 

Rico en torno a la responsabilidad compartida de los progenitores desde la concepción, 

particularmente en la cobertura de los gastos prenatales o de gestación del nasciturus; establecer una 

causa de acción civil especial para reclamar los gastos incurridos durante el periodo de gestación y 

hasta el momento del parto, así como aquellos gastos médicos y relacionados; disponer quiénes estarán 

legitimados para ejercer dicha acción, fijar el término prescriptivo aplicable y establecer el 

procedimiento judicial correspondiente; y para ordenar la adopción de la reglamentación necesaria 

para su implantación.” 
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SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, vamos a solicitar que la medida se deje en 

Asuntos Pendientes. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay alguna objeción?  No habiendo objeción, se deja en 

Asuntos Pendientes. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 

Resolución del Senado 74 (Segundo Informe), titulada:  

 

“Para ordenar a la Comisión de Educación, Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico a realizar 

una investigación sobre el servicio de asistentes de educación especial T1 y T2 del Departamento de 

Educación, su disponibilidad para todo el estudiantado de educación especial, el proceso de 

reclutamiento de asistentes, sus necesidades, remuneración y condiciones de empleo, los recursos 

disponibles para ejercer el servicio y demás asuntos indispensables que redunden en una instrucción 

efectiva; y para otros fines relacionados.” 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas 

del informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 

74, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobado. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 

Resolución del Senado 95, titulada:  

 

“Para ordenar a la Comisión de lo Jurídico; y de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano; y 

a la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre 

el sistema correccional de Puerto Rico, incluyendo la composición y clasificación de la población 

correccional, la condición de la infraestructura de las instituciones penales, la administración y 

ejecución de recursos, la prestación de servicios esenciales, la efectividad de los programas de 

rehabilitación y cualquier otro asunto que incida en la administración y funcionamiento del sistema 

correccional en Puerto Rico; y para otros fines relacionados.” 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas 

del informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
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SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 

número 95, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobado. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, hay enmiendas del informe en el título, 

proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 

Resolución del Senado 281, titulada:  

 

“Para ordenar a la Comisión de Asuntos Municipales; y, a la Comisión de Gobierno del Senado 

de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre los procesos, protocolos y planes de 

respuesta de la empresa Luma Energy ante interrupciones en el servicio eléctrico en los municipios de 

Puerto Rico; examinar la efectividad de las medidas adoptadas, los tiempos de respuesta, la 

coordinación con las agencias gubernamentales y municipios, así como las consecuencias para los 

abonados; y para otros fines relacionados.” 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas 

del informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 

lean. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

 

 

ENMIENDAS EN SALA 

En el Resuélvese:  

Página 2, línea 6,  después de “abonados” eliminar “;” y sustituir 

por “.” 

Página 2, línea 7,  eliminar todo su contenido 

Página 2, línea 9,  después de “ejecutivas” añadir “; citar 

funcionarios y testigos; requerir información y 

documentos; y realizar inspecciones oculares, a 

los fines de cumplir con el mandato de esta 

Resolución” 

 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Si no hay objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 

281, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobado. 
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SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 

Resolución del Senado 476, titulada:  

 

“Para ordenar a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de 

Puerto Rico, a realizar un estudio dirigido a constatar el estado en el que se encuentra el (1) proyecto 

de mitigación de inundaciones en la zona de la Laguna del Condado, así como el (2) proyecto de 

rehabilitación de tuberías de aguas pluviales y sanitarias y de control de inundaciones en la misma 

área; y para otros fines relacionados.” 

 

SRA. MORAN TRINIDAD: Señora Presidenta. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Vamos a aprobar las enmiendas. 

Adelante, senadora Moran. 

SRA. MORAN TRINIDAD: Gracias, señora Presidenta. 

Nada, esta Resolución 476 viene a redundar unos anuncios públicos que se dieron en el 

cuatrienio pasado.  Como Senadora del Distrito de San Juan, Guaynabo y Aguas Buenas sabemos muy 

bien qué es lo que está sucediendo en un área reconocida y sumamente turística, que es el área del 

Condado.   

Decir y redundar en lo que han dicho los líderes comunitarios de esa área es socavar y añadirle 

al reclamo que día a día hacen estos residentes sobre la situación de inundaciones del sistema pluvial 

sanitario que día a día se trastoca con lluvias torrenciales en el sector. Recordemos que en el cuatrienio 

anterior se hicieron anuncios sobre asignaciones de fondos y proyectos para atender precisamente esas 

situaciones.  Una infraestructura pluvial y sanitaria en el área del Condado.  Se habló de unos estudios.  

Se habló de diseño de construcción, de coordinación interagencial para poder atender esto, 

particularmente en este sector.   

Hoy con esta Resolución lo que estamos haciendo es verificar qué se hizo, en dónde están los 

estudios, cuáles fueron los hallazgos, para poder atender realmente lo que está sucediendo en el área 

del Condado.  Esto, sin querer aportar directamente o indirectamente lo que estaremos también 

atendiendo en la Comisión Total del próximo 17, sino más bien es poder atender en qué se quedó esos 

proyectos en particular. 

Mi gente, mi familia, mis amigos, mis constituyentes ya caen tres gotas en el área del Condado 

y lo que hay es un mar que corre por las avenidas, especialmente Ashford y Wilson. 

Para mí sería muy primordial saber si podemos atender esto, en qué estatus se quedó, si se 

logró comenzar algo y qué yo le puedo decir a mis constituyentes en un futuro, si realmente se va a 

poder arreglar este problema. 

Esa es la razón por la cual yo he establecido esta Resolución 476, que espero que mis 

compañeros entiendan la necesidad, como en muchos otros Distritos, han tenido que ver con este tipo 

de problemática en sus comunidades y municipios. 

Esas son mis palabras, señora Presidenta. 

SRA. ÁLVAREZ CONDE: Señora Presidenta. 
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SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Señora Ada Álvarez Conde. 

SRA. ÁLVAREZ CONDE: Quiero asumir un turno sobre esta medida, porque en efecto es 

importante y la compañera presenta este … recientemente la Resolución del Senado 476, pero una 

medida muy loable de atender las inundaciones relacionadas a Condado. 

Sin embargo, quiero simplemente traer, dadas las circunstancias de que he hablado de Condado 

en otras ocasiones, que desde el 22 de septiembre del año pasado estaba en la Comisión de Asuntos 

Internos una investigación sobre las aguas desiguales que también tienen que ver con la tubería, algo 

que agradezco que por fin se haya pasado a la Comisión de Turismo y Recursos Naturales. 

Ciertamente, el tema del acceso al agua; el tema de los desperdicios en el agua, la 

contaminación; el tema de las inundaciones es fundamental para Puerto Rico, pero sobre todo para el 

área de San Juan. 

Y espero, que de la misma manera que en este caso manejaron rápidamente este asunto a una 

semana de radicación y se atendió, ahora uno que esta servidora había hecho hace nueve (9) meses, 

podamos unir esfuerzos para los residentes de San Juan y de todo Puerto Rico. 

Esas son mis palabras. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas 

del informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 

476, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobada. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

de la Cámara 210, titulado: 

 

“Para enmendar el Artículo 3, de la Ley Núm. 113 -2012, conocida como “Ley del Programa 

de Guías de Verificación de Veteranos-Dueños de Pequeños Negocios”; a los fines de corregir y 

clarificar la definición de veterano, y veterano incapacitado del servicio; realizar enmiendas técnicas; 

y para otros fines relacionados.” 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada de un informe 

sin enmiendas y solicitamos que se apruebe la medida. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 

210, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobado. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

de la Cámara 826, titulado: 

 

“Para añadir un inciso (l) al Artículo 2, enmendar el inciso A del Artículo 4 y enmendar el 

Artículo 9 de la Ley Núm. 203-2007, según enmendada, conocida como la “Carta de Derechos del 

Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI”; a los fines de establecer que todas las agencias del Gobierno 

de Puerto Rico, sus instrumentalidades y los municipios tengan que incluir en toda publicación, 

anuncio o edicto relacionado al proceso de reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de 

propiedades, programas de vivienda de interés social o aquellos que otorguen subsidios para la 

adquisición o alquiler de viviendas; una referencia al derecho de preferencia para los veteranos 

dispuesto en dicho inciso; y para otros fines relacionados.” 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada de un informe 

sin enmiendas y solicitamos que se apruebe la medida. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 

826, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobado. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 

 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

de la Cámara 971, titulado: 

 

“Para enmendar el Artículo 2.048 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”; con el fin a los fines de realizar enmiendas técnicas para 

restablecer, dentro de las Condiciones Generales para el Ingreso al Servicio Público Municipal, el 

requisito de que el solicitante no haya sometido ni intentado someter información falsa, incorrecta o 

engañosa en solicitudes de examen, reclutamiento o empleo, reincorporando así texto vigente 

previamente omitido; restituir texto vigente previamente omitido. y para otros fines relacionados.” 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas 

del informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 

971, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobado. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

de la Cámara 1129, titulado: 

 

“Para enmendar el Artículo 1; añadir un nuevo Artículo 2; reenumerar el actual Artículo 2 

como Artículo 3 y enmendarlo; y reenumerar los actuales Artículos 3 y 4 como 4 y 5 de la Ley 20-

2023 con el propósito de declarar el sábado siguiente al Dia Día de Acción de Gracias de cada año 

como el "Dia Día Nacional del Mundillo Puertorriqueño"; reconocer al Municipio de Moca como “La 

Capital del Mundillo Puertorriqueño”; y para otros fines relacionados.” 

 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas 

del informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 

lean. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

 

ENMIENDASA EN SALA 

En la Exposición de Motivos: 

Página 2, párrafo 4, después de “Esta” eliminar “enmienda” y 

sustituir por “legislación” 

 

En el Decrétase: 

Página 3, línea 5, antes de “Artículo” añadir “ “ ” 

Página 3, línea 9, después de “Puertorriqueño”.” añadir “ ” ”  

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 

1129, los que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobado. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: ¿Hay objeción?  No habiendo objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Próximo asunto. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Adelante. 

- - - - 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 

Resolución Conjunta de la Cámara 128, titulada: 

 

“Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles (CEDBI) del 

Gobierno de Puerto Rico, auscultar la posibilidad de transferir libre de costo a la corporación Centro 

Corazón Azul, Inc., la titularidad o conceder el usufructo u otro negocio jurídico por un término mayor 
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a diez (10) años, del terreno y la estructura de la antigua Escuela Pública Ernesto Juan Fonfrías, 

localizada en la Carr. #2, Km. 17, Hm. 7, Sección Macum, del Bo. Barrio Candelaria en el Municipio 

de Toa Baja, a tenor con el Capítulo 5 de la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 

Cumplimiento con el Plan Fiscal”.” 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, la medida viene acompañada con enmiendas 

del informe, proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Si no hay objeción, se aprueban. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta 

de la Cámara 128, aquellos que estén a favor dirán que sí.  En contra, no.  Aprobada. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Si no hay objeción, se aprueban. 

- - - - 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Breve receso. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Receso. 

 

RECESO 

 

- - - - 

Transcurrido el receso, el Senado reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del señor Thomas 

Rivera Schatz. 

- - - - 

 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente, turno de Mociones. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 

MOCIONES 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente, solicitamos devolver… 

Breve receso. 

SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 

RECESO 

 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 

Señora Portavoz. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente, vamos a solicitar la reconsideración del 

Proyecto del Senado 858. 

SR. PRESIDENTE: ¿Compañero Sánchez está secundando la moción? 

SR. SÁNCHEZ ÁLVAREZ: Sí, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Tiene que prender el micrófono, compañero. 
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SRA. SOTO TOLENTINO: Sí. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, así se acuerda. 

 

CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 

reconsideración del Proyecto del Senado 858, titulado: 

 

“Para enmendar el Artículo 1.02, añadir nuevos incisos (k-1), (u-1), (u-2), (aa-1), (dd-1), (dd-

2) y (nn-1) al Artículo 1.03, añadir un nuevo inciso (f) al Artículo 5.04, añadir un nuevo Artículo 11-

A, enmendar el Artículo 5.16 y añadir un nuevo Artículo 5.18 de la Ley 247-2004, según enmendada, 

conocida como Ley de Farmacia de Puerto Rico, a los fines de establecer un marco regulatorio para 

los medicamentos compuestos de alto riesgo y las farmacias no residentes que permita la responsable 

protección salubrista de los pacientes localizados en Puerto Rico; establecer la “Ley para la 

Supervisión sobre Medicamentos Compuestos de Alto Riesgo”; requerir la publicación de informes 

bianuales por parte de la la Secretaría Auxiliar para la Regulación de la Salud Pública (SARPS) junto 

con la Oficina de Planificación y Desarrollo Reglamentación y Acreditación de Facilidades de Salud 

(SARAFS), y la Junta Examinadora de Farmacia sobre la supervisión de las prácticas de preparación 

de medicamentos compuestos; garantizar una mayor visibilidad sobre las acciones regulatorias para 

proteger a los pacientes de medicamentos preparados ilegalmente; y otros fines relacionados.” 

 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente, solicitamos devolver el informe del Proyecto 

del Senado 858 a la Comisión de Salud. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, así se acuerda. 

- - - - 

 

SR. PRESIDENTE: Ahora vamos a la Votación Final. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente, para que se conforme un Calendario de 

Votación Final donde se incluyan las siguientes medidas: Proyecto del Senado 318, en Concurrencia; 

Proyecto del Senado 0372, con enmiendas, en Concurrencia; Proyecto del Senado 0622, en 

Concurrencia; Proyecto del Senado 0890; Proyecto del Senado 1036, en Concurrencia; Resolución 

del Senado 0074 (Segundo Informe), Resolución del Senado 0095, Resolución del Senado 0281, 

Resolución del Senado 0476; Proyecto de la Cámara 0210, Proyecto de la Cámara 0826, Proyecto de 

la Cámara 0971, Proyecto de la Cámara 1129; Resolución Conjunta de la Cámara 0128. 

Señor Presidente, para que la Votación Final se considere como el Pase de Lista Final para 

todos los fines legales y pertinentes. 

SR. PRESIDENTE: Votación. 

¿Algún senador o senadora quiere abstenerse o emitir un voto explicativo?  Compañera Morán, 

¿no?   

SRA. MORAN TRINIDAD: En la RCC 128, abstenida. 

SR. PRESIDENTE: Que se haga constar.  ¿Alguien más?  Ábrase la Votación. 

SRA. GONZÁLEZ HUERTAS: Señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Compañera González Huertas. 

SRA. GONZÁLEZ HUERTAS: Para solicitar la abstención del Proyecto de la Cámara 826. 

SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 

SRA. RODRÍGUEZ VEVE: Señor Presidente, Rodríguez Veve. 
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SR. PRESIDENTE: Compañera Rodríguez Veve. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Para un voto de abstención en el Proyecto de la Cámara 210 y 

Proyecto de la Cámara 826. 

SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 

 

- - - - 

Es llamada a presidir y ocupa la Presidencia la señora Marissa Jiménez Santoni, Segunda 

Vicepresidenta. 

- - - - 

 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico, a las 

cuatro de la tarde (4:00 p.m.).  Todos los senadores y senadoras han emitido su voto.  Señora 

Secretaria, notifique el resultado de la Votación. 

 

CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 

Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 

 

Concurrencia con las enmiendas introducidas 

por la Cámara de Representantes  

al P. del S. 318 

 

Concurrencia con las enmiendas introducidas 

por la Cámara de Representantes  

al P. del S. 372 

 

Concurrencia con las enmiendas introducidas 

por la Cámara de Representantes  

al P. del S. 622 

 

P. del S. 890 

“Para enmendar la Ley Núm. 60 de 1 de julio de 2019, según enmendada, conocida como 

“Código de Incentivos de Puerto Rico”, a los fines de añadir un nuevo Artículo 1010.1-A que 

establezca como requisito de elegibilidad y mantenimiento para la concesión de decretos de incentivos 

contributivos que promuevan la creación o retención de empleos, el registro obligatorio del patrono 

en la plataforma PERFIL (Portal de Empleo y Reclutamiento para Facilitar la Integración Laboral) del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, así como la actualización mensual de sus vacantes 

laborales, aplicable a patronos que radiquen planillas trimestrales de contribuciones al Seguro por 

Desempleo, con el propósito de optimizar la colocación de empleo, reducir el desempleo y promover 

una colaboración efectiva entre el sector privado beneficiario de incentivos públicos y el Gobierno; y 

para otros fines relacionados.”  

 

Concurrencia con las enmiendas introducidas 

por la Cámara de Representantes  

al P. del S. 1036 

 



Jueves, 4 de junio de 2026 Núm. 40 

 

 

18584 

R. del S. 74 (Segundo Informe) 

“Para ordenar a la Comisión de Educación, Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico a realizar 

una investigación sobre el servicio de asistentes de educación especial T1 y T2 del Departamento de 

Educación, su disponibilidad para todo el estudiantado de educación especial, el proceso de 

reclutamiento de asistentes, sus necesidades, remuneración y condiciones de empleo, los recursos 

disponibles para ejercer el servicio y demás asuntos indispensables que redunden en una instrucción 

efectiva; y para otros fines relacionados.” 

 

R. del S. 95 

“Para ordenar a la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano; y a la Comisión de 

lo Jurídico del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre el sistema 

correccional de Puerto Rico, incluyendo la composición y clasificación de la población correccional, 

la condición de la infraestructura de las instituciones penales, la administración y ejecución de 

recursos, la prestación de servicios esenciales, la efectividad de los programas de rehabilitación y 

cualquier otro asunto que incida en la administración y funcionamiento del sistema correccional en 

Puerto Rico; y para otros fines relacionados.” 

 

R. del S. 281 

“Para ordenar a la Comisión de Asuntos Municipales y a la Comisión de Gobierno del Senado 

de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre los procesos, protocolos y planes de 

respuesta de la empresa LUMA Energy ante interrupciones en el servicio eléctrico en los municipios 

de Puerto Rico; examinar la efectividad de las medidas adoptadas, los tiempos de respuesta, la 

coordinación con las agencias gubernamentales y municipios, así como las consecuencias para los 

abonados; y para otros fines relacionados.” 

 

R. del S. 476 

“Para ordenar a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de 

Puerto Rico, a realizar un estudio dirigido a constatar el estado en el que se encuentra el proyecto de 

mitigación de inundaciones en la zona de la Laguna del Condado, así como el proyecto de 

rehabilitación de tuberías de aguas pluviales y sanitarias y de control de inundaciones en la misma 

área; y para otros fines relacionados.”  

 

P. de la C. 210 

“Para enmendar el Artículo 3, de la Ley Núm. 113 -2012, conocida como “Ley del Programa 

de Guías de Verificación de Veteranos-Dueños de Pequeños Negocios”; a los fines de corregir y 

clarificar la definición de veterano, y veterano incapacitado del servicio; realizar enmiendas técnicas; 

y para otros fines relacionados.” 

P. de la C. 826 

“Para añadir un inciso (l) al Artículo 2, enmendar el inciso A del Artículo 4 y enmendar el 

Artículo 9 de la Ley Núm. 203-2007, según enmendada, conocida como la “Carta de Derechos del 

Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI”; a los fines de establecer que todas las agencias del Gobierno 

de Puerto Rico, sus instrumentalidades y los municipios tengan que incluir en toda publicación, 

anuncio o edicto relacionado al proceso de reparto, venta, cesión, donación o arrendamiento de 

propiedades, programas de vivienda de interés social o aquellos que otorguen subsidios para la 

adquisición o alquiler de viviendas; una referencia al derecho de preferencia para los veteranos 

dispuesto en dicho inciso; y para otros fines relacionados.” 
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P. de la C. 971 

“Para enmendar el Artículo 2.048 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”; con el fin a los fines de realizar enmiendas técnicas para 

restablecer, dentro de las Condiciones Generales para el Ingreso al Servicio Público Municipal, el 

requisito de que el solicitante no haya sometido ni intentado someter información falsa, incorrecta o 

engañosa en solicitudes de examen, reclutamiento o empleo, reincorporando así texto vigente 

previamente omitido; restituir texto vigente previamente omitido. y para otros fines relacionados.” 

 

P. de la C. 1129 

“Para enmendar el Artículo 1; añadir un nuevo Artículo 2; reenumerar el actual Artículo 2 

como Artículo 3 y enmendarlo; y reenumerar los actuales Artículos 3 y 4 como 4 y 5 de la Ley 20-

2023 con el propósito de declarar el sábado siguiente al Dia Día de Acción de Gracias de cada año 

como el "Dia Día Nacional del Mundillo Puertorriqueño"; reconocer al Municipio de Moca como “La 

Capital del Mundillo Puertorriqueño”; y para otros fines relacionados.” 

 

R. C. de la C. 128 

“Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles (CEDBI) del 

Gobierno de Puerto Rico, auscultar la posibilidad de transferir libre de costo a la corporación Centro 

Corazón Azul, Inc., la titularidad o conceder el usufructo u otro negocio jurídico por un término mayor 

a diez (10) años, del terreno y la estructura de la antigua Escuela Pública Ernesto Juan Fonfrías, 

localizada en la Carr. #2, Km. 17, Hm. 7, Sección Macum, del Bo. Barrio Candelaria en el Municipio 

de Toa Baja, a tenor con el Capítulo 5 de la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 

Cumplimiento con el Plan Fiscal”.” 

 

 

VOTACIÓN 

 

La Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto 

del Senado 622; las Resoluciones del Senado 74 (segundo informe), 95, 281 y 476; y el Proyecto de la 

Cámara 971, son consideradas en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 

Luis Javier Hernández Ortiz, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 

Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Thomas Rivera Schatz, 

Joanne M. Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín 

Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna 

I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Marissa Jiménez Santoni, Segunda 

Vicepresidenta. 

 

Total ..................................................................................................................................................  26 
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VOTOS NEGATIVOS 

Total ....................................................................................................................................................  0 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total ....................................................................................................................................................  0 

 

 

El Proyecto de la Cámara 1129, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 

siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 

Luis Javier Hernández Ortiz, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 

Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Thomas Rivera Schatz, 

Joanne M. Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín 

Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. 

Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Marissa Jiménez Santoni, Segunda Vicepresidenta. 

Total ..................................................................................................................................................  25 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senador:  

José A. Santiago Rivera. 

Total ....................................................................................................................................................  1 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

Total ....................................................................................................................................................  0 

 

La Resolución Conjunta de la Cámara 128, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 

con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 

Luis Javier Hernández Ortiz, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 

Rodríguez, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Thomas Rivera Schatz, Joanne M. Rodríguez 

Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María 

de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda 

M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Marissa Jiménez Santoni, Segunda Vicepresidenta. 

Total ..................................................................................................................................................  25 
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VOTOS NEGATIVOS 

Total ....................................................................................................................................................  0 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Senadora:  

Nitza Moran Trinidad. 

Total ....................................................................................................................................................  1 

 

La Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto de 

la Cámara 372, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Héctor Gabriel González López, Luis Javier Hernández Ortiz, 

Gregorio Matías Rosario, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla 

Alvelo, Brenda Pérez Soto, Thomas Rivera Schatz, Joanne M. Rodríguez Veve, Karen Michelle Román 

Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. 

Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo 

López y Marissa Jiménez Santoni, Segunda Vicepresidenta. 

Total ..................................................................................................................................................  24 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Marially González Huertas y Eliezer Molina Pérez. 

Total ....................................................................................................................................................  2 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

Total ....................................................................................................................................................  0 

 

La Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto 

del Senado 1036, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, Luis Javier Hernández 

Ortiz, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran 

Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Thomas Rivera Schatz, Karen Michelle Román 

Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos 

Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Marissa Jiménez 

Santoni, Segunda Vicepresidenta. 

Total ..................................................................................................................................................  23 
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VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Adrián González Costa, Joanne M. Rodríguez Veve y María de L. Santiago Negrón. 

Total ....................................................................................................................................................  3 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

Total ....................................................................................................................................................  0 

 

 

El Proyecto de la Cámara 210, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 

siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, Luis Javier Hernández 

Ortiz, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran 

Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Thomas Rivera Schatz, Karen Michelle Román 

Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos 

Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Marissa Jiménez 

Santoni, Segunda Vicepresidenta. 

Total ..................................................................................................................................................  23 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Adrián González Costa y María de L. Santiago Negrón. 

Total ....................................................................................................................................................  2 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Senadora:  

Joanne M. Rodríguez Veve 

Total ....................................................................................................................................................  1 

 

 

El Proyecto de la Cámara 826, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 

siguiente resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Héctor Gabriel González López, Luis Javier Hernández Ortiz, Gregorio Matías 

Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla 
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Alvelo, Brenda Pérez Soto, Thomas Rivera Schatz, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa 

Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto 

Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Marissa Jiménez Santoni, Segunda 

Vicepresidenta. 

Total ..................................................................................................................................................  22 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Adrián González Costa y María de L. Santiago Negrón. 

 

otal ......................................................................................................................................................  2 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Senadoras:  

Marially González Huertas y Joanne M. Rodríguez Veve. 

Total ....................................................................................................................................................  2 

 

 

La Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto 

del Senado 318, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 

 

 

Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis Dalmau Santiago, Héctor 

Gabriel González López, Gregorio Matías Rosario, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran 

Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Thomas Rivera Schatz, Joanne M. Rodríguez 

Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, José A. 

Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo 

López y Marissa Jiménez Santoni, Segunda Vicepresidenta. 

 

Total ..................................................................................................................................................  20 

 

VOTOS NEGATIVOS 

 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Luis Javier 

Hernández Ortiz, Eliezer Molina Pérez y María de L. Santiago Negrón. 

 

Total ....................................................................................................................................................  6 

 

VOTOS ABSTENIDOS 

Total ....................................................................................................................................................  0 
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El Proyecto del Senado 890, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente 

resultado: 

 

VOTOS AFIRMATIVOS 

 

Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 

Dalmau Santiago, Héctor Gabriel González López, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan 

Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Brenda Pérez Soto, Karen 

Michelle Román Rodríguez, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos 

Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino y Ángel Toledo López y Marissa Jiménez 

Santoni, Segunda Vicepresidenta. 

Total ..................................................................................................................................................  19 

VOTOS NEGATIVOS 

Senadores: 

Adrián González Costa, Marially González Huertas, Luis Javier Hernández Ortiz, Joanne M. 

Rodríguez Veve, Jeison Rosa Ramos, María de L. Santiago Negrón y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 

 

Total ....................................................................................................................................................  7 

VOTOS ABSTENIDOS 

 

Total ....................................................................................................................................................  0 

 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Por el resultado de la Votación, todas las medidas han sido 

aprobadas. 

Señora Portavoz. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para que se excuse de los trabajos de la sesión 

de hoy al senador Reyes Berríos.   

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Si no hay objeción, se aprueba. 

SRA. SOTO TOLENTINO: Señora Presidenta, para recesar los trabajos del Senado de Puerto 

Rico hasta este próximo lunes, 8 de junio del 2026, a las siete de la mañana (7:00 a.m.) -perdón- a la 

una de la tarde (1:00 p.m.). 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: El Senado de Puerto Rico recesa sus trabajos… 

SR. COLÓN LA SANTA: Señora Presidenta. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Senador La Santa Colón… 

SR. COLÓN LA SANTA: Señora Presidenta… 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: …Colón La Santa. 

SR. COLÓN LA SANTA: …Colón La Santa. 

Antes de recesar los trabajos en la tarde de hoy, quiero reconocer que tenemos a la senadora 

Wandy Soto cumpliendo años en el día de hoy. 

SEGUNDA VICEPRESIDENTA: Muchas felicidades a la compañera Wandy Soto y muchas 

bendiciones. 

El Senado de Puerto Rico recesa sus trabajos hoy, 4 de junio del 2026, a las cuatro y dos de la 

tarde (4:02 p.m.), hasta el próximo lunes, 8 de junio del 2026, a la una de la tarde (1:00 p.m.). 

Receso. 
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“VOTO EXPLICATIVO 

(P. del S. 762) 

 

AL SENADO DE PUERTO RICO 

En la discusión del Calendario de Órdenes Especiales del Día para la sesión legislativa del 

jueves 28 de mayo de 2026, se atendió el Proyecto del Senado 762, en adelante P. del S. 762, mediante 

la cual se propone: 

 “[e]nmendar el inciso (40) del Artículo 1-104de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo de 191, 

según enmendada, conocida como “Ley del Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de incluir a los Jefes de Instituciones Juveniles, 

Agentes del Negociado de Investigaciones Especiales, Fiscales de Distrito, Fiscales Auxiliares del 1 

al IV, Procuradores de Menores Y de Familia y a los Agentes de Rentas Internas del Departamento 

de Hacienda en la definición de “Servidores Públicos de Alto Riesgo”; y para otros fines 

relacionados.” 

Emití un VOTO A FAVOR del P. del S. 762 porque reconozco que la medida persigue un 

objetivo legítimo de política pública, extender el reconocimiento de “servidor público de alto riesgo” 

a determinados funcionarios que, por la naturaleza de sus funciones, enfrentan exposiciones reales a 

situaciones de violencia, confrontación, amenazas, investigaciones criminales complejas, 

intervenciones sensitivas y altos niveles de presión emocional y profesional. Resulta razonable que el 

Estado evalúe continuamente si las clasificaciones existentes dentro de sus sistemas de retiro reflejan 

adecuadamente las realidades operacionales de quienes sirven al pueblo en funciones particularmente 

exigentes y riesgosas. 

No obstante, este voto no debe interpretarse como un endoso irrestricto ni como una 

validación automática de todos los elementos contenidos en la medida. Por el contrario, considero 

importante dejar constancia de varias preocupaciones sustantivas que surgieron durante el análisis 

legislativo y que merecen atención responsable. 

Las principales reservas planteadas por las entidades consultadas no estuvieron dirigidas a 

cuestionar el valor o la importancia de las funciones realizadas por fiscales, procuradores, agentes 

investigativos, jefes de instituciones juveniles o agentes de rentas internas. La discusión estuvo 

centrada, más bien, en la ausencia de información actuarial suficiente que permitiera medir con 

precisión el impacto de esta intención de acción legislativa sobre las obligaciones pensionarias del 

Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Tanto la Autoridad de Asesoría Financiera y 

Agencia Fiscal de Puerto Rico (AAFAF), como la Junta de Retiro y la Oficina de Presupuesto de la 

Asamblea Legislativa (OPAL), coincidieron en advertir que la medida genera costos recurrentes y 

crecientes para el sistema PayGo, sin que se identifique una fuente permanente de financiamiento ni 

un análisis actuarial integral que permita evaluar adecuadamente su sostenibilidad a largo plazo. 

Es importante destacar que esta legislación se discute en un contexto fiscal 

extraordinariamente complejo para Puerto Rico. La realidad jurídica y financiera impuesta por la Ley 

PROMESA, el Plan Fiscal certificado y el Plan de Ajuste de la Deuda limita significativamente la 

capacidad gubernamental para asumir nuevas obligaciones pensionarias sin evaluar exhaustivamente 

sus consecuencias. Ignorar esta realidad no fortalece la política pública; por el contrario, puede colocar 

en riesgo la implementación efectiva de medidas que persiguen fines legítimos y justos. 

Asimismo, persisten interrogantes importantes sobre los criterios utilizados para determinar 

qué ocupaciones deben ser clasificadas como de alto riesgo y cuáles quedan excluidas de esa 

clasificación. Aunque los puestos incorporados por esta legislación ciertamente realizan funciones que 
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pueden implicar riesgos considerables, el expediente legislativo no demuestra de forma concluyente 

que se haya realizado un análisis comparativo amplio, uniforme y basado en evidencia que permita 

establecer parámetros objetivos para futuras determinaciones. La ausencia de esos criterios podría 

provocar que otras categorías ocupacionales con responsabilidades igualmente complejas o riesgosas 

reclamen, con fundamentos similares, la extensión de beneficios equivalentes, generando nuevas 

presiones fiscales y administrativas sobre el sistema de retiro. 

De igual forma, preocupa la falta de una evaluación detallada sobre el efecto operacional que 

podría producir el retiro anticipado de personal altamente especializado en áreas sensitivas del 

Gobierno. La salida acelerada de fiscales, procuradores, investigadores y otros funcionarios con 

experiencia acumulada podría generar retos adicionales de reclutamiento, capacitación y retención de 

talento en dependencias que ya enfrentan limitaciones de recursos humanos. 

La responsabilidad de esta Asamblea Legislativa no se limita a identificar necesidades 

legítimas; también incluye garantizar que las soluciones aprobadas sean viables, sostenibles y 

compatibles con la realidad fiscal y jurídica del país. La justicia para determinados grupos de 

servidores públicos no puede desligarse del deber de proteger la estabilidad financiera de los sistemas 

de retiro ni de la obligación de evaluar con rigor técnico las consecuencias de cada decisión legislativa. 

Por ello, aunque el fue VOTO A FAVOR de la medida por entender que atiende una 

reclamación legítima de reconocimiento a servidores públicos que enfrentan riesgos inherentes al 

ejercicio de sus funciones, consigno expresamente que aún subsisten interrogantes actuariales, 

fiscales, administrativas y de implantación que debieron atenderse con mayor profundidad durante el 

proceso legislativo en la Comisión de Gobierno del Senado del Senado de Puerto Rico. Corresponderá 

ahora a las entidades concernidas asegurar que cualquier implementación futura se realice dentro de 

los parámetros de responsabilidad fiscal, cumplimiento con PROMESA, sostenibilidad del sistema de 

retiro y sana administración pública que el momento histórico de Puerto Rico exige. 

Mi voto afirmativo responde al mérito de la aspiración que persigue la medida; no 

constituye, sin embargo, una renuncia al deber de continuar fiscalizando su viabilidad, su costo 

real y sus efectos sobre las finanzas públicas y sobre la estabilidad del sistema de retiro del 

Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

 

Respetuosamente sometido. 

(Fdo.) 

José A. “Josian” Santiago Rivera” 

 

“VOTO EXPLICATIVO 

(P. del S. 1084) 

 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

En la discusión del Calendario de Órdenes Especiales del Día para la sesión legislativa del 

jueves 28 de mayo de 2026, se atendió el Proyecto del Senado 1084, en adelante P. del S. 1084, 

mediante la cual se propone: 

“[a]ñadir un nuevo Artículo 24 y reenumerar los actuales artículos 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 

31, y 32 como los artículos 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33 y 33 respectivamente a la Ley 8-2004, según 

enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento de Recreación y Deportes”, con el fin 

de reconocer y regular los deportes electrónicos (eSports) como disciplina deportiva; y para otros 

fines.” 
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Como parte de la discusión del Proyecto de Ley asumí un turno de debate en el cual expresé 

una serie de preocupaciones, las cuales, a mi juicio, constituyen elementos importantes a considerar 

previo a su aprobación. En el turno indiqué que no era  por desconocimiento a la importancia creciente 

de los deportes electrónicos, ni porque cierre la puerta a que Puerto Rico desarrolle una política pública 

moderna sobre esta disciplina, sino porque la medida, según considerada, no contiene todavía las 

garantías mínimas que debe exigirse antes de reconocer formalmente los eSports como una disciplina 

deportiva bajo la Ley 8-2004, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento de 

Recreación y Deportes”. Incluso, en el informe del P. del S. 1084 se exponen una serie interrogantes 

fiscales y programáticas señaladas por la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal 

(AAFAF), incluyendo la posibilidad de costos directos o indirectos asociados a reglamentación, 

certificaciones, fiscalización, sistemas de registro, apoyo programático y coordinación administrativa. 

El reconocimiento de los eSports no puede aprobarse como una mera expresión de entusiasmo 

tecnológico o como una respuesta simbólica a una tendencia global. Si el Estado va a conferirle 

carácter deportivo oficial a una actividad competitiva digital, debe hacerlo estableciendo parámetros 

rigurosos en asuntos como la salud, seguridad, protección de personas menores, integridad 

competitiva, prevención de apuestas, ciberseguridad, conflictos de interés y manejo de licencias 

privadas. La medida menciona la reglamentación futura, pero deja demasiados asuntos esenciales para 

atenderse posteriormente, sin criterios legislativos suficientemente claros. 

Uno de los asuntos particularmente preocupante es la ausencia de normas detalladas sobre 

personas menores de edad. Muchos participantes en los eSports son jóvenes y estudiantes, por lo que 

cualquier reconocimiento oficial debe incluir límites razonables de práctica, descanso, ergonomía, 

salud mental, protección frente a explotación contractual, exposición a contenido inapropiado, 

apuestas, monetización agresiva y uso indebido de datos personales. Reconocer la disciplina sin esas 

salvaguardas puede terminar validando una industria sin haber definido primero las responsabilidades 

mínimas del Estado y de los organizadores privados. 

También hice el planteamiento para que se atendiera con precisión la diferencia entre los 

conceptos de “gaming recreativo” y “deporte electrónico competitivo”. Esto porque no todo 

videojuego, torneo o actividad digital debe recibir trato deportivo. La ley debe distinguir con precisión 

qué modalidades cualifican, bajo qué reglas, con qué supervisión, qué entidades pueden certificar, qué 

conflictos de interés se prohíben y cómo se evita que compañías privadas dueñas de plataformas o 

videojuegos condicionen, capturen o dirijan la política pública deportiva del país sobre los eSports. 

De igual forma, reconocer los eSports como deporte sin distinguir claramente entre “gaming 

recreativo” y “competencia deportiva regulada” puede abrir la puerta a prácticas de sedentarismo, 

sobreexposición a pantallas, apuestas, contenido inapropiado, explotación de personas menores y 

conflictos con compañías privadas propietarias de videojuegos o plataformas competitivas, sin que el 

Estado haya establecido previamente controles y salvaguardas mínimas para atender esos riesgos. 

A los anteriores, se suma una preocupación fiscal seria. Aunque en el texto decretativo se 

intenta limitar compromisos directos al Departamento de Recreación y Deportes en materia de 

recursos económicos o fiscales, la realidad es que expresiones como promover, fomentar, certificar, 

colaborar y reglamentar pueden generar expectativas de fondos, personal, infraestructura, viajes, 

eventos, auspicios, sistemas tecnológicos y apoyo institucional. Sin un análisis o una evaluación fiscal 

más precisa, el Senado no debe aprobar una política pública que pueda convertirse luego en una 

obligación presupuestaria sin métricas, límites ni fuentes de financiamiento claras.  

De otra parte, se plantea la creación de “[u]na mesa de diálogo permanente sobre deportes 

electrónicos, compuesta por: el Departamento de Recreación y Deportes, expertos en tecnología, 

representantes de ligas locales y académicos. Esta mesa tendrá el propósito de evaluar y recomendar 
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actualizaciones a la reglamentación conforme evolucione la tecnología y la industria de los eSports.” 

La propuesta constituye una herramienta valiosa para mantener actualizada la política pública sobre 

los eSports. En cambio, en la medida no se define adecuadamente su composición, facultades, criterios 

de representación ni mecanismos para prevenir conflictos de interés. Una estructura de esta naturaleza 

puede aportar significativamente al desarrollo ordenado de la disciplina, pero requiere mayores 

garantías de transparencia, diversidad de participación e independencia para asegurar que sus 

recomendaciones respondan al interés público y no a intereses comerciales particulares, considerando 

que los eSports las plataformas que se utilizan son privadas.  

Es por lo que como parte de mi alocución sobre el P. del S. 1084, presenté una Moción a viva 

voz para que la medida fuera devuelta a Comisión para atender las preocupaciones expuestos como 

enmiendas. No obstante, la Moción fue objetada y en votación a esta fue derrotada por los integrantes 

de la mayoría parlamentaria. Perdieron de perspectiva que no se trata de postergar la aprobación de la 

medida permanentemente sino de incorporarle enmiendas que fortalecieran su contenido. 

El país puede y debe discutir los eSports con seriedad. Pero precisamente por su importancia, 

no debe improvisarse. Una política pública responsable debe reconocer la innovación sin abandonar 

la disciplina fiscal; debe abrir espacio a nuevas generaciones sin descuidar su salud y seguridad; y 

debe promover el desarrollo económico sin entregar la definición del deporte a intereses privados o 

comerciales. 

Por esas razones, emití un VOTO EN CONTRA el cual no constituye un rechazo absoluto a 

los eSports. Constituye una advertencia legislativa responsable en donde Puerto Rico pueda reconocer 

el deporte digital, pero no mediante un cheque en blanco. Ese reconocimiento debe venir acompañado 

de reglas claras, protección efectiva, análisis fiscal completo, métricas de cumplimiento y garantías 

de que el interés público estará por encima de cualquier presión comercial o entusiasmo momentáneo. 

 

Respetuosamente sometido. 

(Fdo.) 

José A. “Josian” Santiago Rivera” 

 

“VOTO EXPLICATIVO 

(P. de la C. 1004) 

 

Al Senado de Puerto Rico: 

Luego de examinar el Proyecto de la Cámara 1004 (P. de la C. 1004) y el análisis incluido en 

el informe de la Comisión de Gobierno, emití mi voto a favor de la medida. Expongo a continuación 

las razones que fundamentan esta determinación. 

El expediente legislativo demuestra que la medida atiende una problemática persistente en la 

operación del sistema eléctrico: el cierre de querellas o reclamaciones sin resolución efectiva, sin 

contestación sustantiva y sin notificación final al consumidor. La falta de un mecanismo uniforme que 

permita conocer el estatus del trámite, las gestiones realizadas o la determinación adoptada limita, 

además, el ejercicio de derechos de revisión ante el Negociado de Energía de Puerto Rico. 

El proyecto añade un nuevo inciso (q) a la Sección 6 de la Ley de la Autoridad de Energía 

Eléctrica de Puerto Rico, mediante el cual se impone al operador del sistema de transmisión y 

distribución la obligación de establecer y mantener un sistema uniforme de procesamiento de querellas 

o reclamaciones individuales. El inciso fija elementos mínimos del proceso, entre ellos el acceso 

electrónico al estatus del trámite, la identificación de la unidad responsable, la constancia de las 

gestiones realizadas y el registro de la determinación final. 
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La medida también dispone que ninguna querella o reclamación podrá cerrarse sin que el 

consumidor reciba una notificación escrita que detalle las acciones tomadas y la determinación 

emitida. Asimismo, exige una notificación electrónica posterior para solicitar la confirmación del 

consumidor, concediéndole un término de cinco días naturales para responder. Igualmente, prohíbe la 

asignación de nuevos números de querella a reclamaciones no resueltas, a fin de evitar la 

fragmentación o reinicio del trámite sin decisión final. 

El P. de la C. 1004 incorpora en el ordenamiento un procedimiento uniforme y verificable para 

la gestión de querellas y reclamaciones, estableciendo parámetros claros de documentación, registro 

y notificación. Estos requisitos aseguran que el consumidor disponga de la información necesaria para 

ejercer los remedios provistos por los procesos administrativos y judiciales vigentes. 

Las obligaciones que impone la medida se integran al deber constitucional del Gobierno de 

fiscalizar servicios públicos esenciales y garantizar que los procedimientos que afecten derechos 

ciudadanos cumplan con los requisitos del debido proceso. La regulación de la transparencia y 

trazabilidad del trámite de querellas constituye un ejercicio legítimo de la facultad legislativa para 

establecer parámetros mínimos de protección al consumidor en un servicio público regulado. 

El Tribunal Supremo, en DACO v. LUMA Energy, 2025 TSPR 126, reiteró que ninguna 

agencia administrativa puede modificar el régimen de responsabilidad civil mediante extensiones de 

inmunidad no autorizadas por ley. Sostuvo, además, que las entidades que administran el sistema 

eléctrico deben responder por daños y atender las reclamaciones conforme a los procedimientos 

establecidos. Este precedente reafirma el rol exclusivo de la Asamblea Legislativa para definir las 

obligaciones procedimentales aplicables a los operadores del sistema eléctrico y validar la 

intervención normativa contenida en este proyecto. 

En este contexto, el P. de la C. 1004 constituye una actuación legislativa compatible con el 

principio de separación de poderes. No interfiere con las facultades adjudicativas ni regulatorias del 

Negociado o de la Autoridad de Energía Eléctrica, sino que delimita el marco legal que estas entidades 

deberán aplicar y fiscalizar, conforme a su autoridad estatutaria. 

Asimismo, la prohibición de asignar nuevos números de querella a reclamaciones no resueltas 

evita prácticas que puedan afectar el acceso del consumidor a revisión administrativa o judicial, 

reforzando las garantías de continuidad y completitud del trámite conforme a los principios del debido 

proceso. 

En suma, el P. de la C. 1004 armoniza el ordenamiento jurídico con los principios 

constitucionales que rigen la prestación y fiscalización de servicios públicos esenciales. Al estructurar 

un procedimiento uniforme y sujeto a notificación adecuada, la medida asegura que los operadores 

cumplan con los estándares procedimentales necesarios para proteger los derechos de los 

consumidores y fortalecer la función supervisora del Gobierno. Por estas razones, reafirmo mi voto a 

favor. 

 

Respetuosamente sometido. 

(Fdo.) 

José Luis Dalmau Santiago” 
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